
DICTAMEN DE LA SECCIÓN INSTRUCTORA 
EN EL EXPEDIENTE SI/03/04, RELATIVO AL 

PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN 
DE PROCEDENCIA SOLICITADO EN CONTRA 
DEL CIUDADANO ANDRÉS MANUEL LÓPEZ

OBRADOR, JEFE DE GOBIERNO DEL 
DISTRITO FEDERAL 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.— Sección Ins-
tructora.

Procedimiento de Declaración de Procedencia
Expediente número: SI/03/04.

Servidor Público Imputado:
C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR,

Jefe de Gobierno del Distrito Federal.

Solicitante: Lic. CARLOS CORTÉS BARRETO,

Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular 
de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en 

Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Especializada 
en Investigación de Delitos contra el Ambiente y 

Previstos en Leyes Especiales de la 
Procuraduría General de la República.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, Dis-
trito Federal al primer día del mes de abril del año dos mil
cinco.

VISTOS para dictaminar los autos que integran el Proce-
dimiento de Declaración de Procedencia bajo el expedien-
te número SI/03/04, en contra del C. ANDRÉS MANUEL
LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, con motivo de la solicitud formulada por el Agente del
Ministerio Público de la Federación, Titular de la Mesa 4
de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Especiales
Área “B” de la Unidad Especializada en Investigación de
Delitos contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especia-
les, de la Procuraduría General de la República, licenciado
Carlos Cortés Barreto, por considerarlo probable responsa-
ble en la comisión del DELITO DE VIOLACIÓN A LA
SUSPENSIÓN tipificado en el artículo 206 de la Ley de
Amparo, sancionado conforme al artículo 215 del Código
Penal Federal; y

R E S U L T A N D O:

I. Que en sesión del Pleno de la H. Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, LIX Legislatura, celebrada el
veinticinco de marzo de dos mil cuatro, fue aprobado el
“ACUERDO PARA LA INTEGRACIÓN DE LA SEC-
CIÓN INSTRUCTORA”, el cual fue publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación, el día treinta y uno de marzo
de dos mil cuatro, acuerdo que, en sus puntos PRIMERO,
SEGUNDO y TERCERO, establece la integración y fun-
ciones de la Sección Instructora, para sustanciar los proce-
dimientos inherentes al Título Cuarto de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y su ley regla-
mentaria, en materia de responsabilidades de los servidores
públicos, quedando integrada de la siguiente manera: Pre-
sidente, Diputado Horacio Duarte Olivares, Secretaria,
Diputada Rebeca Godínez y Bravo, Integrante, Diputado
Francisco Cuauhtémoc Frías Castro, e integrante, Diputa-
do Álvaro Elías Loredo.

II. Que el seis de abril de dos mil cuatro, a las once horas,
el Diputado Federal Horacio Duarte Olivares declaró for-
malmente instalada la Sección Instructora de la H. Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión.

III.- Que mediante escrito de ciento ocho fojas útiles por
un solo lado, de fecha catorce de mayo de dos mil cuatro,
recibido en la Secretaría General de la Cámara de Diputa-
dos, el diecinueve de mayo de dos mil cuatro, a las diez ho-
ras, la Procuraduría General de la República por conducto
del Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular
de la Mesa 4 de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área
“B”, Licenciado Carlos Cortés Barreto, solicitó la instaura-
ción del Procedimiento de Declaración de Procedencia en
contra del servidor público ANDRÉS MANUEL LÓPEZ
OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, al con-
siderarlo probable responsable de la comisión del delito
previsto en el artículo 206 de la Ley de Amparo, sanciona-
do por el artículo 215 del Código Penal Federal. Se acom-
pañó a dicha solicitud, como anexo, copia certificada de la
Averiguación Previa número 1339/FESPLE/01 en dos mil
ochocientos cincuenta y ocho fojas útiles, distribuidas en
tres tomos y siete anexos.

IV.- Que la solicitud de Declaración de Procedencia alu-
dida en el apartado anterior fue ratificada en todas y cada
una de sus partes ante la propia Secretaría General de la
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Cámara de Diputados con fecha veinte de mayo de dos mil
cuatro por el propio Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de
la Mesa 4 de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área
“B”, según consta en el “ACTA DE RATIFICACIÓN DE
SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA”
formulada por esa instancia.

V. Que por oficio sin número, de fecha veinte de mayo de
dos mil cuatro, la Secretaría General de la Cámara de Dipu-
tados remitió a la Sección Instructora de la LIX Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, la solicitud de declaración de
procedencia y el acta de ratificación acompañada de su do-
cumentación adjunta.

VI. Que los documentos integrantes de la averiguación
previa 1339/FESPLE/01, en tres tomos y siete anexos, re-
cibidos por la Sección Instructora de la LIX Legislatura de
la Cámara de Diputados, correspondientes a la solicitud de
declaración de procedencia, debidamente clasificados con-
forme a su emisión cronológica y a su relación con la cau-
sa, son:

1. Copia certificada de la Gaceta Oficial del Distrito Fe-
deral de fecha diez de noviembre del año dos mil, en que
se publicó el Decreto de fecha nueve de noviembre de dos
mil, por el que se expropian en favor del Gobierno del Dis-
trito Federal, dos fracciones de terreno del predio denomi-
nado “El Encino”, ubicado en la Zona la Ponderosa, en la
Delegación Cuajimalpa de Morelos del Distrito Federal, la
primera con superficie de 6.287.493 metros cuadrados con
las siguientes medidas y colindancias, Partiendo del vérti-
ce número 16 al vértice., número 356, en línea recta de
55.861 m., y rumbo N 35º 07´44.02” W. con Avenida Vas-
co de Quiroga (en proyecto): del vértice número 356 al
vértice número 355, en línea recta de 14.037 m. y rumbo N
26º 09´ 15.42” E., con resto del predio del cual forma par-
te: del vértice número 355 al vértice número 353,.en línea
curva de 105.906 m. con resto del predio del cual forma
parte: del vértice número 353 al vértice número 360, en lí -
nea recta de 4.418 m. y rumbo S 66º l0’ 20.47” E. con
Avenida vasco dé Quiroga (en proyecto): del vértice nú-
mero 360 al vértice numero 361 en línea recta de 17.610 m.
y rumbo S 45º 05´ 34.73” E. con Avenida Vasco de Qui-
roga (en proyecto): del vértice número 361 al vértice nú-
mero 362. en línea recta de 10.938 m. y rumbo S 45º 46´
00.35” E. con Avenida Vasco de Quiroga (en proyecto):
del vértice número 362 al vértice número 363. en línea rec-
ta de, 4.823 m. y rumbo S 58º 04’ 57.94” E. con Avenida

Vasco de Quiroga (en proyecto): del vértice número 363
al vértice número 140, en línea recta de 10,176 m., y rum-
bo S 49º 16´ 48.62” E. con Avenida Vasco de Quiroga (en
proyecto): del vértice número 140 al vértice número 20. en
línea recta de 8.433 m.. y rumbo S 52º 22’ 43.82” E. con
Avenida Vasco de Quiroga (en proyecto): 61 vértice nú-
mero 20 al vértice número 19. en línea recta de 7.824 m. y
rumbo S 71º 59´ 27.26” W. con resto del predio del cual
forma parte: del vértice número 19 al vértice número 17. en
línea curva de 90.184 m., con resto del predio del cual for-
ma parte: del vértice número 17 al vértice número 16. en lí -
nea recta de 39.182 m., y rumbo S 26º 07´ 40.99” W. con
resto del predio del cual forma parte: llegando en este vér-
tice al punto de partida y cierre de la poligonal envolvente
del predio materia de esta descripción y la segunda con su-
perficie de 7.119.919, con las siguientes medidas y colin-
dancias Partiendo del vértice número 1 al vértice número
51, en línea recta de 49.767 m., y rumbo S 34º 22’ 50.64”
E. con Avenida Carlos Graef Fernández (en proyecto):
del vértice número 51 al vértice número 52 en línea recta,
de 36.117 m., y rumbo S 68º 39´58.86” E. con distribuidor
vial de la Autopista México - Toluca; del vértice número
52 al vértice número 53 en línea recta de 21.218 m. y rum-
bo N 37º 28´40.14” E, con Autopista México-Toluca: del
vértice número 53 al vértice número 54 en tina recta de
48.360 m., y rumbo N 37º 16´ 24.36” E, con Autopista
México-Toluca: del vértice número 54 al vértice número
55 en línea recta de 29.808 m., y rumbo N 36º 32´ 57.40”
E con Autopista México-Toluca: del vértice número 55 al
vértice número 56 en línea recta de 28.064 m., y rumbo N
37º 12´ 39.03” E. con Autopista México-Toluca: del vér-
tice número 56 al vértice número 57 en línea recta de
36.833 m., y rumbo N 38º 14´ 17.90“ E. con Autopista
México-Toluca: del vértice número 57 al vértice número
58, en línea recta de 4.803 m., y rumbo N 45º 07´ 05.16”
W. con Avenida Carlos Graef Fernández. (en proyecto):
del vértice número 58 al vértice número 59 en línea recta
de 7.290 m., y rumbo N 39º 15´ 58.25” W. con Avenida
Carlos Graef Fernández. (en proyecto), del vértice nú-
mero 59 al vértice número 60 en línea receta de 10.525 m.,
y rumbo N 40º 32´ 02.33” W. con Avenida Carlos Graef
Fernández (en proyecto), del vértice número 60 al vérti-
ce número 43 línea recta de 3.696 m. y rumbo N 46º 08´
23.10” W, con resto del predio denominado “La Potosí” del
vértice número 43 al vértice número 45. en línea curva de
S. 8,137 m. con resto del predio del que forma parte: del
vértice número 45 al vértice número 46 en línea recta de
40.328 m., y rumbo S 36º 50´12.15” W. con resto del pre-
dio del que forma parte del vértice número 46 al vértice



número 48 en línea curva de 64.594 m., con resto del pre-
dio del que forma parte: del vértice número 48 al vértice
número 1. en línea recta de 66.726 m. y rumbo, S 72º 33´
47.29” W. con resto del predio del que forma parte: llegan-
do en este vértice al punto de partida y cierre de la poligo-
nal envolvente del predio materia de esta descripción.

Precisando la autoridad como causa de utilidad pública la
siguiente:

“...Que La planeación del desarrollo urbano y el or-
denamiento territorial del Distrito Federal. se llevan
a cabo de conformidad con el Programa General de
Desarrollo Urbano del Distrito Federal. publicado en
la Gaceta Oficial del Distrito Federal el once de julio
de mil novecientos noventa y seis, así como en aten-
ción a los Programas Delegacionales y Parciales:

Que los procesos de crecimiento de la poblaciones
conllevan. la necesidad de dotar de los servicios, in-
fraestructura y equipamiento que los comuniquen
con los centros de población, lo que además contri-
buye a su desarrollo económico acciones que están
contempladas en el proyecto de vialidades generales
dentro del Programa Parcial de Desarrollo de Santa
Fe. mismo que permite dar continuidad a las viali-
dades de la zona del Estatuto facilitando la comuni-
cación de la Delegación del Distrito Federal en Cua-
jimalpa de Morelos, hacia otras Delegaciones y zonas
del poniente de la Ciudad. Así como la comunicación
interna al desarrollo de la zona de Sana Fe.

Que con el funcionamiento de este esquema vial se
logrará la intercomunicación de la zona poniente de
la Ciudad de México. el acceso a áreas de trabajo,
servicios y viviendas de Santa Fe. ampliando con ello
los servicios del sistema del transporte público y sus
transferencias a las estaciones de las diversas líneas
del Sistema de Transporta Colectivo (Metro) existen-
tes en esa región. beneficiando de manera importan-
te la circulación vehicular.

Que para estos efectos. resulta necesaria la construc-
ción de la última etapa de la Av. Vasco de Quiroga, y
la construcción de la Avenida Carlos Graef Fernán-
dez. que comunicarán a las Delegaciones del Distrito
Federal en Álvaro Obregón y Miguel Hidalgo con el
territorio de la de Cuajimalpa de Morelos antes in-
comunicado:

Que del resultado de los estudios técnicos realizados
se determinó que por su ubicación y dimensiones. el
predio denominado “EL ENCINO”, ubicado en la
zona de la Ponderosa. también conocida como por-
ción tres del predio rústico denominado “TOTOLA-
PA” Delegación Cuajimalpa de Morelos. es la única
opción viable para culminar estas obras, en razón de
que el trazo de las Avenidas Vasco de Quiroga y Car-
los Graef Fernández deben atravesar dicho predio
para generar un circuito que permita el acceso desde
y hacia la lateral México Toluca. mejorando la circu-
lación y comunicación en la zona;...”

2. Copia certificada de la Gaceta Oficial del Distrito Fe-
deral de fecha catorce de noviembre del año dos mil, en
que se publicó el Decreto de fecha nueve de noviembre de
dos mil, por el que se expropian en favor del Gobierno del
Distrito Federal, dos fracciones de terreno del predio deno-
minado “El Encino”, ubicado en la Zona la Ponderosa, en
la Delegación Cuajimalpa de Morelos del Distrito Federal,
la primera con superficie de 6.287.493 metros cuadrados
con las siguientes medidas y colindancias, Partiendo del
vértice número 16 al vértice., número 356, en línea recta de
55.861 m., y rumbo N 35º 07´44.02” W. con Avenida Vas-
co de Quiroga (en proyecto): del vértice número 356 al
vértice número 355, en línea recta de 14.037 m. y rumbo N
26º 09´ 15.42” E., con resto del predio del cual forma par-
te: del vértice número 355 al vértice número 353,.en línea
curva de 105.906 m. con resto del predio del cual forma
parte: del vértice número 353 al vértice número 360, en lí -
nea recta de 4.418 m. y rumbo S 66º l0’ 20.47” E. con Ave-
nida Vasco de Quiroga (en proyecto): del vértice núme-
ro 360 al vértice numero 361 en línea recta de 17.610 m. y
rumbo S 45º 05´ 34.73” E. con Avenida Vasco de Quiro-
ga (en proyecto): del vértice número 361 al vértice núme-
ro 362. en línea recta de 10.938 m. y rumbo S 45º 46´
00.35” E. con Avenida Vasco de Quiroga (en proyecto):
del vértice número 362 al vértice número 363. en línea rec-
ta de, 4.823 m. y rumbo S 58º 04’ 57.94” E. con Avenida
Vasco de Quiroga (en proyecto): del vértice número 363
al vértice número 140, en línea recta de 10,176 m., y rum-
bo S 49º 16´ 48.62” E. con Avenida Vasco de Quiroga (en
proyecto): del vértice número 140 al vértice número 20. en
línea recta de 8.433 m.. y rumbo S 52º 22’ 43.82” E. con
Avenida Vasco de Quiroga (en proyecto): 61 vértice nú-
mero 20 al vértice número 19. en línea recta de 7.824 m. y
rumbo S 71º 59´ 27.26” W. con resto del predio del cual
forma parte: del vértice número 19 al vértice número 17. en
línea curva de 90.184 m., con resto del predio del cual
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forma parte: del vértice número 17 al vértice número 16. en
línea recta de 39.182 m., y rumbo S 26º 07´ 40.99” W. con
resto del predio del cual forma parte: llegando en este vér-
tice al punto de partida y cierre de la poligonal envolvente
del predio materia de esta descripción y la segunda con su-
perficie de 7.119.919, con las siguientes medidas y colin-
dancias Partiendo del vértice número 1 al vértice número
51, en línea recta de 49.767 m., y rumbo S 34º 22’ 50.64”
E. con Avenida Carlos Graef Fernández (en proyecto):
del vértice número 51 al vértice número 52 en línea recta,
de 36.117 m., y rumbo S 68º 39´58.86” E. con distribuidor
vial de la Autopista México - Toluca; del vértice número
52 al vértice número 53 en línea recta de 21.218 m. y rum-
bo N 37º 28´40.14” E, con Autopista México - Toluca; del
vértice número 53 al vértice número 54 en tina recta de
48.360 m., y rumbo N 37º 16´ 24.36” E, con Autopista
México - Toluca; del vértice número 54 al vértice número
55 en línea recta de 29.808 m., y rumbo N 36º 32´ 57.40”
E con Autopista México - Toluca; del vértice número 55
al vértice número 56 en línea recta de 28.064 m., y rumbo
N 37º 12´ 39.03” E. con Autopista México - Toluca; del
vértice número 56 al vértice número 57 en línea recta de
36.833 m., y rumbo N 38º 14´ 17.90“ E. con Autopista
México - Toluca; del vértice número 57 al vértice número
58, en línea recta de 4.803 m., y rumbo N 45º 07´ 05.16”
W. con Avenida Carlos Graef Fernández. (en proyec-
to): del vértice número 58 al vértice número 59 en línea
recta de 7.290 m., y rumbo N 39º 15´ 58.25” W. con Ave-
nida Carlos Graef Fernández. (en proyecto), del vérti-
ce número 59 al vértice número 60 en línea receta de
10.525 m., y rumbo N 40º 32´ 02.33” W. con Avenida
Carlos Graef Fernández. (en proyecto), del vértice nú-
mero 60 al vértice número 43 línea recta de 3.696 m. y
rumbo N 46º 08´ 23.10” W, con resto del predio denomi-
nado “La Potosí” del vértice número 43 al vértice núme-
ro 45. en línea curva de S. 8,137 m. con resto del predio
del que forma parte: del vértice número 45 al vértice nú-
mero 46 en línea recta de 40.328 m., y rumbo S 36º
50´12.15” W. con resto del predio del que forma parte del
vértice número 46 al vértice número 48 en línea curva de
64.594 m., con resto del predio del que forma parte: del
vértice número 48 al vértice número 1. en línea recta de
66.726 m. y rumbo, S 72º 33´ 47.29” W. con resto del pre-
dio del que forma parte: llegando en este vértice al punto
de partida y cierre de la poligonal envolvente del predio
materia de esta descripción.

Precisando la autoridad como causa de utilidad pública la
siguiente:

“...Que La planeación del desarrollo urbano y el or-
denamiento territorial del Distrito Federal. se llevan
a cabo de conformidad con el Programa General de
Desarrollo Urbano del Distrito Federal. publicado en
la Gaceta Oficial del Distrito Federal el once de julio
de mil novecientos noventa y seis, así como en aten-
ción a los Programas Delegacionales y Parciales:

Que los procesos de crecimiento de la poblaciones
conllevan. la necesidad de dotar de los servicios, in-
fraestructura y equipamiento que los comuniquen
con los centros de población, lo que además contri-
buye a su desarrollo económico acciones que están
contempladas en el proyecto de vialidades generales
dentro del Programa Parcial de Desarrollo de Santa
Fe. mismo que permite dar continuidad a las viali-
dades de la zona del Estatuto facilitando la comuni-
cación de la Delegación del Distrito Federal en Cua-
jimalpa de Morelos, hacia otras Delegaciones y zonas
del poniente de la Ciudad. Así como la comunicación
interna al desarrollo de la zona de Sana Fe.

Que con el funcionamiento de este esquema vial se
logrará la intercomunicación de la zona poniente de
la Ciudad de México. el acceso a áreas de trabajo,
servicios y viviendas de Santa Fe. ampliando con ello
los servicios del sistema del transporte público y sus
transferencias a las estaciones de las diversas líneas
del Sistema de Transporta Colectivo (Metro) existen-
tes en esa región. beneficiando de manera importan-
te la circulación vehicular.

Que para estos efectos. resulta necesaria la construc-
ción de la última etapa de la Av. Vasco de Quiroga, y
la construcción de la Avenida Carlos Graef Fernán-
dez. que comunicarán a las Delegaciones del Distrito
Federal en Álvaro Obregón y Miguel Hidalgo con el
territorio de la de Cuajimalpa de Morelos antes in-
comunicado:

Que del resultado de los estudios técnicos realizados
se determinó que por su ubicación y dimensiones. el
predio denominado “EL ENCINO”, ubicado en la
zona de la Ponderosa. también conocida como por-
ción tres del predio rústico denominado “TOTOLA-
PA” Delegación Cuajimalpa de Morelos. es la única
opción viable para culminar estas obras, en razón de
que el trazo de las Avenidas Vasco de Quiroga y Car-
los Graef Fernández deben atravesar dicho predio
para generar un circuito que permita el acceso desde



y hacia la lateral México Toluca. mejorando la circu-
lación y comunicación en la zona;...”

3. Escritura Pública número treinta y tres mil seiscientos
setenta y cuatro de fecha quince de noviembre del año dos
mil, donde se hace constar Fe de Hechos a cargo del Nota-
rio Público número ciento cinco del Distrito Federal, Li-
cenciado Fermín Fulda Fernández, realizada a solicitud del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, en la que da fe del
estado en que en esa fecha se encontraba el predio “El En-
cino”, asentando lo siguiente: “aproximadamente una
docena de policías dentro del predio y en la calle esta-
cionadas cuatro patrullas, una pipa de agua estaciona-
da fuera del predio, cuatro trascabos, tres de ellos car-
gando material del propio terreno, los camiones de
volteo que constantemente entran y salen del predio en
un número aproximado de once”. 

4. Escrito de fecha cuatro de diciembre del año dos mil, del
Apoderado Legal de Promotora Internacional Santa Fe
S.A. de C.V., Licenciado Fernando Espejel Cisneros, me-
diante el cual interpone demanda de Amparo ante el Juez
de Distrito en Materia Administrativa en Turno, en el Dis-
trito Federal, señalando como autoridades responsables a
las siguientes:

A) Presidente de los Estados Unidos Mexicanos;

B) El H. Congreso de la Unión;

C) C. Secretario de Gobernación;

D) C. Jefe de Gobierno del Distrito Federal;

E) C. Secretario de Gobierno del Distrito Federal;

F) C. Secretario de Desarrollo Urbano y Vivienda del
Distrito Federal;

G) C. Secretario de Transporte y Vialidad del Gobierno
del Distrito Federal;

H) C. Presidente del Comité del Patrimonio Inmobilia-
rio del Distrito Federal;

I) C. Jefe Delegacional del Gobierno del Distrito Fede-
ral en Cuajimalpa de Morelos;

J) C. Secretario de Seguridad Pública del Gobierno del
Distrito Federal.

Consistió el acto reclamado al Jefe de Gobierno del Distri -
to Federal, en la expedición del Decreto Expropiatorio de
fecha nueve de noviembre de dos mil, publicado en la Ga-
ceta Oficial del Distrito Federal los días diez y catorce del
mismo mes y año. Así como los acuerdos, determinaciones
que dicte, haya dictado o pretenda dictar, encausados a la
ejecución material y cumplimiento del mencionado decre-
to, y;

El bloqueo y cancelación de los accesos al predio “El
Encino” procedente de la vía pública, en su calidad de
autoridad ordenadora y ejecutora.

El quejoso solicitó en el mismo escrito donde consta la de-
manda de Amparo, el otorgamiento de la suspensión pro-
visional, considerando la dificultad para reparar el daño
ocasionado con la pérdida de la posesión del predio.

5. Auto admisorio de fecha seis de diciembre de dos mil,
del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en
el Distrito Federal, radicando la demanda de garantías pre-
sentada por el representante legal de Promotora Internacio-
nal Santa Fe, S.A. de C.V. bajo el número de expediente
862/2000, ordenando formar por duplicado el incidente de
suspensión provisional solicitada, misma que en ese auto
el órgano jurisdiccional niega a la quejosa.

6. Acuerdo de fecha seis de diciembre del año dos mil, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, dentro del Amparo 862/2000, negando al
quejoso Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V., la
suspensión provisional solicitada en el escrito de Amparo
de fecha cuatro de diciembre de dos mil, refiriendo dicha
juzgadora que es improcedente conceder la suspensión
contra la expedición de las leyes, porque la materia de la
suspensión es la ejecución o aplicación de las mismas le-
yes, y no estas en sí, y su inconstitucionalidad, que es lo
que puede perjudicar al quejoso, es materia del fondo del
amparo y no del incidente de suspensión por lo que se
niega la suspensión provisional solicitada, por lo que hace
a los actos consistentes en la emisión, promulgación, re-
frendo y publicación de la ley de expropiación; de igual
manera se niega la suspensión provisional en relación
con la ejecución y consecuencias derivadas del referido
acto, que dice consisten en las órdenes de bloqueo y can-
celación de los accesos al predio que defiende la quejosa,
con motivo de la construcción de la última etapa de la
avenida Vasco de Quiroga, así como de la avenida Carlos
Graef Fernández, que comunicarán a las delegaciones
del Distrito Federal en Álvaro Obregón y Miguel Hidalgo
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con el territorio de la de Cuajimalpa de Morelos, toman-
do en consideración que las referidas fracciones de terre-
no propiedad de la quejosa se expropiaron por causa de
utilidad pública, con base en el artículo primero, fracción
II de la Ley de Expropiación, apoyando lo anterior con
diversos criterios jurisprudenciales.

7. Escrito de fecha siete de diciembre de dos mil, del Li-
cenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Legal de
la quejosa, interponiendo Recurso de Queja en contra del
auto de fecha seis de diciembre del año en curso, dictado por
el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, por el que se niega la Suspensión Provisio-
nal solicitada en el Juicio de Amparo número 862/2000.

8. Escrito de fecha ocho de diciembre de dos mil, del apo-
derado legal de la quejosa Promotora Internacional Santa
Fe S.A. de C.V., presentando agravios en relación al Re-
curso de Queja interpuesto en contra del auto de fecha seis
de diciembre de dos mil, amparo 862/2000.

9. Escrito de fecha ocho de diciembre de dos mil, del apo-
derado de la quejosa Promotora Internacional Santa Fe
S.A. de C.V., ofreciendo diversas pruebas documentales,
de Inspección Ocular y otras (37 documentales y una Ins-
pección Ocular), dentro del cuaderno incidental número
862/2000.

10. Auto de fecha ocho de diciembre de dos mil, del Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, ordenando se agregue una copia del escrito de
expresión de agravios al incidente de suspensión, dándole
vista del mismo a las partes, remitiendo dicho recurso al
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer
Circuito en Turno en el Distrito Federal.

11. Acuerdo de fecha once de diciembre de dos mil, en el
cuaderno incidental del Amparo número 862/2000-II, del
Juez Noveno de Distrito, en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, ordenando al Actuario de ese juzgado, se
constituya el catorce de diciembre de dos mil, en el predio
“El Encino” y de fe de las cuestiones que solicita la parte
quejosa, debiendo levantar acta circunstanciada de la dili -
gencia.

12. Oficio de fecha doce de diciembre de dos mil, número
I-A-988/2000, del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, remitiendo al Juzgado
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-

to Federal, testimonio de la ejecutoria pronunciada por ese
Tribunal Colegiado, el día doce de diciembre de dos mil,
relativa al Recurso de Queja Q.A. 457/2000(X), interpues-
to por Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V., en el
Juicio de Amparo número 862/2000, por el que resuelve:

“...UNICO: Se declara fundado el presente recurso
de queja interpuesto por Promotora Internacional
Santa Fe, S.A. de C.V., en contra del auto de fecha
seis de diciembre de dos mil, dictado por el Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal. A efecto de una mejor comprensión
del resolutivo antes descrito, a continuación se trans-
cribe en lo sustancial, el considerando cuarto emiti-
do por el Tribunal Colegiado:

CONSIDERANDO CUARTO: Son fundados los
agravios del promovente ya que del contenido de los
mismos, se desprende que en el caso que nos ocupa no
puede catalogarse de inaplazable ejecución la ocupa-
ción del predio, pues no hay constancias en autos de
que se haya omitido promover en tiempo el recurso de
revocación o que este le haya sido desfavorable a la
parte recurrente; tampoco obran datos de que la ex-
propiación se haya fundado en las fracciones V, VI o
X del aludido artículo 1 de la Ley de Expropiación.

La propia Ley de Expropiación, proporciona el cri-
terio que distingue los casos en que son susceptibles
de suspenderse los efectos de los decretos expropia-
torios y los casos en que existe un interés social para
que se proceda inmediatamente a la ocupación de di-
chos bienes, este criterio debe normar la procedencia
o no en materia de amparo.

13. Auto de fecha trece de diciembre de dos mil, del Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, precisando que en atención a lo ordenado por el
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Primer Circuito, en el recurso de queja 457/2000(X) otor-
ga la Suspensión Provisional para el efecto de que las au-
toridades responsables se abstengan de bloquear y can-
celar los accesos al predio de la quejosa, medida que
surte efectos desde luego y hasta en tanto se resuelve sobre
la Suspensión Definitiva.

14. Acta Circunstanciada de fecha catorce de diciembre de
dos mil, donde consta que el Actuario Judicial Licenciado
Salvador Soriano Reyes, adscrito al Juzgado Noveno de



Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
se constituyó en el predio denominado “El Encino” a efec-
to de llevar a cabo una inspección ocular en dicho predio,
dando fe que continúan los trabajos de construcción de
las vialidades.

15. Escrito de fecha doce de diciembre de dos mil uno, di-
rigido al Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati-
va en el Distrito Federal, mediante el cual el Licenciado
Roberto Pedro Martínez Ortiz, Director General de Asun-
tos Jurídicos de la Secretaría de Gobernación, rinde infor-
me previo en el incidente de Suspensión del Juicio de Am-
paro 862/2000, en ausencia del Secretario de Gobernación.

16. Escrito de fecha doce de diciembre de dos mil, del
Diputado Federal Ricardo Francisco García Cervantes,
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
de la LVIII Legislatura del Congreso de la Unión, median-
te el cual rinde informe previo en el incidente de suspen-
sión del Juicio de Amparo 862/2000.

17. Escrito de fecha trece de diciembre de dos mil, del Jefe
Delegacional en Cuajimalpa de Morelos, Francisco de Sou-
za Mayo Machorro, mediante el cual rinde informe previo en
el incidente de suspensión del Juicio de Amparo 862/2000.

18. Escrito de fecha trece de diciembre de dos mil, de la
Secretaria de Desarrollo Urbano y Vivienda del Distrito
Federal arquitecta Laura Itzel Castillo Juárez, mediante el
cual rinde informe previo en el incidente de suspensión del
Juicio de Amparo 862/2000.

19. Escrito de fecha trece de diciembre de dos mil, del Jefe
de Gobierno del Distrito Federal y del Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal, Andrés Manuel López Obrador
y José Agustín Ortiz Pinchetti, respectivamente, éste últi-
mo firmando por su propio cargo y en ausencia del Jefe de
Gobierno, mediante el cual rinden informe previo en el in-
cidente de suspensión del Juicio de Amparo 862/2000.

20. Escrito de fecha catorce de diciembre de dos mil, del
Oficial Mayor del Gobierno del Distrito Federal, en su ca-
rácter de Presidente del Comité del Patrimonio Inmobilia-
rio del Distrito Federal, Ingeniero Octavio Romero Orope-
za, mediante el cual rinde informe previo en el incidente de
suspensión del Juicio de Amparo 862/2000. 

21. Escrito de fecha trece de diciembre de dos mil, del Li-
cenciado David Catalán Díaz, Director Ejecutivo de Admi-

nistración de Recursos, encargado del despacho de la Di-
rección General de Servicios de Apoyo, de la Secretaria de
Seguridad Pública del Distrito Federal, en ausencia de Le-
onel Godoy Rangel, Secretario de Seguridad Pública, me-
diante el cual rinde informe previo en el incidente de sus-
pensión del Juicio de Amparo 862/2000.

22. Escrito de fecha catorce de diciembre de dos mil, de la
Secretaria de Transportes y Vialidad del Distrito Federal,
Licenciada Jenny Saltiel Cohen, Secretaria de Transportes
y Vialidad del Distrito Federal, mediante el cual rinde in-
forme previo en el incidente de suspensión del Juicio de
Amparo 862/2000.

23. Escrito de fecha catorce de diciembre de dos mil, diri-
gido al Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal, mediante el cual el Licenciado Ro-
berto Pedro Martínez Ortiz, Director General de Asuntos
Jurídicos de la Secretaría de Gobernación, rinde informe
previo en el incidente de Suspensión del Juicio de Amparo
862/2000, en representación del Presidente de la Repúbli-
ca y por ausencia del Secretario de Gobernación Santiago
Creel Miranda.

24. Sentencia Interlocutoria emitida por el Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
de fecha quince de diciembre de dos mil, donde consta que
se llevó a cabo la celebración de la audiencia incidental
dentro del Juicio de Amparo número 862/2000, mediante
la cual en Sentencia Interlocutoria:

“...Resuelve conceder la Suspensión Definitiva para el
único efecto de que las autoridades responsables para-
licen los trabajos de apertura de vialidades sólo en la
parte de las fracciones expropiadas que servían de ac-
ceso al predio denominado “El Encino”, ubicado en la
zona La Ponderosa, en la Delegación del Distrito Fe-
deral en Cuajimalpa de Morelos, así como para que se
abstengan de bloquear y cancelar los accesos al predio
de la quejosa, hasta en tanto se pronuncie sentencia
ejecutoria en el expediente principal.

25. Notificación de fecha veintiuno de diciembre de dos
mil, a las autoridades señaladas como responsables, de la
interlocutoria del quince de diciembre de dos mil, pronun-
ciada en el expediente incidental 862/2000, por el Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal, concediendo a la quejosa la suspensión definitiva
solicitada. 
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26. Escrito de fecha veintiséis de diciembre de dos mil, del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Legal
de Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V., actuan-
do en el cuaderno incidental, del expediente 862/2000, so-
licitando al Juez Noveno de Distrito en Materia Adminis-
trativa en el Distrito Federal, se requiera a las autoridades
responsables el debido cumplimiento de su resolución en la
cual concede al quejoso la suspensión definitiva en el pre-
sente juicio, toda vez que las mismas continúan con los tra-
bajos de movimiento de tierra y excavaciones en las zonas
expropiadas, utilizando a terceras personas como es la em-
presa paraestatal del Gobierno del Distrito Federal, Servi-
cios Metropolitanos S.A. de C.V.

27. Acuerdo de fecha veintiséis de diciembre de dos mil,
del Licenciado Jorge Mercado Mejía encargado del despa-
cho por vacaciones del Titular del Juzgado Noveno de Dis-
trito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, me-
diante el cual ordena se requiera a las autoridades
responsables, para que en un plazo de veinticuatro horas,
acrediten de forma indubitable que le han dado cumpli-
miento a la resolución incidental dictada el quince de di-
ciembre del año en curso, en el expediente 862/2000.

28. Notificación de fecha veintiséis de diciembre de dos
mil, a las autoridades señaladas como responsables en el
Amparo 862/2000, a efecto de que se paralicen los trabajos
de apertura de vialidades sólo en la parte de las fracciones
expropiadas que servían de acceso al predio denominado
“El Encino”, así como para que se abstengan de bloquear y
cancelar los accesos al predio de la quejosa.

29. Cédula de fecha cinco de enero de dos mil, mediante la
cual se notifica a las autoridades responsables el acuerdo
del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal dictado el veintiséis de diciembre de
dos mil en el expediente incidental relativo al Juicio de
Amparo 862/2000, mediante el cual se requiere a las auto-
ridades responsables, para que en el plazo improrrogable
de veinticuatro horas, remitan las constancias con que acre-
diten en forma indubitable haber dado cumplimiento a la
resolución incidental dictada el quince de diciembre de dos
mil, consistente en que las autoridades responsables parali-
cen los trabajos de apertura de vialidades sólo en la parte
de las fracciones expropiadas que servían de acceso al pre-
dio denominado “El Encino”, ubicado en la Zona la Pon-
derosa, en la Delegación del Distrito Federal en Cuajimal-
pa de Morelos, así como para que se abstengan de bloquear
y cancelar los accesos al predio de la quejosa.

30. Escrito sin fecha, de la arquitecta Laura Itzel Castillo
Juárez, Secretaria de desarrollo Urbano y Vivienda del Go-
bierno del Distrito Federal, mediante el cual interpone Re-
curso de Revisión en contra de la resolución interlocutoria
de fecha quince de diciembre de dos mil, emitida por el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, dentro del incidente de suspensión relati-
va al Juicio de Amparo 862/2000, consistente en que las
autoridades responsables paralicen los trabajos de apertura
de vialidades sólo en la parte de las fracciones expropiadas
que servían de acceso al predio denominado “El Encino”,
ubicado en la Zona la Ponderosa, en la Delegación del Dis-
trito Federal en Cuajimalpa de Morelos, así como para que
se abstengan de bloquear y cancelar los accesos al predio
de la quejosa, expresando agravios en el mismo, firmando
en ausencia de dicha funcionaria el arquitecto José Ávila
Méndez.

31. Escrito sin fecha, del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral Andrés Manuel López Obrador y del Secretario de
Gobierno del Distrito Federal Licenciado José Agustín Or-
tiz Pinchetti, interponiendo Recurso de Revisión en con-
tra de la resolución interlocutoria de fecha quince de di-
ciembre de dos mil, emitida por el Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
dentro del incidente de suspensión relativa al juicio de
Amparo 862/2000, consistente en que las autoridades res-
ponsables paralicen los trabajos de apertura de vialidades
sólo en la parte de las fracciones expropiadas que servían
de acceso al predio denominado “El Encino”, ubicado en la
Zona la Ponderosa, en la Delegación del Distrito Federal
en Cuajimalpa de Morelos, así como para que se abstengan
de bloquear y cancelar los accesos al predio de la quejosa,
expresando agravios en el mismo, firmando en ausencia
del Jefe de Gobierno y por su propio derecho, el último de
los funcionarios señalados.

32. Acuerdo de fecha nueve de enero de dos mil uno, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante el cual admite el Recurso de
Revisión interpuesto por el Secretario de Gobierno del
Distrito Federal por sí y en representación por ausencia del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en contra de su re-
solución interlocutoria de fecha quince de diciembre de dos
mil, ordenando se notifique a la quejosa de la presentación
de dicho recurso. 

33. Escritura Pública número veintiún mil novecientos
treinta y cuatro de fecha dieciséis de enero del año dos mil



uno, donde se hace constar que el Licenciado Miguel So-
berón Mainero, Notario Público número ciento ochenta y
uno del Distrito Federal, se constituyó en el predio deno-
minado “El Encino”, a petición del Apoderado Legal de
Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V., levantan-
do Fe de Hechos, constatando que en la esquina que for-
man la calle Salvador Agraz y la Autopista México-Tolu-
ca, en la Delegación Cuajimalpa en México Distrito
Federal, existe un camino de terracería al que se puede en-
trar desde la calle, constatando también la existencia de va-
rias maquinas excavadoras y maquinas de volteo trabajan-
do en la calle Salvador Agraz, así mismo da fe de haber
observado la existencia de mallas ciclónicas en el lindero
oriente, poniente y sur, en el que además existe una puerta
del mismo material ciclónico, acompañando fotografías de
los hechos.

34. Escritura Pública número veintidós mil treinta y cuatro,
de fecha siete de febrero del año dos mil uno, donde cons-
ta que el Licenciado Miguel Soberón Mainero, Notario Pú-
blico número ciento ochenta y uno del Distrito Federal, a
solicitud del Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apo-
derado Legal de la quejosa, Promotora Internacional Santa
Fe S.A. de C.V., se constituyó en la esquina que forman la
calle Salvador Agraz y la Autopista México- Toluca, dan-
do fe que en dicha zona se encontraban nueve camiones de
volteo en fila y un buldózer o trascabo que cargaba tierra
extraída de esa misma zona identificada en el croquis co-
mo el “Encino” y la colocaba en los camiones, los que se
retiraban por la calle que se identifica como Vasco de Qui-
roga.

35. Escritura Pública número veintidós mil treinta y cinco
de fecha siete de febrero del año dos mil uno, donde cons-
ta que el Licenciado Miguel Soberón Mainero, Notario Pú-
blico número ciento ochenta y uno del Distrito Federal, a
solicitud del Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apo-
derado Legal de la quejosa, Promotora Internacional Santa
Fe S.A. de C.V., se constituyó en el predio denominado “El
Encino”, para la práctica de una fe de hechos, como conti-
nuación de la contenida en el instrumento notarial veinti-
dós mil treinta y cuatro de la misma fecha, dando fe que ca-
miones de volteo se desplazaban por la calle Vasco de
Quiroga, descargando la tierra que extraían del predio de la
quejosa, en “el triangulo” conocido como “banco La Rosi-
ta”, acompañando fotografías.

36. Sentencia Interlocutoria de fecha veintidós de febrero
de dos mil uno, pronunciada por el Séptimo Tribunal Cole-
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito en el

Distrito Federal, recaída en el toca 637/2001 Amparo
862/2000, al resolver el recurso de revisión interpuesto por
el Secretario de Gobierno del Distrito Federal en ausencia
del Jefe de Gobierno y otras autoridades, en contra de la re-
solución de fecha quince de diciembre de dos mil, que con-
cede la suspensión definitiva dictada por el Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
donde en sus puntos resolutivos primero y segundo se or-
dena:

“PRIMERO. SE REVOCA la interlocutoria recurrida.

SEGUNDO. SE ORDENA REPONER el procedi-
miento a partir de la violación procesal menciona-
da...”

A efecto de una mejor comprensión de los resolutivos an-
tes descritos, a continuación se transcribe el considerando
cuarto emitido por el tribunal colegiado:

“CONSIDERANDO CUARTO: las autoridades recu-
rrentes en el segundo agravio en síntesis aducen lo si-
guiente:

Que el Juez del conocimiento les causa agravio, toda
vez que dejó de observar lo dispuesto en los artículos
161, 162, 163 y 164 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de
Amparo, en virtud de que no fue citado mediante la
notificación correspondiente del auto de fecha once de
diciembre en el que se ordenó la práctica de la inspec-
ción ocular, como se acredita de las constancias, que
integran los autos relativos al cuaderno incidental de
suspensión.

Es fundado el agravio invocado por las autoridades re-
currentes, en atención a las siguientes consideracio-
nes:

En efecto, a fojas 76 del cuaderno incidental se en-
cuentra agregado el auto de fecha once de diciembre
de dos mil, en el cual se ordenó por el Juez de los au-
tos la práctica de la inspección ocular, que solicitó el
representante de la quejosa, mediante escrito de fecha
ocho de diciembre del año dos mi, y que en el propio
auto se dijo textualmente esto: “Comuníquese este
proveído a las partes, para que si es su deseo, acudan
al desahogo de la prueba y si lo estiman necesario, ha-
gan las manifestaciones que a su derecho convengan”.
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Ahora bien, del análisis que se hace de las constancias
que integran los presentes autos se advierte fehacien-
temente que, no existe constancia alguna en la que se
demuestre que se haya hecho del conocimiento de los
recurrentes la práctica de la inspección ocular orde-
nada en el acuerdo de referencia; por lo que es indu-
dable que se cometió en su contra una violación pro-
cesal que le impidió defenderse adecuadamente lo que
trascendió al sentido del fallo, razón por la cual con
fundamento en lo dispuesto por la fracción IV del ar-
tículo 91, de la Ley de Amparo, aplicado por analogía,
es procedente revocar la interlocutoria recurrida a fin
de que el A quo reponga el procedimiento a partir de
la violación procesal y en su oportunidad, emita la re-
solución que en derecho proceda...”

37. Cédula de fecha veintisiete de febrero de dos mil uno,
por la que se notifica al Presidente del Comité del Patri-
monio Inmobiliario del Gobierno del Distrito Federal, la
interlocutoria del veintidós de febrero de dos mil uno, emi-
tida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito, en el Distrito Federal dentro
del toca 637/2001, mediante la cual se ordena reponer el
procedimiento incidental, a partir del auto de fecha once de
diciembre de dos mil, a efecto que de nueva cuenta se se-
ñale fecha para la práctica de la inspección ocular ofrecida
como prueba por el Apoderado Legal de la Quejosa, me-
diante escrito de fecha ocho de diciembre de dos mil.

38. Cédula de fecha primero de marzo de dos mil uno, de
la Secretaría de Acuerdos del Séptimo Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa del Primer Circuito, Licenciada
Zoila Virgen Avendaño, remitiendo al Juez Noveno de Dis-
trito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, por
vía de notificación, testimonio de la ejecutoria pronuncia-
da por ese Tribunal Colegiado el veintidós de febrero de
dos mil uno, relativo al Amparo en Revisión
R.I./637/2001, interpuesto por el Secretario de Gobier-
no del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, remite también el expediente
862/2000, así como dos cuadernos de pruebas, resol-
viéndose revocar la interlocutoria recurrida y se orde-
na reponer el procedimiento a partir de la violación
procesal consistente en que se le notifique a la recu-
rrente sobre la Inspección Ocular que solicitó el repre-
sentante de la quejosa en escrito de fecha ocho de diciem-
bre del año dos mil, y esté en posibilidades de acudir a la
misma y, si lo estima necesario, haga las manifestaciones
que a su derecho convenga. 

39. Escrito de fecha dos de marzo de dos mil uno, del Di-
rector General de Obras y Desarrollo Urbano en Cuajimal-
pa de Morelos, mediante el cual comunica al Juez Noveno
de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fede-
ral, que le ha dado cumplimiento al requerimiento hecho en
auto de fecha veintisiete de febrero de dos mil uno.

40. Acuerdo de fecha cinco de marzo de dos mil uno, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa, me-
diante el cual ordena reponer el procedimiento dentro del
cuaderno incidental de suspensión relativo al Juicio de
Amparo 862/2000, atento a lo resuelto por el Séptimo Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, en el toca R.I-637/2001, por el cual ordena reponer
el procedimiento a partir de la violación procesal en que se
incurrió, por lo que deberá realizarse de nueva cuenta el
desahogo de la inspección judicial ofrecida por el Apode-
rado Legal de la quejosa en su escrito de fecha ocho de di-
ciembre de dos mil, señalando dicho Juez, las doce horas
del doce de marzo de dos mil uno, para que el Secretario
Actuario adscrito al Juzgado en compañía de las partes, se
constituyan en el predio denominado “El Encino”, a efecto
de practicar dicha diligencia.

41. Cédula de fecha siete de marzo de dos mil uno, me-
diante la cual el Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal notifica a las autori-
dades señaladas como responsables, en el Amparo
862/2000, el acuerdo de fecha cinco de marzo de dos mil
uno.

42. Cédula de fecha ocho de marzo de dos mil uno, me-
diante la cual el Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal notifica al Secretario
de Gobernación, señalado como autoridad responsable en
el Amparo 862/2000, el acuerdo de fecha cinco de marzo
de dos mil uno.

43. Acta circunstanciada de fecha doce de marzo del año
dos mil uno, realizada por el Actuario adscrito al Juzgado
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, donde hace constar que se constituyó en el pre-
dio denominado “El Encino”, en atención al acuerdo de fe-
cha cinco de marzo de dos mil uno, con la finalidad de
realizar la inspección judicial con presencia de las partes,
destacando en su parte conducente:

“..Que en el predio que defiende la quejosa se ha rea-
lizado trabajos de excavación y Cortés en el cerro que
tienen una altura entre diez y veinte metros;



Que existe la presencia de elementos de la Secretaría
de Seguridad Pública, resguardando el lugar y;

Que en la parte de la construcción de la avenida Vas-
co de Quiroga existe imposibilidad para acceder el
predio que defiende la quejosa debido a los Cortés que
se le han hecho los cuales son aproximadamente de
treinta metros y por otros lados es difícil el acceso de-
bido a que existe una malla metálica...”.

44. Resolución interlocutoria de fecha catorce de marzo del
año dos mil uno, pronunciada en el Juicio de Amparo
862/2000, en la que el Juez Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal, resuelve conceder la
Suspensión Definitiva a favor de la quejosa Promotora
Internacional S.A. de C.V., para el único efecto de que las
autoridades responsables paralicen los trabajos de aper-
tura de vialidades sólo en la parte de las fracciones ex-
propiadas que servían de acceso al predio denominado
“El Encino”, ubicado en la Zona La Ponderosa, en la
Delegación del Distrito Federal en Cuajimalpa de More-
los, así como para que se abstengan de bloquear y cance-
lar los accesos al predio de la quejosa. 

45. Acuerdo de fecha quince de marzo de dos mil uno, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante el cual requiere a las autoridades
responsables para que dentro del plazo de tres días, conta-
dos a partir del día siguiente en que surta efectos la notifi -
cación del presente proveído, informen lo que a su derecho
convenga, respecto de las manifestaciones hechas por la
parte quejosa en el sentido que han realizado actos que vio-
lan la suspensión provisional, con el apercibimiento a las
autoridades responsables que en caso de ser omisos se ten-
drán por ciertas las manifestaciones expresadas por el pro-
movente.

46. Cédula de notificación de fecha veintidós de marzo de
dos mil uno, ordenada por el Juez Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, mediante la
cual se notificó al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, la
resolución interlocutoria de fecha catorce de marzo de dos
mil uno, donde se concede la Suspensión Definitiva a la
quejosa “Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V.”,
dentro del Juicio de Amparo 862/2000.

47. Escrito de fecha veintiséis de marzo de dos mil uno, del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmado en su au-
sencia por el Secretario de Gobierno, Licenciado Agustín
Ortiz Pinchetti, mediante el cual interpone ante el Juez No-

veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal, Recurso de Revisión en contra de la Sentencia In-
terlocutoria de catorce de marzo de dos mil uno, dictada en
el incidente de Suspensión Definitiva dentro del Juicio de
Amparo número 862/2000.

48. Oficio de fecha tres de abril de dos mil uno, número
DGSL/272/2001, suscrito por el Director General de Ser-
vicios Legales adscrito a la Consejería Jurídica y Servicios
Legales del Gobierno del Distrito Federal, dirigido al Di-
rector General de Servicios Metropolitanos S.A. de C.V.,
en el que se ordena permitir el acceso al actuario adscrito
al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el distrito federal, a fin de desahogar una inspección ju-
dicial.

49. Acuerdo de fecha seis de abril de dos mil uno, del Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, mediante el cual remite el original del inciden-
te de suspensión donde se emite la interlocutoria de fecha
catorce de marzo de dos mil uno, en el que se concede a la
quejosa Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V., la
suspensión definitiva, al Séptimo Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Primer Circuito en el Distrito
Federal, acompañando original y copia del Recurso de
Revisión número 1627/2001, interpuesto por el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal.

50. Escrito de fecha nueve de abril de dos mil uno, del
Apoderado Legal de la quejosa Licenciado Fernando Espe-
jel Cisneros, dirigido al Juez Noveno de Distrito en Mate-
ria Administrativa en el Distrito Federal ofreciendo prue-
bas dentro del cuaderno incidental número 862/2000-II, a
efecto de acreditar que las autoridades responsables no qui-
sieron ni quieren cumplir con la Suspensión Definitiva
otorgada por el Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, en interlocutoria de fecha
catorce de marzo de dos mil uno. Se ofrecen como pruebas
Fe de Hechos de fechas diecinueve de marzo y cuatro de
abril, ambas de dos mil uno, protocolizadas por el Notario
Público número ciento ochenta y uno del Distrito Federal,
Licenciado Miguel Soberón Mainero, dentro de los proto-
colos números veintidós mil doscientos ochenta y nueve,
libro quinientos tres y veintidós mil trescientos noventa y
seis, libro quinientos seis, respectivamente, dando fe en la
primera de ellas que se constituyó en compañía del solici-
tante Licenciado Fernando Espejel Cisneros, en represen-
tación de Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V. en
la esquina que forman las calle Salvador Agraz y la Auto-
pista México-Toluca, en la Delegación Cuajimalpa de ésta
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Ciudad en donde tuvieron lugar en su presencia los si-
guientes hechos: 

1.- Penetramos por un camino de terrecería que gira
en el sentido de las manecillas del reloj alrededor de
la meseta de terreno denominado “Ponderosa”, has-
ta llegar a la prolongación de la avenida Vasco de
Quiroga ... En dicho lugar, constate la presencia de
una “Retroexcavadora” y de una máquina denomi-
nada “Cargador Frontal”, modelo 416 B, que se en-
contraba trabajando así como quince trabajadores
que se encontraban igualmente laborando, dando fe
que en su presencia fueron tomadas ocho fotografías,
que muestran fielmente las diferentes áreas de la
zona en la que se desarrollo la diligencia. 

Por lo que respecta a la segunda de las mencionadas,
dicho notario da fe que se constituye en los lugares
que a continuación se indican: 

1.- El día de ayer a las nueve de la mañana, a las
quince horas y a las diecisiete horas con treinta mi-
nutos, en la esquina que forman las calles de Salva-
dor Agraz y la avenida Vasco de Quiroga a la altura
de la confluencia con la calle prolongación Carlos
Echánove, se encontraban trabajando varias máqui-
nas excavadoras y camiones de volteo, realizando
trabajos de excavación y de remoción de tierra.

2.- El día de hoy a las quince horas, en el mismo pun-
to que el de ayer, certifico haber presenciado lo si-
guiente:

2.1.- Que al igual que el día de ayer tanto las máqui-
nas excavadoras como los camiones de volteo, se-
guían con los trabajos de excavación y remoción de
tierra.

CERTIFICO que al menos una de las máquinas ex-
cavadoras la marcada como la doscientos treinta y
cinco guión C ostentaba impresa la leyenda “EXA
CONSTRUCCIONES”.

2.2.- Mi acompañante y yo seguimos uno de los ca-
miones que iba cargado de tierra y nos percatamos
que dicho material se vaciaba en la zona denomina-
da “El Triángulo”.

2.3.- Al intentar tomar fotografías de dichos traba-
jos, los oficiales de policía, uniformados, Samuel Na-

va Hernández y Luis Gabino Pérez Palacios, preten-
dieron impedir la toma de las mismas a pesar de que
estábamos parados en plena vía pública y manifesta-
ron tener instrucciones expresas en ese sentido del
señor David Esquivel, jefe de vigilancia de “SERVI-
MET” (Servicios Metropolitanos).

3.- De igual manera constante la presencia de dece-
nas de camiones de volteo y varias máquinas excava-
doras, todas en plena actividad, excavando y remo-
viendo la tierra en forma tal que era perceptible el
hecho de que estaban en proceso de comunicar la
parte interna de la avenida Vasco de Quiroga con la
avenida Salvador Agraz.

51. Resolución de fecha treinta de mayo de dos mil uno,
del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa
del Primer Circuito en el Distrito Federal, mediante el cual
resuelve el Recurso de Revisión número 1627/2001, pro-
movido por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en los
siguientes términos:

“... PRIMERO: En materia del recurso, se confirma
la resolución recurrida.

SEGUNDO: Se concede la suspensión definitiva en la
forma y términos precisados por el Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fede-
ral, respecto de los actos reclamados a las autoridades
responsables, ambos precisados en el resultando pri-
mero de esta ejecutoria.

Autoridades Responsables: Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, Congreso de la Unión, Secretario
de Gobernación, Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, Secretario de Gobierno del Distrito Federal, Se-
cretario de Desarrollo Urbano y Vivienda del Gobier-
no del Distrito Federal, Secretario de Transporte y
Vialidad del Distrito Federal, Presidente del Comité
del Patrimonio Inmobiliario del Distrito Federal, Jefe
Delegacional del Gobierno del Distrito Federal en
Cuajimalpa de Morelos, Secretario de Seguridad Pú-
blica del Gobierno del Distrito Federal.

Acto Reclamado: Del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, reclamo la expedición del Decreto Expropiato-
rio de fecha nueve de noviembre de 2000, publicado
los días 10 y 14 del mismo mes y año. Así como, los
acuerdos determinaciones que dicte, haya dictado o
pretenda dictar encausados a la ejecución material y



cumplimiento del mencionado decreto. El bloqueo y
cancelación de los accesos al predio de mi representa-
da procedente a la vía pública. En su calidad de auto-
ridad ordenadora y ejecutora...”

52. Cédula de fecha ocho de junio de dos mil uno, del Juz-
gado Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante el cual se notifica al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, el acuerdo de seis de junio de
dos mil uno, emitido en el incidente de suspensión
862/2000. 

53. Oficio de fecha once de junio de dos mil uno, median-
te el cual el Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, recibe de la Secretaría de
Acuerdos del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito, testimonio de la ejecuto-
ria de fecha treinta de mayo de dos mil uno, en la que se re-
suelve conceder la Suspensión Definitiva en la forma y
términos precisados por el Juez de Distrito, respecto de los
actos reclamados a las autoridades responsables. Relativo
al Recurso de Revisión: 1627/2001. 

54. Escrito de fecha catorce de marzo de dos mil uno, del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Legal
de la quejosa, presentado ante el Juez Noveno de Distrito
en Materia Administrativa en el Distrito Federal, median-
te el cual denuncia la violación a la Suspensión Provi-
sional del acto reclamado, otorgada por resolución del
doce de diciembre de dos mil, pronunciada en el cuaderno
Q.A. 457/2000, por el Séptimo Tribunal Colegiado en Ma-
teria Administrativa del Primer Circuito en el Distrito Fe-
deral, por virtud de la cual se declaró fundada la queja in-
terpuesta por su representada contra el auto del seis de
diciembre del año dos mil, ofreciendo de su parte (11)
pruebas, entre Documentales, Testimoniales, Inspección
Ocular; solicitando de igual manera, se señale fecha para el
desahogo de la Inspección Ocular.

55. Escrito de fecha catorce de marzo de dos mil uno, del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Legal
de la quejosa, recibido en la misma fecha por el Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal, mediante el cual ofrece once pruebas a efecto de
acreditar la existencia de los actos reclamados y desvirtuar
la negativa de las autoridades responsables al rendir su in-
forme previo, dentro del cuaderno incidental, expediente
862/2000-II, relativo a la violación de la suspensión pro-
visional otorgada al quejoso.

56. Escrito de fecha trece de marzo de dos mil uno, del Li-
cenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Legal de
la quejosa dentro del cuaderno incidental número
862/2000-II, (Violación a la Suspensión Provisional) se-
guido ante el Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa, en el Distrito Federal, mediante el cual presenta
alegatos solicitando se paralicen los trabajos de apertura y
construcción de las vialidades Carlos Graef Fernández y
Vasco de Quiroga en las zonas expropiadas.

57. Auto de fecha dieciséis de marzo de dos mil uno, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante el cual ordena se requiera a las
autoridades responsables para que dentro del plazo de tres
días, informen sobre las manifestaciones que hace la que-
josa, en relación a los actos que violan la Suspensión Pro-
visional.

58. Escrito de fecha veinte de marzo de dos mil uno, del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmando por ausen-
cia el Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, mediante el
cual rinde informe en relación a la Denuncia de Violación
a la Suspensión Provisional dictada en los autos inciden-
tales del Juicio de Amparo 862/2000, en cumplimiento del
auto de fecha dieciséis de marzo de dos mil, emitido por el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, señalando que son falsas las manifesta-
ciones de la quejosa.

59. Acuerdo de fecha veintinueve de marzo de dos mil uno,
del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en
el Distrito Federal, fijando como fecha para el desahogo de
la prueba de Inspección Ocular ofrecida por la quejosa, el
cinco de abril de dos mil uno, relativa al incidente de vio-
lación a la Suspensión Provisional.

60. Cédula de fecha tres de abril de dos mil uno, del Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, mediante la cual se notificó al Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, el acuerdo de fecha veintinueve de
marzo de dos mil uno, relativo al Incidente de Violación
a la Suspensión Provisional.

61. Diligencia Actuarial de fecha cinco de abril de dos mil
uno, realizada por el Actuario Judicial Licenciado Salvador
Soriano Rojas, adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, dentro del
incidente de violación a la suspensión provisional dando fe
de lo siguiente: 
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“...que en el predio denominado “El Encino”, se con-
tinúan realizando trabajos de nivelación y movimiento
de tierra por medio de camiones que entran y salen por
la avenida Salvador Agraz; que el predio cuenta con
un acceso al que se entra caminando; que para acce-
der al predio existe una vereda en la parte sur y en el
norte hay un acceso para vehículo que está junto al
río, que los trabajos se realizaban por medio de ca-
miones de carga y maquinaria excavadora, por las via-
lidades que cruzan el predio en mención tanto en su
parte norte como en la sur...”

62. En fecha diez de abril de dos mil uno, ante el Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal, se celebró la audiencia de alegatos relativa a la
denuncia de violación a la suspensión provisional.

63. Resolución de fecha diez de abril de dos mil uno, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, resolviendo “...UNICO: Se declara in-
fundada la denuncia de violación a la suspensión provi-
sional...”

A efecto de una mejor comprensión del resolutivo antes
descrito, a continuación se transcribe en lo sustancial el
considerando segundo emitido por el Juez Noveno de Dis-
trito en Materia Administrativa en el Distrito Federal:

“... CONSIDERANDO SEGUNDO: los documentos
ofrecidos por la quejosa consistentes en copias certifi-
cadas del acuerdo número ciento treinta y dos del uno
de noviembre de mil novecientos setenta y nueve;
acuerdo sesenta y ocho del treinta de julio de mil no-
vecientos ochenta y uno; inspección ocular del doce de
enero del año en curso, dentro del Amparo 373/96; tes-
timonios notariales; álbumes fotográficos, adminicu-
ladas entre si y valoradas en términos de lo dispuesto
en los artículos 129 y 202 del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles, no son suficientes para demostrar
la violación a la suspensión provisional de que se due-
le la quejosa toda vez que de ninguno de ellos se ad-
vierte que las autoridades responsables estén blo-
queando o cancelando los accesos al predio de la
quejosa con posterioridad al otorgamiento de la medi-
da provisional, ya que dicha medida únicamente se
otorgó para el efecto de que no se bloquearan o can-
celaran los accesos al predio de la demandante y no así
para que suspendieran las obras de construcción de
las vialidades Vasco de Quiroga y Carlos Graef Fer-
nández....”

“...Del resultado de la inspección ocular realizada en
el predio que defiende la quejosa el cinco de abril de
dos mil uno, cabe destacar que la misma fue realizada
cuando la suspensión provisional ya no tenía vigencia
puesto que la suspensión definitiva se resolvió el ca-
torce de marzo de dos mil uno...”

“...En mérito de lo expuesto lo procedente es declarar
infundado el presente incidente...”

64. Cédula de fecha trece de junio de dos mil uno, median-
te el cual se notificó al Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, el acuerdo de fecha once de junio de dos mil uno, del
Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administrativa en
el Distrito Federal.

65. Escrito de fecha tres de agosto de dos mil uno, de la Li-
cenciada Rosa Guadalupe Cervantes Cuadras, en su carác-
ter de Apoderada General de la empresa denominada Ser-
vicios Metropolitanos S.A. de C.V., en el que informa al
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, que en atención a su proveído de fecha
veinticuatro de julio del dos mil uno, en el que ordenaba
que a las doce horas del día tres de agosto del año dos mil
uno, el perito oficial se constituyera en el predio materia de
la prueba a efecto de realizar los trabajos técnicos corres-
pondientes para emitir su dictamen, en compañía del ac-
tuario de la adscripción quien daría fe sobre el acceso al
inmueble, la suscrita acudió al mismo, sin que se presenta-
ran los antes señalados, por lo que dicho escrito tiene por
objeto, el hacer del conocimiento de su Señoría que su
representada es la empresa encargada de realizar los
trabajos de obra en el predio expropiado a favor del
Gobierno del Distrito Federal, materia de la diligencia
ordenada. 

66. Escrito de fecha diecisiete de agosto de dos mil uno, del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, mediante el cual en
representación de Promotora Internacional Santa Fe S.A.
de C.V., interpone ante el Juez Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal, Denuncia de
Violación a la Suspensión Definitiva, otorgada a favor de
su representada en resolución de fecha catorce de marzo de
dos mil uno, relacionada con el cuaderno incidental, Am-
paro Indirecto 862/2000-II.

67. Acuerdo de fecha veinte de agosto de dos mil uno,
del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal, mediante el cual se ordena agregar
a los autos el escrito del Apoderado Legal de Promotora



Internacional Santa Fe, S.A. de C.V., quien promueve In-
cidente de Violación a la Suspensión Definitiva otorgada
a la quejosa, toda vez de que las autoridades señaladas como
responsables, han perm dos mil cuatro itido que se sigan
ejecutando las obras de apertura de vialidades dentro de las
dos fracciones expropiadas a la quejosa y en consecuencia,
impiden el libre acceso al predio denominado “El Encino”,
señalándose las trece horas del día veintiocho de agosto de
dos mil uno, para que el Actuario adscrito se constituya en
el predio denominado “El Encino”, y de fé de los trabajos
que se siguen realizando, asímismo, se fijan las nueve ho-
ras con treinta minutos del treinta de agosto de dos mil uno,
para que tenga verificativo la audiencia incidental, relativa
a la Violación a la Suspensión Definitiva. Requiriéndose a
las autoridades responsables del Gobierno del Distrito Fe-
deral, para que dentro del plazo de tres días, informen lo
que a su derecho convenga, respecto a la Violación que se
les demanda; con el apercibimiento que en caso de ser omi-
sos se tendrán por ciertas las manifestaciones que expresa
el promovente.

68. Cédula de fecha veintidós de agosto de dos mil uno me-
diante la cual se notificó al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, el acuerdo de fecha veinte de agosto de dos mil
uno, del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Adminis-
trativa en el Distrito Federal, dentro del Incidente de Vio-
lación a la Suspensión Definitiva, promovido por la que-
josa Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V.

69. Escrito de fecha veintidós de agosto de dos mil uno,
mediante el cual ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal y José Agustín
Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distrito Fede-
ral, autoridades responsables en el Juicio de Amparo
862/2000, en cumplimiento al requerimiento hecho a tra-
vés de proveído de fecha veinte de agosto de dos mil uno,
rinden al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Adminis-
trativa en el Distrito Federal, su informe en relación al In-
cidente de Violación a la Suspensión Definitiva, promovi-
da por la quejosa Promotora Internacional Santa Fe S.A. de
C.V., firmando por su propio cargo, y en ausencia del Jefe
de Gobierno del Distrito Federal, el Licenciado José Agus-
tín Ortiz Pinchetti.

70. Escrito de fecha veintisiete de agosto de dos mil uno,
de Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, firmado por el Licenciado José Agustín
Ortiz Pinchetti Secretario de Gobierno del Distrito Federal,
en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, me-
diante el cual rinde ante el Juez Noveno de Distrito en Ma-

teria Administrativa en el Distrito Federal, informe rela-
cionado con la denuncia de violación a la Suspensión
Definitiva otorgada a Promotora Internacional Santa Fe
S.A. de C.V., en el Juicio de Amparo número 862/2000.

71. Diligencia Actuarial de fecha veintiocho de agosto de
dos mil uno, realizada en el expediente incidental de viola-
ción a la suspensión definitiva donde se hace constar la
Inspección Ocular realizada al predio “El Encino”, por el
Actuario Judicial adscrito al Juzgado Noveno de Distrito
en Materia Administrativa en el Distrito Federal, en cuya
parte conducente se precisa que dio fe de lo siguiente:

“...1.- En relación a la nivelación, remoción de tierra,
carga y descarga de camiones de volteo del material
que del predio se extrae, este fedatario judicial, dio fe
que en relación a la nivelación y remoción de tierra se
aprecia en la parte de la avenida Fernández Graef, así
como en la avenida Vasco de Quiroga, por cuanto a la
carga y descarga de camiones de volteo del material
que del predio se extrae, se aprecia únicamente del lado
que constituye la avenida Vasco de Quiroga.

2.- Existencia de la maquinaria pesada de construc-
ción sobre la avenida Fernández Graef, se aprecia una
retroexcavadora, misma que esta paralizada al mo-
mento de la diligencia. Por el lado de la avenida Vas-
co de Quiroga se aprecia un tractor, el cual realizaba
obras de levantamiento de tierra y carga de las mismas
a camiones de volteo.

3.- Introducción de tubos de drenaje se aprecian en
ambos lados, esto es, tanto de la avenida Fernández
Graef tanto de la avenida Vasco de Quiroga, de los
cuales unos se encuentran introducidos y otros a la in-
temperie.

4.- Falta de acceso al predio no expropiado por moti-
vo de construcción de las vialidades citadas. En este
punto y a fin de dejar plenamente satisfecho el plante-
amiento de la quejosa, me cerciore de la existencia de
una vereda de aproximadamente cincuenta centíme-
tros de ancho que presenta condiciones gráficas irre-
gulares ya que en ellas se encuentra piedras, lodo, ra-
mas que pertenecen a la geografía haciendo constar
que en forma personal pude constatar que a través de
esa vereda puede acceder al interior del predio que
constituye “El Encino”, atravesando por una puerta
de malla ciclónica...” “...Por cuanto hace a la parte
norte del predio que colinda con la avenida Vasco de
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Quiroga hago constar que el predio “El Encino”, fue
divido en dos partes, como consecuencia de la ejecu-
ción del decreto expropiatorio, así mismo este fedata-
rio judicial tuvo acceso del lado norte del predio colin-
dante con la avenida Vasco de Quiroga a través de un
camino con características geográficas similares a la
vereda anteriormente descrita, al inicio de dos metros
y medio de ancho, los cuales se reducen conforme
avanza el mismo, llegando a un aproximado de un me-
tro y medio. Se destaca el hecho de que al final de este
camino no existe acceso vehicular a la parte propor-
cional al terreno que ocupa “El Encino”. Por cuanto
hace al acceso de la parte del predio que conducía el
camino anteriormente referido, el cual se encuentra
truncado por el paso de la avenida Vasco de Quiroga,
lado sur de la misma y impide la introducción tanto de
vehículos como de personas por esa parte.

5.-Se hace constar que tanto por el lado de la avenida
Fernández Graef y Vasco de Quiroga el predio “El En-
cino” está rodeado por malla ciclónica, la cual no per-
mite el libre acceso al inmueble a no ser que sea re-
movida en la parte proporcional de tierra que se
encuentra del lado norte de la avenida Vasco de Qui-
roga, por lo que hace al lado sur de la misma se hace
constar que aún cuando la malla ciclónica existente
pudiese ser removida la imposibilidad física para in-
troducirse al terreno que constituye “El Encino”, per-
sistiría toda vez de que con la construcción de la pro-
pia avenida, fue divido el predio en taludes de
aproximadamente veinticinco y treinta metros de altu-
ra. Dando fe también que al llegar a la parte superior
del terreno, se aprecia un camino de terracería el cual
está truncado debido a la construcción de la vialidad
originando un talud de aproximadamente quince me-
tros de altura.

6.- Se hace constar que debido a los taludes que se en-
cuentran tanto del lado de la avenida Fernández Graef
como de la avenida Vasco de Quiroga no es dable sa-
car la maquinaria del interior del predio denominado
“El Encino”, ello debido a que dicha maquinaria se
encuentra en la parte proporcional del predio que se
encuentra entre ambas avenidas..”.

72. Resolución de fecha treinta de agosto de dos mil uno,
del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal, en el incidente de violación a la
suspensión definitiva otorgada a la quejosa en la diversa
interlocutoria de fecha catorce de marzo de dos mil uno,

notificada 1al Jefe de Gobierno del Distrito Federal el vein-
tidós de marzo de dos mil uno, Amparo 862/2000, cuyos
puntos resolutivos Primero y Segundo son los siguientes:

PRIMERO: Se declara fundado el Incidente de Viola-
ción a la suspensión definitiva, (CONSIDERANDO
TERCERO), toda vez de que se ha continuado con los
trabajos de apertura de las vialidades denominadas
Carlos Graef Fernández y Vasco de Quiroga en el pre-
dio denominado El Encino, particularmente en las
fracciones que fueron expropiadas se continúan cons-
truyendo las vialidades en comento, por lo que se efec-
túan trabajos de remoción y movimientos de tierra, lo
que pone de manifiesto que el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal ha controvertido la suspensión defini-
tiva decretada en resolución del catorce de marzo de
dos mil uno.

SEGUNDO: Para los efectos precisados en la parte fi-
nal del considerando tercero de la resolución, gírese
en su oportunidad atento oficio al Agente del Ministe-
rio Público de la Federación Adscrito, a efecto de que
proceda en términos de lo dispuesto en el artículo 206
de la Ley de Amparo respecto de los hechos materia de
ésta denuncia de violación a la suspensión, informan-
do las gestiones realizadas al respecto dentro del plazo
de setenta y dos horas, contados a partir del momento
de que quede firme esta resolución.

73. Escrito de fecha treinta de agosto de dos mil uno, de Vi-
cente Lopantzi García, Delegado del Jefe de Gobierno y
Secretario de Gobierno, ambos del Distrito Federal, me-
diante el cual presenta al Juez Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal, alegatos dentro
del incidente de Denuncia de Violación a la Suspensión
Definitiva, en el Juicio de Amparo número 862/2000.

74. Acuerdo de fecha treinta y uno de agosto de dos mil
uno, del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati -
va en el Distrito Federal, en el incidente de Denuncia de
Violación a la Suspensión Definitiva, desechando el escri-
to de alegatos de fecha treinta de agosto de dos mil uno,
presentado por el licenciado Vicente Lopantzi García, De-
legado del Jefe de Gobierno y Secretario de Gobierno am-
bos del Distrito Federal, por resultar extemporáneo. 

75. Cédula de fecha cinco de septiembre de dos mil uno,
mediante la cual el Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
fue notificado por el Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal, de la interlocutoria de



treinta de agosto de dos mil uno, dictada en el cuaderno in-
cidental relativo al Juicio de Amparo 862/2000, declaran-
do fundado el incidente de violación a la Suspensión Defi-
nitiva, recibiendo la notificación en su nombre el
Licenciado José Agustín Ortíz Pinchetti, entonces Secreta-
rio de Gobierno del Distrito Federal.

76. Escrito de fecha cinco de septiembre de dos mil uno,
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal firmado en au-
sencia por el licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, me-
diante el cual, se dirige al Juez Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal, desahogando su
requerimiento consistente en informar del cumplimiento
que se le ha dado a la resolución de fecha treinta de agosto
de dos mil uno que declara fundada la Denuncia de Viola-
ción a la Suspensión Definitiva otorgada a la quejosa, en el
Juicio de Amparo 862/2000.

77. Escrito de fecha cinco de septiembre de dos mil uno,
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmado por el li-
cenciado José Agustín Ortiz Pinchetti Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, mediante el cual comunica al
Licenciado Carlos Heredia Zubieta, Director General de
Servicios Metropolitanos S.A. de C.V., la resolución pro-
nunciada por el Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, de fecha treinta de agosto
de dos mil uno, declarando fundado el incidente de vio-
lación a la Suspensión Definitiva en el expediente del
Juicio de Amparo número 862/2000, y le requiere su in-
mediato cumplimiento.

78. Acuerdo de fecha once de septiembre de dos mil uno,
del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en
el Distrito Federal, mediante el cual requiere al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, informe si esta dando cumpli-
miento a la resolución de fecha treinta de agosto de dos mil
uno, dictada por esa instancia jurisdiccional con motivo de
la Denuncia de Violación a la Suspensión Definitiva.

79. Escrito de fecha veinticinco de septiembre de dos mil
uno, del Licenciado Fernando Espejel Cisneros, dentro del
cuaderno incidental 862/2000, dirigido al Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal
señalando que se continúan con las obras en el predio de-
nominado “El Encino”, en las calles Vasco de Quiroga,
Salvador Agraz y Carlos Graef, haciendo el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal caso omiso a la suspensión
definitiva otorgada, por resolución de fecha treinta de
agosto de dos mil uno; acompañando Fe de Hechos, que

consta en la Escritura Pública número veintitrés mil tres-
cientos noventa y nueve, de fecha doce de septiembre de
dos mil uno, del Notario Público número ciento ochenta y
uno del Distrito Federal, Licenciado Miguel Soberón Mai-
nero, donde se destaca en su parte conducente lo siguiente:
“... que se constituyó en el predio denominado “El Encino”
a petición del licenciado Fernando Espejel Cisneros en la
esquina que forman las calles Carlos Graef Fernández y
Salvador Agraz y esta última con la avenida Vasco de Qui-
roga en la delegación Cuajimalpa en esta ciudad dando fe
que en la zona de terreno donde confluyen las calles de Sal-
vador Agraz y la calle Vasco de Quiroga se encontraban
varios camiones de volteo y una máquina trabajando car-
gaba tierra extraída de esa misma zona, igualmente vi un
grupo de trabajadores que también se encontraban traba-
jando en la calle de Carlos Graef Fernández...”

80. Acuerdo de fecha veintiséis de septiembre de dos mil
uno, del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati -
va en el Distrito Federal, mediante el cual tiene por recibi-
do el escrito de fecha veinticinco de septiembre de dos mil
uno, presentado por el Licenciado Fernando Espejel Cisne-
ros, donde se desecha su petición para que se actué en tér-
minos del artículo 105 de la Ley de Amparo, en relación al
artículo 107 fracción XVI de la Constitución Federal, así
como para que se requiera a las autoridades responsa-
bles que acrediten el cumplimiento que se le ha dado a
la resolución de Violación a la Suspensión Definitiva,
acompañando las constancias que lo acrediten.

81. Oficio 3005-T-2, del Juzgado Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, de fecha
veintiséis de septiembre de dos mil uno, mediante el cual
se notifica al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el re-
querimiento de éste órgano jurisdiccional de fecha veinti-
séis de septiembre de dos mil uno, consistente en que se re-
quiera al Jefe de Gobierno, al Secretario de Gobierno,
Secretario de Desarrollo Urbano y Vivienda, Secretario de
Transporte y Vialidad, Presidente del Comité del Patrimo-
nio Inmobiliario, Jefe Delegacional en Cuajimalpa de Mo-
relos y Secretario de Seguridad Pública, todos del Gobier-
no del Distrito Federal, para que dentro del plazo de
veinticuatro horas, contado a partir de la legal notificación
comuniquen el cumplimiento que estén dando a la senten-
cia pronunciada con motivo de la Denuncia a la Violación
de la Suspensión Definitiva, remitiendo para tal efecto las
documentales con las que acredita tal cumplimiento.

Apercibidos que de no atender a lo anterior, se procederá
en términos del artículo 105 de la Ley de Amparo.
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82. Escrito de fecha dos de octubre de dos mil uno, del Jefe
de Gobierno del Distrito Federal, firmado por el Licencia-
do José Agustín Ortiz Pinchetti Secretario de Gobierno del
Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal,, mediante el cual desahoga requerimiento del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, señalando que se ha dado cumplimiento a
la Suspensión Definitiva otorgada a Promotora Internacio-
nal Santa Fe S.A. de C.V., en resolución de fecha catorce
de marzo de dos mil uno, que le fue notificada el veintidós
de marzo de dos mil uno.

83. Escrito de fecha diez de septiembre de dos mil uno, del
ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, firmado por el Licenciado José
Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distri-
to Federal en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, mediante el cual interpone ante el Tribunal Colegia-
do en Materia Administrativa del Primer Circuito en
Turno, Recurso de Queja en contra de la resolución de fe-
cha treinta de agosto de dos mil uno, emitida por el Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, por considerar que le causa agravio.

84. Oficio de fecha trece de septiembre de dos mil uno, del
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito, por el que se notifica al Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa del Primer
Circuito en el Distrito Federal, el Recurso de Queja inter-
puesto por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, en contra del auto
de fecha treinta de agosto de dos mil uno, que declaró fun-
dado el incidente de violación a la suspensión definitiva,
promovido por la quejosa Promotora Internacional Santa
Fe, S.A. de C.V.

85. Acuerdo de fecha trece de septiembre de dos mil uno,
del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito en el Distrito Federal, en
el Toca Q.A. 81/2001 (Q.A.-1232/2001), mediante el cual
le requiere al Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, rinda informe justificado,
relacionado con la interlocutoria que dictó el treinta de
agosto de dos mil uno.

86. Acuerdo de fecha dieciocho de septiembre de dos mil
uno, del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati -
va en el Distrito Federal, mediante el cual se da por recibi -
do del auto por el que se le notifica la presentación del
Recurso de Queja interpuesto por el Jefe de Gobierno

en contra de su resolución de fecha treinta de agosto de dos
mil uno.

87. Acuerdo de fecha veintiuno de septiembre de dos mil
uno, del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito en el Distrito Federal,
en el Toca Q.A. 81/2001 (Q.A.-1232/2001), donde se tie-
ne por rendido el informe justificado del Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
dando cumplimiento a lo requerido en auto de fecha trece
de septiembre de dos mil uno.

88. Acuerdo de fecha treinta y uno de octubre de dos mil
uno, del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito en el Distrito Federal,
mediante el cual remite los autos de la queja presentada
por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal en contra
de la resolución de fecha treinta de agosto de dos mil
uno, al Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito, para que conozca de la
misma por ser de su competencia.

89. Resolución de fecha veintitrés de enero de dos mil dos,
del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa
del Tercer Circuito en el Distrito Federal, declarando in-
fundado el Recurso de Queja número 787/2001, inter-
puesto por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal,
en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en
contra de la resolución de treinta de agosto de dos mil uno,
dictada por el Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, en los autos incidentales
862/2000, quedando firme la violación a la suspensión
definitiva, en el siguiente término: 

“...UNICO: Es infundado el Recurso de Queja inter-
puesto por el Secretario de Gobierno del Distrito Fe-
deral, en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, en contra de la resolución de treinta de agos-
to de dos mil uno, dictada por el Juez Noveno de Dis-
trito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
en los autos incidentales I-862/2000.

A efecto de una mejor comprensión del resolutivo antes
descrito, a continuación se transcribe en lo sustancial, el
considerando cuarto emitido por el Tribunal Colegiado:

CONSIDERANDO CUARTO: 

Son infundados los agravios expresados por la autori-
dad recurrente, pues contrario a lo sostenido, el Juez



del conocimiento determinó en forma acertada lo fun-
dado de la denuncia de la violación a la suspensión
otorgada, ya que el Juez fijo claramente la materia de
la violación a la suspensión; los efectos de la suspen-
sión fueron claros y contundentes y substancialmente
se traducen en lo siguiente “Paralización de los traba-
jos de apertura de vialidades sólo en la parte de las
fracciones expropiadas que servían de acceso al predio
denominado “El Encino” y “abstención de bloquear y
cancelar dichos accesos”, lo cual no ha respetado la
autoridad responsable ya que de la recta interpreta-
ción de los efectos señalados, implica la libertad de ac-
ceder libremente al predio propiedad del quejoso, es
decir, que debe permitirse que tanto vehículos como
personas tengan posibilidad de entrar sin obstáculo, lo
que en forma alguna se ha respetado por las autorida-
des recurrentes, como se desprende de la inspección
ocular practicada en el predio aludido, en fecha doce
de marzo de dos mil uno, así como con las fe de hechos
de fechas diecinueve de marzo, treinta de abril y tres
de junio de dos mil uno, por lo que se llega a la certe-
za de la falta de cumplimiento de la autoridad en los
puntos señalados...”

90. Acuerdo de fecha treinta y uno de enero de dos mil dos,
del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en
el Distrito Federal, mediante el cual recibe testimonio de la
resolución del Recurso de Queja número Q.A. 787/2001,
interpuesto por el Secretario de Gobierno del Distrito Fede-
ral, en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
en el que resuelve:

PRIMERO.- Es infundo el recurso de queja interpues-
to por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal,
en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
en contra de la resolución de treinta de agosto de dos
mil uno, dictada por el Juez Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal, en los au-
tos incidentales I-862/2002.

SEGUNDO.- Se confirma la sentencia incidental de
treinta de agosto de dos mil uno, dictada por el Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, correspondiente al expediente I-
862/2002, por la que se declaró infundado el inciden-
te a la violación a la suspensión definitiva decretada
por ese juzgador, mediante interlocutoria de catorce de
marzo de dos mil uno, en el cuaderno incidental antes
mencionado.

91. Cédula de fecha treinta y uno de enero de dos mil dos,
mediante la cual, el Juzgado Noveno de Distrito en Mate-
ria Administrativa en el Distrito Federal, notifica al Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, el acuerdo contenido en
auto del veintinueve de enero del año dos mil dos, relativo
a la resolución de fecha veintitrés de enero de dos mil dos,
dictada por el Séptimo Tribunal Colegido del Primer Cir-
cuito en el Distrito Federal en el Recurso de Queja Q. A.-
787/2001, promovido por el Secretario de Gobierno del
Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, misma que lo declaró infundado, en contra de
la resolución de treinta de agosto de dos mil uno.

92. Auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil dos, del
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Primer Circuito en el Distrito Federal, aclarando de oficio
la resolución de fecha veintiséis de enero de dos mil dos,
ya que la fecha de la inspección ocular al predio “El Enci-
no” fue practicada en fecha veintiocho de agosto de dos mil
uno y no en fecha doce de marzo de dicho año.

93. Acuerdo de fecha cuatro de febrero de dos mil dos, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante el cual se notificó al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, el acuerdo dictado en fecha
treinta y uno de enero de dos mil dos, por el que se reciben
las constancias de la resolución dictada en el recurso de
queja Q.A 787/2001, promovida por el Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, la cual fue emitida por el Séptimo
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer
Circuito, declarando infundada dicha queja.

94. Sentencia Definitiva de fecha cinco de octubre de dos
mil uno, dictada por el Juez Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal, concediendo al que-
joso, el Amparo y Protección de la Justicia Federal en con-
tra del refrendo y publicación del Decreto Expropiatorio de
fecha nueve de noviembre de dos mil, de la siguiente ma-
nera 

“...PRIMERO: Se sobresee en el juicio de Amparo
Promovido Por Promotora Internacional Santa Fe,
S.A. de C.V., en contra de los actos y respecto de las
autoridades que se precisan en los Considerándos Se-
gundo y Quinto de la presente sentencia.

SEGUNDO: La Justicia de la Unión Ampara y Prote-
ge a Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V.,
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en contra de los actos y respecto de las autoridades res-
ponsables dependientes del Gobierno del Distrito Fe-
deral: Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Secreta-
rio de Gobierno del Distrito Federal, Secretario de
Transporte y Vialidad del Distrito Federal, Secretaria
de Desarrollo Urbano y Vivienda del Distrito Federal
y Presidente del Comité del Patrimonio Inmobiliario
del Distrito Federal, consistentes en el refrendo, expe-
dición y publicación del Decreto de Expropiación de
fecha diez (fecha correcta nueve) de noviembre de dos
mil, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Fede-
ral, los días diez y catorce del mismo mes y año...”

95. Escrito de fecha once de octubre de dos mil uno, del Li-
cenciado Fernando Espejel Cisneros, mediante el cual desa-
hoga vista ante el Juez Noveno de Distrito en Materia Ad-
ministrativa en el Distrito Federal, dentro del expediente
862/2000, informando que no se han detenido los traba-
jos de apertura de vialidades en las zonas expropiadas. 

96. Auto de fecha quince de octubre de dos mil uno, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, ordenando se requiera a las autoridades
responsables, para que dentro del plazo de veinticuatro ho-
ras, informen sobre el cumplimiento de la medida cautelar
otorgada a la quejosa, ya que al informar, únicamente
manifiestan que han dado órdenes de no impedir el ac-
ceso al predio en conflicto, mas no así, que se han dete-
nido los trabajos de apertura de vialidades en el predio
expropiado a la parte quejosa.

97. Escrito de fecha dieciocho de octubre de dos mil uno,
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmado por el
Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, mediante el cual se dirige al Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, para desahogar requerimiento relacionado con
el cumplimiento dado a la Suspensión Definitiva, otorgada
a Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V.

98. Escrito de fecha veintiséis de octubre de dos mil uno,
del Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Le-
gal de Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V., me-
diante el cual desahoga la vista que se mando dar por auto
de fecha veintidós de octubre del dos mil uno, en el cual el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, le da vista por el plazo de tres días para
que manifieste lo que a su interés convenga en relación a la
orden de agregar a los autos los oficios por medio de los

cuales, en el primero el Oficial Mayor de Gobierno en el
Distrito Federal, en su carácter de Presidente del Comité
del Patrimonio Inmobiliario, manifiesta que en virtud de
que negó la conducta que le imputa la quejosa y al no exis-
tir elementos de prueba que desvirtúen su negativa, no esta
en aptitud de dar cumplimiento a lo solicitando por el Juez
de la causa, asímismo se tienen por hechas las manifesta-
ciones del Secretario de Gobierno en ausencia del Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, mediante el cual comunica
que por lo que hace a este último, no ha bloqueado los ac-
cesos alegados por la parte quejosa, remitiendo para tal
efecto, diversas documentales para acreditar su dicho. 

99. Acuerdo de fecha veintinueve de octubre de dos mil
uno, del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati -
va en el Distrito Federal, mediante el cual se ordena girar
oficio a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con
el objeto de que conmine al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal a dar cabal cumplimiento a la resolución pronun-
ciada el treinta de agosto de dos mil uno, girándose en la
misma fecha el oficio respectivo. 

100. Oficio de fecha seis de noviembre de dos mil uno, me-
diante el cual el Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal, envía oficio al Di-
rector General del Ministerio Público Especializado “A”
de la Procuraduría General de la República, remitiéndole
copias certificadas en trescientas setenta y cuatro fojas úti-
les del amparo número 862/2000, pues se presume viola-
ción a la Suspensión Definitiva, otorgada a la quejosa el ca-
torce de marzo de dos mil uno.

101. Oficio número FESPLE/8746/2001, de fecha diecio-
cho de diciembre de dos mil uno, dentro de la averigua-
ción previa A.P. 1339/FESPLE/2001, mediante el cual el
Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de
la Mesa X-FESPLE, Licenciado Carlos Arredondo Mon-
tiel, cita al Licenciado Fernando Espejel Cisneros a com-
parecer ante dicha autoridad el siete de febrero de dos mil
dos, a efecto de que manifieste lo que a su derecho con-
venga respecto a los hechos que se investigan en la inda-
gatoria citada. 

102. Oficio DG/020/02, de fecha veintiocho de enero de
dos mil dos, de Carlos Heredia Zubieta, Director General
de Servicios Metropolitanos S.A. de C.V., enviando al Li-
cenciado Carlos Paniagua Bocanegra, Director General de
Servicios Legales del Distrito Federal, acta número dieci-
nueve mil trescientos noventa y tres, relativa a la Fe de



Hechos realizada en esa misma fecha por el Licenciado Al-
fredo Delgado Aurioles Acosta, Notario Público número
ciento cincuenta y cuatro en el Distrito Federal, donde se
señala que los trabajos de apertura de vialidades de la zona
“El Encino”, no se han efectuado en la parte que servía de
acceso al predio y que en ningún momento han bloqueado
o cancelado los accesos a dicho predio.

103. Resolución de fecha veintinueve de enero de dos mil
dos, del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati -
va en el Distrito Federal, relativa al acuerdo mediante el
cual regulariza el procedimiento, requiriendo al Jefe de
Gobierno del Distrito Federal para que en el plazo de vein-
ticuatro horas, comunique sobre el cumplimiento que están
dando a la interlocutoria de catorce de marzo de dos mil
uno, en virtud de la cual se otorgó a la quejosa Promotora
Internacional Santa Fe S.A. de C.V., la suspensión definiti-
va de los actos reclamados en su demanda de garantías.

104. Escrito de fecha treinta y uno de enero de dos mil dos,
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmado por el
Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de
Gobierno del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, mediante el cual informa al
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, el cumplimiento dado a la Suspensión
Definitiva otorgada a Promotora Internacional Santa Fe
S.A. de C.V., dentro del Incidente de Amparo número
862/2000.

105. Escrito de fecha primero febrero de dos mil dos, diri -
gido al Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal, mediante el cual recibe promoción
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmado por el
Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, de fecha treinta y uno de enero de
dos mil dos, en el que desahoga requerimiento relaciona-
do con el cumplimiento dado a la Suspensión Definitiva
otorgada a Promotora Internacional Santa Fe S.A. de
C.V., en el Juicio de Amparo 862/2000, en el que mani-
fiesta se le ha informado que se ha respetado la suspensión
definitiva concedida a la quejosa, razón por la cual conclu-
ye que existe acceso al predio por la zona sur y por la zona
noroeste, de conformidad a la Fe de Hechos número dieci-
nueve mil trescientos noventa y tres, de fecha veintiocho
de enero de dos mil dos, llevada a cabo por el Notario Pú-
blico número ciento cincuenta y cuatro del Distrito Fede-
ral, Licenciado Alfredo E. Aurioles Acosta.

106. Acuerdo de fecha seis de febrero de dos mil dos, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante el cual tiene por recibido el ofi-
cio de fecha 31 de enero de dos mil dos, del Secretario de
Gobierno del Distrito Federal, quien actúa por sí y en re-
presentación del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a
través del cual remiten copia autógrafa del oficio número
DG.020/02, del veintiocho de enero del año en curso, sig-
nado por el Director General de Servicios Metropolitanos
S.A. de C.V., y acta número diecinueve mil trescientos no-
venta y tres, relativa a la fe de hechos realizada por el no-
tario público número ciento cincuenta y cuatro, Licenciado
Alfredo E. Aurioles Acosta, en la que se acredita que los
trabajos de apertura de vialidades de la zona “El Encino”,
no se han efectuado en la zona que servía de acceso al pre-
dio en comento, asímismo que Servicios Metropolitanos
S.A. de C.V., en ningún momento ha bloqueado o cancela-
do los accesos al predio.

107. Escrito de fecha once de febrero de dos mil dos, del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, dirigido al Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri-
to Federal, para desahogar la vista de fecha seis de febrero
de dos mil dos, mediante el cual argumenta que el Jefe de
Gobierno no ha dado cabal cumplimiento a la Suspensión
Definitiva otorgada a su representada, acompañando el tes-
timonio número veinticuatro mil ciento sesenta y cinco, del
Notario Público ciento ochenta y uno del Distrito Federal,
Licenciado Miguel Soberón Mainero, de fecha veintinueve
de enero de dos mil dos, de donde se desprende que se con-
tinúan los trabajos y con estos la obstaculización de los ac-
cesos al predio, así como Fe de Hechos levantada por el ci-
tado Notario Público que obra en el testimonio veinticuatro
mil ciento noventa y nueve de fecha seis de febrero de dos
mil dos.

108. Escritura Pública número veinticuatro mil ciento no-
venta y nueve de fecha seis de febrero de dos mil dos, del
Notario Público ciento ochenta y uno del Distrito Federal,
Licenciado Miguel Soberón Mainero, donde consta la Fe
de Hechos practicada en las esquinas que forman las ave-
nidas Vasco de Quiroga y Salvador Agraz, así como las que
forman las avenidas Carlos Graef Fernández y Salvador
Agraz, en el predio denominado “El Encino”, lugar en don-
de da fe de que en las esquinas que forman las calles de
Vasco de Quiroga y Salvador Agraz, existen diversas ma-
quinas y camiones, así como trabajadores desempeñando
labores de remoción y transporte de tierra, en la esquina
que forman las calles Carlos Graef Fernández y Salvador
Agraz, constató que se encuentran maquinas trabajando,
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así como trabajadores desempeñando labores varias, en el
predio denominado “El Encino”.

109. Auto de fecha trece de febrero de dos mil dos, (erró-
neamente fechado el trece de febrero 2001), del Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal, que en su parte conducente establece:

“... Se requiere al Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral y a las demás autoridades responsables, para que
en un término de tres días al en que queden debida-
mente notificadas de éste proveído “retiren toda la
maquinaria y equipo de construcción que se encuentre
en las fracciones expropiadas a la parte quejosa, pues
con dicha medida, el suscrito tendrá la certeza que las
autoridades responsables no están realizando ni reali-
zarán obras de construcción carretera, hasta en tanto,
no se dicte sentencia ejecutoria en el cuaderno princi-
pal de donde deriva este incidente”; bajo apercibi-
miento que de no acatar dicha orden en el plazo con-
cedido, se iniciaran los procedimientos necesarios y
tomarán las medidas necesarias conforme a la Ley de
Amparo a efecto de que se cumpla con lo que aquí se
ordena, y, como consecuencia con la suspensión defi-
nitiva acordada...”

110. Cédula de fecha quince de febrero de dos mil dos, del
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, mediante la cual se notificó al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, el auto de fecha trece de febre-
ro de dos mil dos, dentro de los autos incidentales del Jui-
cio de Garantías número 862/2000.

111. Escrito de fecha veinte de febrero de dos mil dos, del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, firmado por el Licenciado José Agustín Ortiz
Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distrito Federal en
ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, desaho-
gando ante el Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, el requerimiento conteni-
do en el auto de fecha trece de febrero de dos mil dos, el
cual fue notificado el quince de febrero inmediato, argu-
mentando que no existe maquinaria y que no se está,
trabajando en las áreas expropiadas.

112. Escrito de fecha veinte de febrero de dos mil dos, de
Carlos Heredia Zubieta, Director General de Servicios Me-
tropolitanos S.A de C.V. (SERVIMET), informando al Li-
cenciado Carlos Paniagua Bocanegra, Director General de
Servicios Legales del Distrito Federal, haber dado cabal

cumplimiento al ordenamiento de fecha trece de febrero de
dos mil dos. 

113. Escrito de fecha veinte de febrero de dos mil dos, del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmado por el Li-
cenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal en ausencia del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, mediante el cual interpone ante el
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer
Circuito en Turno, Recurso de Queja en contra del acuerdo
de fecha trece de febrero del año dos mil dos, pronunciado
por el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal, acompañando los agravios corres-
pondientes.

114. Escrito de fecha veintidós de febrero de dos mil dos,
del Licenciado Fernando Espejel Cisneros, Apoderado Le-
gal de Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V.,
compareciendo ante el Agente del Ministerio Público de la
Federación, Titular de la Mesa VIII FESPLE, dentro de la
averiguación previa número 1339/FESPLE/01, a efecto
de exhibir copia certificada de la resolución de fecha ca-
torce de marzo de dos mil, emitida por el Juez Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
en la cual se otorga la Suspensión Definitiva a su represen-
tada y copias certificadas de las constancias de su notifica-
ción al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, de fecha
veintidós de marzo de dos mil uno. 

115. Oficio de fecha veintiocho de febrero de dos mil dos,
elaborado por la Secretaria de Acuerdos adscrita al Sépti-
mo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri-
mer Circuito, informando haber recibido para su sustancia-
ción el Recurso de Queja interpuesto por el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal en contra del auto de fecha
trece de febrero de dos mil dos, y en razón de ello solicita
al Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, rinda informe justificado, expediente
137/2002.

116. Escrito de fecha veintiocho de febrero de dos mil dos,
mediante el cual el Juez Noveno de Distrito en Materia Ad-
ministrativa en el Distrito Federal, rinde Informe Justifica-
do al Presidente del Séptimo Tribunal Colegiado en Mate-
ria Administrativa del Primer Circuito, dentro del Recurso
de Queja número 137/2002, interpuesto por el Secretario
de Gobierno del Distrito Federal, quien firma en ausencia
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en contra de la
resolución de fecha trece de febrero de dos mil dos que,
ordena el retiro de toda la maquinaria y equipo de



construcción que se encuentra en las fracciones expro-
piadas.

117. Resolución de fecha diecisiete de abril del año dos mil
dos, dictada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa, relativa al Amparo en Revisión R.A.-
517/2002, en donde se confirma la Sentencia de fecha cin-
co de octubre de dos mil uno de la siguiente manera: 

PRIMERO: En la materia de la revisión, se confirma
la sentencia de fecha 5 de octubre de dos mil uno, au-
torizada el día veintiséis siguiente, dictada por el Juez
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, dentro del expediente del Juicio de
Amparo número 862/2000.

SEGUNDO: La Justicia de la Unión Ampara y Prote-
ge a Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V.,
contra las autoridades y por lo actos precisados en el
resultando primero de la presente resolución.

Autoridades Responsables: Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, Congreso de la Unión, Secretario
de Gobernación, Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, Secretario de Gobierno del Distrito Federal, Se-
cretario de Desarrollo Urbano y Vivienda del Gobier-
no del Distrito Federal, Secretario de Transporte y
Vialidad del Distrito Federal, Presidente del Comité
del Patrimonio Inmobiliario del Distrito Federal, Jefe
Delegacional del Gobierno del Distrito Federal en
Cuajimalpa de Morelos, Secretario de Seguridad Pú-
blica del Gobierno del Distrito Federal.

Acto Reclamado: Del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, reclamo la expedición del Decreto Expropiato-
rio de fecha nueve de noviembre de 2000, publicado
los días 10 y 14 del mismo mes y año. Así como, los
acuerdos determinaciones que dicte, haya dictado o
pretenda dictar encausados a la ejecución material y
cumplimiento del mencionado decreto. El bloqueo y
cancelación de los accesos al predio de mi representa-
da procedente a la vía pública. En su calidad de auto-
ridad ordenadora y ejecutora.

118. Sentencia Interlocutoria de fecha, diecisiete de abril
de dos mil dos, del Séptimo Tribunal Colegiado en Mate-
ria Administrativa del Primer Circuito en el Distrito Fede-
ral, resolviendo el recurso de Queja Administrativa
Q.A.-137/2002 interpuesto por el Secretario de Gobierno

del Distrito Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, en contra del auto de fecha trece de febre-
ro de dos mil dos, dictado por el Juez Noveno de Distrito
en Materia Administrativa en el Distrito Federal, en el in-
cidente de suspensión derivado del juicio de garantías nú-
mero 862/2000, el que quedó de la siguiente manera:

UNICO: Se declara sin materia el recurso interpuesto
por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en
ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en
contra del auto de fecha 13 de febrero de dos mil dos,
dictado por el Juez Noveno de Distrito en Materia Ad-
ministrativa en el Distrito Federal, en el incidente de
suspensión derivado del juicio de garantías número
862/2000.

A efecto de una mejor comprensión del resolutivo antes
descrito, a continuación se transcribe en lo sustancial, el
considerando cuarto emitido por el Tribunal Colegiado:

CONSIDERANDO CUARTO:

Resulta innecesario entrar al análisis de los agravios
aducidos toda vez que ha quedado sin materia el pre-
sente medio de defensa, pues la situación jurídica del
recurrente en la actualidad se rige por la sentencia
dictada en el recurso de revisión número 517/2002 de
fecha 17 de abril de dos mil dos, interpuesto en contra
de la diversa de fecha cinco de octubre de dos mil uno,
dictada dentro del juicio de amparo precisado en el pá-
rrafo anterior, a través de la cual, el A quo concedió el
Amparo a Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de
C.V., por lo que este Tribunal resolvió confirmar la
sentencia impugnada, con lo que se resuelve el juicio
de amparo del que deriva el auto que por esta vía se
impugna.

119. Escrito de fecha veintidós de abril de dos mil dos, me-
diante el cual la Secretaría de Acuerdos del Séptimo Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, se dirige al Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal, y le remite testimo-
nio de la ejecutoria pronunciada en el Recurso de Queja
Q.A. 137/2002, interpuesto por el Secretario de Gobierno
del Distrito Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno del
Distrito Federal y anexa un testimonio en trece fojas, don-
de se resuelve dejar sin materia el recurso interpuesto en
contra de la resolución de fecha trece de febrero de dos
mil dos.
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120. Escrito de fecha catorce de mayo de dos mil dos, me-
diante el cual el Licenciado Fernando Espejel Cisneros,
Apoderado Legal de Promotora Internacional Santa Fe,
S.A. de C.V., comparece ante el Agente del Ministerio Pú-
blico Federal, dentro de la averiguación previa 1339/FES-
PLE/01, exhibiendo copias certificadas de la demanda de
Amparo número 862/2000 y del auto de radicación de la
misma, dictada por el Juez Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal.

121. Auto de fecha dos de agosto de dos mil dos, dictado
por el Séptimo Tribunal Colegiado del Primer Circuito en
el Distrito Federal, ordenando se requiera al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, como autoridad responsable
contra la que se concedió el Amparo, para que en un tér-
mino de diez días hábiles, compruebe el acatamiento a la
ejecutoria materia del incidente, o bien, exponga ante este
Tribunal la razón para no cumplirla, apercibiéndolo de que,
en caso de ser omiso, se continuará el procedimiento res-
pectivo que puede culminar con una resolución que, en los
términos del artículo 107, Fracción XVI de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ordene la sepa-
ración del cargo del titular responsable y su consignación
penal ante un Juez Federal. 

122. Escrito de fecha siete de agosto de dos mil dos, del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, firmado por el Licenciado José Agustín Ortiz
Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distrito Federal en
ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, me-
diante el cual rinde declaración ministerial por escrito, re-
lacionada con la indagatoria A.P. 1339/FESPLE/2001,
ante el Agente del Ministerio Público de la Federación, en-
cargado del Despacho de la Fiscalía Especializada para la
Atención de Delitos Cometidos por Servidores Públicos y
Previstos en Leyes Especiales.

123. Oficio de fecha veintiuno de agosto de dos mil dos,
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal Andrés Manuel
López Obrador, firmado por el Licenciado José Agustín
Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distrito Fede-
ral en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
desahogando requerimiento formulado en el incidente de
inejecución de sentencia número 37/2002, derivado del
Juicio de Amparo 862/2002, promovido por Promotora In-
ternacional Santa Fe S.A. de C.V.

124. Escrito de fecha veintinueve de agosto de dos mil dos,
dirigido al Agente del Ministerio Público de la Federación,
Titular de la Mesa VIII-FESPLE de la Procuraduría Gene-

ral de la República, por el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, ampliando su declaración ministerial de fecha siete
de agosto de dos mil dos, relacionada con la indagatoria
1339/FESPLE/2001, en la que precisa conceptos de dicha
declaración. 

125. Diligencia de fecha cuatro de septiembre de dos mil
dos, donde consta que el Ministerio Público Federal se
constituye en las oficinas del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, Andrés Manuel López Obrador, quien al rendir su
declaración ratifica en todas y cada una de sus partes, los
escritos de fechas siete y veintinueve de agosto de dos mil
dos, dentro de la averiguación previa 1339/FESPLE/2001.

126. Escrito de fecha once de octubre de dos mil dos, del
Licenciado Fernando Espejel Cisneros, representante legal
de Promotora Internacional Santa Fe S.A. de C.V., infor-
mando al Licenciado Rafael Macedo de la Concha, Procu-
rador General de la República, la situación legal que guar-
da el predio “EL Encino” y el incumplimiento del Jefe de
Gobierno del Distrito Federal a la Suspensión Definitiva
otorgada a su representada.

127. Auto de fecha primero de noviembre de dos mil dos,
del Licenciado Agustín M. Rodríguez Mendoza, Agente
del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Me-
sa VII-FESPLE, adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, mediante el
cual da vista de hechos posiblemente constitutivos del de-
lito de violación a la Ley de Amparo (artículo 206), en con-
tra de Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, acordando radicar la averiguación previa
número 1339/FESPLE/2001.

128. Comparecencia de fecha treinta de enero de dos mil
tres, de Carlos Heredia Zubieta, Director General de Servi-
cios Metropolitanos, S.A. de C.V. ante el Ministerio Públi-
co de la Federación a efecto de rendir su declaración mi-
nisterial, dentro de la averiguación previa 1339/2002.

129. Oficio de fecha diecisiete de febrero de dos mil tres,
del Agente del Ministerio Público de la Federación, Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto, por el que dentro de la averi-
guación previa 1339/2001 requiere al Licenciado Guiller-
mo Goicoechea Amaya, Agente del Ministerio Público de
la Federación adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, solicite co-
pias debidamente certificadas de todo lo actuado en el cua-
derno incidental relativo al Juicio de Garantías numero
862/2000.



130. Resolución de fecha veintiséis de febrero de dos mil
tres, del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito en el Distrito Federal, relativo al
incidente de inejecución de sentencia número 37/2002,
promovido por la quejosa Promotora Internacional Santa
Fe, S.A. de C.V., mediante la cual señala que de las cons-
tancias que forman el juicio principal, se desprende que la
autoridad responsable Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, no ha dado cumplimiento a la ejecutoria de amparo,
dado que en diversas ocasiones ha manifestado que en su
concepto resulta materialmente imposible por causas de
utilidad pública, el cumplimiento requerido con relación a
la restitución del predio correspondiente, y en la especie, la
esencia del cumplimiento estriba en la devolución de los
terrenos materia del acto reclamado, de suerte que existe
inejecución de la sentencia de amparo en razón de que con
las citadas manifestaciones la responsable se ha rehusado
al cumplimiento eludiendo acatar lo ordenado en la ejecu-
toria y provocando que el quejoso no sea restituido en el
goce de la garantía constitucional vulnerada; por lo que re-
suelve: 

PRIMERO.- Ha resultado fundado el presente inci-
dente de inejecución.

SEGUNDO.- Remítase el presente incidente de ineje-
cución a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en
los términos del último considerando de este fallo.

131. Acuerdo de fecha dieciocho de agosto de dos mil tres,
del Agente del Ministerio Público de la Federación, Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto, reasignando la indagatoria
1339/FESPLE/2001, a la Unidad Especializada en Investi-
gación de Delitos Contra el Ambiente y Previsto en Leyes
Especiales, de la Procuraduría General de la República.

132. Comparecencia de fecha quince de septiembre de dos
mil tres, de Jenny Saltiel Cohen, Secretaria de Transportes
y Vialidad del Gobierno del Distrito Federal dentro de la
averiguación previa número 1339/FESPLE/2001 ante el
Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio
Público de la Federación, Titular de la Mesa 4 de la Direc-
ción de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área “B” de
la Unidad Especializada en la Investigación de Delitos
Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales, quien
actúa legalmente.

133. Acuerdo de fecha quince de septiembre de dos mil
tres, del Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Mi-

nisterio Público de la Federación, Titular de la Mesa 4 de
la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área
“B” de la Unidad Especializada en la Investigación de De-
litos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales,
en el que tiene por recibido el escrito de fecha quince de
septiembre de dos mil tres, suscrito por el Diputado Fede-
ral José Agustín Ortiz Pinchetti, dentro de la averiguación
previa número 1339/FESPLE/2001.

134. Escrito de fecha diecisiete de septiembre de dos mil
tres, del Agente del Ministerio Público de la Federación,
adscrito a la mesa 4-LE “B” UEIDAPLE, solicitando al
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, copias certificadas de todo lo actuado en
el cuaderno incidental relativo al juicio de garantías
862/2000.

135. Comparecencia de fecha dieciocho de septiembre de
dos mil tres, de Leonel Godoy Rangel, ante el Licenciado
Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la
Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, quien actúa legal-
mente, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001.

136. Comparecencia de fecha veintidós de septiembre de
dos mil tres, de Octavio Romero Oropeza, Oficial Mayor
del Gobierno del Distrito Federal, en su carácter de Presi-
dente del Comité del Patrimonio Inmobiliario del Distrito
Federal, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001, ante el Licenciado Carlos Cortés Ba-
rreto, Agente del Ministerio Público de la Federación, Ti-
tular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en
Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Especializada en
la Investigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos
en Leyes Especiales, quien actúa legalmente.

137. Escrito de fecha dieciocho de septiembre de dos mil
tres, de Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno
del Distrito Federal por el que rinde su Declaración Minis-
terial por escrito ante el Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de
la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Es-
peciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Inves-
tigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Le-
yes Especiales, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001, ofreciendo diversas pruebas.
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138. Acuerdo de fecha veintitrés de septiembre de dos mil
tres, del Juez Noveno de Distrito en Materia Administrati -
va en el Distrito Federal, ordenando expedir copias certifi-
cadas de todo lo actuado en el cuaderno incidental relativo
al Juicio de Garantías número 862/2000, al Agente del Mi-
nisterio Público de la Federación adscrito a ese Juzgado.

139. Fe de documentos de fecha veintiséis de septiembre
de dos mil tres, del Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de
la Mesa 4, de la Dirección de Investigación de Delitos Pre-
vistos en Leyes Especiales, de la Unidad Especializada en
Investigación de Delitos Contra el Ambiente y Previsto en
Leyes Especiales, en la que se hace constar que Francisco
de Souza Mayo Machorro, rinde por escrito su declaración
ministerial, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001, acompañando once anexos.

140. Comparecencia de fecha veintinueve de septiembre de
dos mil tres, de Jenny Saltiel Cohen, Secretaria de Trans-
portes y Vialidad del Gobierno del Distrito Federal, quien
ratifica ante el Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente
del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Me-
sa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Espe-
ciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Investi-
gación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes
Especiales, su declaración rendida en fecha quince de sep-
tiembre de dos mil tres, dentro de la averiguación previa
1339/FESPLE/01.

141. Comparecencia de fecha primero de octubre de dos
mil tres, de Laura Itzel Castillo Juárez, ante el Licenciado
Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la
Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, a efecto de decla-
rar dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001.

142. Citatorio de fecha dos de octubre de dos mil tres, di-
rigido al Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, para
comparecer y rendir su declaración ante el Licenciado Car-
los Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fe-
deración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, dentro de la averi-
guación previa número 1339/FESPLE/2001.

143. Escrito de fecha dos de octubre de dos mil tres, diri-
gido al Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Mi-
nisterio Público de la Federación, Titular de la Mesa 4 de
la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área
“B” de la Unidad Especializada en la Investigación de De-
litos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales,
por Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del
Distrito Federal firmado por el Licenciado José Agustín
Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distrito Federal
en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, ex-
hibiendo copias debidamente certificadas en 1808 fojas
útiles del incidente de suspensión relativo al Juicio de Am-
paro 862/2001, dentro de la averiguación previa 1339/FES-
PLE/2001.

144. Comparecencia de fecha seis de octubre de dos mil
tres, del Ingeniero Octavio Romero Oropeza ante el Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Públi-
co de la Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección
de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la
Unidad Especializada en la Investigación de Delitos Con-
tra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales, ratifican-
do su declaración rendida por escrito de fecha tres de octu-
bre de dos mil tres, dentro de la averiguación previa
número 1339/FESPLE/2001.

145. Comparecencia de fecha diez de octubre de dos mil
tres, de Leonel Godoy Rangel, ante el Licenciado Carlos
Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Pre-
vistos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Espe-
cializada en la Investigación de Delitos Contra el Ambiente
y Previstos en Leyes Especiales, a efecto de rendir su de-
claración por escrito, dentro de la averiguación previa nú-
mero 1339/FESPLE/2001.

146. Comparecencia de fecha catorce de octubre de dos mil
tres, de Laura Itzel Castillo Juárez, ante el Licenciado Car-
los Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fe-
deración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, a efecto de ratificar
su declaración rendida en fecha primero de octubre de dos
mil tres, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001.

147. Acuerdo ministerial de fecha diecisiete de octubre de
dos mil tres, del Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente



del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Me-
sa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Espe-
ciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Investi-
gación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes
Especiales, por el que se gira oficio al Secretario de Acuer-
dos del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Adminis-
trativa en el Distrito Federal, a efecto de que permita la
práctica de una Inspección Material con apoyo de peritos
en fotografía, sobre el cuaderno incidental relativo al Jui-
cio de Garantías 862/2000, promovido por la quejosa Pro-
motora Internacional Santa Fe S.A. de C.V.

148. Escrito de fecha veintitrés de octubre de dos mil tres,
del perito en materia de fotografía Sergio López Jacinto,
exhibiendo dentro de la averiguación previa 1339/FES-
PLE/2001, diversas fotografías del expediente de amparo
862/2000.

149. Diligencia ministerial de fecha veintisiete de octubre
de dos mil tres, donde consta que el Licenciado Carlos
Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Pre-
vistos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Espe-
cializada en la Investigación de Delitos Contra el Ambiente
y Previstos en Leyes Especiales, se constituye en la oficina
de Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, en la que este servidor público, ratifica en
todas y cada una de sus partes, el contenido de sus escritos
de fechas, dieciocho de septiembre de dos mil tres y dos de
octubre de dos mil tres, dentro de la averiguación previa
número 1339/FESPLE/2001.

150. En fecha veintisiete de octubre de dos mil tres, Andrés
Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, firmado por el Licenciado José Agustín Ortiz Pin-
chetti, Secretario de Gobierno del Distrito Federal en au-
sencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, envía
escrito al Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del
Ministerio Público de la Federación, Titular de la Mesa 4
de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Especiales
Área “B” de la Unidad Especializada en la Investigación de
Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especia-
les, en el que argumenta que no llevó a cabo ninguna con-
ducta que implique violación a la suspensión definitiva,
acompañando prueba documental consistente en copia cer-
tificada del proveído del Juez Noveno de Distrito en Mate-
ria Administrativa en el Distrito Federal, de fecha trece de
febrero de dos mil dos, dentro de la averiguación previa
número 1339/FESPLE/2001.

151. Acuerdo ministerial de fecha veintisiete de octubre de
dos mil tres, del Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente
del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Me-
sa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Espe-
ciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Investi-
gación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes
Especiales, por el que se tiene por recibido el escrito de
José Agustín Ortiz Pinchetti, rindiendo su declaración mi-
nisterial, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001.

152. Comparecencia de fecha treinta de octubre de dos mil
tres, de Leonel Godoy Rangel, ante el Licenciado Carlos
Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Pre-
vistos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Espe-
cializada en la Investigación de Delitos Contra el Ambiente
y Previstos en Leyes Especiales, ratificando en todas y ca-
da una de sus partes el contenido de su escrito de fecha
nueve de octubre de dos mil tres, dentro de la averigua-
ción previa número 1339/FESPLE/2001.

153. Acuerdo ministerial de fecha cinco de noviembre de
dos mil tres, del Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Pre-
vistos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Espe-
cializada en la Investigación de Delitos Contra el Ambiente
y Previstos en Leyes Especiales, por el que gira oficio al
Secretario de Seguridad Pública en el Distrito Federal,
para que por su conducto se cite a los policías auxiliares
Federico Ávila Peña y Alfredo Antonio Gerónimo, a rendir
su declaración ministerial en calidad de testigos, dentro de
la averiguación previa número 1339/FESPLE/2001, per-
sonas señaladas en la Inspección Ocular, realizada el cinco
de abril de dos mil uno.

154. Comparecencia de fecha doce de noviembre de dos
mil tres, de Federico Ávila Peña ante el Licenciado Carlos
Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Pre-
vistos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Espe-
cializada en la Investigación de Delitos Contra el Ambiente
y Previstos en Leyes Especiales, en su carácter de policía
auxiliar de la Secretaría de Seguridad Pública en el Distri-
to Federal, quien manifestó “que en el mes de marzo a los
últimos días de abril de dos mil uno, se le ordenó de ma-
nera verbal por sus superiores del destacamento, que
únicamente ingresara personal de SERVIMET y de la
empresa y nadie más, a lo que era un cerro en donde se
iba a construir la prolongación de Vasco de Quiroga, ya
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que estaban sacando tierra sin recordar el nombre de la
empresa que trabajaba para SERVIMET”, dentro de la
averiguación previa número 1339/FESPLE/2001.

155. Comparecencia de fecha catorce de noviembre de dos
mil tres, de José Agustín Ortiz Pinchetti, ante el Licencia-
do Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de
la Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de De-
litos Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad
Especializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, a efecto de ratificar
en todas y cada una de sus partes, el contenido de sus escri-
tos de fechas veintitrés de octubre de dos mil tres y doce de
noviembre de dos mil tres, dentro de la averiguación pre-
via número 1339/FESPLE/2001.

156. Comparecencia de fecha ocho de diciembre de dos
mil tres, de Carlos Antonio Heredia Zubieta, ante el Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Públi-
co de la Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección
de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la
Unidad Especializada en la Investigación de Delitos Con-
tra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales, quien ra-
tifica en todas y cada una de sus partes su declaración de
fecha treinta de enero de dos mil tres, dentro de la averi-
guación previa número 1339/FESPLE/2001.

157. Comparecencia de fecha quince de diciembre de dos
mil tres, de Alfredo Antonio Gerónimo, ante Licenciado
Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la
Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, quien declara entre
otras cosas, “que duró nueve meses en la policía auxiliar
y su servicio lo realizó en las calles Vasco de Quiroga y
Salvador Agraz, por Santa Fe, que la consigna que te-
nia era que sobre la brecha de la avenida Vasco de Qui-
roga, que se estaba abriendo, nadie podía entrar, más
que la empresa SERVIMET y sólo podía entrar gente
de SERVIMET”, dentro de la averiguación previa núme-
ro 1339/FESPLE/2001.

158. Acuerdo ministerial de fecha doce de enero de dos mil
cuatro, por el cual el Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de
la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Es-
peciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Inves-
tigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Le-
yes Especiales, hace constar que se llevó a cabo una

inspección ministerial en el predio denominado “El Enci-
no”, en compañía de un perito en materia de fotografía,
dentro de la averiguación previa número 1339/FES-
PLE/2001.

159. Comparecencia de fecha catorce de enero de dos mil
cuatro, de Carlos Paniagua Bocanegra ante el Licenciado
Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la
Federación, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, a rendir su declara-
ción en relación a los hechos investigados dentro de la
averiguación previa 1339/FESPLE/2001.

160. Comparecencia de fecha veintidós de enero de dos mil
cuatro, de Vicente Lopantzi García, ante el Licenciado Car-
los Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fe-
deración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en la Investigación de Delitos Contra el Am-
biente y Previstos en Leyes Especiales, quien en la época
de los hechos que se investigan se desempeñaba como Jefe
de la Unidad Departamental de Amparo y posteriormente
encargado de la Coordinación de Establecimientos Mer-
cantiles de Alto Impacto de la Dirección de Servicios Le-
gales del Gobierno del Distrito Federal, quien a pregunta
expresa de la representación social, manifestó, “que las
maquinas y equipo de construcción que se pudieron en-
contrar en las fracciones expropiadas, se debe a que en
la suspensión definitiva no se ordenó el retiro de las
mismas”, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001.

161. María Estela Ríos González García, Consejera Jurídi-
ca y de Servicios Legales de la Administración Pública del
Distrito Federal, ante el Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de
la Mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Es-
peciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Inves-
tigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Le-
yes Especiales, manifestando que ella le informó en su
momento de este asunto al Jefe de Gobierno, justo cuando
él solicitó información al respecto por haber aparecido no-
tas periodísticas que lo acusaban de haber desobedecido la
orden de suspensión, sin recordar la fecha, dentro de la
averiguación previa número 1339/FESPLE/2001.

162. Comparecencia de fecha veintiséis de enero de dos
mil cuatro, de Marco Antonio del Prado Rodríguez ante el



Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio
Público de la Federación, Titular de la Mesa 4 de la Direc-
ción de Delitos Previstos en Leyes Especiales Área “B” de
la Unidad Especializada en la Investigación de Delitos
Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales, a ren-
dir su declaración dentro de la averiguación previa nú-
mero 1339/FESPLE/2001.

163. Comparecencia de fecha cuatro de febrero de dos mil
cuatro, ante el Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente
del Ministerio Público de la Federación, Titular de la
Mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Es-
peciales Área “B” de la Unidad Especializada en la Inves-
tigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Le-
yes Especiales, de Fernando Espejel Cisneros, Apoderado
Legal de Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V., a
efecto de exhibir diversas publicaciones periodísticas, así
como dos fotografías aéreas de la zona en donde se en-
cuentra el Encino, la primera del año de mil novecientos
noventa y nueve y la segunda correspondiente al año dos
mil dos, dentro de la averiguación previa número
1339/FESPLE/2001. 

164. Cédula de fecha cinco de marzo de dos mil cuatro, del
Juzgado Cuarto de Distrito “A” de Amparo en Materia Pe-
nal en el Distrito Federal, por la que se notifica al Agente
del Ministerio Público de la Federación, Titular de la
Mesa 15 de la Fiscalía para la Atención de Delitos Come-
tidos por Servidores Públicos y Previstos en Leyes Espe-
ciales de la Procuraduría General de la República, que tie-
ne un término de treinta días hábiles a efecto de dar
cumplimiento a la ejecutoria de fecha veintisiete de febre-
ro de dos mil cuatro, con el apercibimiento que de no ha-
cerlo así, se procederá conforme a lo establecido en el artí -
culo 105 de la Ley de Amparo, (Amparo 1141/2003-5).

165. Oficio número UEIDAPLE/LE”B”/498/04 de fecha
trece de abril de dos mil cuatro, del Licenciado Carlos Cor-
tés Barreto, Agente del Ministerio Público Federal, me-
diante el cual informa al Juez Cuarto de Distrito “A” de
Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, que en
acatamiento al acuerdo ministerial dictado en la averigua-
ción previa 1339/FESPLE/2001, el cumplimiento a la eje-
cutoria dictada en el Juicio de Amparo 1141/2003-5, se
encuentra en vía de ejecución.

166. Auto de apercibimiento de fecha catorce de abril de
dos mil cuatro, por el que el Juez Cuarto de Distrito “A” de
Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, mediante
oficio 11678, apercibe al Ministerio Público de la Federa-

ción, para que en un término de veinte días hábiles dé cum-
plimiento a lo ordenado en el Juicio de Amparo
1141/2003-5, ya que de no ser así, se le seguirá el procedi-
miento señalado en el artículo 105 de la Ley de Amparo. 

167. Oficio número UEIDAPLE/LE”B”/632/04, de fecha
diecisiete de mayo de dos mil cuatro, del Licenciado Car-
los Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público Federal,
enviado al Juez Cuarto de Distrito “A” de Amparo en Ma-
teria Penal en el Distrito Federal, informando que ha dado
cumplimiento a la ejecutoria dictada en el Juicio de Ampa-
ro 1141/2003-5, en los términos del acuerdo de fecha ca-
torce de mayo de dos mil cuatro.

168. Resoluciones de fechas diecisiete de febrero del año
dos mil cuatro, mediante las cuales el Sexto Tribunal Cole-
giado en Materia Penal del Primer Circuito, resolvió los re-
cursos de queja números 1896/2003 y 2016/2003, relacio-
nados con el Amparo 1141/2003-5, en los que resuelve
que la Justicia de la Unión Ampara y Protege a Promotora
Internacional Santa fe, S.A. de C.V., contra el acto recla-
mado del Agente del Ministerio Público de la Federación,
que el plazo de treinta días que fija el Juez de Amparo a la
autoridad responsable para resolver la procedencia o no del
ejercicio de la acción penal, es el prudente y razonable.

169. En fecha cinco de marzo de dos mil cuatro, el Secre-
tario del Juzgado Cuarto de Distrito “A” de Amparo en ma-
teria Penal en el Distrito Federal, notifica al Agente del Mi-
nisterio Público de la Federación Titular de la mesa XV, de
la Fiscalía para la Atención de Delitos Cometidos por Ser-
vidores Públicos y Previstos en Leyes Especiales de la Pro-
curaduría General de la República, que en los autos del
Juicio de Amparo número 1141/2003-5, se dictó el acuer-
do para que se le comunique a efecto de que cuanta con
un plazo de treinta días hábiles para que de cumpli-
miento a la ejecutoria emitida por el órgano de control,
con fecha veintisiete de febrero de dos mil cuatro, con-
tados a partir de la notificación de la referida ejecutoria,
misma que se le notificó el día tres de marzo de dos mil
cuatro. 

170. Por oficio número UEIDAPLE/LE “B”/498/04 de fe-
cha trece de abril de dos mil cuatro, el Licenciado Carlos
Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, Titular de la Mesa Investigadora 4 de la Dirección
“B” de Investigación Especializada en Delitos Previstos en
Leyes Especiales, de la Unidad Especializada en Investiga-
ción de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes
Especiales, de la Procuraduría General de la República,
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informa al Licenciado Amado Chiñas Fuentes, Juez Cuar-
to de Distrito “A” en Materia Penal en el Distrito Federal,
que se incrementó considerablemente el volumen de las
constancias que integran la averiguación previa, aumentan-
do el grado de complejidad jurídica del caso, por lo que el
plazo de treinta días hábiles para que se de cumplimiento
total a la sentencia de amparo es insuficiente 1141/2003.

171. En fecha catorce de abril de dos mil cuatro, el Secre-
tario del Juzgado Cuarto de Distrito “A” de Amparo en
Materia Penal en el Distrito Federal, notifica al Agente del
Ministerio Público de la Federación Titular de la mesa 4,
Instructora 4 LE “B” de la Procuraduría General de la Re-
pública, que en los autos del Juicio de Amparo número
1141/2003-5, se dictó un acuerdo en el que observa que sin
necesidad de practicar la inspección del volumen de las
constancias de la averiguación previa que refiere, se infor-
ma a la autoridad señalada que cuenta con veinte días há-
biles contados a partir de su legal notificación a efecto de
que pueda dar cabal cumplimiento a la ejecutoria dictada,
con el apercibimiento que de no hacerlo así se le seguirá el
procedimiento señalado en el artículo 105 de la Ley de
Amparo.

172. Contrato de Obra Pública por Licitación Pública Na-
cional a Precios Unitarios y Tiempo Determinado número
SM.DD.002.2000, de fecha cuatro de enero de dos mil,
consistente en la construcción de la vialidad avenida Vasco
de Quiroga Sur, Zona la Ponderosa, en el Programa Parcial
de Desarrollo Urbano Santa Fe, que celebran por una parte
Servicios Metropolitanos S.A. de C.V., representada por el
Ingeniero Alfonso Vaca Morales, en su carácter de Direc-
tor General, a quien lo sucesivo se le denomina “La Em-
presa” y por la otra Especialistas en Proyectos y Construc-
ciones S.A. de C.V., representada por el Doctor Oscar
Flavio Palacios Gómez, en su carácter de Administrador
Único, a quien en lo sucesivo se le denominó “El contra-
tista”.

El contratista se obliga iniciar los trabajos contratados el
día veintiséis de enero de dos mil y a terminarlos a más tar-
dar el veintiséis de agosto de dos mil. El procedimiento de
contratación fue autorizado por acuerdo número 406-XII-
99/S19E del Comité de Obras de fecha veinte de diciembre
de mil novecientos noventa y nueve.

173. Convenio modificatorio de fecha trece de marzo de
dos mil, relativo al Contrato de Obra Pública por Licitación
Pública Nacional a Precios Unitarios y Tiempo Determina-
do número SM.DD.02.2000, consistente en la construcción

de la vialidad avenida Vasco de Quiroga Sur zona la Pon-
derosa, en el Programa Parcial de Desarrollo Urbano San-
ta Fe, de fecha cuatro de enero de dos mil, que celebran por
una parte Servicios Metropolitanos S.A. de C.V. represen-
tada por el Ingeniero Alfonso Vaca Morales, en su carácter
de Director General, a quien lo sucesivo se le denomina
“La Empresa” y por la otra Especialistas en Proyectos y
Construcciones S.A. de C.V., representada por el Doctor
Oscar Flavio Palacios Gómez, en su carácter de Adminis-
trador Único, a quien en lo sucesivo se le denominó “El
contratista”.

El contratista se obliga iniciar los trabajos contratados el
día veintiséis de enero de dos mil y a terminarlos a más tar-
dar el veintiséis de agosto de dos mil. El procedimiento de
contratación fue autorizado por acuerdo número 406-XII-
99/S19E del Comité de Obras de fecha veinte de diciembre
de mil novecientos noventa y nueve.

Las partes acuerdan ejecutar los trabajos en diferentes ca-
denamientos del mismo proyecto “Vialidad Vasco de Qui-
roga”, de los contemplados en el Contrato de Obra Pública
por Licitación Pública Nacional a Precios Unitarios y
Tiempo Determinado número SM.DD.002.2000, debiendo
ejecutarse en los cadenamientos 0+300 al 0+500, respetan-
do el programa, catalogo de conceptos de trabajo, precios
unitarios y presupuesto original en todo cuanto sean apli-
cables; considerándose como causa de convenio la senten-
cia de fecha veinticinco de febrero de mil novecientos no-
venta y nueve, dictada por la Juez Tercero de lo Civil en el
juicio ordinario mercantil, promovido por Inmobiliaria In-
vermexicana, S.A. de C.V., en contra de Servicios Metro-
politanos S.A. de C.V., bajo el expediente 840/97, por la
cual se condena a la demandada al cumplimiento forzoso
de las obligaciones derivadas del contrato de fecha ocho de
abril de mil novecientos noventa y cuatro, celebrado por
inmobiliaria Somex, S.A. de C.V. y Servicios Metropolita-
nos S.A. de C.V.

174. Copias certificadas de la escritura pública número cin-
cuenta mil ochenta y ocho de fecha veinticinco de julio de
mil novecientos setenta y siete, otorgada ante la fe del No-
tario Público número ciento treinta y cuatro, Licenciado
Alfonso Román Talavera, consistente en el acta constituti-
va de la empresa Servicios Metropolitanos S.A. de C.V.
(SERVIMET).

VII. Por acuerdo de fecha veintisiete de mayo de dos mil
cuatro, la Sección Instructora resolvió por mayoría de votos
de sus integrantes instaurar el procedimiento de declaración



de procedencia en contra del servidor público inculpado
Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, ordenando otorgarle un plazo de siete días na-
turales contados a partir del día siguiente del que fuera no-
tificado el acuerdo, para que manifieste lo que a su derecho
convenga.

VIII. El tres de junio de dos mil cuatro, se notificó por cé-
dula al Jefe de Gobierno del Distrito Federal Andrés Ma-
nuel López Obrador, el acuerdo de instauración del proce-
dimiento de declaración de procedencia emitido por la
Sección Instructora así como el otorgamiento del plazo de
siete días naturales para que manifieste lo que a su derecho
convenga.

De la notificación personal al Jefe de Gobierno dio fe el
Notario Público número 98 del Distrito Federal, Licencia-
do Gonzalo M. Ortíz Blanco, según consta en el instru-
mento notarial doscientos catorce mil setecientos treinta y
nueve; libro cinco mil seiscientos treinta, año dos mil cua-
tro.

IX. Que el día diecisiete de junio de dos mil cuatro, me-
diante oficio de referencia sin número, se notificó al solici-
tante de la declaración de procedencia, Licenciado Carlos
Cortés Barreto, el acuerdo de admisión recaído a su solici-
tud de declaración de procedencia. 

X. Acuerdo de fecha veintidós de junio de dos mil cuatro,
en el cual la Sección Instructora da cuenta del oficio nú-
mero JGDF/019/04, recibido el diez de junio de dos mil
cuatro, signado por el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, Andrés Manuel López Obrador, en el que manifiesta lo
que a su derecho conviene en relación a los hechos que mo-
tivaron la iniciación del Procedimiento de declaración de
procedencia, negando los mismos y manifestando que en
todo momento ha dado cumplimiento a la suspensión defi-
nitiva de fecha catorce de marzo de dos mil uno, dictada
por el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal.

XI. En sesión de fecha veintidós de junio de dos mil cua-
tro, de la Sección Instructora, de la LIX Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se acordó
tener por presentado en tiempo y forma al Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, dentro del procedimiento de decla-
ración de procedencia instruido en su contra, así como
otorgar a las partes un plazo de treinta días naturales para
que ofrezcan las pruebas que a su interés convenga.

XII. Con fecha seis de julio de dos mil cuatro, por cédula
de notificación recibida por el Licenciado José de Jesús
García Cuevas, Director General de Servicios Legales del
Gobierno del Distrito Federal se notificó al Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal, el acuerdo de la Sección Instructo-
ra de su sesión del veintidós de junio de dos mil cuatro,
otorgándole un plazo de treinta días naturales para ofrecer
y desahogar las pruebas que sustenten su defensa. De esta
notificación dio fe el notario público número 84 del Distri -
to Federal Víctor Hugo Gómez Arnaiz, según consta en la
Fe de Hechos contenida en la Escritura Pública número
treinta y un mil setenta y cuatro, del seis de julio de dos mil
cuatro.

XIII. Por oficio de referencia SI/120/04 de fecha seis de
julio de dos mil cuatro, se notificó en el domicilio señala-
do para tal efecto a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, el acuerdo de la Sección Instructora tomado en su se-
sión de veintidós de junio de dos mil cuatro, otorgándole
un plazo de treinta días naturales para ofrecer y desahogar
las pruebas que a su interés convenga.

XIV. Por escrito de fecha veintiuno de junio de dos mil
cuatro, recibido en esa fecha por la Sección Instructora de
la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados, el Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto Agente del Ministerio Público
de la Federación, Titular de la Mesa Instructora 4-LE “B”
de la Procuraduría General de la República, remite escrito
firmado por la Licenciada María Estela Ríos González,
Consejera Jurídica y de Servicios Legales de la Adminis-
tración Pública del Distrito Federal de fecha tres junio de
dos mil cuatro, y dieciséis anexos como pruebas superve-
nientes solicitando se incorporen a la averiguación previa
1339/FESPLE/01, misma que por ser del conocimiento de
la Sección Instructora se remiten para agregarse al expe-
diente SI/03/04.

XV. En sesión del trece de julio de dos mil cuatro, la Sec-
ción Instructora de la Cámara de Diputados de la LIX Le-
gislatura del Congreso de la Unión, acordó hacer del cono-
cimiento de las partes las constancias presentadas a esta
instancia por el representante de la Procuraduría General
de la República, Licenciado Carlos Cortés Barreto, en ofi-
cio UEIDAPLE/LE“B”/759/04 de fecha veintiuno de junio
de dos mil cuatro, aludido en el punto primero de este do-
cumento.

XVI. Con fecha quince de julio de dos mil cuatro, se noti-
ficó al Jefe de Gobierno el acuerdo de la Sección Instruc-
tora de fecha trece de julio de dos mil cuatro. Dio Fe de
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esta notificación el Notario Público número 84 del Distrito
Federal Víctor Hugo Gómez Arnaiz .

XVII. Con fecha dieciséis de julio de dos mil cuatro, se no-
tificó a la Procuraduría General de la República el acuerdo
dictado por la Sección Instructora de la LIX Legislatura de
la Cámara de Diputados de fecha trece de julio de dos mil
cuatro.

XVIII. En sesión de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
celebrada el doce de agosto de dos mil cuatro, se da cuen-
ta a sus integrantes con el oficio número
UEIDAPLE/LE”B”/339/04 recibido el once de agosto de
dos mil cuatro, signado por el Licenciado Carlos Cortés
Barreto, Agente del Ministerio Público de la Federación,
Titular de la Mesa Instructora 4-LE “B”, de la Unidad Es-
pecializada en Investigación de Delitos Contra el Ambien-
te y Previstos en Leyes Especiales, que consta de siete fo-
jas útiles por uno solo de sus lados, formulando objeción a
diversas pruebas presentadas por Andrés Manuel López
Obrador, Jefe de Gobierno del Distrito Federal. Resolvien-
do la Sección Instructora agregar a sus autos el escrito de
cuenta e informar al promovente la improcedencia de su
objeción toda vez que no ha sido notificado de las pruebas
presentadas y admitidas al servidor público sujeto del pro-
cedimiento de declaración de procedencia.

XIX. En sesión de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
celebrada el veintidós de septiembre del dos mil cuatro, se
trató lo siguiente: 

“...el Presidente de la misma, da cuenta a sus integran-
tes con el estado procesal que guardan los presentes au-
tos, del que se desprende que la ampliación del plazo de
treinta días naturales para admisión y desahogo de prue-
bas empezó a correr el diecinueve de agosto y feneció el
diecisiete de septiembre del año en curso; asimismo que
por acuerdo de doce de agosto del mismo año, se reser-
vo acordar lo conducente sobre la admisión y desahogo
de pruebas respecto al ofrecimiento de pruebas que
formuló el cinco de agosto del ano en curso, el C. AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal.

VISTO el estado procesal que guardan los presentes au-
tos, así como las pruebas ofrecidas por el servidor pú-
blico ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Jefe

de Gobierno del Distrito Federal, la Sección Instructora
ACUERDA:

PRIMERO.- Considerando que feneció el plazo para la
admisión y desahogo de las pruebas ofrecidas, en los
términos señalados en la cuenta de este acuerdo, se
acuerda ampliar nuevamente el período de pruebas por
un plazo de hasta treinta días naturales, para recibir y
desahogar las pruebas ofrecidas oportunamente, dicho
plazo empezará a correr, a partir del día siguiente al en
que se notifique el presente acuerdo; lo anterior, con
fundamento en el segundo párrafo del artículo 14 de la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos

SEGUNDO.- Agregar a sus autos el escrito y anexos
que presentó el C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ
OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal; en
atención a su contenido, con fundamento en los artícu-
los 20 Fracción V, Apartado “A” de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, 14, 25 y 45 de
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos, 206 del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, por lo que hace a las PRUEBAS DOCUMENTA -
LES:

a) Se desechan las documentales que ofrece bajo los
puntos 1.3. 1, consistente en el acuerdo de veintiuno de
agosto de dos mil dos, emitido por el Licenciado Reyes
Adrián Cilia Salazar, Agente del Ministerio Público de
la Federación adscrito a la mesa VIIIFESPLE, de la Fis-
calía Especial para la Atención de Delitos Cometidos
por Servidores Públicos y Previstos en Leyes Especia-
les; 1.3.2, consistente en copia certificada del acuerdo
de veintitrés de febrero de dos mil cuatro, emitido por el
Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente de Ministerio
Público de la Federación adscrito a la mesa 4, de la Di-
rección de Delitos Previstos en Leyes Especiales, Área
“B”; 1.3.3, en copia certificada de la resolución de vein-
tinueve de abril de dos mil cuatro, emitida por la Jueza
Segunda de Distrito “M’ de Amparo en Materia Penal
en el Distrito Federal; 1.3.4, consistente en la copia cer-
tificada del escrito de trece de mayo de dos mil cuatro,
por medio del cual el Agente de Ministerio Público de
la Federación adscrito a la mesa 4 de la Dirección de
Delitos Previstos en Leyes Especiales, Área “B” inter-
puso el recurso de revisión contra la resolución de fe-
cha veintinueve de abril de dos mil cuatro; 1.3.5 con-
sistente en oficio 666 de quince de julio de dos mil



cuatro suscrito por la Jueza Segundo de Distrito “A” en
Materia Penal en el Distrito Federal; en la que se infor-
ma al Agente del Ministerio Público de la Federación,
titular de la mesa 4 de la Dirección de Delitos Previstos
en Leyes Especiales, dependiente de la Unidad Especia-
lizada en Investigación de Delitos contra el Ambiente y
Previstos en Leyes Especiales la resolución sobre el re-
curso de revisión emitido por el Sexto Tribunal Cole-
giado en Materia Penal del Primer Circuito; 1.3.6, con-
sistente en “Dictamen de Opinión” de catorce de
noviembre de dos mil dos, en la que se declara PRO-
CEDENTE la consulta de no ejercicio de la acción pe-
nal, respecto de la Averiguación Previa 1821/2002, inte-
grada en la Agencia Federal de Procedimientos Penales
número Tres, en Guadalajara Jalisco, perteneciente a la
Delegación Estatal de 1,1 ¡seo, de la Procuraduría Ge-
neral de la República, que presenta como anexo “1”
1.3.7, consistente en “Acuerdo de consulta de no ejerci-
cio de la acción penal”, de veintiocho de agosto de dos
mil tres, dictado en la Averiguación Previa número
101/D/2003VIIA., integrada en la Subdelegación de
Procedimientos Penales “A” perteneciente a la Delega-
ción Estatal de Querétaro, de la Procuraduría General de
la República, que presenta como anexo “2”; 1.3.8, con-
sistente en “Acuerdo de consulta de no ejercicio de la
acción penal” de veintisiete de octubre de dos mil tres,
dictado en la averiguación Previa número
08/DAFMJ/2003, integrada en la Dirección de Leyes
Especiales “M, de la Unidad Especializada de Investi-
gación para la Atención de Delitos contra el Ambiente y
Leyes Especiales, de la Procuraduría General de la Re-
pública que presenta como anexo “3”; 1.7.13, consis-
tente en copia de la carta de renuncia presentada públi-
camente por el Licenciado ALFONSO DURAZO
MONTAÑO, ante el Presidente Constitucional de los
Estados Unidos Mexicanos, VICENTE FOX QUEZA-
DA al cargo de Secretario Particular que presenta como
anexo número “32” 1.7.14, consistente en la trascrip-
ción de las declaraciones rendidas por el Licenciado VI-
CENTE FOX QUEZADA Presidente Constitucional de
los Estados Unidos Mexicanos, publicada en los diarios
“Reforma”, “Ovaciones” “La Jornada, “El Universal,
“El Mexicano” (de la ciudad de Tijuana) y Noticias de
Oaxaca, los días quince y veinte de mayo de dos mil
cuatro, así como de la versión estenográfica de la entre-
vista que concedió a los medios de comunicación, el día
seis de julio de dos mil cuatro, que presenta como ane-
xo número “33”; 1.7.15, consistente en las transcripcio-
nes de la declaración rendida por el Licenciado SANTIA-
GO CREEL MIRANDA, Secretario de Gobernación,

publicadas en los diarios “El Universal” y “Excelsior”
el veinte de mayo de dos mil cuatro, así como de la ver-
sión estenográfica de la entrevista que concedió a los
medios de comunicación, el día dieciocho del mismo
mes y año, que presenta como anexo número “34”;
1.7.16, consistente en la trascripción de las declaracio-
nes rendidas por el Licenciado RAFAEL MACEDO DE
LA CONCHA, Procurador General de la República, pu-
blicadas en los diarios “La Jornada” y “Milenio” los dí-
as catorce de mayo y veinticuatro de junio, así como de
las versiones estenográficas de las entrevistas que con-
cedió a los medios de comunicación los días trece y
veintiséis mayo, todas de dos mil cuatro, mismas que
presenta como anexo número “35”; 1.7.17, consistente
en las transcripciones de las declaraciones rendidas por
el Licenciado CARLOS JAVIER VEGA MEMIJE, Sub-
procurador de Investigación ,Especializada en Delitos
Federales de la Procuraduría General de la República, a
los diarios “Ovaciones”, “El Independiente”, “El Uni-
versal, “ExcéIsior”, “Milenio”, “La Prensa”, “El Sol de
México”, “Reforma”, “La Crónica de Hoy”, “El Econo-
mista”, “Diario Monitor” y “La Jornada”; los días die-
ciocho, diecinueve, veinte de mayo y tres de junio; así
como de las versiones estenográficas de las entrevistas
que concedió a los medios de comunicación los días
diecisiete y diecinueve de mayo, todas de dos mil cua-
tro, mismas que presenta como anexo número “36”;
1.7.18, consistente en las transcripciones de las declara-
ciones rendidas por el Licenciado Alejandro Ramos
Flores, Subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacio-
nales de la Procuraduría General de la República, publi-
cada en el diario “Crónica” el cuatro de junio del pre-
sente año, misma que presenta como anexo número
“39” y 1.7.19, consistente en copia sellada de la solici-
tud de tres de agosto de dos mil cuatro, realizada al Pro-
curador General de la República, para que informe
cuántas averiguaciones previas se han iniciado del pri-
mero de diciembre de dos mil a la fecha, por el delito de
violación previsto en el artículo 206 de la Ley de Am-
paro, y cuántas se han resuelto, así como el sentido de la
resolución, prueba que presenta como anexo número
“37”. Pruebas que se desechan con fundamento en los
artículos 14, 25 y 45 de la Ley Federal de Responsabili-
dades de los Servidores Públicos, porque a juicio de
esta Sección Instructora son improcedentes, toda vez
que las mismas no tiene relación con los hechos contro-
vertidos en este Procedimiento de declaración de proce-
dencia, los que consisten en determinar la existencia del
delito y la probable responsabilidad del imputado por no
obedecer un auto de suspensión debidamente notificado,
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ilícito previsto por el artículo 206 de la Ley de Amparo
y por el cual se solicito la declaración de procedencia en
contra de dicho servidor público y como se desprende
del objeto de las pruebas ofrecidas, no guardan relación
con los hechos que se investigan, resultando improce-
dentes. El desechamiento contenido en este inciso a) fue
acordado por mayoría de votos de los miembros inte-
grantes de la Sección Instructora de la Cámara de Dipu-
tados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
Diputados Federales Rebeca Godínez y Bravo, Secreta-
ria; Álvaro Elías Loredo, Integrante y Francisco Cuauh-
témoc Frías Castro, Integrante, con el voto en contra del
Diputado Federal Horacio Duarte Olívares, Presidente

b) Se admiten las documentales que corren agregadas en
las copias certificadas de la Averiguación Previa
1339/FESPLE/2001, que fue remitida por el solicitante
Licenciado CARLOS CORTÉS BARRETO, Agente de
Ministerio Público de la Federación adscrito a la mesa
4, de la Dirección de Delitos Previstos en Leyes Espe-
ciales, Área “B” y que actualmente se encuentra inte-
grada al expediente SI/03/04 en que se actúa; documen-
tales que ofrece bajo los puntos I. 1.1, consistente en
copia certificada de la resolución de trece de diciembre
de dos mil, por la que el Juez Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal decidió con-
ceder la suspensión provisional a “Promotora Interna-
cional Santa Fe”, S.A. de C.V.; 1.1.2, consistente en
copia certificada de la Sentencia Interlocutoria de cator-
ce de marzo de dos mil uno, por la que el Juez Noveno
de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fe-
deral concedió a Promotora Internacional Santa Fe, S.A.
de C.V., la suspensión definitiva; 1.1.3, consistente en
copia certificada de la resolución de diez de abril de dos
mil uno, por la que el Juez Noveno de Distrito en Mate-
ria Administrativa en el Distrito Federal declaró infun-
dado el incidente de violación a la suspensión provisio-
nal, denunciada por Promotora Internacional Santa Fe
S.A. de C.V.; 1.1.4, consistente en copia certificada de
la resolución de treinta de agosto de dos mil uno, por la
que el Licenciado Álvaro Tovilla León, nuevo Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distri -
to Federal, decidió que sí había violación a la suspen-
sión definitiva, 1.1.5, consistente en copia certificada de
la resolución de veintitrés de enero de dos mil dos, emi-
tida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito; 1.1.6, consistente en
copia certificada de la resolución de trece de febrero de
dos mil dos, dictada por el Juez Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal; 1.2.1,

consistente en copia certificada de la inspección judicial
practicada por el actuario adscrito al Juzgado Noveno
de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fe-
deral, el catorce de diciembre de dos mil; 1.2.2, consis-
tente en copia certificada de la inspección judicial prac-
ticada por el Actuario Judicial adscrito al Juzgado
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Dis-
trito Federal, el doce de marzo de dos mil uno; 1.2.3,
consistente en copia certificada de la inspección judicial
practicada por el Actuario Judicial adscrito al Juzgado
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Dis-
trito Federal, el tres de agosto de dos mil uno; 1.2.4,
consistente en copia certificada de la inspección judicial
practicada por el Actuario Judicial adscrito al Juzgado
Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Dis-
trito Federal, el veintiocho de agosto de dos mil uno;
1.4. 1, consistente en copia certificada de la demanda de
amparo interpuesta el cuatro de diciembre de 2000, por
el Licenciado FERNANDO ESPEJEL CISNEROS,
apoderado general de Promotora Internacional Santa Fe,
S.A. de C.V., en contra del Jefe de Gobierno del Distri-
to Federal y de otras autoridades; y 1.4.2, consistente en
copia certificada del escrito de denuncia a la violación
definitiva de trece de agosto de dos mil uno; las que
ofrece bajo los puntos 1.5.1, consistente en copia certi-
ficada del oficio número DGSL/248/2001, de veintiséis
de marzo de dos mil uno, que presenta como anexo nú-
mero “4”; 1.5.2, consistente en copia certificada del ofi-
cio número DGSL/272/2001 de tres de abril de dos mil
uno, que presenta como anexo número 64599; 1.5.3,
consistente en copia certificada del oficio número
DGSL/637/2001, de veintitrés de agosto de dos mil uno,
que presenta como anexo número “6”; 1.5.4, consisten-
te en copia certificada del oficio de cinco de septiembre
de dos mil uno, que presenta como anexo numero “7”
1.5.5 consistente en copia certificada del oficio número
DG/1926/01, de siete de septiembre de dos mil uno que
presenta como anexo número “S”; 1.5.6, consistente en
copia autenticada del oficio de dos de octubre de dos mil
uno, que presenta como anexo número “9”; 1.5.7, con-
sistente en copia certificada del oficio de dos de octubre
de dos mil uno, que presenta como anexo número 46
1099; I.5.8, consistente en copia certificada del oficio
número DG/317/01, de tres de octubre de dos mil uno,
que presenta como anexo número “11”; 1.5.9, consis-
tente en copia certificada del oficio de dieciocho de oc-
tubre de dos mil uno, que presenta como anexo número
“12”; 1.5.10, consistente en copia certificada del oficio
DG/329/01, de veintidós de octubre de dos mil uno, que
presenta como anexo número “13”; 1.6.1, consistente en



copia certificada de la escritura pública número mil no-
vecientos trece, del nueve de julio de mil novecientos
cincuenta y dos, que presenta como anexo número “14”;
1.6.2, consistente en copia certificada de la escritura pú-
blica número veintinueve mil quinientos treinta y tres,
de veintidós de julio de mil novecientos sesenta y nue-
ve, que presenta como anexo número “15” 1.6.3, con-
sistente en copia autenticada de la escritura pública nú-
mero seiscientos cuarenta y uno, de once de diciembre
de mil novecientos noventa, documento que junto con la
copia ceriflcada del folio real 9259494 presentan como
anexo número “16” 1.6.4, consistente en copia de la es-
critura pública número veintitrés mil trescientos noven-
ta y cinco, de diez de diciembre de mil novecientos no-
venta y ocho, documento que acompaña al presente
escrito como anexo número “17” 1.6.5, consistente en
copia certificada de la escritura pública número cin-
cuenta y ocho mil seiscientos veinticinco, de veinticua-
tro de abril de mil novecientos noventa y uno, que pre-
senta como anexo número “18”; 1.6.6, consistente en
copia autenticada del Folio Real número 9405432, ex-
pedido por el Registro Público de la Propiedad del Dis-
trito Federal, que presenta como anexo número 1.7.1,
consistente en copias autenticadas de las Actas de Se-
sión de Consejo de Administración de Servicios Metro-
politanos, S.A. de C.V., celebradas el veintiséis de abril,
primero de junio y trece de diciembre, todas del dos mil
uno, así como la celebrada el seis de febrero de dos mil
dos, documentos que en original presenta como anexo
número “20”; 1.7.2, consistente en copia simple de los
planos del predio “El Encino’’, elaborado por el Arqui-
tecto Francisco Omar Lagarda García, que presenta
como anexo número “21” 1.7.3, consistente en copia
certificada del dictamen pericial de cinco de mayo de
dos mil cuatro, firmado por el Arquitecto Francisco
Omar Lagarda García, perito en materia de topografía,
que presenta como anexo número “22”; 1.7.4, consis-
tente en copia autenticada del oficio GDFDGOCH
99,89460, del primero de octubre de mil novecientos
noventa y nueve, que presenta como anexo número
“23”; 1.7.5, consistente en copia simple de un plano del
predio denominado “El Encino” (Reconstrucción) Afec-
tación por S.C.T. y Resto del Predio “B”, elaborado por
el Arquitecto Francisco Omar Lagarda García, en el mes
de marzo, que presenta como anexo. número “24”;
1.7.6, consistente en copia certificada de la Lámina
“Alineamientos, Números Oficiales y Derechos de Vía’’
N’ 200, plano denominado “Programa Parcial de Des-
arrollo Urbano y Protección Ecológica”, que presenta
como anexo número “25”; 1.7.7, consistente en copia

autenticada de un plano denominado “Levantamiento
Topográfico para determinar la ubicación del predio “El
Encino” y el colector en la cuenca alta del río Tacubaya,
ramal sur, Lomas de Santa Fe”, que presenta como “26”
1.7.8, consistente en copias de anexo número fotografí-
as aéreas denominadas “año 1986” “año 2000” y “año
2001”, que presenta como anexo número “27”; 1.7.9,
consistente en copia autenticada de la página veintinue-
ve de la Gaceta del Distrito Federal correspondiente al
número ciento cincuenta y ocho, de doce de septiembre
de dos mil, que presenta como anexo número “28”;
1.7.10, consistente en copia certificada del contrato de
usufructo celebrado entre a empresa Servicios Metropo-
litanos S.A. de C.V. y Constructores de Infraestructura
Mexicana, S.A., que presenta como anexo número “29”;
1.7.11, consistente e copia” simple del avalúo número
0093911, practicado por Banpaís, S.N.C., que presenta
como anexo número “30”; 1.7.12 consistente en copias
simples de las cartas urbana identificadas como “Cuaji-
malpa E14A3931” y “Santa F E14A3932” emitidas por
el Sistema de Información Cartográfica Catastral de la
Tesorería del Distrito Federal, que presenta como anexo
número “31” y 1.7.20, consistente e copia certificada de
álbum fotográfico presentado por 1 quejosa en el juicio
de amparo indirecto número 862/2000 ante el Juzgado
Noveno de Distrito en Materia Administrativa del Dis-
trito Federal, que presenta como anexo número “40”
Pruebas que se declaran desahogadas por su propia es-
pecial naturaleza, mismas que serán tomadas e conside-
ración y valoradas en el momento procesal oportuno.

TERCERO. Se desechan las pruebas TESTIMONIA-
LES a cargo de los Licenciados VICENTE FOX QUE-
ZADA, Presidente Constitucional de los Estados Uni-
dos Mexicanos SANTIAGO CREEL MIRANDA,
Secretario de Gobernación; MARCIAL RAFAEL MA-
CEDO DE LA CONCHA, Procurador General de la Re-
pública y ALFONSO DURAZO MONTAÑO, exsecre-
tario Particular del Licenciado VICENTE FOX
QUEZADA, Presidente Constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos; pruebas que fueron ofrecidas en el
escrito que se provee, bajo los puntos 11.1; 11.2; 11.3 y
11.4. Lo anterior, con fundamento en los artículos 14, 25
y 45 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos, porque ajuicio de esta Sección Ins-
tructora son improcedentes, toda vez que no se despren-
de que los sujetos, respecto de los cuales se ofrece la
prueba testimonial, les consten los hechos investigados,
estos es, que tengan conocimiento de los hechos por me-
dio de sus sentidos y no por inducciones ni referencias
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de otros, requisitos que se desprenden de los artículos
242 y 289 Fracción III del Código Federal de Procedi-
mientos Penales, en tales condiciones lo procedente es
desechar las testimoniales ofrecidas. El desechamiento
contenido en este punto fue acordado por mayoría de
votos de los miembros integrantes de la Sección Ins-
tructora de la Cámara de Diputados de la LIX Legisla-
tura del Congreso de la Unión, Diputados Federales Re-
beca Godínez y Bravo, Secretaria; Álvaro Elías Loredo,
Integrante y Francisco Cuauhtémoc Frías Castro, Inte-
grante; con el voto en contra del Diputado Federal Ho-
racio Duarte Olivares, Presidente. 

CUARTO.- Por lo que hace a las PRUEBAS PERI-
CLALES ofrecidas en el escrito de referencia:

a) Se desechan las señaladas bajo los puntos 111.2 En
materia de TOPOGRAFÍA; 111.3 En materia de TOPO-
GRAFÍA y 111.4 En materia de TOPOGRAFÍA. Esto
con fundamento en los artículos 14, 25 y 45 de la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos, porque ajuicio de esta Sección Instructora son im-
procedentes, toda vez que las mismas no tiene relación
con los hechos controvertidos en este Procedimiento de
declaración de procedencia, los que consisten en deter-
minar la existencia del delito y la probable responsabi-
lidad del imputado por no obedecer un auto de suspen-
sión debidamente notificado, ilícito previsto por el
artículo 206 de la Ley de Amparo y por el cual se soli-
cito la declaración de procedencia en contra de dicho
servidor público y como se desprende del objeto de las
pruebas ofrecidas, no guardan relación con los hechos
que se investigan, resultando improcedentes. El dese-
chamiento contenido en este inciso a) fue acordado por
mayoría de votos de los miembros integrantes de la Sec-
ción Instructora de la Cámara de Diputados de la LIX
Legislatura del Congreso de la Unión, Diputados Fede-
rales Rebeca Godínez y Bravo, Secretaria; Álvaro, Elí-
as Loredo, Integrante y Francisco Cuauhtémoc Frías
Castro, Integrante, con el voto en contra del Diputado
Federal Horacio Duarte Olívares, Presidente.

b) Se admiten las señaladas bajo los puntos III.l, En ma-
teria de INGENIERÍA CIVIL, sobre la especialidad en
ESTUDIO TOPOGRÁFICO COMPARATIVO; 111.5
En materia de INGENIERIA. CIVIL, sobre la especia-
lidad en ESTUDIO TOPOGRÁFICO COMPARATI-
VO; 111.6 En materia de ESTUDIO GEOLÓGICO;
111.7 En materia de BIOLOGÍA BOTÁNICA y III.8 En
materia de INFRAESTRUCTURA HIDRÁULICA.;

ahora bien con fundamento en los artículos 14, 25 y 45
de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido-
res Públicos, 206 y 222 del Código Federal de Procedi-
mientos Penales se requiere al servidor público imputa-
do, así como al solicitante de la declaración de
procedencia, para que dentro del plazo de cinco días,
mismo que trascurrirá del lunes veintisiete de septiem-
bre al viernes uno de octubre del año en curso, el último
día hasta las veinticuatro horas, para que den cumpli-
miento con lo prescrito por el artículo 222 del Código
Federal de Procedimientos Penales, que señala: “Artícu-
lo 222. Con independencia de las diligencias de pericia
desahogadas en la averiguación previa, la defensa y el
Ministerio Pública tendrán derecho a nombrar hasta dos
peritos en el proceso, para dictaminar sobre cada punto
que amerite intervención pericial. El tribunal hará saber
a los peritos su nombramiento y les ministrará todos los
datos que fueren necesarios para que emita su opinión”
por lo tanto, deberán nombrar peritos en las materias an-
tes señaladas, precisando el nombre y domicilio de los
peritos a efecto de que esta Sección Instructora pueda
hacerles saber su nombramiento y se presenten a acep-
tar y protestar el cargo conferido, apercibiendo a ambas
partes que para el caso de no hacer designación de peri-
tos se les tendrá por perdido el derecho para nombrarlos
y se desahogara la prueba pericial con los peritos de la
parte que haya designado; asimismo se ordena correr
traslado al solicitante de la declaración de procedencia,
con copia de los cuestionarios al tenor de los cuales se
desahogaran las pruebas periciales para que dentro del
mismo término señalado lo adicionen si a sus intereses
convienen. La admisión contenida en este inciso b) fue
acordado por mayoría de votos de los miembros inte-
grantes de la Sección Instructora de la Cámara de Dipu-
tados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
Diputados Federales Horacio Duarte Olivares, Presi-
dente; Rebeca Godínez y Bravo, Secretaria y Francisco
Cuauhtémoc Frías Castro, Integrante; con el voto en
contra del Diputado Federal Álvaro Ellas Loredo, Inte-
grante.

QUINTO. Se admite la INSPECCIÓN MATERIAL que
ofrece en el punto IV.1, sin que por el momento sea pro-
cedente señalar día y hora para su deshogo, hasta en tan-
to hayan sido desahogadas las pruebas periciales admi-
tidas en el punto CUARTO de este acuerdo; asimismo
respecto de dicha probanza se provee que el día que se
señale para el desahogo, esta Sección Instructora citara
a los peritos que hayan dictaminado en las pruebas peri-
ciales admitidas para que asistan a los miembros de la



Sección Instructora según su competencia técnica, Lo
anterior encuentra su fundamento en los artículos 14, 25
y 45 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos en relación con los artículos 208 y 211
del Código Federal de Procedimientos Penales.

SEXTO.- Se admite la presuncional legal y humana que
ofrece, atento a las características peculiares de esta
prueba, su invocación se considera incluso de oficio en
el dictamen que en su oportunidad se pronuncie.

SÉPTIMO. Se admite la instrumental de actuaciones
que ofrece, la cual se declara desahogada en razón de su
propia 

OCTAVO.- Notifíquese personalmente a las partes.

Las pruebas admitidas en los puntos SEGUNDO inciso
b), CUARTO inciso b), QUINTO, SEXTO y SÉPTIMO
se acordaron por unanimidad de votos de los miembros
integrantes de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, Diputados Federales Horacio Duarte Olivares,
Presidente; Rebeca Godínez y Bravo, Secretaria; Álva-
ro Elías redo, Integrante y Francisco Cuauhtémoc Frías
Castro, Integrante.”

XX. En sesión de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
celebrada el veintidós de septiembre de dos mil cuatro, se
trató lo siguiente:

“...el Presidente de la misma, da cuenta a sus integran-
tes con el estado procesal que guardan los presentes au-
tos, del que se desprende que la ampliación del plazo de
treinta días naturales para admisión y desahogo de prue-
bas empezó a correr el diecinueve de agosto y feneció el
diecisiete de septiembre del año en curso; asimismo que
por acuerdo de doce de agosto del mismo año, se reser-
vo acordar lo conducente sobre la admisión y desahogo
de pruebas respecto al ofrecimiento de pruebas que for-
muló el cinco de agosto del año en curso, el licenciado
CARLOS CORTÉS BARRETO, Agente del Ministerio
Público de la Federación Titular de la Mesa Instructora
4LE “B” de la Unidad Especializada en Investigación
de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Es-
peciales.

VISTO el estado procesal que guardan los presentes au-
tos, así como las pruebas ofrecidas por el solicitante li-

cenciado CARLOS CORTÉS BARRETO, Agente del
Ministerio Público de la Federación Titular de la Me-
sa Instructora 4LE “B” de la Unidad Especializada en
Investigación de Delitos Contra el Ambiente y Previs-
tos en Leyes Especiales, la Sección Instructora
ACUERDA: 

PRIMERO.- Considerando que feneció el plazo para la
admisión y desahogo de las pruebas ofrecidas, en los
términos señalados en la cuenta de este acuerdo, se
acuerda ampliar nuevamente el período de pruebas por
un plazo de hasta treinta días naturales, para recibir y
desahogar las pruebas ofrecidas oportunamente, dicho
plazo empezará a correr, a partir del día siguiente al en
que se notifique el presente acuerdo; lo anterior, con
fundamento en el segundo párrafo del artículo 14 de la
Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Pú-
blicos.

SEGUNDO.- Agregar a sus autos el escrito y anexos
que presentó el licenciado CARLOS CORTÉS BA-
RRETO, Agente del Ministerio Público de la Federa-
ción Titular de la Mesa Instructora 4LE “B” de la Uni-
dad Especializada en Investigación de Delitos Contra el
Ambiente y Previstos en Leyes Especiales; en atención
a su contenido, con fundamento en los artículos 102 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 14, 25 y 45 de la Ley Federal de Responsabilidades
de los Servidores Públicos, 206 del Código Federal de
Procedimientos Penales, se admiten las pruebas que
ofrece consistentes en:

a) Las documentales que ofrece bajo los puntos “1”,
consistente en copia certificada de todo lo actuado en
la Averiguación Previa número 1339/FESPLE/2001,
misma que ya obra en actuaciones del presente proce-
dimiento SI/03/04; “6” consistente en copia certifica-
da de tres testimonios de las actas de fe de hechos, le-
vantadas por el Licenciado Miguel Soberón Mainero,
Notario Público número ciento ochenta y uno del Dis-
trito Federal, con los números veintidós mil quinien-
tos treinta, correspondiente al Libro quinientos nueve,
de treinta de abril de dos mil uno; testimonio número
veintidós mil novecientos quince, correspondiente al
Libro quinientos diecisiete de tres de julio del dos mil
uno y testimonio número veintitrés mil setecientos no-
venta y dos, correspondiente al Libro quinientos trein-
ta y siete de veintidós de noviembre del dos mil uno;
“7” consistente en copia certificada del cuaderno in-
cidental relativo al Juicio de Amparo 862/2000, del
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índice del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Ad-
ministrativa en el Distrito Federal; “8”, consistente en
cinco diversos testimonios de las actas de fe de hechos,
levantadas por el Licenciado Miguel Soberón Mainero,
Notario Público número ciento ochenta y uno del Dis-
trito Federal, con los números: 22 289, correspondiente
al Libro 503, de diecinueve de marzo del dos mil uno;
testimonio número 22 396, correspondiente al Libro
506, de cuatro de abril del dos mil uno; testimonio nú-
mero 23 399, correspondiente al Libro 528 de doce de
septiembre del dos mil uno; testimonio número 24 165,
correspondiente al Libro 546 de veintinueve de enero
del dos mil dos y testimonio número 24 199, correspon-
diente al Libro 547 de seis de febrero del dos mil dos, y
“9”, consistente en dos fotografías aéreas del predio “El
Encino’’, una correspondiente a febrero de mil nove-
cientos noventa y nueve y la segunda correspondiente a
febrero de dos mil dos. Pruebas que se declaran des-
ahogadas por su propia y especial naturaleza, mis-
mas que serán tomadas en consideración y valoradas en
el momento procesal oportuno 

b) La documental que ofrece bajo el punto “2” consis-
tente en una maqueta a escala del predio denominado
“El Encino” realizada por peritos en materia de Inge-
niería y Arquitectura de la Procuraduría General de la
República, y para el efecto de su desahogo se señalan
las once horas del día veintinueve del mes de septiem-
bre del año en curso, en la que el oferente deberá ilus-
trar a los integrantes de esta Sección Instructora en el
domicilio legal que ocupa dicha Sección, sito en Edifi-
cio “F”, Nivel Uno, Oficina F01, de Avenida Congre-
so de la Unión, número sesenta y seis, Colonia el Par-
que, Delegación Venustiano Carranza, Código Postal
15969, México, Distrito Federal, respecto del estado
anterior del inmueble de referencia a la construcción de
las vialidades Carlos Graef Fernández y Vasco de Qui-
roga, así como el estado del predio después de esas
obras, quedando citadas ambas partes mediante este
acuerdo para la fecha, hora y lugar que se señala. 

c) La documental que ofrece bajo el punto “3” consis-
tente en imágenes de fotografías que obran en el expe-
diente y en las que señala el oferente que se aprecia la
continuación de la construcción de las vialidades Carlos
Graef Fernández y Vasco de Quiroga, en las áreas ex-
propiadas del predio denominado “El Encino’’ después
de que se notificó la suspensión definitiva al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, y para el efecto de su desa-
hogo se señalan las doce horas del día veintinueve del

mes septiembre del año en curso, en la que el oferente
deberá proyectar la referidas fotografías sobre una pan-
talla a través de computadora adaptada con un cañón;
prueba que será recibida en el domicilio legal que ocu-
pa esta Sección Instructora, sito en Edificio “F”, Nivel
Uno, Oficina F01, de Avenida Congreso de la Unión,
numero sesenta y seis, Colonia el Parque, Delegación
Venustiano Carranza, Código Postal 15969, México,
Distrito Federal, quedando citadas ambas partes me-
diante este acuerdo para la fecha, hora y lugar que se se-
ñala.

d) La instrumental de actuaciones que ofrece, la cual
se declara desahogada en razón de su propia y espe-
cial naturaleza. Se hace notar al oferente que el estudio
de las constancias y actuaciones que integran el presen-
te expediente lo realizará este órgano colegiado aun en
el caso de que no se hubiere ofrecido como prueba.

e) La Presuncional en su doble aspecto legal y huma-
na que ofrece, atento a las características peculiares de
esta prueba, su invocación se considera incluso de ofi-
cio en el dictamen que en su oportunidad se pronuncie.

TERCERO. Notifíquese personalmente a las partes.

Así lo acordaron por unanimidad de votos, los miem-
bro integrantes de la Sección Instructora de la Cámara
d Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión Diputados Federales Horacio Duarte Olivares,
Presidente Rebeca Godínez y Bravo, Secretaria; Álvaro,
Elías Loredo Integrante y Francisco Cuauhtémoc Frías
Castro, Integrante.”

XXI. Cédula de notificación donde se hace constar que con
fecha dieciocho de agosto de dos mil cuatro se notificó el
acuerdo de la Sección Instructora de fecha doce de agosto
de dos mil cuatro, al servidor público Andrés Manuel Ló-
pez Obrador en su carácter de Jefe de Gobierno del Distri -
to Federal, donde se da cuenta de la entrega, recepción y
engrosamiento en autos de los escritos de ofrecimiento de
sus pruebas presentadas. De esta notificación dio fe el no-
tario público número 142 del Distrito Federal Licenciado
Daniel Luna Ramos elaborándose el testimonio de fe de
hechos correspondiente.

Esta cédula de notificación se entrego al Licenciado José
Jesús García Cuevas por no encontrarse presente la perso-
na buscada.



XXII. Cédula de Notificación dónde se hace constar que
con fecha dieciocho de agosto de dos mil cuatro, se notifi-
có el acuerdo de la Sección Instructora de su Sesión de fe-
cha doce de agosto de dos mil cuatro, donde se da cuenta
de la entrega, recepción y engrosamiento en autos del es-
crito de ofrecimiento de pruebas presentado por el repre-
sentante de la Procuraduría General de la República, Li-
cenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio
Público Federal. De esta notificación dio fe el notario pú-
blico número 142 del Distrito Federal Licenciado Daniel
Luna Ramos, según consta en el testimonio de fe de hechos
que corre agregado en autos.

XXIII. Oficio SI/208/04 de fecha dieciocho de agosto de
dos mil cuatro dirigido al Licenciado Carlos Cortés Barre-
to, Agente del Ministerio Público Federal, por el que se le
notifica la resolución de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, de fecha doce de agosto de dos mil cuatro, res-
pecto de su escrito oficio UEIDAPLE/ LE “B”/914/2004,
ordenando tener por presentadas, recibidas y agregadas a
los autos sus pruebas ofrecidas en esta causa.

XXIV. Oficio SI/209/04 de fecha dieciocho de agosto de
dos mil cuatro, dirigido al Licenciado Carlos Cortés Barre-
to, Agente del Ministerio Público Federal, por el que se le
notifica la resolución de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, de fecha doce de agosto de dos mil cuatro, res-
pecto de dos escritos, ambos de fecha cinco de agosto de
dos mil cuatro por los cuales Andrés Manuel López Obra-
dor Jefe de Gobierno del Distrito Federal, ofrece pruebas
en la presente causa.

XXV. En sesión de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
celebrada el veintidós de septiembre de dos mil cuatro, se
da cuenta a sus integrantes con el escrito recibido el vein-
ticinco de agosto de dos mil cuatro signado por Silvia Lo-
rena Villavicencio Ayala, Presidenta de la Comisión de Go-
bierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal,
mediante el cual solicita copias certificadas del expediente
formado con motivo de la declaración de procedencia en
contra del Jefe de Gobierno del Distrito Federal Andrés
Manuel López Obrador. Resolviendo la instructora que no
ha lugar a expedir las copias certificadas solicitadas consi-
derando lo dispuesto por las fracciones IV y V del artículo
14 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental, que otorga el carácter
de información reservada a este tipo de procedimiento; así-

mismo se le niega por carecer de legitimación procesal
para intervenir en el procedimiento en que se actúa.

XXVI. En sesión de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
celebrada el veintidós de septiembre de dos mil cuatro, se
da cuenta a sus integrantes con el escrito recibido el siete
de septiembre de dos mil cuatro signado por Silvia Lorena
Villavicencio Ayala, Presidenta de la Comisión de Gobier-
no de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, promo-
viendo incidente no especificado de nulidad respecto de lo
actuado por la Sección Instructora a partir del veintisiete de
mayo del año en curso en el expediente en que se actúa.
Resolviéndose tener por presentado el escrito de cuenta,
desechar el incidente de nulidad por carecer de legitima-
ción procesal para intervenir en el procedimiento de decla-
ración de procedencia, al no ser parte en el mismo y así-
mismo, al considerar la Sección Instructora que no cabe la
aplicación supletoria en este procedimiento del incidente
no especificado de nulidad promovido.

XXVII. Acuerdo 17/SI/03/04 de fecha quince de noviem-
bre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, mediante el cual se precisa a los peritos ofrecidos
por el solicitante de la declaración de procedencia, Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Públi-
co Federal de la Procuraduría General de la República, las
fechas en que pueden ingresar al predio “El Encino”, a re-
alizar trabajos de campo, el plazo para rendir su dictamen
así como el día de su ratificación, quedando de la siguien-
te forma:

Prueba Pericial en materia de ingeniería civil con espe-
cialidad en estudio topográfico comparativo. 
Peritos designados: Juan Gabriel Gutiérrez Jiménez y
Artemio Francisco Maldonado;
Plazo para la presentación del dictamen: hasta el siete de
diciembre de dos mil cuatro;
Fecha de ratificación del dictamen: catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro a las diez horas.

Prueba Pericial en materia de ingeniería civil con espe-
cialidad en estudio topográfico comparativo;
Peritos designados: José Manuel López Reyes y Ciro
Torres Castro;
Plazo de presentación del dictamen: hasta el siete de di-
ciembre de dos mil cuatro;
Fecha de ratificación del dictamen: dieciséis de diciem-
bre de dos mil cuatro a las diez horas.
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Prueba Pericial en materia de Estudio Geológico;
Perito designado: Eduardo Pérez Flores;
Plazo para la presentación del dictamen: siete de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro a las dieciséis horas.

Prueba Pericial en materia de Biología Botánica
Peritos designados: Ricardo González Rivera y Alfredo
Patiño Siciliano;
Plazo para la presentación del dictamen: siete de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: quince de diciembre
de dos mil cuatro a las diez horas.

Prueba Pericial en materia de Infraestructura Hidráulica.
Peritos designados: Mario Rugeiro Luna y José Manuel
López Reyes;
Plazo para la presentación del dictamen: siete de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: quince de diciembre
de dos mil cuatro a las dieciséis horas.

XXVIII. Acuerdo 18/SI/03/04 de fecha quince de noviem-
bre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, mediante el cual se precisa a los peritos ofrecidos
por el servidor público inculpado Andrés Manuel López
Obrador, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, las fechas
en que pueden ingresar al predio “El Encino”, a realizar tra-
bajos de campo, el plazo para rendir su dictamen así como el
día de su ratificación, quedando de la siguiente forma:

Prueba Pericial en materia de Ingeniería Civil sobre la
especialidad en Estudio Topográfico Comparativo.
Peritos designados: José Luis Revilla López y Erick
Efrén Ramírez Díaz.
Plazo para la presentación del dictamen: trece de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro a las diez horas.

Prueba Pericial en materia de Ingeniería Civil sobre la
especialidad en Estudio Topográfico Comparativo.
Peritos designados: Esteban Navarro Pérez y Francisco
Omar Lagarda García.
Plazo para la presentación del dictamen: trece de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: dieciséis de diciem-
bre de dos mil cuatro a las diez horas.

Prueba Pericial en materia de Estudio Geológico.
Peritos designados: Alberto Gómez Arizmendi y José
Inocente Lugo Hubp.
Plazo para la presentación del dictamen: trece de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro a las dieciséis horas.

Prueba Pericial en materia de Biología Botánica.
Peritos designados: Saúl Germán Segura Burciaga y Jai-
me Ernesto Rivera Hernández.
Plazo para la presentación del dictamen: trece de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: quince de diciembre
de dos mil cuatro a las diez horas.

Prueba Pericial en materia de Infraestructura Hidráulica.
Peritos designados: Juan Carlos Guasch y Saunders y
Octavio López Maya.
Plazo para la presentación del dictamen: trece de di-
ciembre de dos mil cuatro.
Fecha de ratificación del dictamen: quince de diciembre
de dos mil cuatro a las dieciséis horas.

XXIX. Acuerdo 19/SI/03/04 de fecha uno de diciembre de
dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta de la presentación y conteni-
do del oficio 72100/7368/2004 de diecisiete de noviembre
de dos mil cuatro, signado por el Licenciado Eduardo Ca-
naval Ruíz, Director del Sistema Cartográfico Catastral de
la Subtesorería de Catastro y Padrón Territorial de la Se-
cretaría de Finanzas del Distrito Federal. 

XXX. Acuerdo 20/SI/03/04 de fecha uno de diciembre de
dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta de seis escritos signados por
el ingeniero Joel Navás Pérez, Director Ejecutivo de Inge-
nierías y Especialidades Médicas, de la Dirección General
de Servicios Periciales de la Procuraduría General de la
República, informando de la cédula de notificación a los
peritos ofrecidos por el Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público Federal de la Procuraduría
General de la República, señores Mario Rogelio Luna, Juan
Gabriel Gutiérrez Jiménez, José Manuel López Reyes, Ciro
Torres Castro y Artemio Francisco Maldonado.

XXXI. Acuerdo 21/SI/03/04 de fecha uno de diciembre de
dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara de



Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta del escrito de veintinueve de
noviembre de dos mil cuatro signado por el Licenciado Ge-
rardo Uriel Tufiño Sandoval, Director General de Servicios
Metropolitanos Sociedad Anónima de Capital Variable
(SERVIMET), solicitando la devolución del testimonio
original de la escritura siete mil quinientos setenta y cuatro
de fecha veintidós de julio de mil novecientos ochenta y
dos, que contiene el contrato de compra venta celebrado
entre José Martínez Elizague y Servicios Metropolitanos
S.A. de C.V. (SERVIMET).

XXXII. Acuerdo 22/SI/03/04 de fecha uno de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha
dieciocho de noviembre de dos mil cuatro, signado por los
peritos biólogos Saúl Germán Segura Burciaga y Jaime Er-
nesto Rivera Hernández, solicitando salvaguardar la inte-
gridad física de todas las plantas presentes en las zonas ex-
propiadas del predio “El Encino”, haciendo de su
conocimiento que tal daño no existe a la fecha.

XXXIII. Acuerdo 23/SI/03/04 de fecha dos de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha
diecinueve de noviembre de dos mil cuatro, signado por el
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, dando respuesta al requerimiento de la Sec-
ción Instructora contenido en su acuerdo 14/SI/03/04 de fe-
cha nueve de noviembre de dos mil cuatro, presentando
cuatro anexos consistentes en:

a) Fotografía aérea tomada el diecinueve de enero de
mil novecientos ochenta y seis.

b) Fotografía aérea tomada en agosto de dos mil.

c) Fotografía satelital tomada el dieciséis de enero de
dos mil uno.

d) Fotografía aérea tomada la última semana de enero de
dos mil uno.

De estas fotografías la Sección Instructora ordenó dar
cuenta a los peritos ofrecidos por la Procuraduría General
de la República, señores Alfredo Patiño Siciliano y Ricar-
do González Rivera.

XXXIV. Acuerdo 24/SI/03/04 de fecha dos de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha
veintiséis de noviembre de dos mil cuatro, signado por el
Biólogo Ricardo González Rivera, perito ofrecido por la
Procuraduría General de la República, en cuyo contenido
se precisa solicitud consistente en impresiones en papel fo-
tográfico de las fotografías aéreas de la zona de Santa Fe,
en la Delegación Cuajimalpa, Distrito Federal, de los me-
ses de abril a julio de dos mil uno; enero y febrero de dos
mil dos y la más reciente de dos mil cuatro; petición que
fue desechada en los términos de la última parte del artícu-
lo 222 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

XXXV. Acuerdo 25/SI/03/04 de fecha dos de diciembre de
dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha dicei-
nueve de noviembre de dos mil cuatro, signado por los
peritos designados por el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, Andrés Manuel López Obrador, en cuyo contenido
se precisa solicitud de ampliación de plazo de una semana
para presentar su dictamen, petición concedida por la Sec-
ción Instructora, señalándose como nuevas fecha y hora
para este propósito el día veinte de diciembre de dos mil
cuatro a las once horas, dejándose, desde luego, sin efecto
la fecha y horas anteriormente acordadas. 

XXXVI. Acuerdo 26/SI/03/04 de fecha dos de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha
dieciocho de noviembre de dos mil cuatro, signado por los
peritos designados por el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral Andrés Manuel López Obrador, en cuyo contenido se
precisa solicitud para el otorgamiento de un día más para
visitar el predio “El Encino”, una semana después del pla-
zo que ya les fue otorgado, con el propósito de verificar da-
tos; asimismo requieren ampliar en cinco días hábiles la fe-
cha para presentación y ratificación del dictamen y
presentarlo. La primera de las peticiones fue negada por la
Sección Instructora y la segunda concedida, señalándose
las once horas del día veinte de diciembre de dos mil cua-
tro para la presentación y ratificación de su dictamen peri-
cial 

XXXVII. Acuerdo 27/SI/03/04 de fecha catorce de di-
ciembre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la
Cámara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso
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de la Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito de fe-
cha primero de diciembre de dos mil cuatro, signado por el
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, en cuyo contenido se precisa solicitud para el
acceso de los señores Saúl Germán Segura Burciaga, Erick
Efrén Ramírez Díaz y Antonio García González, a las ins-
talaciones de la Sección Instructora a tomar fotografías de
la maqueta del predio denominado “El Encino” aportada
como prueba por el Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público Federal de la Procuraduría
General de la República. La Sección Instructora acordó fa-
vorablemente esta solicitud en sus términos.

XXXVIII. Acuerdo 28/SI/03/04 de fecha catorce de di-
ciembre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la
Cámara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso
de la Unión, mediante el cual se da cuenta del oficio 58195
de fecha siete de diciembre de dos mil cuatro, signado por
el Ingeniero Miguel Oscar Aguilar Ruíz, Director General
de Coordinación de Servicios Periciales de la Procuraduría
General de la República, adjunto al cual remitió el dicta-
men debidamente firmado por los ingenieros Juan Gabriel
Gutiérrez Jiménez y Artemio Francisco Maldonado, peri-
tos en ingeniería civil con especialidad en estudio topográ-
fico comparativo, designados por el solicitante de la decla-
ración de procedencia el Licenciado Carlos Cortés Barreto,
Agente del Ministerio Público Federal de la Procuraduría
General de la República. Teniéndose por presentado y ren-
dido el peritaje en tiempo y forma.

XXXIX. Acuerdo 29/SI/03/04 de fecha catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito con fo-
lio 58217 de fecha siete de diciembre de dos mil cuatro,
signado por el Ingeniero Miguel Oscar Aguilar Ruíz, Di-
rector General de Coordinación de Servicios Periciales de
la Procuraduría General de la República, adjunto al cual
remitió el dictamen debidamente firmado por los ingenie-
ros José Manuel López Reyes y Mario Rugerio Luna, pe-
ritos en materia de infraestructura hidráulica, designados
por el solicitante de la declaración de procedencia el Li-
cenciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio
Público Federal de la Procuraduría General de la Repú-
blica. Teniéndose por presentado y rendido el peritaje en
tiempo y forma.

XL. Acuerdo 30/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre de
dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,

mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha siete de
diciembre de dos mil cuatro, folio 58948-58199 signado
por el Ingeniero Miguel Oscar Aguilar Ruíz, Director Ge-
neral de Coordinación de Servicios Periciales de la Procu-
raduría General de la República, adjunto al cual remitió el
dictamen debidamente firmado por los ingenieros José Ma-
nuel López Reyes y Ciro Gómez Castro peritos en materia
de estudio topográfico comparativo designados por el soli-
citante de la declaración de procedencia el Licenciado Car-
los Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público Federal
de la Procuraduría General de la República. Teniéndose
por presentado y rendido el peritaje en tiempo y forma.

XLI. Acuerdo 31/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del dictamen pericial
de fecha siete de diciembre de dos mil cuatro, recibido por
esta instancia jurisdiccional en esa misma fecha, signado
por el maestro en ciencias Eduardo Pérez Flores, perito en
materia de estudio geológico designado por el solicitante
de la declaración de procedencia el Licenciado Carlos Cor-
tés Barreto, Agente del Ministerio Público Federal de la
Procuraduría General de la República. Teniéndose por pre-
sentado y rendido el peritaje en tiempo y forma. 

XLII. Acuerdo 32/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha
siete de diciembre de dos mil cuatro, recibido por ésta ins-
tancia jurisdiccional en esa misma fecha, signado por los
peritos en materia de biología botánica Ricardo González
Rivera y Alfredo Patiño Siciliano designados por el solici-
tante de la declaración de procedencia el Licenciado Car-
los Cortés Barreto, Agente del Ministerio Público Federal
de la Procuraduría General de la República. Teniéndose
por presentado y rendido el peritaje en tiempo y forma. 

XLIII. Acuerdo 33/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta de seis escritos sig-
nados por el ingeniero Joel Navás Pérez Director Ejecutivo
de Ingenierías y Especialidades Médicas de la Dirección
General de Coordinación de Servicios Pericial de la Procu-
raduría General de la República, mediante los cuales se hizo
saber a los peritos Ciro Torres Castro; Artemio Francisco
Maldonado, José Manuel López Reyes y Juan Gabriel Gu-
tiérrez Jiménez, que deben ratificar su dictamen en las



instalaciones de la Sección Instructora el veinte de diciem-
bre de dos mil cuatro a las once horas. 

XLIV. Acuerdo 34/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del dictamen pericial
de fecha trece de diciembre de dos mil cuatro, firmado por
el Licenciado en Geografía Alberto Gómez Arizmendi y el
Doctor en Geomorfología José Inocente Lugo Hubp, peri-
tos designados en materia de estudio geológico, por el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel López
Obrador. Teniéndose por presentado y rendido en tiempo y
forma. 

XLV. Acuerdo 35/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del dictamen pericial
de fecha trece de diciembre de dos mil cuatro, firmado por
los señores Juan Carlos Guash y Saunders y Octavio López
Maya peritos en materia de infraestructura hidráulica, de-
signados por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal An-
drés Manuel López Obrador. Teniéndose por presentado y
rendido en tiempo y forma. 

XLVI. Acuerdo 36/SI/03/04 de fecha catorce de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del dictamen pericial
de fecha trece de diciembre de dos mil cuatro, firmado por
los señores biólogos Saúl Germán Segura Burciaga y Jai-
me Ernesto Rivera Hernández peritos en materia de biolo-
gía botánica, designados, por el Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, Andrés Manuel López Obrador. Teniéndose
por presentado y rendido en tiempo y forma. 

XLVII. Acuerdo 37/SI/03/04 de fecha catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, mediante el cual se da cuenta del oficio UEIDA-
PLE/LE “B”/1540/04 de fecha catorce de diciembre de dos
mil cuatro, presentado y recibido en esta misma fecha, me-
diante el cual el Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente
del Ministerio Público Federal de la Procuraduría General
de la República, solicita se tengan por autorizados para ha-
cer uso de la voz en las diligencias que se practiquen res-
pecto de las probanzas pendientes de desahogar, a los li-
cenciados Agentes del Ministerio Público de la Federación
José Cuitláhuac Salinas Martínez, Javier Humberto Do-

mínguez Aguilar, Hipólito Fernández Barrientos y Juan
Antonio Carrera García. Petición acordada favorablemente
por la Sección Instructora. 

XLVIII. Acuerdo 38/SI/03/04 de fecha catorce de diciem-
bre de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión, mediante el cual se da cuenta del oficio UEIDA-
PLE/LE “B”/1543/04 de fecha catorce de diciembre de dos
mil cuatro, presentado y recibido en esta misma fecha me-
diante el cual el Licenciado Carlos Cortés Barreto, Agente
del Ministerio Público Federal de la Procuraduría General
de la República solicita se le expida copia simple de todos
y cada uno de los dictámenes periciales rendidos el trece de
diciembre de dos mil dos, por los peritos designados por el
Jefe de Gobierno del Distrito Federal Andrés Manuel Ló-
pez Obrador acordando la Sección Instructora su entrega
previo acuse de recibo.

XLIX. Acuerdo 39/SI/03/04 de fecha veinte de diciembre
de dos mil cuatro, de la Sección Instructora de la Cámara
de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la
Unión, mediante el cual se da cuenta del estado procesal
que guardan las actuaciones del expediente en que se actúa,
resolviéndose ampliar el plazo para el desahogo de las
pruebas pendientes hasta por un plazo de cuarenta y cinco
días naturales. Asimismo se acordó como fecha para de-
sahogar la prueba de inspección material del predio “El En-
cino”, ofrecida por el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, Andrés Manuel López Obrador, el diecisiete de enero
de dos mil cinco, acompañado de las partes y los peritos en
el procedimiento de declaración de procedencia.

L. En fecha diecisiete de enero del año en curso, los miem-
bros de la Sección Instructora se trasladaron al predio “El
Encino” a fin de desahogar la inspección material de éste, en
compañía de los peritos ofrecidos por las partes, el imputa-
do y el solicitante de la declaración de procedencia.

LI. Acuerdo 40/SI/03/04 de fecha veinticuatro de enero de
dos mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha dieciséis
de diciembre de dos mil cuatro, dirigido a los integrantes
de la Sección Instructora, mediante el cual el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal Andrés Manuel López Obrador,
ofrece y hace llegar como pruebas supervenientes copia del
audio informativo del Programa “El Cristal con que se
mire“, que conduce Víctor Trujillo de siete a nueve horas,
transmitido el catorce de diciembre de dos mil cuatro,
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donde éste conductor comenta la noticia publicada en el
diario “La Jornada” refiriéndose a lo transmitido en el es-
pacio informativo que conduce Javier Solórzano en la “W
Radio” de dieciocho a veinte horas y la nota periodística de
publicada en la página dieciocho del Diario “La Jornada”
de fecha catorce de diciembre de dos mil cuatro, bajo el ru-
bro “El Presidente reconoce tal acción ante una reportera”,
“el momento más difícil del año” cuando se decidió enjui-
ciar a López Obrador. Resolviendo la Sección Instructora
por mayoría de votos desechar estas probanzas por no
guardar pertinencia con los hechos controvertidos.

LII. Acuerdo 41/SI/03/04 de fecha veinticuatro de enero
de dos mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha cinco de
enero de dos mil cinco, del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, Andrés Manuel López Obrador, solicitando acuer-
do favorable a la expedición de copias certificadas de las
diligencias de ratificación de los dictámenes periciales que
se emitieron en las pruebas de biología botánica; infraes-
tructura hidráulica e ingeniería civil con especialidad en es-
tudio topográfico comparativo. Resolviéndose en su favor
la expedición certificada de los documentos solicitados.

LIII. Acuerdo 42/SI/03/04 de fecha veinticuatro de enero
de dos mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta de seis escritos de fechas sie-
te, diez y diecisiete de enero de dos mil cinco signados por
el Ingeniero Joel Navás Pérez Director Ejecutivo de Inge-
nierías y Especialidades Médicas, de la Dirección General
de Coordinación de Servicios Periciales de la Procuraduría
General de la República, informando a la Sección Instruc-
tora de la notificación oportuna a los peritos ofrecidos por
el solicitante de la declaración de procedencia, de la ins-
pección material al predio “El Encino”, ha realizarse el die-
cisiete de enero de dos mil cinco en la forma y términos
precisados por la propia Sección Instructora en acuerdo
precedente. 

LIV. Acuerdo 43/SI/03/04 de fecha veinticuatro de enero
de dos mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta del escrito de fecha catorce
de enero de dos mil cinco del Jefe de Gobierno del Distri -
to Federal, Andrés Manuel López Obrador ofreciendo
como pruebas supervenientes las columnas periodísticas
denominadas “Templo Mayor”, firmada bajo el seudónimo

de F. Bartolomé en la página catorce A del diario de circu-
lación nacional “Reforma” y “Campos Eliseos” firmada
por Katia D’ Artigüez del diario “El Universal”; ambas pu-
blicaciones del siete de enero de dos mil cinco; y “A puer-
ta cerrada”, firmada por Marcela González Zalce, publica-
da en la página veintiuno del diario “Milenio” de fecha
once de enero de dos mil cinco, así como las notas perio-
dísticas publicadas bajo el titular “Hablan los Fox del dos
mil seis”, y “Come Peje y bacalao pareja presidencial” am-
bos con la firma Reforma/Redacción, publicadas en la pri-
mera plana de la Sección A y en la página cinco A respec-
tivamente, de la Edición del doce de enero de dos mil cinco
del diario “Reforma”. Resolviendo la Sección Instructora
por Mayoría de Votos de sus integrantes desechar las prue-
bas supervenientes ofrecidas al considerar su falta de perti-
nencia, es decir, por no tener relación con los hechos con-
trovertidos.

LV. Acuerdo 44/SI/03/04 de fecha uno de febrero de dos mil
cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de Diputados
de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión, mediante
el cual se da cuenta del escrito de fecha veinticuatro de
enero de dos mil cinco del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal Andrés Manuel López Obrador, solicitando citar a
los peritos designados por la Procuraduría General de la
República ingenieros José Manuel López Reyes y Ciro To-
rres Castro así como a sus propios peritos designados, in-
genieros Francisco Omar Lagarda García y Esteban Nava-
rro Pérez a una junta para discutir sus puntos de diferencia,
consistentes a juicio del promovente en que aseguraron rei-
teradamente durante la inspección material realizada al
predio “El Encino”, realizada el diecisiete de enero de dos
mil cinco, que con los elementos que existían en el expe-
diente era imposible conocer la superficie, linderos, di-
mensiones y bajar a plano el predio denominado “El Enci-
no”, así como las fracciones expropiadas, contradiciendo
lo manifestado por sus peritos designados. También solici-
tó en el escrito de cuenta se agregara al expediente en co-
pia certificada el dictamen en topografía presentado con fe-
cha tres de septiembre de dos mil cuatro por el ingeniero
Ciro Torres Castro al Juzgado Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal expediente
862/2000. La Sección Instructora resolvió por mayoría de
votos, desechar la petición del Jefe de Gobierno, conside-
rando que a juicio de la mayoría de sus integrantes no exis-
te contradicción entre los dictámenes periciales aludidos;
así mismo se acordó agregar a los autos del expediente en
que se actúa el dictamen pericial ofrecido ante el órgano ju-
risdiccional aludido en el expediente 862/2000.



LVI. Acuerdo 45/SI/03/04 de fecha uno de febrero de dos
mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de Dipu-
tados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión, me-
diante el cual se da cuenta del escrito de fecha treinta y uno
de enero de dos mil cinco, del Jefe de Gobierno del Distri -
to Federal, Andrés Manuel López Obrador, interponiendo
recurso de revocación en contra del acuerdo de la Sección
Instructora de fecha veinticuatro de enero de dos mil cinco,
donde se desecharon por falta de pertinencia las pruebas
supervenientes ofrecidas. Resolviendo la Sección Instruc-
tora declarar improcedente el recurso hecho valer en razón
de no ser el idóneo para combatir la resolución de la Sección
Instructora; además de que, de acuerdo con jurisprudencia
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las decisiones
de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables. 

LVII. Acuerdo 46/SI/03/04 de fecha uno de febrero de dos
mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de Dipu-
tados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión, me-
diante el cual se da cuenta con el estado procesal que guar-
da el expediente en el que se actúa, de cuya revisión se
desprende que han sido recibidas y desahogadas todas y
cada una de las pruebas idóneas ofrecidas por el solicitan-
te de la declaración de procedencia y por el servidor públi-
co inculpado, así como aquellas que la propia Sección Ins-
tructora estimó necesarias; no quedando pendiente, en
consecuencia, ninguna diligencia que sea conducente a es-
tablecer la existencia del delito y la probable responsabili-
dad del inculpado, así como la subsistencia del fuero cons-
titucional cuya remoción se solicita. Resolviendo la
Sección Instructora cerrar el periodo de prueba y dar por
terminada la instrucción en el expediente en que se actúa.

También se acordó en esta sesión de la Sección Instructora
poner a la vista del solicitante de la declaración de proce-
dencia, el expediente SI/03/04 por un plazo de tres días na-
turales, los cuales transcurrirán del siete al nueve de febre-
ro de dos mil cinco, para que se imponga de su contenido y
proceda a formular sus alegatos. De igual manera se acordó
poner a la vista del servidor público inculpado Andrés Ma-
nuel López Obrador, Jefe de Gobierno del Distrito Federal y
a la vista de su defensora Licenciada María Estela Ríos Gon-
zález por un plazo de tres días naturales, los cuales transcu-
rrirán del diez al doce de febrero de dos mil cinco.

En esta misma sesión se acordó conceder a ambas partes un
plazo común de seis días naturales para formular por escri-
to sus alegatos, el cual transcurrirá del trece al dieciocho de
febrero de dos mil cinco.

LVIII. Acuerdo 47/SI/03/04 de fecha veintitrés de febrero
de dos mil cinco, de la Sección Instructora de la Cámara de
Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión,
mediante el cual se da cuenta con el estado procesal que
guarda el expediente en el que se actúa, del que se des-
prende que ha concluido el plazo común de seis días natu-
rales concedido a las partes para formular y presentar por
escrito alegatos y que estos, han sido recibidos por la Sec-
ción Instructora en la siguiente forma:

1. Escrito de Alegatos en ciento setenta y un fojas útiles
por un solo lado de fecha dieciocho de febrero de dos
mil cinco, firmado por el Jefe de Gobierno de Distrito
Federal, Andrés Manuel López Obrador.

2. Escrito de Alegatos de fecha dieciocho de febrero de
dos mil cinco, firmado por el agente del Ministerio Pú-
blico de la Federación Licenciado Carlos Cortés Barre-
to, solicitante de la declaración de procedencia en el
presente asunto.

Finalmente, también en este acuerdo se hizo constar, en su
resolutivo tercero, la decisión para proceder a elaborar el
dictamen correspondiente el cual una vez aprobado, será
turnado al pleno de la Cámara de Diputados.

LIX. En fecha veintinueve de marzo de dos mil cinco, la
Sección Instructora acordó favorablemente la solicitud pre-
sentada el veintitrés de marzo de dos mil cinco por el
Agente del Ministerio Público de la Federación Carlos
Cortés Barreto, en el sentido de autorizar, en el procedi-
miento en que se actúa a los licenciados y Agentes del Mi-
nisterio Público de la Federación CARLOS JAVIER VEGA
MEMIJE, ALEJANDRO RAMOS FLORES, GILBERTO
HIGUERA BERNAL, ELÍAS GABINO TRONCOSO
CALDERÓN y MARISELA MORALES IBÁÑEZ.

LX. Concluida la instrucción del procedimiento, se puso el
expediente en estado de resolución; y, 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- COMPETENCIA DE LA SECCIÓN INS-
TRUCTORA.

Esta Sección Instructora de la H. Cámara de Diputados de
la LIX Legislatura del Congreso de la Unión, es constitu-
cional y legalmente competente para conocer del presente
asunto consistente en la Solicitud de Declaración de Proce-
dencia en contra del C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ
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OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, así co-
mo para dictaminar y proponer dicho dictamen al Pleno de
la Cámara de Diputados, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 74 fracción V y 111 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; correlacionado
con lo dispuesto en los artículos 1 fracción V, 3 fracción I
y 25 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos, el numeral 40 inciso 5) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y
con los puntos PRIMERO, SEGUNDO y TERCERO del
ACUERDO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS LIX LE-
GISLATURA, PARA LA INTEGRACIÓN DE LA SEC-
CIÓN INSTRUCTORA, aprobado por el Pleno de la Cá-
mara de Diputados, en su sesión celebrada el día
veinticinco de marzo de dos mil cuatro y publicado en el
Diario Oficial de la Federación el treinta y uno del mismo
mes y año, puntos donde se establece integrar la Sección
Instructora para sustanciar los procedimientos inherentes al
Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y su ley reglamentaria en materia de
responsabilidades de los servidores públicos, se establece
también la integración de la Sección Instructora, con los
Diputados Federales Horacio Duarte Olivares, como Presi-
dente; como Secretaria: Rebeca Godínez y Bravo; y como
integrantes Francisco Cuauhtémoc Frías Castro y Álvaro
Elías Loredo y se establece finalmente, la instalación de di-
cha Sección Instructora en el lugar que le sea asignado.

SEGUNDO.- CONSIDERACIONES GENERALES RE-
LATIVAS AL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN
DE PROCEDENCIA.

Antes de entrar a la materia que constituye el objeto del
presente Procedimiento de Declaración de Procedencia, es
conveniente traer a colación la opinión de reconocidos es-
tudiosos de la materia constitucional, de criterios fijados
por los Tribunales Federales, así como del origen de los
preceptos constitucionales aplicables al presente asunto;
temas, todos ellos relacionados con las figuras que consti-
tuyen e integran la Declaratoria de Procedencia. Esto obe-
dece no sólo a la elemental necesidad de sistematizar y
compilar el marco conceptual y doctrinal de un mecanismo
que, de suyo, ha sido escasamente utilizado en la vida re-
publicana del país, sino porque tal basamento habrá de ser-
vir para estructurar y dar contenido a los razonamientos
que se habrán de plasmar en el presente instrumento.

En el contexto de lo antes establecido, es menester remitir-
se a los textos de los artículos 74, fracción V y 111 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que son del tenor literal siguiente:

“Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara
de Diputados:

...

V. Declarar si ha o no lugar a proceder penalmente con-
tra los servidores públicos que hubieren incurrido en
delitos en los términos del artículo 111 de esta Consti-
tución.

…”

“Artículo 111. Para proceder penalmente contra los di-
putados y senadores al Congreso de la Unión, los Mi-
nistros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Elec-
toral, los consejeros de la Judicatura Federal, los se-
cretarios de despacho, los jefes de departamento admi-
nistrativo, los diputados a la Asamblea del Distrito
Federal, el jefe de Gobierno del Distrito Federal, el
procurador general de la República y el procurador ge-
neral de Justicia del Distrito Federal, así como el con-
sejero presidente y los consejeros electorales del Con-
sejo General del Instituto Federal Electoral, por la
comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la
Cámara de Diputados declarará por mayoría absoluta
de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar
a proceder contra el inculpado.”

“Si la resolución de la cámara fuese negativa se sus-
penderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será
obstáculo para que la imputación por la comisión del
delito continúe su curso cuando el inculpado haya con-
cluido el ejercicio de su encargo, pues la misma no pre-
juzga los fundamentos de la imputación.”

“Si la cámara declara que ha lugar a proceder, el suje-
to quedará a disposición de las autoridades competen-
tes para que actúen con arreglo a la ley.”

(...)

(...)

“Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de
Diputados y Senadores son inatacables.”



“El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder
contra el inculpado será separarlo de su encargo en
tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste culmina en
sentencia absolutoria el inculpado podrá reasumir su
función. Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de
un delito cometido durante el ejercicio de su encargo,
no se concederá al reo la gracia del indulto.”

“En demandas del orden civil que se entablen contra
cualquier servidor público no se requerirá declaración
de procedencia.”

“Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo
dispuesto en la legislación penal, y tratándose de deli-
tos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio
económico o cause daños o perjuicios patrimoniales,
deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y
con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios
causados por su conducta ilícita.”

“Las sanciones económicas no podrán exceder de tres
tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o per-
juicios causados.” (Énfasis añadido).

Mediante las reformas publicadas en el Diario Oficial de la
Federación, el veintiocho de diciembre de mil novecientos
ochenta y dos; diez de agosto de mil novecientos ochenta y
siete; el treinta y uno de diciembre de mil novecientos no-
venta y cuatro; y, la del veintidós de agosto de mil nove-
cientos noventa y seis, el Constituyente Permanente modi-
ficó sustancialmente el contenido original del Título
Cuarto de la Carta Magna.

Así, en el año de mil novecientos ochenta y dos la reforma
arrojó en el Título Cuarto vigente la sustitución del con-
cepto y la naturaleza constitucional de “funcionario públi-
co” por la de “servidor público”; ello no consistió en un
simple cambio de denominación, sino que implicó la des-
aparición de las figuras de los “delitos y faltas oficiales”, la
correlativa supresión de la facultad del Senado de la Repú-
blica para juzgar tales conductas, así como la relativa a la
“acción popular” y del “jurado popular”, entre otras insti-
tuciones que, según reconoció la exposición de motivos de
la reforma enviada por el Ejecutivo Federal, el tres de di-
ciembre de mil novecientos ochenta y dos, tales figuras ha-
brían servido para “otorgar un fuero de hecho” o una espe-
cie de irresponsabilidad penal a los entonces llamados
funcionarios públicos, poniéndose de manifiesto en el
cuerpo de la exposición de motivos antes citada, que uno
de los fines pretendidos con la enmienda constitucional era

precisamente el de “(...)eliminar las prerrogativas de los
servidores públicos frente al resto de la población para ser
procesados penalmente por los delitos en que incurran
manteniendo solamente el procedimiento previo de proce-
dencia ante la Cámara de Diputados para aquellos casos
en los que el mismo debe prevenir que la acción penal no
se deforme utilizándose con fines políticos (...)”. De esta
manera, se vigorizó el principio de sometimiento e igual-
dad ante la ley penal, sin que para ello importe ya el em-
pleo, cargo o comisión que ocupe el presunto infractor en
el servicio público y se instituyó la Declaratoria de Proce-
dencia con el fin de “ofrecer una protección constitucional
para que la acción penal no se confunda con la acción po-
lítica, y la sujeción a responsabilidades civiles de todo ser-
vidor público durante el ejercicio de su empleo, cargo o
comisión.”; ello, según lo indica el documento justificato-
rio que se acompañó a la iniciativa de reformas.

Parte importante de las aportaciones hechas por las refor-
mas de mérito, fue la consistente en una lista de los cargos,
empleos o comisiones cuyos titulares estarían sujetos a la
Declaratoria de Procedencia por la comisión de delitos,
quedando hoy incluido en tal relación, el cargo de Jefe de
Gobierno del Distrito Federal.

De acuerdo a la génesis de los preceptos constitucionales
que aquí nos ocupan, a los servidores públicos a que se re-
fiere el artículo 111 de la Carta Fundamental, se les otorga
una protección de carácter procedimental en materia penal,
la que al mismo tiempo, no significa un privilegio ni el
quebrantamiento del principio de igualdad y de someti-
miento a las leyes penales; estos dos extremos, son resuel-
tos por la Norma Fundamental al reservarle a la Cámara de
Diputados la función de determinar la procedencia o im-
procedencia de la remoción del obstáculo procedimental,
debiendo para ello, apreciar si en la pretensión punitiva no
existen ataques políticos encubiertos o disfrazados con el
ropaje del ejercicio de la acción penal, o fines extraños o
ajenos a aquellos que estrictamente correspondan a la fun-
ción investigadora y persecutora de delitos, prevista en el
artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Ello significa que el obstáculo procedimental de cuenta
encierra una dualidad de aspectos: por una parte se erige
como un impedimento para el despliegue de la actuación
jurisdiccional penal al efecto de antes revisar si existe o no,
una persecución política que se valga de las facultades pe-
nales para acabar con un contrario político y, por la otra,
como una potestad que ha sido reservada a la Cámara de
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Diputados y de la cual goza y se beneficia indirectamente
el servidor público.

La dualidad de impedimento u obstáculo procedimental de
la Declaratoria de Procedencia o de desafuero como tradi-
cionalmente se le conoce, se ve claramente reflejada en la
tesis de jurisprudencia número P./J.38/96, fijada por el Ple-
no de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma
que en las partes relacionadas y aplicables al presente te-
ma, se destacan subrayándolas.

Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta
Tomo: III, Junio de 1996
Tesis: P./J. 38/96
Página:   387

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. DESA-
FUERO, PROCEDIMIENTO DE. SUS NOTAS DIS-
TINTIVAS.  La declaración de procedencia o de desafue-
ro, como tradicionalmente se le conoce, es diferente al
juicio político; constituye un requisito de procedibilidad
sin el cual no se puede ejercitar la acción penal corres-
pondiente ante las autoridades judiciales y, por tanto, es
un procedimiento autónomo del proceso que no versa so-
bre la culpabilidad del servidor, es decir, no prejuzga acer-
ca de la acusación. El resultado del primero no trasciende
necesariamente al sentido del fallo en el proceso penal.
Por eso, la Constitución Federal atingentemente prevé que
una resolución adversa de la Cámara de Diputados para
suprimir del fuero a determinado servidor público no im-
pide que cuando éste haya concluido el ejercicio de su en-
cargo, el procedimiento inicie o continúe su curso, si no ha
prescrito la acción penal. (Énfasis añadido).

Otra de las notas distintivas de la Declaratoria de Proce-
dencia es aquella que le imprime el acto culminante del
procedimiento, mismo que consiste en una “declaratoria”
emanada de la Cámara de Diputados, según la terminolo-
gía utilizada uniformemente en el artículo 111 de la Carta
Fundamental, tal “declaratoria” tiene el alcance inherente a
un acto administrativo, propio y acorde con el objeto que
informa a la Declaratoria de Procedencia: la remoción de
un obstáculo procedimental que impide que el servidor sea
sujeto a la jurisdicción penal. En esta dirección se pronun-
cia Elisur Arteaga Nava, en su obra denominada Tratado de
Derecho Constitucional, volumen 4. Editorial Oxford, Mé-
xico 2002, página 1273, quien, apoyándose en los históri-

cos trabajos de José Becerra Bautista sobre el fuero consti-
tucional, diserta sobre la naturaleza jurídica de la Declara-
toria de Procedencia contrastándola con las características
de una sentencia, en los términos siguientes: “El acto que
emite la cámara de diputados o las legislaturas de los es-
tados no es una sentencia en el sentido procesal del con-
cepto; aunque en éste debe prevalecer el principio de con-
gruencia que caracteriza a aquéllas. Técnicamente, la
cámara no juzga hechos con base en normas legales, se li-
mita a emitir una declaración de oportunidad de acuerdo
con los hechos y la probable responsabilidad; no prejuzga
de una culpabilidad, sólo resuelve si el servidor público
queda o no a disposición de un juez para que lo juzgue res-
pecto de delitos que determina de manera expresa.”; agre-
ga el constitucionalista en cita que “La resolución que
emite la cámara de diputados, ya sea en el sentido negati-
vo o positivo, no puede considerarse, procesalmente ha-
blando, una sentencia; la constitución se encarga de pre-
cisar su naturaleza: una resolución declarativa, sin más
fuerza que la de poner al servidor público a disposición del
ministerio público o del juez”.

Por otra parte, el procesalista Cipriano Gómez Lara, (Teo-
ría General del Proceso, Universidad Nacional Autónoma
de México, México 1987, Págs., 152-153) al afirmar que
las distinciones  fundamentales para que un acto adminis-
trativo desde el punto de vista formal es en esencia o ma-
terialmente considerado jurisdiccional, son: 

“1.- La función jurisdiccional debe ser provocada o ex-
citada...”; “2.- La jurisdicción implica necesariamente
una relación de estructura triangular, entre el estado,
por una parte, y los dos contendientes por la otra”; y “
3.- La jurisdicción  siempre recae sobre una controver-
sia o litigio”. Agregando que  las siguientes notas todas
unidas caracterizan a los actos jurisdiccionales, siendo
estas:  “ 1.- Concreto; 2.- Particular; 3.- Personaliza-
do; 4.- Declarativo o de aplicación; 5.- Necesita provo-
carse o excitarse por el gobernado frente a los órganos
estatales; 6.- Provoca siempre una relación triangular
entre el estado y los dos sujetos contendientes; 7.- Esta
destinado siempre encaminado  a dirimir  o resolver un
litigio o controversia aplicando una ley general al caso
particular controvertido”. 

Por lo que respecta a este autor, podemos señalar que cuan-
do se refiere a la nota número 5,  hay que agregar al Mi-
nisterio Público, que es la institución que también puede
solicitar la Declaración de Procedencia ante la Sección
Instructora de la Cámara de Diputados, de acuerdo a lo



establecido por el artículo 25 de la Ley Federal de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos, ya que en dicho
procedimiento no actúa con imperio, sino que adquiere la
condición de parte, al igual que el servidor público impu-
tado, en donde la autoridad la constituye la Sección Ins-
tructora.

Lo antes afirmado, también es respaldado por Enrique Qui-
roz Acosta, (Lecciones de Derecho Constitucional, Segun-
do Curso, Editorial Porrúa. México 2002, página 585) al
afirmar que: 

“...la declaración de procedencia que implica un proce-
dimiento de naturaleza jurisdiccional que se sigue ante
un órgano de naturaleza política como lo es la Cámara
de Diputados. Resulta interesante destacar que el único
objeto que tiene es, precisamente, remover el obstáculo
para que se pueda actuar penalmente, de tal manera
que no se trata propiamente de una sanción el procedi-
miento que conlleva  a la declaración de procedencia”.

De igual manera este criterio es sostenido por Eduardo An-
drade Sánchez (El desafuero en el Sistema Constitucional
Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
UNAM,  México 2004, página 73 y 107), al sostener:

“La mencionada LFRSP prevé un procedimiento muy
detallado que elimina cualquier posibilidad de conside-
rar la resolución de la Cámara como un acto de índole
política para convertirlo en un juicio respecto de cues-
tiones jurídicas muy concretas,  como son la existencia
de un delito y la probable responsabilidad del funciona-
rio al que se le imputa el mencionado delito. El proceso
que se sigue ante la Cámara tiene que ceñirse a las for-
malidades de un procedimiento jurisdiccional y al auto-
ridad competente, que es la Sección Instructora, debe
valorar jurídicamente las pruebas aplicando criterios
propios del derecho procesal penal, e incluso las nor-
mas de ésta se aplican con carácter supletorio”.

“La mayoría de la Sección Instructora de la LVIII Le-
gislatura en sus resoluciones ha insistido  en la antigua
tesis de que se trata de un mero acto administrativo, pero
desconoce el contenido expreso de  la LFRSP, según el
cual está obligada a pronunciarse sobre puntos de na-
turaleza penal, como la existencia del delito y la proba-
ble responsabilidad del inculpado, y debe señalarlo así
en su dictamen”.

En efecto, de conformidad con el párrafo segundo del ar-

tículo 111 de la Constitución General, la función del órga-
no de control político no es, en forma alguna, la de juzgar
acerca de la inocencia o culpabilidad de las imputaciones
que se le hacen al servidor público involucrado, sino que
esta acción únicamente va encaminada a verificar objetiva-
mente los datos y constancias que soporten la acreditación
de la existencia del delito y la probable responsabilidad del
imputado, para buscar si éste, no está siendo sujeto como
antes se ha dicho de un ataque de adversarios políticos, que
con o sin el apoyo del aparato gubernamental o estratage-
mas políticas, busque la destrucción o merma de su condi-
ción política, y si, en su caso, existen elementos que justi-
fiquen la remoción del obstáculo procedimental. Esa es la
razón por la cual la función de la Cámara de Diputados no
es de naturaleza judicial, sino que trata de un procedimien-
to administrativo de naturaleza jurisdiccional, de una au-
téntica atribución propia de un órgano de control político
que, se reitera, se encausa a la verificación de datos feha-
cientes y de actuaciones debidamente soportadas que per-
mitan establecer una clara convicción acerca de la objetivi-
dad de la investigación realizada, esto, como base
fundamental de la solicitud de Declaración de Procedencia.

Así las cosas, y siendo la Declaratoria de Procedencia un
acto administrativo de naturaleza jurisdiccional, dotándo-
sele en la ley de la materia de un procedimiento en el que
se incorporan las garantías de audiencia y de defensa del
servidor público implicado, es evidente que tal medio de
control, dista en cuanto al objeto, fines y formalidades, de
aquél que se ha instituido para resolver conflictos de natu-
raleza judicial. En este tenor se pronuncia el insigne cons-
titucionalista, Felipe Tena Ramírez, en su obra Derecho
Constitucional Mexicano, de la Editorial Porrúa. México,
2000. p. 562 quien sobre la naturaleza jurídica de Declara-
toria de Procedencia destaca que: “(...) la Cámara de Di-
putados no absuelve ni condena, no prejuzga sobre la res-
ponsabilidad penal del funcionario, sino que sólo lleva a
cabo o no el acto indispensable para que el acusado que-
de a merced de la potestad judicial común, el acto consis-
tente en separarlo de su encargo, único medio de suspen-
der el fuero. El acto de la Cámara si ésta resuelve en
sentido afirmativo, no es por tanto acto jurisdiccional, si-
no de índole administrativa, el simple acto administrativo
de separar de su encargo a un funcionario.”

Ahora bien, por lo que corresponde a la potestad que le ha
sido reservada a la Cámara de Diputados y la concomitan-
te protección de la que gozan los servidores públicos, cabe
decir que el alcance de esta prerrogativa, consiste en la pro-
hibición impuesta a las autoridades persecutoras de delitos
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del orden federal y común para detener, acusar, enjuiciar o
condenar a los miembros del poder público, señalados en el
artículo 111 constitucional, hasta en tanto la Cámara de Di-
putados no remueva dicho obstáculo procedimental.

De ahí que se considere que la protección constitucional
implica una de las salvaguardas previstas por el Constitu-
yente, para preservar el principio de la separación de pode-
res protegiendo la independencia y dignidad de los Poderes
Legislativos, federal y locales, colocando a sus miembros
al amparo de las pasiones partidistas o de rencillas perso-
nales entre actores de la escena política que menoscaben la
libertad de acción de las respectivas representaciones po-
pulares.

Corroboran el aserto que antecede, los criterios fijados de
manera reiterada por la Primera Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, en los amparos penal en revisión
4287/45 y 3447/45 en los cuales, si bien se derivó de la in-
terpretación del artículo 109 de la Constitución Política del
país, vigente en aquella época, también lo es que existe
identidad en los fines pretendidos y los valores jurídicos tu-
telados, entre la prerrogativa que en dicho numeral estaba
contenida y la protección procedimental que se establece
en el vigente artículo 111 de la Carta Fundamental; por lo
que, los razonamientos contenidos en los aludidos criterios
son útiles para engrosar el acervo aquí pretendido. A con-
tinuación se reproducen aquellas partes que guardan rela-
ción con el tema que nos ocupa, de la tesis derivada del am-
paro 4287/45, omitiéndose la reproducción del criterio
emanado del amparo 3447/45, en razón de que tanto el ru-
bro como el texto son exactamente iguales que los estable-
cidos en aquél.

Quinta Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo: LXXXVIII
Página:   327

FUERO CONSTITUCIONAL.  Los miembros del Po-
der Legislativo gozan de una inmunidad que se conoce
entre nosotros como fuero constitucional. Esa prerroga-
tiva es indispensable para la existencia de las institu-
ciones que salvaguarda, a virtud de la cual, quienes la
disfrutan, tienen la facultad de no comparecer ante
cualquiera jurisdicción extraña sin previa declaración
del propio cuerpo o cámara a la que pertenece el acu-
sado y esa declaración debe ser emitida por mayoría de
votos del número total de sus miembros: La norma

constitucional que esto establece, se informa en una ne-
cesidad política que descansa en impedir que la asam-
blea sea privada de uno o parte de sus miembros por in-
tervención de una jurisdicción extraña y sólo puede
suceder esto, con la autorización que la propia asam-
blea dé en la forma constitucional antes expresada; y si
es verdad que el fuero tiende a proteger la independen-
cia y autonomía de un poder frente a los otros, esto no
implica revestir a sus miembros de impunidad, sino que
condiciona la intervención de otras jurisdicciones a la
satisfacción de determinados presupuestos que sólo
pueden ser calificados por la cámara relativa, y mien-
tras no exista el consentimiento de la asamblea, ningu-
no de sus miembros puede ser enjuiciado por otra auto-
ridad. (....), pues que siendo el fuero una prerrogativa
esencial para la existencia misma del cuerpo en cuya
garantía ha sido establecida, los sujetos particulares
que lo integran resultan beneficiados, no porque se les
conceda a cada uno de ellos particularmente ninguna
tutela, sino que se benefician pro-parte y como conse-
cuencia del beneficio común, y tal beneficio, que des-
cansa en el interés público, tiende a proteger al órgano
colegiado para que sea inviolable; pero esto sólo puede
lograrse protegiendo a cada uno de sus componentes de
donde resulta que ese beneficio no viene a ser, sino un in-
terés jurídicamente protegido, o sea un derecho reflejo y
específico que corresponde a cada uno de los miembros
de las Cámaras Legislativas fijado en el artículo 109
constitucional.(....)”.(Énfasis añadido) 

Tal y como se advierte en la tesis antes reproducida, la pre-
rrogativa constitucional que se viene señalando, no se eri-
ge como privilegio personal, sino como salvaguarda de las
funciones públicas que algunos servidores públicos deben
desarrollar en el ejercicio de su encargo. En efecto, dicha
prerrogativa justifica su existencia en tanto que busca pro-
teger los intereses supremos de la Nación, al constituirse en
asuntos que por sus características pueden impactar el ade-
cuado funcionamiento del Estado, y por ende, tales fines y
alcances no pueden quedar circunscritos a la esfera jurídi-
ca del sujeto, titular del cargo público conferido. Es por
ello que, su objeto es evitar que determinadas funciones
públicas sean privadas de sus titulares por efecto de otra ju-
risdicción, sin que previamente medie la autorización del
Poder Legislativo al que pertenecen, de ahí que es preciso
que este Poder, conforme a las normas que lo rigen, otor-
gue la autorización respectiva removiendo dicha prerroga-
tiva, como requisito de procedibilidad, a fin de que el fun-
cionario público responda de sus actos ante los tribunales
competentes, como cualquier miembro de la sociedad.
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Si bien es indubitable que la Cámara de Diputados debe ve-
lar por la protección Constitucional de los servidores pú-
blicos mencionados en el artículo 111 de la Constitución,
igualmente lo es el imperativo de considerar, como parte de
su alta función, que tal protección constitucional no se con-
vierta en un instrumento de impunidad o un subterfugio pa-
ra eludir la igualdad frente a la probable responsabilidad
penal. En efecto, ésta tarea cameral también tiene como fin
supremo salvaguardar el principio de igualdad ante la ley a
que se refiere la fracción II del artículo 109 de la Carta
Magna, garantizando que nadie quede impune por las
conductas ilícitas desplegadas, y que los servidores públi-
cos respondan a los hechos ilícitos que se les imputen en
iguales condiciones, tal y como ocurre con cualquier ciu-
dadano.

La tesis de jurisprudencia que más adelante se reproduce,
fijada por el máximo intérprete de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, aborda y sintetiza con
magistral claridad los temas que han sido desarrollados en
el presente apartado, entre ellos, los relativos a la naturale-
za jurídica de la Declaratoria de Procedencia, los derechos
públicos tutelados por tal Institución, el concepto de Fuero
Constitucional, el derecho reflejo de que gozan los miem-
bros de la Cámara y el principio de igualdad ante la ley.

Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta
Tomo: III, Junio de 1996
Tesis: P./J. 37/96
Página:   388

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. FUE-
RO, CONCEPTO DE. El fuero es, según su génesis,
un privilegio que se confiere a determinados servidores
públicos para salvaguardarlos de eventuales acusacio-
nes sin fundamento, así como para mantener el equili-
brio entre los Poderes del Estado, dentro de regímenes
democráticos. No es lo que en la teoría del delito se
llama excluyente de responsabilidad, que impediría en
todo caso que la figura delictiva llegare a constituirse,
sino un impedimento legal para que quien goce de esa
prerrogativa no quede sometido a la potestad jurisdic-
cional. Por tal razón, la circunstancia de que un servi-
dor público esté provisto de inmunidad no imposibilita
que se lleve a cabo la averiguación previa correspon-
diente a fin de determinar si la conducta que se le im-
puta constituye o no algún delito. La inmunidad de que

están investidos los servidores públicos aludidos está en
relación directa con el ejercicio de la acción penal ante
las autoridades jurisdiccionales competentes, quienes
tienen la obligación de respetarla, no a la facultad-de-
ber que tiene la institución del Ministerio Público Fe-
deral para investigar hechos probablemente crimino-
sos. (Énfasis añadido)

Establecidas las consideraciones anteriores acerca de la in-
munidad procesal de que se ha hablado, es de tomarse en
consideración que conforme a lo establecido en el artículo
21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, la imposición de las penas es propia y exclusiva de
la autoridad judicial e incumbe al Ministerio Público la in-
vestigación y persecución de los delitos, ello implica que
ninguna otra autoridad está facultada constitucionalmente
para llevar a cabo la investigación y persecución de los de-
litos como tales; por otra parte, si bien es cierto que de
acuerdo a lo establecido por el artículo 25 de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades de los Servidores Públicos, la
Sección Instructora de la Cámara de Diputados, practicará
todas las diligencias conducentes a establecer la existencia
del delito y la probable responsabilidad del imputado, tam-
bién lo es que esta Sección Instructora al dar cumplimien-
to a lo establecido por el numeral 25 antes citado, no inva-
de la esfera de competencia constitucional otorgada al
Ministerio Público, puesto que el estudio que con motivo
del Procedimiento de Declaración de Procedencia se deba
de realizar por esta Sección Instructora respecto a estable-
cer la existencia del delito y la probable responsabilidad
del imputado, en un primer lugar, se hace con base en sus
facultades y competencia, señalada en el considerando pri-
mero de esta determinación y en un segundo lugar, ello, en
cualquier modo, no implica que sea impositivo que en el
momento procedimental penal oportuno, tanto el Ministe-
rio Público o la autoridad judicial deban de emitir sus de-
cisiones jurídicas con relación al cuerpo del delito y a la
probable responsabilidad del imputado ANDRÉS MA-
NUEL LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito
Federal.

Efectivamente, debe entenderse que la circunstancia jurídi-
ca considerada por el artículo 21 de la Constitución Políti -
ca de los Estados Unidos Mexicanos, constituye la compe-
tencia constitucional tanto de la autoridad judicial como
del Ministerio Público, misma competencia que no debe de
ser invadida por ninguna otra autoridad, en virtud de que
dicha invasión representaría a todas luces una falta de le-
galidad trascendental, siendo la consecuencia jurídica de la
investigación y persecución de los delitos la de actualizar

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I51



la pretensión punitiva estatal con la finalidad de reprimir
las conductas delictivas contenidas en el Código Penal y en
las leyes especiales.

Por su parte, el estudio que se deba de realizar con motivo
del establecimiento de la existencia del delito y de la pro-
bable responsabilidad del servidor público imputado, a que
se refiere el artículo 25 de la Ley Federal de Responsabili-
dades de los Servidores Públicos, es en cualquier modo
obligado por el propio artículo 111 de la Carta Fundamen-
tal, ya que es la palabra “delitos”, la que se convierte en
uno de los parámetros de estudio dentro de estos procedi-
mientos, lo que trae como única y exclusiva consecuencia
determinar si ha lugar o no a la remoción de la inmunidad
procesal de que disfrutan los servidores públicos mencio-
nados en el artículo 111 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Por lo tanto, si la investigación y persecución de los delitos
tiene una consecuencia jurídica distinta al estudio que se
deba de llevar a cabo con motivo del establecimiento de la
existencia del delito y la probable responsabilidad del ser-
vidor público imputado, la Sección Instructora no invade la
esfera jurídica del Ministerio Público ni de la autoridad ju-
dicial y menos prejuzga sobre la culpabilidad o inocencia
del imputado, ya que las consecuencias y finalidades de ta-
les mecanismos son distintas y como se dijo anteriormen-
te, el Procedimiento de Declaración de Procedencia, busca
encontrar si en la indagatoria formada, existen o no móvi-
les políticos, no si la misma está eficaz o ineficazmente in-
tegrada, lo que remarca aún más las diferencias de que se
habla; en consecuencia, el Ministerio Público y la autori-
dad judicial tienen completa independencia jurídica para
que en su momento decidan conforme a sus facultades lo
que conforme a derecho proceda, sin tomar en cuenta la de-
terminación a la que haya llegado la Sección Instructora en
principio, y en definitiva la Cámara de Diputados, al deter-
minar respecto al establecimiento de la existencia del deli-
to y de la probable responsabilidad a que se refiere el artí -
culo 25 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos.

TERCERO.- SUBSISTENCIA DEL FUERO CONSTI-
TUCIONAL DEL SERVIDOR PÚBLICO INCULPADO.

Por cuestión de orden, se impone inicialmente analizar y
establecer la condición jurídica de la persona cuya remo-
ción del impedimento procedimental motiva el presente
procedimiento, a efecto de determinar, si dicha persona
ocupa o es titular de algún cargo público de los señalados

en el artículo 111 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, si goza de la protección que ello mis-
mo genera y posteriormente, proceder al análisis de los ex-
tremos que se señalaron en el considerando que antecede.

Efectivamente, el servidor público imputado ANDRÉS
MANUEL LÓPEZ OBRADOR, con fecha dos de julio de
dos mil fue electo popularmente Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, lo que se acredita con la copia certificada que
obra en el expediente del “BANDO PARA DAR A CO-
NOCER LA DECLARACIÓN DE JEFE DE GOBIERNO
DEL DISTRITO FEDERAL”, expedido a su favor por la
Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, de once de septiembre de dos mil, y en el que
se hace constar en su artículo único, que el Tribunal Elec-
toral del Distrito Federal declaró Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal electo para el período del cinco de diciembre
de dos mil al cuatro de diciembre de dos mil seis, al ciuda-
dano ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR.

Esta constancia tiene valor probatorio pleno, de conformi-
dad con el artículo 280 del Código Federal de Procedi-
mientos Penales, de aplicación al caso en términos del ar-
tículo 45 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, cargo que hasta la fecha  desempeña,
hecho que resulta público y notorio.

Por otro lado, esta Sección Instructora aprecia que en las
diversas promociones que ha realizado el servidor público
imputado ante la misma, se ha ostentado con el cargo de
Jefe  de Gobierno del Distrito Federal; de esta manera, con
lo elementos antes descritos queda acreditado plenamente
la calidad de Jefe de Gobierno del Distrito Federal del ciu-
dadano ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, en con-
secuencia, dicho servidor público tiene fuero por ocupar
uno de los cargos a que alude el artículo 111 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De conformidad con lo expuesto, para efectos de lo seña-
lado por el artículo 25 de la Ley Federal de Responsabili -
dades de los Servidores Públicos, esta Sección Instructora
considera que ha quedado debidamente acreditada la subsis-
tencia del fuero constitucional cuya remoción se solicita.

CUARTO.- FIJACIÓN DE LA LITIS RESPECTO DEL
DELITO IMPUTADO.

En su solicitud de Declaración de Procedencia, el Licen-
ciado Carlos Cortés Barreto, Agente del Ministerio Públi-
co de la Federación, Titular  de la Mesa 4 de la Dirección
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de Delitos previstos en Leyes Especiales, Área “B” de la
Unidad Especializada de Investigación de Delitos  contra el
Ambiente y previstos en Leyes Especiales  de la Procura-
duría General de la República, atribuye al ciudadano AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR ser probable res-
ponsable en la comisión del DELITO DE VIOLACIÓN A
LA SUSPENSIÓN, tipificado en el artículo 206 de la Ley
de Amparo, sancionado conforme al artículo 215 del Códi-
go Penal Federal.

El texto citado de la Ley de Amparo literalmente establece:

“Artículo 206.- La autoridad responsable que no obe-
dezca un auto de suspensión debidamente notificado,
será sancionado en los términos que señala el Código
Penal aplicable en materia federal para el delito de
abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia co-
metida; independientemente de cualquier otro delito en
que incurra”.

A su vez, la punibilidad del delito se encuentra prevista en
el artículo 215 del Código Penal Federal, en el que se se-
ñala lo siguiente:

“Artículo 215.- Cometen el delito de abuso de autori-
dad los servidores públicos que incurran en alguna de
las conductas siguientes:

I a XII

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los tér-
minos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le
impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta
hasta trescientos días multa y destitución e inhabilita-
ción de uno a ocho años para desempeñar otro empleo,
cargo o comisión públicos. Igual sanción se impondrá a
las personas que acepten los nombramientos, contrata-
ciones o identificaciones a que se refieren las fracciones
X a XII.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los tér-
minos previstos por las fracciones VI a IX, se le impon-
drá de dos a nueve años de prisión, de setenta hasta
cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación
de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, car-
go o comisión públicos”.

La imputación hecha por el Representante Social de la Fe-
deración al servidor público imputado, la sustenta en el
desacato por parte del ciudadano Jefe de Gobierno del Dis-

trito Federal, a un mandamiento judicial consistente en no
obedecer una suspensión definitiva, derivado del Juicio de
Amparo número 862/00, concedida a la  quejosa el 14 de
marzo de 2001, por el  Juez Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal,  y que le fue debida-
mente notificado al servidor público imputado  el 22 de
marzo del mismo año, en el domicilio que señaló para ta-
les efectos. 

En el escrito de solicitud de Declaración de Procedencia, la
autoridad ministerial describe las circunstancias en que
acontecieron los hechos por los cuales le atribuye la proba-
ble responsabilidad al ciudadano ANDRÉS MANUEL
LÓPEZ OBRADOR, por el DELITO DE VIOLACIÓN A
LA SUSPENSIÓN, en los términos que enseguida se pre-
cisan:

“La conducta de ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR, como autoridad responsable en el juicio de am-
paro 862/2000, la llevó a cabo conforme a la hipótesis
prevista en la fracción II del artículo 13 del Código Pe-
nal Federal, pues en efecto, por si mismo, ya que como
autoridad responsable tenía la obligación de acatar la
suspensión definitiva de fecha  14 de marzo de 2001,
notificada debidamente el día 22 del mismo mes y año,
sin embargo no lo hizo, no obstante de que estaba en
posibilidad de cumplir con dicha orden judicial, pues es
el titular del Órgano Ejecutivo del Gobierno del Distrito
Federal y también es el Presidente del Consejo de Ad-
ministración de la empresa del Gobierno del Distrito
Federal, denominada Servicios Metropolitanos Socie-
dad Anónima de Capital Variable...”.

“En el caso concreto, el ciudadano Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, tenía la calidad de garante, esto es, el de-
ber jurídico de evitar la violación a la suspensión, esto
es, el deber jurídico de cumplir en sus términos con la
suspensión definitiva concedida, de conformidad con lo
establecido por el artículo  139 y 206 de la Ley de Am-
paro, ya que la medida cautelar concedida tenía como
objetivo principal el mantener las cosas en el estado
que se encontraban a fin de preservar la materia del
amparo  y evitar que se causaran a la persona moral
quejosa daños y perjuicios de difícil reparación; de-
biéndose precisar que no obstante que tenía esa obliga-
ción  incumplió con la orden judicial en que se concedió
la suspensión para los efectos de  que: “...las autorida-
des responsables paralicen los trabajos de apertura de
vialidades solo en la parte de las fracciones expropia-
das que servían de acceso al predio denominado “El
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Encino” ubicado en la zona la Ponderosa, en la Dele-
gación del Distrito Federal en Cuajimalpa de Morelos,
así como para que se abstengan de bloquear y cancelar
los accesos al predio de la quejosa...” .

“...se reitera la conducta de Andrés Manuel López
Obrador consiste también en que al no observar la
obligación que tenía de acatar la medida  cautelar en
comento, desobedeció la orden del Juez Noveno de Dis-
trito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
es decir, la suspensión definitiva relacionada con el
acto reclamado ordenada en el cuaderno incidental re-
lativo al juicio de amparo 862/2000, a partir del veinti-
dós de marzo de dos mil uno,  fecha en que le fue debi -
damente notificado, hasta el día veinte de febrero de dos
mil dos fecha en que retiran toda la maquinaria y equi-
po de construcción de las fracciones expropiadas del
predio “El Encino”, lo que se realizó en cumplimiento
al acuerdo de fecha trece de febrero de dos mil dos, en
el que el juez  de amparo,  les daba a las autoridades del
Distrito Federal y en especial al Jefe de Gobierno, un
término de tres días para tal efecto...estando demostra-
do que tal conducta la llevó a cabo con plena concien-
cia de lo que hacía pues su voluntad no se vio afectada
de manera alguna, esto es así porque estaba dentro de
sus facultades y alcances el ordenar que se abstuvieran
de seguir ejecutando los actos que se le reclamó y en
contra de los cuales se concedió la suspensión definiti-
va, pues él como se apuntó era y es el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal y Presidente del  Consejo de Admi-
nistración  de la empresa Servicios Metropolitanos So-
ciedad Anónima de Capital Variable (calidad en que co-
noció de los avances de la obra, porque trimestralmente
se le informaba por parte del Director General de Ser-
vicios Legales de Servicios Metropolitanos S.A  de C.V.)
y en tales circunstancias  debió realizar todas las ac-
ciones necesarias para paralizar los trabajos de cons-
trucción en las áreas expropiadas que servían de acce-
so al predio “El Encino”, así como evitar que se
bloquearan y cancelaran los acceso a dicho inmueble”.

“...es de concluirse, que la conducta del Licenciado An-
drés Manuel López Obrador, perfectamente se adecua a
lo establecido en el artículo 206 de la Ley de Amparo,
en virtud de que como se apuntó, en calidad de Jefe de
Gobierno del Distrito Federal,  cargo que ocupa desde
el día cinco de diciembre de dos mil, le fue debidamen-
te notificado el auto de suspensión definitiva el 22 de
marzo de 2001( con lo que adquirió la calidad de ga-
rante), y sin embargo no lo obedeció, no obstante de

que como se dijo  estaba dentro de sus facultades el de
paralizar las construcciones en comento, pues en la
época de los hechos investigados tenía y sigue teniendo
el cargo de Jefe de Gobierno y es el Presidente del Con-
sejo de Administración de la empresa Servicio Metro -
politanos Sociedad Anónima de Capital Variable, y por
ende con la posibilidad de paralizar esas construccio-
nes, lo cual no hizo, siendo contumaz a lo ordenado  por
el Órgano Jurisdiccional Federal.”

“Por otra parte, es de subrayarse que la desobediencia
por parte del Jefe de Gobierno del Distrito Federal no
solo consistió en seguir con la construcción de las via-
lidades de las calles Vasco de Quiroga y Carlos Graef
Fernández, en las áreas expropiadas del predio “El En-
cino”, sino que también consistió en el hecho de que se
continuó con el bloqueo y cancelación de los accesos al
predio “El Encino” en las áreas no expropiadas, pues
de la inspección judicial practicada por el actuario ads-
crito al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, con fecha veintiocho
de agosto de dos mil uno, se comprueba tal situación,
pues en ella se hace constar que el acceso es solo para
personas físicas, a través de una vereda de cincuenta
centímetros de ancho, y levantando, incluso, una malla
ciclónica; sin embargo no existe acceso para vehículos
u otros bienes propiedad del denunciante, en virtud de
que dichos accesos fueron cancelados por la apertura
de dichas vialidades, es decir, los caminos existentes
con anterioridad a la apertura de las avenidas, se vie-
ron interrumpidos por los cortes  de tierra que se hicie-
ron en el predio para la construcción de las calles, ha-
ciendo imposible el ingreso de vehículos o la salida de
los mismos y de maquinaria que se encontraba en el in-
terior de las áreas no expropiadas del predio “El Enci-
no”. Ahora bien, el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral en el tiempo que duró la vigencia de la suspensión
definitiva que es desde el  22 de marzo de 2001, fecha
en que le fue debidamente notificada y hasta el 17 de
abril de 2002, fecha en que se dictó la ejecutoria que
declaraba firme la sentencia de amparo, se abstuvo de
evitar la obstaculización del libre acceso a las áreas no
expropiadas del predio “El Encino”, es decir, no se abs-
tuvo de continuar o evitar las causas que lo provocaban
y que estas fueron las ya señaladas en la inspección ju-
dicial  antes referida, o en su defecto mandar a Servi-
cios Metropolitanos (SERVIMET), reconstruir los acce-
sos o caminos que se vieron interrumpidos con la
construcción de las vialidades Vasco de Quiroga y Car-
los Graef Fernández. Cancelación de los accesos que a
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la fecha continúan, según se desprende de la inspección
Ministerial practicada  al predio “El Encino” con fecha
12 de enero de 2004”.

Para acreditar lo anterior, el ciudadano agente del Ministe-
rio Público de la Federación,  Titular de la Mesa Instructo-
ra 4-LE “B” de la Unidad Especializada en Investigación
de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Espe-
ciales la Procuraduría General de la República, mediante
escrito presentado el cuatro de agosto de dos mil cuatro an-
te esta Sección Instructora, ofreció las pruebas correspon-
dientes, con las que, en su concepto  se encuentra acredita-
do el cuerpo del delito previsto en el artículo 206 de la Ley
de Amparo y la probable responsabilidad del servidor pú-
blico imputado.

Por su parte, el ciudadano ANDRÉS MANUEL LÓPEZ
OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, al emi-
tir su informe por escrito el diez de junio de dos mil cuatro,
respecto del requerimiento formulado por el Ministerio Pú-
blico de la Federación,  hizo las siguientes manifestaciones:

• “...Me doy por enterado de la solicitud y requerimien-
to de declaración de procedencia que formuló en mi
contra la Procuraduría General de la República por el
caso “El Encino”.

• “... no he violado la ley”

• “...que jamás he actuado contra la justicia y nunca he
procurado hacerle mal a nadie”.

• “Tengo la conciencia tranquila. Desde hace muchos
años que lucho por mis ideas, lo hago apegado a prin-
cipios y uno de estos es, precisamente, hablar con la
verdad y conducirme con rectitud y decoro”.

• “...que no se me juzga por violar la ley  sino por mi
manera de pensar y por lo que pueda representar, junto
con otros mexicanos, para el futuro de nuestra patria”.

• “...los que mal gobiernan al país tienen miedo de que
el programa que aplicamos en la ciudad, en beneficio
de los ancianos, los discapacitados, los jóvenes en ries-
go, las madres solteras, los que carecen de habitación y
los desocupados, se propague, cada día más, a nivel na-
cional. Este es el Fondo del asunto. Por eso, y por nin-
guna otra causa, nos quieren atajar y me quieren quitar
mis derechos políticos”.

• “...cuando existe un gobierno mediocre y cuando la
gente empieza a cuestionar y a exigir explicación sobre
sus actos, el recurso más fácil es refugiarse en el auto-
ritarismo o pretender eliminar al adversario retorcien-
do las leyes, con la complicidad de algunos que se ha-
cen pasar por jueces o se hacen llamar representantes
populares”.

• “...es un timbre de orgullo que me acusen quienes en-
gañaron al pueblo de México; quienes ofrecieron un
cambio y mintieron”.

• “Pase lo que pase, ya es una vergüenza que un go-
bierno que se suponía, iba a combatir la arbitrariedad,
haya decidido acosar y tratar de descalificar a un ad-
versario político, por medio de argucias jurídicas, como
se hacía en el pasado”.

• “...que no me voy a amparar ni contratare abogados
porque, sencillamente no soy culpable. Tampoco voy a
recurrir a artimañas o a negociaciones vergonzosas.
Nada, ni siquiera la aspiración al cargo más elevado de
la República, podría justificar el hacer  a un lado la
dignidad y los principios.

• “En el periodo de pruebas les voy a enviar informa-
ción para reafirmar que la acusación es infundada y
motivada solo por intereses políticos...”.

Por otra parte, en su escrito de fecha  cinco de agosto de ese
mismo año, el ciudadano Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, hizo las siguientes manifestaciones:

• “...que todo está fabricado para quitarme mis dere-
chos políticos con miras a las elecciones del 2006 y ata-
jar el proyecto alternativo de nación que estamos im-
pulsando, ante el rotundo fracaso del modelo neoliberal
y del llamado “gobierno del cambio”.

• “...que el Ministerio Público Federal inició la averi-
guación previa cuando aún no recibía legalmente la de-
nuncia del Juez. Es decir, la indagatoria se inició el 14
de noviembre del 2001 y no fue hasta el 31 de enero del
2002, cuando el Juez le dio vista al Agente del Ministe-
rio Público.

• “...es absolutamente falso lo que sostuvieron, en su
momento tanto el Presidente de la  República, como  el
Secretario de Gobernación, en el sentido de que la
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PGR, por tratarse de una resolución judicial, no tenía
otra alternativa...,constan resoluciones tomadas por la
PGR en 2002 y 2003, en las que se determina el no ejer-
cicio de la acción penal sobre casos idénticos al mío”.

• “ Inclusive, que uno de ellos fue resuelto el 27 de oc-
tubre de 2003 por la misma Fiscalía que solicitó mi des-
afuero, sólo que en beneficio del gobierno delegacional
de Miguel Hidalgo de extracción panista y con el aval
del Procurador General de la República”.

• “...en todos casos similares al mío, en el que la Pro -
curaduría General de la República ha resuelto el no
ejercicio de la acción penal, argumentando que no
existe en la Ley una sanción exactamente aplicable al
delito, de violación a la suspensión de amparo y, de
acuerdo al principio de que no puede haber delito sin
pena”.

• “...en mi caso, “casualmente” inventaron el delito y
acomodaron la pena apoyados en una confusa jurispru-
dencia de 1997”.

• “...los más encumbrados servidores públicos del Go-
bierno Federal están utilizando la Ley y las Institucio-
nes como instrumentos de acoso y descalificación polí-
tica”.

• “Asimismo,  creo conveniente que el C. Presidente de
la República, el Secretario de Gobernación y el Procu-
rador General de la República, presenten testimonio
por escrito, contestando un interrogatorio que les for-
mulo y anexo”.

•  “... se llame a comparecer al Lic. Alfonso Durazo
Montaño ex secretario particular del C. Presidente de
la República”..

Una vez fijada la litis del caso, esta Sección Instructora
procederá a examinar las pruebas que obran en el presente
expediente para posteriormente establecer la existencia del
delito y la probable responsabilidad del imputado.

QUINTO.- PRUEBAS QUE OBRAN EN EL EXPE-
DIENTE DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN
DE PROCEDENCIA.

En el presente procedimiento obran los siguientes elemen-
tos de prueba:

1.- Las constancias procesales del incidente de suspen-
sión del Juicio de amparo 862/2000, de las que se desta-
can las siguientes:

a) La demanda de amparo promovida por el Licenciado
Fernando Espejel Cisneros, apoderado legal de Promoto-
ra Internacional Santa Fe S. A de C. V, en la que solicitó
el amparo y protección de la Justicia Federal en contra,
entre otras autoridades, del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal. 

En la propia demanda de garantías se señaló como actos re-
clamados al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, la ex-
pedición del Decreto Expropiatorio del 9 de diciembre
de 2000, publicado los días 10 y 14 del mismo mes y año,
así como, los acuerdos determinaciones que dicte, haya
dictado o pretende dictar encausados a la ejecución ma-
terial y cumplimiento del mencionado decreto.  Así co-
mo el bloqueo y cancelación de los accesos al predio de
la quejosa, procedente a la vía pública.

Se solicitó la suspensión del acto reclamado, para que que-
daran las cosas en el estado que guardaban, es decir, que:
“...no se realice ninguna excavación o movimiento más de
tierra o trabajo dentro del predio “El Encino”, también
conocido como la Ponderosa...” ya que en caso de seguir
con los trabajos se causarían daños irreparables para la
quejosa.

b) El auto del 6 de diciembre de 2000, mediante el cual el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa  en el
Distrito Federal, negó la suspensión provisional, en vir-
tud, de que el acto consistente en la emisión del Decreto de
Expropiación ya se había llevado a cabo, por lo que reves-
tía el carácter de consumado y en relación a las consecuen-
cias derivadas de las órdenes de bloqueo y cancelación de
los accesos al predio, también se negó la suspensión provi-
sional, por considerar que la expropiación que se reclama-
ba era por causa de utilidad pública en beneficio social.

c) Resolución del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, emitida el 12 de di-
ciembre de 2000, en la que declaró fundado el Recurso
de Queja interpuesto por la quejosa y por lo tanto proce-
dente  conceder la suspensión provisional.

d) El proveído dictado el 13 de diciembre de 2000 por el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa del
Distrito Federal, en el que concede la suspensión provi-
sional para el efecto de que las autoridades responsables se
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abstengan de bloquear y cancelar los accesos al predio de
la quejosa.

e) La inspección ocular en el predio “El Encino”, practi-
cada  el 14 de diciembre de 2000 por el actuario judicial
adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi -
nistrativa, en compañía del representante legal de la que-
josa. 

f) La inspección ocular practicada el 12 de marzo de
2001, por el Actuario Judicial adscrito al Juzgado Noveno
de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fede-
ral, a afecto de dar cumplimiento a lo ordenado en auto del
cinco de marzo del dos mil uno, dictado en el incidente de
suspensión del juicio de amparo 862/2000

g) Sentencia Interlocutoria dictada el 14 de marzo de
2001, en la que el Juez   declaró improcedente conceder la
suspensión definitiva, por lo que hace a la expedición, re-
frendo y acatamiento del decreto expropiatorio impugnado,
actos que se traducen  en la desposesión de dos fracciones
del predio “El Encino”, como éstos ya se realizaron mate-
rialmente  por lo que revisten el carácter de consumados.

Se concedió la suspensión definitiva solicitada por la parte
quejosa “Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V.”
de conformidad con lo siguiente:

“TERCERO.- Son ciertos los actos que se imputan al
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Secretario de Go-
bierno, Secretario de Desarrollo Urbano y Vivienda y
Secretario de Transporte y Vialidad, consistentes en la
expedición y refrendo del Decreto Expropiatorio del
nueve de noviembre de dos mil, publicado en la Gaceta
Oficial del Distrito Federal el diez y catorce del mismo
mes y año, en virtud de que al rendir sus informes pre-
vios así lo reconocieron (folios 116, 120 y 128).

Asimismo, resulta cierto el acto atribuido al Comité del
Patrimonio Inmobiliario del Gobierno del Distrito Fede-
ral, consistente en la emisión de la autorización par que
se llevara a cabo el procedimiento de expropiación de
dos fracciones de terreno del predio denominado “El
Encino”, en la zona Ponderosa, ubicado dentro del Pro-
grama Parcial de Desarrollo Urbano de Santa Fe, tam-
bién conocido como Porción Tres del Predio Rústico de-
nominado “Totolapa” Delegación Cuajimalpa de
Morelos, contenida en la sesión Cuadragésima Sexta Ex-
traordinaria (46-E/00), celebrada el siete de noviembre de
dos mil (folio 230 del duplicado de este incidente).

Lo anterior es así, no obstante que al rendir su informe
previo negó que haya autorizado la aludida sesión, pues
se toma en consideración que si es cierto que autorizó se
llevara a cabo la expropiación del predio denominado
“El Encino”, también cierto es que celebró la sesión
Cuadragésima Sexta Extraordinaria (46-E/00) dado que
es precisamente en ese acto donde llegó a la determina-
ción de autorizar la expropiación.

Por otro lado, no obstante que las siguientes autoridades
del Gobierno del Distrito Federal: Jefe de Gobierno y
Secretario de Seguridad Pública negaron la existencia
de los actos que se les atribuyen consistentes en la eje-
cución material del decreto expropiatorio reclamado,
bloqueo y cancelación de los accesos al predio que de-
fiende la quejosa; tales actos se deben tener por ciertos
de su parte, toda vez que en el sumario obra el acta en
que se asentó el resultado de la inspección ocular ofre-
cida por la quejosa del doce de marzo de dos mil uno,
actas notariales en que se asentó el resultado de la fe de
hechos emitida por los notarios públicos ciento cinco y
ciento ocho, ambos del Distrito Federal, en el aludido
predio, así como copia certificada del oficio
S43/6038/2000 del once de noviembre de dos mil (fo-
lios 250 a 252 y 279 del cuaderno incidental; 374 a 408
y 507 del legajo de pruebas), de los que se advierte:

A) Que en el predio que defiende la quejosa se han rea-
lizado trabajos de excavación y cortes en el cerro que
tienen una altura entre diez y veinte metros.

B) Que existe la presencia de elementos de la Secretaría
de Seguridad Pública, resguardando el lugar y,

C) Que en la parte de la construcción de la avenida Vas-
co de Quiroga existe imposibilidad para acceder al pre-
dio que defiende la quejosa debido a los cortes que se le
han hecho los cuales son aproximadamente de treinta
metros y por otros lados es difícil el acceso debido a
existe una malla metálica.

Así como copia certificada de los acuerdos del uno de
noviembre de mil novecientos setenta y nueve y treinta
de julio de mil novecientos ochenta y uno, de los que se
advierte que el Jefe del Departamento del Distrito Fede-
ral ahora Jefe de Gobierno del Distrito Federal, enco-
mendó a la empresa de participación estatal del área del
Departamento del Distrito Federal denominada Servi-
cios Metropolitanos, sociedad anónima de capital va-
riable, el nivelar, por sí o por conducto de tercero, los
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caminos y derechos de vía de la zona Santa Fe-Conta-
dero y el contrato de obra pública por licitación nacio-
nal a precios unitarios y tiempo determinado consisten-
te en la construcción de la vialidad avenida Vasco de
Quiroga Sur zona La Ponderosa en el programa parcial
de desarrollo urbano Santa Fe del trece de marzo de dos
mil, celebrado por Servicios Metropolitanos, sociedad
anónima de capital variable empresa de participación
estatal sectorizada del Distrito Federal y Especialistas
en Proyectos y Construcciones (folios 284 a 288 y 409
a 461), pruebas que adminiculadas ente si y valoradas
en términos de los artículos 129, 161, 202 y 212 del Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles de aplicación
supletoria a la Ley de Amparo, son bastantes para
acreditar la existencia de los actos imputados al Jefe
de Gobierno del Distrito Federal y Secretario de Se-
guridad Pública, toda vez que de ellas se aprecia que
los actos realizados por la aludida empresa de parti-
cipación estatal, relativos a la construcción de una
vialidad en el predio que defiende la promovente son
consecuencia de las facultades que le otorgó el Jefe
del Departamento del Distrito Federal, ahora Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, por lo que se conclu-
ye que las aludidas autoridades han realizado actos
tendientes al cumplimiento material del decreto ex-
propiatorio reclamado y, en consecuencia, a obstacu-
lizar y cancelar los accesos al predio que defiende la
demandante. (Énfasis añadido).

(…)

QUINTO.- En cuanto a los efectos y consecuencias de-
rivados del acatamiento al Decreto por el que se expro-
pia a favor del Distrito Federal dos fracciones del terre-
no del predio denominado “El Encino”, ubicado en la
zona de la Ponderosa, en la Delegación del Distrito Fe-
deral en Cuajimalpa de Morelos, del nueve de noviem-
bre de dos mil, para la apertura y construcción de viali -
dades que, dice, se traducen en el bloqueo y cancelación
de los accesos a las demás fracciones del citado predio
propiedad de la quejosa, lo procedente es verificar si se
reúnen los requisitos previstos en el artículo 124 de la
Ley de Amparo para conceder el beneficio de la sus-
pensión definitiva.

En primero de ellos se colmó plenamente toda vez que en
el escrito de demanda se solicitó la medida suspensiva.

En cuanto al segundo de los requisitos en comento, si-
guiente los lineamientos fijados por el Séptimo Tribunal

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circui-
to, al resolver el recurso de queja 457/2000, se toma en
consideración que con la concesión de la medida caute-
lar no se infringen disposiciones de orden público ni se
vulnera el interés social, pues la expropiación en co-
mento no puede catalogarse de inaplazable ejecución,
esto es, al tener como causa de utilidad pública la aper-
tura y construcción de vialidades es evidente que no se
está en los supuestos a que se refiere el artículo 8 de la
Ley de Expropiación, es decir, la aludida expropiación
no se fundó en las fracciones V, VI ó X, del artículo 1°
de la invocada Ley, sino en la fracción II, de ese pre-
cepto legal, según se desprende del propio decreto; por
tanto, se concluye que con el otorgamiento de la medi-
da cautelar no se contravienen disposiciones de orden
público y aun cuando la construcción de vialidades sea
catalogada de interés social, lo cierto es que la propia
Ley de Expropiación indica los casos en que son sus-
ceptibles de suspenderse los decretos expropiatorios y
los supuestos como los aludidos en el artículo 8 de la ci-
tada ley, en que es tan trascendente el interés social que
se permite la ocupación inmediata de bienes.

Finalmente, por lo que hace a la tercera de las exigen-
cias que dispone el precepto legal en cita, se toma en
cuenta que la demandante exhibió copia certificada de
la escritura cincuenta y ocho mil seiscientos veinticinco
de la que se advierte la adquisición del predio conocido
como la porción tres, llamado “El Encino” del predio
rústico denominado Totolapa, ubicado en Cuajimalpa,
Distrito Federal (folios 26 a 37 del legajo de pruebas).

En virtud de ello, ha de concluirse que de no otorgar-
se la medida cautelar de que se trata, se seguirían
causando a la promovente daños y perjuicios de difí-
cil reparación, pues se vería afectada en su derecho
de uso y disfrute de las fracciones del predio de su
propiedad que no fueron expropiadas, así como de
accesar libremente a ellas, máxime que del acta de la
inspección ocular practicada en los terrenos afecta-
dos del doce de marzo de dos mil uno, se desprende
que las obras tienen como seguimiento devastar par-
te del terreno creando cortes con un desnivel entre
diez y veinte metros de altura. (Énfasis añadido).

Luego, toda vez que se reunieron los requisitos aludidos
y tomando en consideración que como se vio la quejosa
ya no tiene la posesión de las fracciones de su predio ex-
propiadas mediante decreto del nueve de noviembre de
dos mil, con fundamento en los dispuesto por el artículo

Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58



124 de la Ley de Amparo, lo procedente es conceder la
suspensión definitiva para el único efecto de que las
autoridades responsables paralicen los trabajos de
apertura de vialidades sólo en la parte de las frac-
ciones expropiadas que servían de acceso al predio
denominado “El Encino” ubicado en la Zona la Pon-
derosa, en la Delegación del Distrito Federal en Cua-
jimalpa de Morelos, así como para que se abstengan
de bloquear y cancelar los accesos al predio de la
quejosa. (Énfasis añadido).

La medida cautelar que se concede surte sus efectos des-
de luego y hasta en tanto se pronuncie sentencia ejecu-
toria en el expediente principal.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además en lo dis-
puesto en los artículos 131, 132 y 192 de la Ley de Am-
paro, se resuelve:

(…)

SEGUNDO. Se concede la suspensión definitiva para el
único efecto precisado en el considerando quinto.

En términos de la resolución a que se hace referencia, el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa conce-
dió la suspensión definitiva solicitada por la empresa que-
josa por considerar que “de NO otorgarse la medida cau-
telar, se seguirían causando a la promovente daños y
perjuicios de difícil reparación, pues se vería afectada en
su derecho de uso y disfrute de las fracciones del predio
de su propiedad que no fueron expropiadas, así como de
accesar libremente a ellas, máxime que del acta de la ins-
pección ocular practicada en los terrenos afectados del
doce de marzo de dos mil uno, se desprende que las obras
tienen como seguimiento devastar parte del terreno cre-
ando cortes con un desnivel entre diez y veinte metros de
altura”. (Énfasis añadido).

Así las cosas, el Juez de Distrito apreció que la ejecución
de las obras ya le venía causando daños a la empresa que-
josa, y que la continuación de las mismas tendía a devastar
el terreno, por lo que consideró necesario impedir que se
siguieran ejecutando los cortes sobre el terreno.

Aunado a lo anterior, el Juez de Distrito consideró proce-
dente conceder la suspensión definitiva “para el único
efecto de que las autoridades responsables paralicen los
trabajos de apertura de vialidades sólo en la parte de las
fracciones expropiadas que servían de acceso al predio de-

nominado “El Encino” ubicado en la Zona la Ponderosa,
en la Delegación del Distrito Federal en Cuajimalpa de
Morelos, así como para que se abstengan de bloquear y
cancelar los accesos al predio de la quejosa”.

Para esta Sección Instructora, el análisis del contenido de
la orden de suspensión resulta medular, puesto que la co-
rrecta apreciación de los alcances de la misma es necesario
para apreciar si en el caso concreto existió una violación a
la misma.

En este sentido, en primer lugar, debe apreciarse que el
Juez de Distrito reconoce que al momento de dictar la or-
den de suspensión definitiva la empresa quejosa ya no te-
nía la posesión de las fracciones expropiadas, apreciando
además que ya existían trabajos de apertura de vialidades y
que las obras ya le estaban causando perjuicios a “Promo-
tora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V.”.

Una vez precisado lo anterior, debemos apreciar que la
suspensión se dictó para el efecto de paralizar los trabajos
de apertura de vialidades “solo en la parte de las fraccio-
nes expropiadas que servían de acceso al predio”, así co-
mo para “que se abstengan de bloquear y cancelar los ac-
cesos al predio de la quejosa”.

Así las cosas, debemos apreciar que la suspensión se refie-
re a “las fracciones expropiadas”. Esas no pueden ser otras
mas que las que expresamente se mencionan en el “Decre-
to por el que se expropia a favor del Distrito Federal dos
fracciones de terreno del predio denominado ‘El Encino’
ubicado en la zona la ponderosa, en la Delegación del
Dis trito Federal en Cuajimalpa de Morelos” de fecha 9 de
noviembre de 2000. Así, debe entenderse que para las au-
toridades responsables estaban claros los límites y colin-
dancias de las zonas en las que tenían prohibido realizar
obras, por lo que, para efectos del asunto que ahora se es-
tudia, resulta intrascendente conocer los límites y colin-
dancias del total de predio o quienes son o fueron sus pro-
pietarios.

Por otra parte, el Juez hace referencia expresa a las partes
que SERVÍAN de acceso al predio denominado “El Enci-
no”. Al respecto, debe tomarse en consideración que al dic-
tarse la resolución en comento, previamente se había reco-
nocido que ya existían obras y trabajos que causaron daño
a la quejosa, por lo que es lógico apreciar que al referirse a
las partes que SERVÍAN, se está haciendo referencia a las
porciones de terreno que, aunque en ese momento ya no es-
taban sirviendo como acceso, en algún momento sirvieron
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para ello. Es decir, no obstante que algunos de los accesos
ya estuvieran destruidos al momento de dictarse la suspen-
sión definitiva, la orden del Juez fue para paralizar los tra-
bajos en esas zonas e impedir que se siguiera trabajando en
las mismas. Al respecto, resulta atendible la preocupación
del propio Juez en el sentido de que el seguimiento de las
obras tendía a devastar parte del terreno, creando cortes
con un desnivel de entre diez y veinte metros de altura.

Por otra parte, al ordenarse expresamente que las autorida-
des responsables se debían abstener de bloquear y cancelar
los accesos al predio de la quejosa, se está haciendo refe-
rencia a dos cosas; en primer lugar, a que existía impedi-
mento para trabajar en aquellas zonas que al momento de
dictar la suspensión definitiva seguían sirviendo de acceso
al predio; pero también, la orden implicaba que las autori -
dades debían abstenerse de realizar cualquier otra acción
que se tradujera en que los quejosos no pudieran entrar a
sus terrenos.

Así, la suspensión definitiva impedía que se realizaran
obras en cualquier fracción de terreno que sirviera o hubie-
re servido de acceso al predio, además de ordenar que no
se realizaran maniobras tendientes a impedir que los que-
josos ingresaran a sus predios.

h) La notificación hecha por el Actuario Judicial del Juz-
gado Noveno de Distrito en Materia Administrativa del
Distrito Federal,  el 22 de marzo de 2001,  a la autoridad
responsable, Jefe del Gobierno del Distrito Federal, de la
sentencia interlocutoria  por la que se concede la suspen-
sión definitiva a la parte quejosa.

i) Resolución dictada el treinta y uno de mayo del dos
mil uno, por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito,  mediante la cual  se
dejó  intocada la determinación por medio de la cual se ne-
gó la suspensión definitiva, porque no fue materia de agra-
vio y por lo que se refiere a la orden para que las respon-
sables no continuaran con los trabajos de apertura de
vialidades solo en la parte de las fracciones expropiadas
que servían de acceso al predio “El Encino” y para que se
abstuvieran de bloquear y cancelar  los accesos al predio de
la quejosa, declaró infundados los agravios del recurrente y
se confirmó la sentencia recurrida.

j) La denuncia de violación a la suspensión definitiva
del acto reclamado por parte de las autoridades responsa-
bles del Gobierno del Distrito Federal, formulada  el 17 de
agosto de 2001, por el representante legal de Promotora In-

ternacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital Varia-
ble,  porque: “reiteradamente han insistido en seguir orde-
nando y a su vez permitiendo y ejecutando los trabajos y
obras de apertura de vialidades dentro de las fracciones
expropiada, y realizar taludes que impiden el acceso al
predio en cuestión y fijar cercas”, para  demostrarlo ofre-
ció la prueba de inspección ocular, para que el juzgado
constatara las transgresiones por parte de la autoridades
responsables al continuar ordenando y ejecutando los tra-
bajos y obras sobre las fracciones expropiadas y al interior
del predio “El Encino”.

k) El informe de fecha  22 de agosto de 2001, rendido por
las autoridades responsables Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal y el Secretario de Gobierno del Distrito
Federal, respecto de la denuncia de violación a la sus-
pensión definitiva, en la que aceptan que si bien es cier-
to que se ha continuado con los trabajos de apertura de
las vialidades Carlos Graef Fernández y Vasco de Qui-
roga en los predios expropiados, ello no implica viola-
ción a la suspensión definitiva.

l) La Inspección Ocular practicada el 28 de agosto de
2001,  promovida por la parte quejosa y ordenada median-
te auto del 20 de agosto del 2001. 

m) La sentencia Interlocutoria dictada el 30 de agosto
de 2001, en la cual el Juez Noveno de Distrito en Materia
Administrativa, declaró fundado el incidente de violación a
la suspensión definitiva, al considerar que con la inspec-
ción practicada por el Actuario Judicial se  acreditó, que en
las fracciones del predio que defiende la quejosa en el pe-
riodo de vigencia de la suspensión definitiva, se realizaron
trabajos de excavación y remoción de tierra para la apertu-
ra de vialidades, lo cual se corroboró por lo manifestado
por el Jefe de Gobierno al rendir su informe, en el sentido
de que en las fracciones expropiadas del predio “El Enci-
no”, se continuaban construyendo las referidas vialidades,
lo que bloqueaba el acceso libre a las fracciones del in-
mueble propiedad de la quejosa. Por lo anterior, se le otor-
gó un plazo de  veinticuatro horas al Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, contados a partir de que quedara legal-
mente notificado de esa resolución, para que acreditara de
manera fehaciente el cumplimiento a la suspensión defini-
tiva otorgada en resolución de 14 de marzo de 2001. 

n) Escrito del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, de
fecha 5 de septiembre de 2001, firmado en su ausencia
por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal, Licen-
ciado José Agustín Ortiz Pinchetti,   por el que  desahoga
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el requerimiento formulado en la resolución sobre la de-
nuncia de la violación a la suspensión definitiva,  infor-
mando que considera que ha acatado puntualmente la reso-
lución, pero no obstante lo anterior, hace del conocimiento
que en esa misma fecha ha procedido a requerir al Director
General de Servicios Metropolitanos, para que le informa-
ra sobre el cumplimiento dado a la interlocutoria.

ñ) El recurso de Queja interpuesto el 12 de septiembre de
2001, por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal  y fir-
mado en ausencia por el Secretario de Gobierno del Distri -
to Federal, José Agustín Ortiz Pinchetti, en  contra del pro-
veído dictado sobre la denuncia de violación a la
suspensión definitiva.

o) Escrito fechado el 25 de septiembre de 2001, en el que
el Licenciado Fernando Espejel Cisneros, apoderado de
Promotora Internacional San Fe, Sociedad Anónima de
Capital Variable, informa que las autoridades responsables
del Gobierno del Distrito Federal no han dado cumpli-
miento a la suspensión dictada en el juicio de amparo, y
que se insiste en no paralizar el trabajo en las zonas expro-
piadas, reconociendo por la propia autoridad que los traba-
jos continúan, y para acreditarlo exhibe el testimonio nota-
rial numero 23399, que contiene la fe de hechos practicada
el doce de septiembre del año dos mil uno,  por el Notario
Público número ciento ochenta y uno del Distrito Federal,
Licenciado Miguel Soberón Mainero,

p) Escrito del Jefe Gobierno del Distrito Federal y  del
Secretario del Gobierno del Distrito Federal, firmado por
este último en ausencia, en el que informan al Juez de Dis-
trito, que se ha acatado puntualmente la resolución pro-
nunciada y que mediante oficio del 5 de septiembre se re-
quirió al Director de Servicios Metropolitanos, Sociedad
Anónima de Capital Variable sobre el cumplimiento dado
a esa interlocutoria, informando esta autoridad, que a partir
del inicio de las obras de las vialidades  Carlos Graef Fer-
nández y Vasco de Quiroga, los accesos al predio “El Enci-
no” han permanecidos sin bloqueo alguno, por lo que el pro-
pietario puede acceder a su terreno sin ningún problema.

q) Escrito de fecha 18 de octubre de 2001, del Jefe de
Gobierno del Distrito Federal y del Secretario de Gobierno
del Distrito Federal, en el que informan sobre el cumpli-
miento dado a la suspensión definitiva.

r) Escrito de fecha 29 de octubre de 2001 del apodera-
do legal de la parte quejosa al Juez de Distrito, en el que
desahoga la vista en cuanto a lo expresado por el Jefe del

Gobierno del Distrito  Federal, señalando que se insiste en
no dar cumplimiento a la suspensión definitiva, a pesar de
que la empresa Servicios Metropolitanos, Sociedad Anóni-
ma de Capital Variable reconoce expresamente que no se
han detenido los trabajos, y no existen ningún acto ten-
diente del Jefe de Gobierno a cumplir con la resolución,
concretándose únicamente a informar a sus subalternos, sin
mediar ninguna instrucción tajante con que se detenga de
inmediato los trabajos de apertura de las vialidades Fer-
nández Graef y Vasco de Quiroga en la zonas expropiadas.
Señalando que en la documental exhibida por Servicios
Metropolitanos del Distrito Federal,  contiene un croquis y
oficio al jefe de Gobierno, que son pruebas plenas de que
se sigue trabajando en el área donde el Juez ordenó la sus-
pensión inmediata de cualquier trabajo.

s) Resolución al recurso de queja interpuesto por el Se-
cretario de Gobierno del Distrito  Federal, en ausencia  del
Jefe de Gobierno, en el expediente 787/01,  de fecha vein-
titrés de enero de dos mil dos, en donde por mayoría de vo-
tos de los magistrados del Séptimo tribunal Colegiado en
Materia Administrativa, resolvieron declarar infundado el
recurso.. por considerar que: “La recta interpretación de
los efectos señalados (del auto de suspensión definitiva)
implica la libertad de acceder libremente al predio propie-
dad del quejoso, es decir, que debe permitirse que tanto ve-
hículos como personas tengan posibilidad de entrar sin
obstáculos, lo que en forma alguna se han respetado por
las autoridades recurrentes, tal y como se demuestra con el
acta levantada con motivo de la inspección ocular en el
predio aludido practicada el 12 de marzo de 2001, por el
actuario judicial, adscrito al Juzgado de origen”.

t) Escrito del 31 de enero de 2002  del Jefe de Gobierno
del Distrito Federal y del Secretario de Gobierno del Dis-
trito Federal, firmado por este último en ausencia del pri-
mero, dirigido al Juez Noveno de Distrito en Materia Ad-
ministrativa en el Distrito Federal, en el que informa que se
ha acatado puntualmente la resolución pronunciada en el
incidente de suspensión definitiva y que el 28 de enero me-
diante oficio DG.020/02, el Director General de Servicios
Metropolitanos Sociedad Anónima de capital Variable, in-
formó que los trabajos de apertura de las vialidades de las
fracciones expropiadas,  no se han efectuado en la zona que
servía de acceso al predio “El Encino”, y que en ningún
momento se ha bloqueado o cancelado los accesos al pre-
dio, y para apoyar lo anterior, remitió duplicado del testi-
monio de la Escritura número 19,393 que contiene la fe
de hechos levantada por el Notario Público número 154,
Licenciado Alfredo Edgardo Aurioles Acosta.
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u) Acuerdo del 13 de febrero de 2001, del Juzgado No-
veno de Distrito en Materia Administrativa, en el que se
hace una reseña de la medida cautelar otorgada por el Juz-
gado, y de los informes de las autoridades responsables,
para acreditar el cumplimiento dado a la suspensión defini-
tiva, exhibiendo testimonios notariales con fe de hechos, al
igual que la parte quejosa, las cuales no fueron tomadas en
consideración, en virtud, de no ser medios probatorios idó-
neos para acreditar lo que pretenden ambas partes, y to-
mando en cuenta que no existe prueba alguna que acredite
que las autoridades responsables hayan paralizados los tra-
bajos de apertura de vialidades en la parte de la fracciones
expropiadas y que tampoco se han abstenido de bloquear
los accesos al predio de la quejosa, con fundamento en los
artículos 111 primer párrafo y 143 de la Ley de Amparo, el
Juzgado consideró dictar las órdenes necesarias a efecto de
que se cumpliera con la suspensión definitiva, para ello re-
quirió al Jefe de Gobierno del Distrito Federal y a las de-
más autoridades responsables, para que en un término de
tres días al que quedaran  debidamente notificadas retira-
ran toda la maquinaria y equipo de construcción que se
encuentra en las fracciones expropiadas a la parte que-
josa, pues con dicha medida el juez tendría la certeza de
que las autoridades responsables no estaban realizando
ni realizarían obras de construcción carretera, hasta en
tanto, no se dictara sentencia ejecutoria en el cuaderno
principal.  

v) Recurso de queja promovido por el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, en contra del acuerdo pronunciado
por el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa
en el Distrito Federal el 13 de febrero de 2002, pues en su
concepto esta determinación cambiaba completamente el
sentido de la suspensión definitiva concedida, creando un
estado de incertidumbre jurídica al no apegarse el Juzgador
a los términos de la interlocutoria.

x) Resolución del 17 de abril de 2002 del Séptimo Tribu-
nal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, en la que declara sin materia el recurso interpuesto
por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en au-
sencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal.  

2.- DURANTE LA AVERIGUACIÓN PREVIA 1339/
FESPLE/2001, SE RECABARON LAS SIGUIENTES
CONSTANCIAS Y PRUEBAS.

a) Declaración de Fernando Espejel Cisneros, en su ca-
rácter de representante Legal de la empresa Promotora In-

ternacional Santa Fe,  Sociedad Anónima de  Capital Va -
riable, de 4 de enero de 2001, en el que reconoce la denun-
cia formulada por el Ministerio Público de la Federación,
adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, en virtud, de que los actos
y conductas realizados por las autoridades del Gobierno del
Distrito Federal, en violación a la suspensión definitiva de
fecha 14 de marzo de 2001, le crea un daño y perjuicio irre-
parable a su representada.

b) Oficio  sin número del 6 de mayo de 2001, signado por
el Licenciado Agustín  M. Rodríguez y Mendoza, Agente
del Ministerio Público de la Federación adscrito al Juzga-
do Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el Dis-
trito Federal, por medio del cual remite al Titular de la Me-
sa VIII de la Fiscalía Especial para la Atención de los
Delitos cometidos por Servidores Públicos y los Previstos
por Leyes Especiales, copias certificadas  de la demanda de
amparo, auto de radicación y del dictamen en materia de
ingeniería y topografía emitida por el perito Ingeniero José
Luis Ramírez Ruiz.

c) Declaración de  4 de septiembre de 2002, del Licen-
ciado ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, en la que ratificó en todas  y
cada una de sus partes dos escritos de declaración de fecha
7  y 29 de agosto de 2002, reconociendo como suya la fir-
ma que calza en cada uno de esos escritos, por haber sido
puestas de su puño y letra.

d) La declaración del  testigo Carlos Antonio Heredia
Zubieta, Director General de Servicios Metropolitanos,
Sociedad Anónima de Capital Variable. rendida el 30 de
enero de 2003, quien reconoció plenamente haber recibido
el oficio número DGSL/248/2001, de fecha 26 de marzo de
2001, suscrito por el Licenciado Carlos Paniagua Bocane-
gra, Director General de Servicios Legales del Gobierno
del Distrito Federal, en el que se le comunicó la interlocu-
toria pronunciada en el incidente de suspensión del juicio
de amparo P-862/2000 y que en virtud,  de ese oficio orde-
nó lo siguiente: “de inmediato suspender los trabajos de
infraestructura en la zona expropiada del predio  “El En-
cino”, circunstancia que fue debidamente cumplida, te-
niendo especial cuidado de mantener en todo momento li-
bre los accesos a dicho predio y de no impedir de manera
alguna el acceso al inmueble y así dar cumplimiento a lo
ordenado por el Juez Federal, dando cuenta de ello a la
Dirección General de Servicios Legales para que lo hicie-
ra del conocimiento de la autoridad judicial”.
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e) La declaración, rendida por Jenny Saltiel Cohen, el 29
de  septiembre de 2003, quien exhibió su declaración por
escrito en esa misma fecha y ratificó su contenido y reco-
noció como su firma la que obra al calce, en dicho escrito
negó la imputación hecha en su contra, toda vez, que en su
carácter de Secretaria de Transporte y Vialidad del Gobier-
no del Distrito Federal, en ningún momento ordenó, ejecu-
tó ni dio instrucción alguna, para que se quebrantara la me-
dida cautelar otorgada a favor de Promotora Internacional
Santa Fe,  Sociedad Anónima de Capital Variable, máxime
que los actos que se le imputaron fueron tan solo en lo que
se refiere al refrendo, más no a los actos materiales de eje-
cución, materia de la indagatoria.

f) Declaración del 6 de octubre de 2003, rendida por
Octavio Romero Oropeza, en su carácter de Oficial Ma-
yor y Presidente del Comité del Patrimonio Inmobiliario
del Distrito Federal, quien ratificó en todas  y cada una de
sus partes el contenido de su escrito de fecha  3 de octubre
del mismo año, en donde negó terminantemente haber co-
metido conducta alguna que pueda ser constitutiva del ilí-
cito mencionado en el artículo 206 de la Ley de Amparo,
previsto y sancionado en el Código Penal para el delito de
abuso de autoridad en los términos planteados por el de-
nunciante. De las constancias que obran en el expediente
abierto con motivo de la averiguación previa “se advierte
con mediana claridad que no existe la pretendida violación
a la suspensión definitiva como lo afirma el denunciante,
en razón de que fue acatada puntualmente, acorde a la in-
terpretación que de la misma se hizo al disponer su cum-
plimiento”. “Por último y a mayor abundamiento, de las
constancias que obran en la indagatoria de mérito se des-
prende que en todo momento se tuvo la voluntad de acatar
la suspensión del acto reclamado, en los términos que ésta
fue interpretada, lo que demuestra que no hubo mala fe en
la conducta de la autoridad”.

g) Declaración de Laura Itzel Castillo Juárez el 14 de
octubre de 2003, quien exhibió escrito de esa misma fecha,
por medio del cual rindió su declaración y exhibió su nom-
bramiento que la acredita como Secretaria de Desarrollo
Urbano y Vivienda del Gobierno del Distrito Federal,
quien sustancialmente manifestó que de las constancias
que obran glosadas al juicio de amparo 862/2000-III, radi-
cado en el Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal y promovido por el Licen-
ciado Fernando Espejel Cisneros, se desprende que “no he
realizado actos tendientes  a no acatar la suspensión defi-
nitiva otorgada al quejoso, la misma fue acatada puntual-

mente, acorde a la interpretación que  de la misma se hizo
al disponer su cumplimiento”.

h) Inspección ministerial efectuada el 22 de octubre de
2003, por el Agente del Ministerio Público de la Federa-
ción con apoyo del perito oficial en materia de fotografía
Sergio López Jacinto, en el Juzgado Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, ubicado en
Boulevard Adolfo López Mateos número 2321, torre B, pi-
so Quinto, Colonia Tlacopac, San Ángel, Delegación Ál-
varo Obregón, en el cual se dio fe tener a la vista el cua-
derno incidental relativo al juicio de garantías número
862/2000, donde obran de la foja 619 a la 625, las cons-
tancias de notificación a las autoridades responsables; en la
foja 621,  aparece el oficio  IX-379-1 dirigido al Jefe de
Gobierno del Distrito Federal,  con el sello de la Dirección
General de Servicios Legales del Distrito Federal, en mar-
zo 22 de 2001, ordenándose se tomaran placas fotográficas
para agregarse al expediente.

i) Acuerdo del 24 de octubre de 2003, por el que se reci-
ben diecinueve fotografías del perito Sergio López Jacinto,
relativo a los sellos de acuse de recibo que obran en el cua-
derno incidental, relativo al juicio de amparo 862/2000.

j) Declaración del 27 de octubre de 2003, rendida por el
probable responsable ANDRÉS MANUEL LÓPEZ
OBRADOR, quien ratificó el contenido de los escritos de
fecha 18 de septiembre de 2003 y 2 de octubre de 2003, so-
licitando que se tuvieran  por ofrecidas, rendidas  y rela-
cionadas las documentales que hace referencia en ambos
escritos, y en ese acto exhibió un escrito, por medio del
cual amplió de nueva cuenta su declaración, el cual lo rati -
ficó en toda y cada una de sus partes.

k) Declaración del 30 de octubre de 2003, del Maestro
Leonel Godoy Rangel, quien ratificó la declaración mi-
nisterial formulada mediante el escrito de fecha  9 de octu-
bre de 2003, en donde sustancialmente manifestó: “que
niego en todas y cada una de sus partes la imputación que
existe en mi contra, toda vez, que el suscrito en su enton-
ces carácter de Secretario de Seguridad Pública del Go-
bierno del Distrito Federal, en ningún momento ordené,
ejecute, ni di instrucción alguna para que se quebrantara
la suspensión otorgada a la Sociedad mercantil represen-
tada por el Licenciado Fernando Espejel Cisneros, ya que
de las constancias que obran en el expediente de la averi-
guación previa citada al rubro se advierte con toda claridad
que nunca existió la pretendida violación a la suspensión
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definitiva otorgada a la denunciante, ya que ésta fue aca-
tada puntualmente por el suscrito para su debido cumpli-
miento”.

l) La declaración  del 12 de noviembre de 2003, del poli-
cía auxiliar Federico Ávila Peña,  quien señaló que per-
tenecía al agrupamiento número 64 de la Policía Auxiliar,
que en el mes de marzo a los últimos días de abril de 2001,
estuvo comisionado en el área denominada Potosí, el cual
comprende  la calle Vasco de Quiroga a la entrada del cen-
tro comercial Santa Fe, en turnos de 48 horas de trabajo por
48 de descanso, que las órdenes que tenía eran verbales, y
consistían en: “En hacer recorridos para checar que no ti-
raran cascajo, desperdicios, que todo estuviera bien y la
vialidad, por órdenes del encargado del destacamento que
no se tomaran fotografías de las áreas, segundo que nada
más ingresara personal de SERVIMET y de la empresa y
nadie más a lo que era un cerro, en donde se iba a cons-
truir la Prolongación Vasco de Quiroga, ya que estaban
sacando tierra sin recordar el nombre de la empresa cons-
tructora que trabaja para SERVIMET, sin saber si se ha-
bía concluido dicha vialidad ya que me cambiaron de área
en los primeros días de mayo...”.

m) Declaración del 14 de noviembre de 2003, rendida por
el    Diputado Federal José Agustín Ortíz Pinchetti, quien
ratificó el contenido de los escritos de fechas veintitrés de
octubre y doce de noviembre de dos mil tres, en el prime-
ro manifestó sustancialmente que de las constancias que
obran en le expediente abierto con motivo de la averigua-
ción previa “se advierte con mediana claridad que el sus-
crito no llevó a cabo ninguna conducta que implique vio-
lación a la suspensión definitiva como lo afirma el
representante legal de la quejosa, en razón, de que la me-
dida cautelar fue acatada puntualmente en términos de la
interpretación que de la misma se hizo, al disponer su cum-
plimiento”; y en el segundo de los escritos únicamente se-
ñala sus datos personales con la finalidad de ratificar su de-
claración y designa como persona de confianza a Irma
Eugenia Maceda Palacios, de quien también proporcionó
sus datos personales.

n) La ampliación de declaración del 8 de diciembre de
2003, del testigo  Carlos Antonio Heredia Zubieta, quien
manifestó que: “Durante mi encargo como Director Gene-
ral de la empresa Servicios Metropolitanos, Sociedad Anó-
nima de Capital Variable (SERVIMET), una de mis res-
ponsabilidades era la instalación de la infraestructura
hidráulica y la construcción de las vialidades, Programa

Parcial de Desarrollo Urbano Santa Fe, tarea a la cual me
avoqué durante mi gestión, sin embargo, al conocer la re-
solución de la autoridad judicial, en el sentido de que de-
bería suspenderse los trabajos en la franja expropiada del
predio el “Encino”, se acató de inmediato dicho resoluti-
vo, cuidando en todo momento de dejar libre los accesos al
predio el “Encino”, permitiéndose en todo momento el ac-
ceso a dicho predio y suspendiéndose las labores en la
franja indicada, en este acto esta autoridad procede a rea-
lizar preguntas directas al compareciente. PRIMERA: Que
diga el compareciente quien era su superior en el periodo
que se desempeñó como Director General de Servicios Me-
tropolitanos SA de CV. RESPUESTA: Recibí el nombra-
miento como Director General de SERMIT (sic) del ciuda-
dano Jefe de Gobierno del Distrito Federal, del actual Jefe
de Gobierno, quien a su vez fungía como presidente del
Consejo de Administración de dicha empresa de participa-
ción Estatal Mayoritaria. A la SEGUNDA: Que diga el
compareciente de que forma y a quien le informaba de los
avances de las obras, en específico de las construcciones
de las vialidades Vasco de Quiroga y Carlos Graef Fer-
nández. RESPUESTA: Le informaba al Consejo de Admi-
nistración por la vía de informes ahí presentados de ma-
nera trimestral y en lo relativo a este caso específico se
informaba por escrito de la evolución de los trabajos y de
la suspensión de éstos para acatar el mandato de la auto-
ridad judicial, a la Dirección General de Servicios Legales
de la Consejería Jurídica del Gobierno del Distrito Fede-
ral. A la TERCERA: En este acto se le pone  a la vista el
oficio número DG’317’01, de fecha 3 de octubre de dos mil
uno, que obra a fojas 1775 del tomo II de este expediente;
a lo que en respuesta el compareciente manifiesta que re-
conoce el contenido del mismo así como suya las firmas
que lo calza; a la CUARTA: Que diga el declarante por-
que continuó con la construcción de las vialidades Vasco
de Quiroga y Carlos Graef Fernández en el predio deno-
minado el “Encino”, sobre el que se había otorgado la
suspensión definitiva, aún y cuando, el Director General
de Servicios Legales del Gobierno del Distrito Federal, Li-
cenciado Carlos Paniagua Bocanegra le informó que se
debería suspender según oficio GCL/248/2001. RES-
PUESTA: Reitero que en acatamiento del mandato de la
autoridad judicial se paralizaron de inmediato todos los
trabajos de apertura de vialidades en la parte de las frac-
ciones expropiadas que sirven de acceso al predio denomi-
nado el “Encino” ubicado en la zona la Ponderosa, en la
Delegación del Distrito Federal en Cuajimalpa de More-
los, absteniéndonos en todo momento de bloquear o can-
celar los accesos al predio de la quejosa...”.
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ñ) Declaración del 15 de diciembre de 2003 del testigo
Alfredo Antonio Jerónimo, Policía Auxiliar, quien expre-
só:  “...que duré aproximadamente como nueve meses en la
Policía Auxiliar y que efectivamente mi servicio lo realicé
en las calles de Vasco de Quiroga y Salvador Agráz, por
Santa Fe en el Distrito Federal, lugar en donde realizaba
mis rondines en donde trabajaba 48 horas por 48 horas de
descanso, donde estaban trabajando máquinas de SERVI-
MET y que las consignas que teníamos eran no podíamos
ver árboles, cables, postes de luz caídos y que no hubiera
un carro mal estacionado o extraño sobre la avenida y por
lo que respecta a la brecha de la avenida vasco de Quiro -
ga que se estaba abriendo nadie podía entrar más que la
empresa SERVIMET y solo se dejaba entrar gente de SER-
VIMET identificándose y que esas órdenes me las dio mi
superior en forma verbal, sin recordar el nombre y fue ca-
sualidad que el día que fue el actuario me encontrara ahí,
porque en esa área no estaba estable...”.

o) Inspección ministerial practicada por el Agente del
Ministerio Público de la Federación el doce de enero de
dos mil cuatro, en el predio denominado “El Encino”, dili-
gencia en la que fue apoyado por el perito oficial en mate-
ria de fotografía Hermenegildo Castillo Chávez, en la que
se hizo constar que en el predio materia de la inspección no
se encontró ningún acceso para vehículos.

p) Acuerdo de recepción del trece de enero de dos mil
cuatro, en el que se reciben y agregan 37 fotografías del pe-
rito Hermenegildo Castillo Chávez, tomadas durante la ins-
pección ministerial.

q) Declaración del catorce de enero de dos mil cuatro del
testigo Licenciado Carlos Paniagua Bocanegra, quien en
la época de los hechos ocupaba el cargo de Director Gene-
ral de Servicios Legales del Gobierno del Distrito Federal,
y manifestó que el Licenciado Vicente Lopantzi García,
Coordinador de Establecimientos Mercantiles de Alto Im-
pacto, era el encargado de dar el seguimiento a los asuntos
o cuestiones relativas a los juicios de amparo y de inciden-
tes de inejecución y que por dichas funciones era el encar-
gado de redactar los oficios firmados por el suscrito en esos
casos, y que en relación al oficio sin número de fecha dos
de abril de dos mil uno, suscrito por el Licenciado Carlos
Heredia Zubieta y recibido en la Dirección General a su
cargo el diez de abril de dos mil uno, lo acordó con la Li-
cenciada Rebeca Cruz, que no se acompañó la copia del
oficio que se menciona en ese documento en el que su-
puestamente se había dado la instrucción al área encargada
de la realización del trabajo de las vialidades Carlos Graef

Fernández y Vasco de Quiroga , para que se abstuvieran de
bloquear los accesos al predio “El Encino”; que el Licen-
ciado Vicente Lopantzi García, era el encargado de llevar y
obtener la firma del Licenciado Ortiz Pinchetti, en los ca-
sos de ausencia temporal del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, que a preguntas que le formularon en su compare-
cencia ante el Ministerio Público, señaló que fue hasta ese
momento cuando tuvo a la vista el oficio del dos de abril
cuando se dio cuenta que no se acompañaba la copia del
oficio que se menciona en el mismo,  que en el presente
asunto le marcaba copia de los oficios a la Licenciada Ma-
ría Estela Ríos González, Consejera Jurídica y de Servicios
Legales del Distrito Federal, así como se le daba informa-
ción en los acuerdos que sostenía en forma periódica con
ella o se le enviaban notas informativas, cuando se lo re-
quería y que la Licenciada María Estela Ríos González, era
su superior jerárquico, en los términos de la Ley Orgánica
de la Administración Pública del Distrito Federal y del Re-
glamento Interior de la Administración Pública del Distri-
to Federal.

r) La declaración de fecha veintidós de enero de dos mil
cuatro del testigo Licenciado Vicente Lopantzi García,
quien sustancialmente manifestó que en la época de los he-
chos que se investiga se desempeñaba como Jefe de la
Unidad Departamental de Amparo y posteriormente encar-
gado de la Coordinación de Establecimientos Mercantiles
de Alto Impacto de la Dirección de Servicios Legales del
Gobierno del Distrito Federal, que por sus funciones como
titular de la Unidad Departamental de Amparos, tuvo co-
nocimiento del juicio de amparo 862/2000, promovido por
Promotora Internacional Santa Fe, Sociedad Anónima de
Capital Variable, que fue el encargado de elaborar el oficio
de veintiséis de marzo de dos mil uno, dirigido al Director
General de Servicios Metropolitanos,  Sociedad Anónima
de Capital Variable, para que diera cumplimiento a la sus-
pensión definitiva, documento firmado por el entonces
Director General de Servicios Generales Carlos Paniagua
Bocanegra, en respuesta a ese oficio el Licenciado Carlos
Heredia Zubieta informó que había instruido al área encar-
gada de la realización de los trabajos de las vialidades Car-
los Graef Fernández y Vasco de Quiroga para que se abs-
tuvieran de bloquear los accesos al predio “El Encino”,
expresando que se enviaba copia del oficio respectivo, sin
que esto ocurriera, en razón de que en el acuse de recibo no
se consigna que se hubiera adjuntado algún documento.
Que se encargaba de elaborar los oficios relacionados con
las suspensión definitiva y previa, revisión y rúbrica del Li-
cenciado Carlos Paniagua Bocanegra, se llevaba el docu-
mento respectivo para firma del Secretario de Gobierno
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Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, a preguntas que le
formularon, expresó que no recordaba que se hizo ante la
falta del oficio por medio del cual según el Licenciado Car-
los Heredia Zubieta se habían dado instrucciones para el
cumplimiento de la suspensión definitiva; que además del
Licenciado Carlos Paniagua Bocanegra, también acordaba
con la Licenciada Rebeca Cruz Rojas, en ese entonces Sub-
directora de Asuntos Contenciosos, Civiles y Amparos.

s) Declaración de veintitrés de enero de dos mil cuatro, de
la testigo María Estela Ríos González, quien sustancial-
mente manifestó  que corresponde a la Dirección General
de Servicios Legales dar seguimiento a todos los asuntos li-
tigiosos en los que la Administración Pública es parte o en
la que aparece como autoridad responsable el Jefe de Go-
bierno de acuerdo a los establecido en el Reglamento Inte-
rior de la Administración Pública del Distrito Federal, ba-
jo el principio de hacer cumplir todas las resoluciones que
dicta el Poder Judicial, señalando que recibió información
de los trámites que se realizaron con objeto de acatar las ór-
denes dadas por el Juez de Distrito, en el juicio de amparo
862/2000, promovido por Promotora Internacional Santa
Fe Sociedad Anónima de Capital Variable, y que en ese
asunto las instrucciones siempre fueron en el sentido de re-
alizar los trámites necesarios para dar cumplimiento a la
orden de suspensión decretada por el Juez de Amparo. A
preguntas formuladas por el Ministerio Público señaló que
en el caso concreto se le informó en su momento al Jefe de
Gobierno, cuando el solicitó información al respecto,  por
haber aparecido notas periodísticas que lo acusaban de ha-
ber desobedecido la orden de suspensión,  que no recorda-
ba la fecha en que le comunicó lo anterior; su superior je-
rárquico lo es el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, que
tiene acuerdo con el Jefe de Gobierno cada vez que él la
llama para el tratamiento de algún asunto, que las medidas
que se tomaron para dar cumplimiento a la suspensión de-
finitiva fueron los oficios elaborados por la Dirección Ge-
neral de Servicio Legales a la empresa de Participación Es-
tatal SERVICIOS METROPOLITANOS, SOCIEDAD
ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, a quien se le ha-
cía del conocimiento  las órdenes que daba el juez a lo lar-
go del procedimiento para que realizara las acciones perti-
nentes para su cumplimiento y que no está dentro de sus
atribuciones verificar que dichas medidas se hayan llevado
a cabo, toda vez, que no tiene la función de inspección, pe-
ro que tiene conocimiento por la información recibida que
se acataron las órdenes de suspensión tal y como el juez lo
ordenó, que la información la recibió del Director de Ser-
vicios Legales, que de lo anterior, no le informó a sus su-
perior jerárquico porque la tramitación de estos asuntos se

lleva a cabo de manera automática, que se le informó de es-
te caso al superior jerárquico, cuando en algunos medios de
difusión apareció la noticia de que se estaba incumpliendo
con una orden dada por el juez y le informó que se habían
realizados los trámites para hacer cumplir la orden.

t) La declaración del veintiséis de enero del dos mil cua-
tro de Marco Antonio del Prado Rodríguez, en calidad
de testigo, quien en la época de los hechos se desempeña-
ba como Director General de la Policía Metropolitana de la
Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno del Distrito
Federal, quien reconoció las firmas que aparecen en diver-
sos oficios que signó por ausencia del Secretario de Segu-
ridad Pública, el Maestro Leonel Godoy Rangel y en cuan-
to al fondo y análisis jurídico de esos documentos, eso le
correspondía a la Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídi-
cos, y se firmaba por ausencia  a fin de evitar que el titular
de la Secretaría de Seguridad Pública incurriera en algún
incumplimiento de sus funciones.

u) La comparecencia del seis de febrero de dos mil cuatro
de Lorena Berenice Álvarez Montiel, representante Legal
de Servicios Metropolitanos Sociedad Anónima de Capital
Variable, para exhibir copias certificadas de las Actas de
Sesiones del Consejo de Administración de su representa-
da, celebradas del primero de marzo de dos mil uno al pri-
mero de marzo de  dos mil dos.

v) La ampliación de declaración de fecha trece de febre-
ro de dos mil cuatro del probable responsable Licenciado
José Agustín Ortiz Pinchetti, quien manifestó que ratifi-
caba el contenido del escrito de fecha treinta de enero de
dos mil cuatro, por el cual amplió su declaración y se negó
a responder si reconocía las firmas que aparecen al calce
de diversas promociones que obran en el cuaderno inci-
dental, relativo al juicio de amparo 862/2000, en las que
por ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal y
por su propio cargo los firmó como Secretario de Gobier-
no del Distrito Federal, y se negó a responder porque en el
oficio por el que se le citó, solo se indicó que era con el  ob-
jeto de ratificar el  escrito a que ha hecho referencia.

w) La declaración del 24 de febrero de 2004 del Licen-
ciado Fernando Espejel Cisneros, quien compareció para
exhibir copias certificadas de la resolución del recurso de
revisión RA 517/2002, mediante el cual se resuelve y con-
firma la sentencia definitiva del juicio de amparo
862/2000, en la que se concedió el amparo a su representa-
da y la fe ministerial de dicho documento.

Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados66



x) La fe ministerial del Bando para dar a conocer la de-
claración del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, expe-
dido por la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legisla-
tiva del Distrito Federal, el once de septiembre de dos mil,
en el que se hace constar que el Tribunal Electoral del Dis-
trito Federal, declaró como Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, electo para el periodo del cinco de diciembre de
dos mil al cuatro de diciembre del dos mil seis al Ciudada-
no ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR.

y) Resoluciones y sentencias del Poder Judicial de la Fe-
deración relativas al juicio de amparo promovido por Pro-
motora Internacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Ca-
pital Variable en contra del Ministerio Público de la
Federación.

3.- PRUEBAS ADMITIDAS Y DESAHOGADAS DU-
RANTE LA INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO
DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA.

En el presente procedimiento, se admitieron y desahogaron
las siguientes pruebas.

Ofrecidas por el solicitante de la Declaración de Proce-
dencia.

a) La documental pública consistente en todo lo actuado
en la averiguación previa número 1339/FESPLE/2001,
misma que ya obra integrada en el expediente SI/03/04 de
la Sección Instructora de la Cámara de Diputados, resal-
tando de ella, algunos puntos, elementos, documentos y
pruebas existentes tendientes a fortalecer la solicitud de de-
claración de procedencia presentada.

b) La documental consistente en una maqueta a escala del
predio “El Encino” realizada por peritos en materias de in-
geniería y arquitectura de la Procuraduría General de la Re-
pública, tendiente a demostrar el estado en que se encon-
traba el predio antes de las construcciones de las
vialidades, así como el estado posterior a las mismas.

c) La documental consistente en imágenes fotográficas
que obran en el expediente, donde se aprecia la continua-
ción de las construcciones de las vialidades en las zonas
expropiadas del predio “El Encino”, después de que se no-
tificó la suspensión definitiva al Jefe de Gobierno.

d) La documental pública consistentes en copias certifi-
cadas de tres testimonios de las actas de fe de hechos, le-
vantadas por el Notario Público número 181 del Distrito

Federal, con los números veintidós mil quinientos treinta,
correspondiente al Libro quinientos nueve, de fecha treinta
de abril de 2001; testimonio número veintidós mil quinien-
tos quince, correspondiente al Libro quinientos diecisiete
de fecha tres de julio de dos mil uno; y testimonio número
veintitrés mil setecientos noventa y dos, correspondiente al
Libro número quinientos treinta y siete de fecha veintidós
de noviembre de dos mil uno.

e) La documental pública relativa al Cuaderno Incidental
del Juicio de Amparo 862/2000, del índice del Juzgado No-
veno de Distrito en Materia Administrativa del Distrito Fe-
deral, misma que se anexó en el escrito de solicitud de de-
claración.

f) La documental pública consistente en cinco diversos
testimonios de actas de fe de hechos levantadas por el No-
tario Público número 181 del Distrito Federal, con los nú-
meros veintidós mil doscientos ochenta y nueve, corres-
pondiente al Libro número quinientos tres, de fecha
diecinueve de marzo de dos mil uno; testimonio número
veintidós mil trescientos noventa y seis, correspondiente al
Libro número quinientos  seis, de fecha  cuatro de abril de
dos mil uno; testimonio número veintitrés mil trescientos
noventa y nueve, correspondiente al Libro número qui-
nientos veintiocho de fecha doce de septiembre de dos mil
uno; testimonio número veinticuatro mil ciento sesenta y
cinco, correspondiente al Libro número quinientos cuaren-
ta seis, de fecha  veintinueve de enero de dos mil dos; y tes-
timonio número veinticuatro mil ciento noventa y nueve,
correspondiente al Libro número  quinientos cuarenta y
siete, de fecha  seis de febrero de dos mil dos.

g) La documental consistente en dos fotografías aéreas
del predio “El Encino”, una correspondiente a febrero de
mil novecientos noventa y nueve y la segunda correspon-
diente a febrero de dos mil  dos, donde se aprecia como
se encontraba el inmueble antes del inicio de las vialidades
y después de las referidas obras.

h) La instrumental de actuaciones; y

i) La presuncional en su doble aspecto legal y humana.

Por lo que hace al Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
se admitieron y desahogaron las siguientes:

a) Las documentales públicas consistentes en las actua-
ciones que obran en el incidente de suspensión del juicio de
amparo 862/2000, relativas a las resoluciones judiciales,
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inspecciones oculares, demanda de amparo interpuesta por
el apoderado de Promotora Internacional Santa Fe, Socie-
dad Anónima de Capital Variable, el cuatro de diciembre
de dos mil, en contra del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral y otras autoridades y escrito de denuncia a la viola-
ción definitiva de trece de agosto de dos mil uno.

b) Documentales públicas consistentes en copias certifi-
cadas de los oficios números DGSL/248/2001 del veinti-
séis de marzo de dos mil uno, DGSL/272/2001 de fecha
tres de abril de dos mil uno y DGSL/637/2001 de fecha
veintitrés de agosto de dos mil uno, suscritos por el Direc-
tor General de Servicios Legales adscrito a la Consejería
Jurídica y de Servicios Legales del Gobierno del Distrito
Federal, todos ellos dirigidos al licenciado Carlos Heredia
Zubieta, Director General de Servicios Metropolitanos, So-
ciedad Anónima de Capital Variable.

c) La documental consistente en copia certificada del ofi-
cio de cinco de septiembre de dos mil uno, signado por el
Secretario de Gobierno en ausencia del Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, dirigido al  licenciado Carlos Heredia
Zubieta, Director General de Servicios Metropolitanos, So-
ciedad Anónima de Capital Variable, en el que se comuni-
ca la resolución pronunciada en la denuncia de violación a
la suspensión definitiva del juicio de amparo 862/2000 y se
requiere su inmediato cumplimiento.

d) La documental consistente en copia certificada del ofi-
cio DG/1926/01, de siete de septiembre de dos mil uno,
signado por el licenciado Carlos Heredia Zubieta, Director
General de Servicios Metropolitanos, Sociedad Anónima
de Capital Variable.

e) La documental consistente en copia autenticada del ofi-
cio de dos de octubre de dos mil uno, signado por el Se-
cretario de Gobierno en ausencia del Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, en el que se le comunica al licenciado
Carlos Heredia Zubieta, Director General de Servicios Me-
tropolitanos Sociedad Anónima de Capital Variable, el re-
querimiento del Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal, para que informe so-
bre el cumplimiento que se está dando a la sentencia pro-
nunciada con motivo de la denuncia de violación a la sus-
pensión definitiva e informe el cumplimiento dado a esa
resolución.

f) La documental consistente en copia certificada del ofi-
cio de dos de octubre de dos mil uno, signado por el Se-
cretario de Gobierno del Distrito Federal, en ausencia del

Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en el que desahoga
el requerimiento relacionado con el cumplimiento a la sus-
pensión definitiva.

g) La documental consistente en copia certificada del ofi-
cio DG/317/01,de tres de octubre de dos mil uno, signado
por el Licenciado Carlos Heredia Zubieta, Director Gene-
ral de Servicios Metropolitanos, Sociedad Anónima de Ca-
pital Variable, en el que informa al Licenciado Carlos Pa-
niagua Bocanegra, Director General de Servicios legales,
que los accesos al predio “El Encino” han permanecido sin
bloqueo con motivo de la nivelación y remoción de tierra,
por lo que el propietario puede acceder a su terreno sin nin-
gún problema, anexando un informe técnico de los trabajos
que se realizan para la construcción, en las áreas expropia-
das de las vialidades Vasco de Quiroga y Carlos Graef Fer-
nández, así como un plano donde quedan de manifiesto los
accesos al predio en cuestión.

h) La documental consistente en copia certificada del ofi-
cio de fecha dieciocho de octubre de dos mil uno, signado
por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en au-
sencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en el que
se le requiere al Director General de Servicios Metropoli-
tanos, Sociedad Anónima de Capital Variable, informe so-
bre el cumplimiento dado a la suspensión definitiva conce-
dida en el juicio de amparo 862/2000.

i) La documental consistente en copia certificada del ofi-
cio DG/329/01, de veintidós de octubre de dos mil uno,
signado por el Licenciado Carlos Heredia Zubieta, Direc-
tor General de Servicios Metropolitanos, Sociedad Anóni-
ma de Capital Variable, en el que informa que si se están
realizando los trabajos de renivelación y remoción de tie-
rra, para la construcción de las Vialidades Vasco de Quiro-
ga y Carlos Graef Fernández, pero que en ningún momen-
to se han bloqueado los accesos al predio propiedad de la
empresa Promotora Internacional Santa Fe, Sociedad Anó-
nima de Capital Variable.

j) Las documentales consistentes en  cuatro copias certifi-
cadas de las escrituras públicas número mil novecientos
trece, del nueve de julio de mil novecientos cincuenta y
dos; número veintinueve mil quinientos treinta y tres, de
veintidós de julio de mil novecientos sesenta y nueve; nú-
mero veintitrés mil trescientos noventa y cinco, de diez de
diciembre de mil novecientos noventa y ocho; y  número
cincuenta y ocho mil seiscientos veinticinco, de veinticua-
tro de abril de mil novecientos noventa y uno.

Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados68



k) La documental consistente en las copias autenticadas
de la escritura pública número seiscientos cuarenta y uno,
de once de diciembre de mil novecientos noventa, junto
con copia certificada del folio real 9259494; y del folio Re-
al número 9405432, expedidos por el Registro Público de
la Propiedad del DF.

l) Las documentales consistentes en:

i) Copias autenticadas de las Actas de Sesión del Consejo
de Administración de Servicios Metropolitanos, Sociedad
Anónima de Capital Variable, celebradas el veintiséis de
abril, primero de junio y trece de diciembre, todas del dos
mil uno, así como la celebrada el seis de febrero de dos mil
dos.

ii) Copia simple de los planos del predio “El Encino”, ela-
borados por el Arquitecto Francisco Omar Lagarda García.

iii) Copia certificada del dictamen pericial de cinco de ma-
yo de dos mil cuatro, firmado por el Arquitecto Francisco
Omar Lagarda García, perito en materia de topografía.

iv) Copia de un plano del predio denominado “El Encino”
(Reconstrucción), Afectación por SCT y Resto del Predio
“B”, elaborado por el Arq. Francisco Omar Lagarda Gar-
cía, en el mes de marzo.

v) Copia certificada de la  Lámina “Alineamientos, Núme-
ros Oficiales y Derechos de Vía”, N°  200, plano denomi-
nado “Programa Parcial de Desarrollo Urbano y Protección
Ecológica”.

vi) Copia autenticada de un plano denominado “Levanta-
miento Topográfico para determinar la ubicación del pre-
dio “El Encino” y el colector en la cuenca alta del río Ta-
cubaya, ramal sur,  Lomas de Santa Fe”.

vii) Copias de fotografías aéreas denominadas “año 1986”,
“año 2000” y año “2001”.

viii) Copia autenticada de la página veintinueve de la Ga-
ceta del Distrito Federal, correspondiente al número ciento
cincuenta y ocho, de doce de septiembre de dos mil.

ix) Copia certificada del contrato de usufructo celebrado
entre la empresa Servicios Metropolitanos, Sociedad Anó-
nima de Capital Variable y Constructores de Infraestructu-
ra Mexicana, Sociedad Anónima.

x) Copia simple del avalúo número 0093911, practicado
por Banpaís, S.N.C.

xi) Copias simples de las cartas urbanas identificadas como
“Cuajimalpa E14A39-31” y “Santa Fe E14A39-32, emiti-
das por el Sistema de Información Catastral de la Tesorería
del Distrito Federal. 

xii) Copia certificada de álbum fotográfico presentado por
la quejosa en el juicio de amparo indirecto número
862/2000, ante el Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa del Distrito Federal.

m) La pericial en materia de Ingeniería Civil, en la es-
pecialidad de estudio Topográfico Comparativo, que
versó sobre el estudio topográfico comparativo respecto de
las condiciones físicas que presentaba la superficie de terre-
no que comprende el predio “El Encino”, que prevalecían el
catorce de marzo del dos mil uno, con las condiciones físi-
cas existentes en la actualidad. Dictamen rendido y ratifica-
do por el Ingeniero Arquitecto Civil José Luis Revilla Ló-
pez y por el Ingeniero Civil Erick Efrén Ramírez Díaz.

Por su parte el Ministerio Público de la Federación, desig-
nó para intervenir en esta prueba, a los peritos Ingenieros
Civiles Juan Gabriel Gutiérrez Jiménez y Artemio Francis-
co Maldonado.

n) La pericial en materia de ingeniería civil, sobre la es-
pecialidad en estudio  Topográfico Comparativo que
versó en el estudio topográfico comparativo que permita
delimitar los límites de la parte sur del predio “El Encino”
y la ubicación de la servidumbre de paso establecida en el
mismo predio, sobre una faja de veinte metros de ancho,
comprendida en su lindero sur, en la parte correspondiente
a su límite con la barranca. Dictamen rendido y ratificado
por el Ingeniero Fotogrametrista, Esteban Navarro Pérez y
el Ingeniero Arquitecto, Francisco Omar Lagarda García.

Por su parte el Ministerio Público de la Federación desig-
nó como peritos para intervenir en esta prueba  a los Inge-
nieros Civiles Juan Manuel López Reyes y Ciro Torres
Castro.

ñ) La pericial en materia de estudio geológico que versó
respecto de la superficie del terreno que comprenden los
accesos norte y sur del predio “El Encino” ubicado en la
zona la ponderosa. Dictamen rendido y ratificado  por el
Geógrafo con especialidad en Geomorfología Alberto Gó-
mez Arizmendi y el Doctor José Inocente Lugo Hubp.
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Por su parte el Ministerio Público de la Federación, desig-
nó como perito para esta prueba al Maestro en Ciencias
Eduardo Pérez Flores.

o) La pericial  en materia de biología botánica, que ver-
só sobre el estudio de la flora que presentan los accesos
norte y sur del predio “El Encino”, determinándose la cla-
se y características de dicha flora y acorde a tales caracte-
rísticas prevalecientes, su tiempo de desarrollo o creci-
miento que representan. Dictamen rendido y ratificado por
los biólogos  Saúl Germán Segura Burciaga y Jaime Er-
nesto Rivera Hernández.  

Por su parte el Ministerio Público de la Federación desig-
nó como peritos a los Biólogos Ricardo González Rivera y
Alfredo Patiño Siciliano.

p) La pericial en materia de infraestructura hidráulica,
que tuvo por objeto y pertinencia demostrar que en la par-
te sur que ocupa el predio, lugar donde fue trazada la calle
Carlos Graef Fernández, cruza la trayectoria del cause na-
tural del río Tacubaya ramal sur y su actual entubamiento.
Dictamen rendido y ratificado por los Ingenieros Juan Car-
los Guasch y Saunders y Octavio López Maya.

Por su parte el Ministerio Público de la Federación desig-
nó como peritos al Ingeniero Topógrafo e Hidrógrafo Ma-
rio Rugeiro Luna y al Ingeniero Civil José Manuel López
Reyes. 

q) La inspección material en el predio “El Encino”,
prueba que se desahogó el diecisiete de enero de dos mil
cinco, en compañía de los peritos designados por las par-
tes.

r) La presuncional legal y humana; y

s) La instrumental de actuaciones.

Una vez precisados los anteriores elementos de prueba, esta
Sección Instructora deberá realizar el análisis del caso, pa-
ra establecer la existencia del delito y la probable respon-
sabilidad del imputado.

SEXTO.- EXISTENCIA DEL DELITO IMPUTADO AL
SERVIDOR PÚBLICO.

Una vez constatado que el Servidor Público ANDRES
MANUEL LOPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno del Dis-

trito Federal, efectivamente dispone de fuero, y que se ha
precisado la litis y las pruebas que obran en el expediente,
esta Sección Instructora se avocará, como lo dispone artícu-
lo 25 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos,  a examinar si en la especie, con los ele-
mentos de prueba reseñados,  se acredita o no la existencia
del DELITO DE VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN,
previsto en el artículo 206 de la Ley de Amparo y sancio-
nado en el numeral 215 del Código Penal Federal.

El análisis de las constancias que obran en el expediente,
deberá realizarse, no como una mera apreciación o de una
convicción basada en valoraciones de carácter subjetivo o
político, sino por el contrario, de una actuación de índole
técnica que permita comprobar jurídicamente la existen-
cia de la conducta delictiva que se le imputa al Servidor
Público.

El artículo 206 de la Ley de Amparo,  a la letra señala:

ART. 206.- La autoridad responsable que no obedez-
ca un auto de suspensión debidamente notificado,
será sancionada en los términos que señala el Códi-
go Penal aplicable en materia federal para el delito
de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia
cometida; independientemente de cualquier otro de-
lito en que incurra

Los elementos del cuerpo del delito en términos del artícu-
lo 168 del Código Federal de Procedimientos Penales, de
aplicación supletoria, conforme a lo dispuesto por el nu-
meral 45 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, se encuentran acreditados conforme a
las consideraciones que a continuación se expresan:

OBJETO MATERIAL.- El objeto material del delito en
el caso, lo constituye el incumplimiento por parte de la au-
toridad responsable de un mandamiento emanado de una
autoridad judicial, concretamente la sentencia interlocuto-
ria pronunciada el catorce de marzo de dos mil uno, por el
Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administrativa en
el Distrito Federal, en el que concede la suspensión defini-
tiva, en el cuaderno incidental relativo al juicio de amparo
862/2000,  promovido por el Licenciado Fernando Espejel
Cisneros, representante legal de Promotora Internacional
Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital Variable.

CONDUCTA TIPICA.- La conducta, que en la especie
consiste en que la autoridad señalada como responsable en
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un juicio de amparo desobedezca un auto de suspensión de-
bidamente notificado, se acredita fundamentalmente con
los siguientes elementos de prueba:

1.- La sentencia interlocutoria dictada el catorce de
marzo de dos mil uno, por el Juez Noveno de Distrito en
Materia Administrativa en el Distrito Federal, en el cua-
derno incidental del juicio de amparo 862/2000, en el que
se resolvió,   que si bien, las autoridades responsables, Je-
fe de Gobierno del Distrito Federal y Secretario de Seguri-
dad Pública del Gobierno del Distrito Federal, negaron la
existencia de los actos  consistente en la ejecución material
del decreto expropiatorio, bloqueo y cancelación de los ac-
cesos al predio, Éstos se tuvieron por ciertos, con el resul-
tado de la inspección ocular, actas notariales en la que se
asentó el resultado de la fe de hechos y copia certificada
del oficio S43/6038/2000 del once de noviembre del dos
mil, con lo que a criterio del Juez de Distrito, se advirtió lo
siguiente: “ a) que el predio que defiende la quejosa se han
realizado trabajos de excavación y cortes en el cerro que
tienen una altura entre diez y veinte metros; b) que existe
la presencia de elementos de la SecretarÍa de Seguridad
Pública, resguardando el lugar y c) que en la parte de la
construcción de la avenida Vasco de Quiroga  existe impo-
sibilidad para acceder al predio que defiende la quejosa
debido a los cortes que se le han hecho los cuales son de
aproximadamente treinta metros y por otros lados es difí-
cil el acceso debido a que existe una malla metálica”;

“Así como copia certificada de los acuerdos del uno de no-
viembre de mil novecientos setenta  y nueve y treinta y uno
de julio  del mil novecientos ochenta y uno, de los que se
advierte que el Jefe del Departamento del Distrito Federal
ahora Jefe de Gobierno del Distrito Federal, encomendó a
la empresa de participación estatal del área del Departa-
mento del Distrito Federal denominada Servicios Metro -
politanos, Sociedad Anónima de Capital Variable, el nive-
lar, por si o por conductos de terceros, los caminos y
derechos de vía de la zona Santa Fe- Contadero y el con-
trato de obra pública por licitación nacional a precios uni-
tarios y tiempo determinado consistente en la construcción
de la avenida Vasco de Quiroga  Sur, Zona la Ponderosa en
el Programa Parcial de Desarrollo Urbano Santa Fe,  del
trece de marzo de dos mil, celebrado por Servicios Metro -
politanos, Sociedad Anónima de Capital Variable, empre-
sa de participación estatal sectorizada del Distrito Federal
y Especialistas en proyectos  y Construcciones..., pruebas
que adminiculadas entre sÍ y valoradas en términos de los
artículos 129, 161, 202 y 212 del Código Federal de Pro -
cedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de

Amparo, son bastantes para acreditar la existencia de los
actos imputados al Jefe de Gobierno del Distrito Federal
y Secretario de Seguridad Pública, toda vez  que de ellas
se aprecia que los actos realizados por la aludida empre-
sa de participación estatal, relativos a la construcción de
una vialidad en el predio que defiende la promovente son
consecuencia de las facultades que le otorgó el Jefe del
Departamento del Distrito Federal, ahora Jefe  de Go-
bierno del Distrito Federal,  por lo que se concluye  que
las aludidas autoridades han realizado actos tendientes al
cumplimiento material del  decreto expropiatorio recla-
mado y, en consecuencia, a obstaculizar y cancelar los
accesos al predio que defiende la demandante”.

“En cuanto a los efectos y consecuencias derivados del
acatamiento del decreto por el que se expropia a favor del
Gobierno del Distrito Federal  dos fracciones del predio
denominado “El Encino”, ubicado en la zona de la Pon-
derosa, en la Delegación del Distrito Federal en Cuaji-
malpa de Morelos, del nueve de noviembre del dos mil, pa-
ra la apertura y construcción de vialidades que, dice, se
traducen en el bloqueo y cancelación de los accesos a las
demás fracciones del citado predio propiedad de la quejo-
sa,  lo procedente es verificar  si se reúnen los requisitos
previstos en el artículo 124 de la Ley de Amparo para con-
ceder el beneficio de la suspensión definitiva”. Concluyén-
dose que “de no otorgarse la medida cautelar, se seguiría
causando a la promovente daños y perjuicios de difícil
reparación, pues se vería afectada en su derecho de uso y
disfrute de las fracciones del predio de su propiedad que
no fueron expropiadas, así como de acceder libremente a
ellas, máxime que del acta de inspección ocular practica-
da en los terrenos del doce de marzo de dos mil uno, se
desprende que las obras tienen como seguimiento devastar
parte del terreno creando cortes con un desnivel entre diez
y veinte metros de altura”. “luego, toda vez, que se reu-
nieron los requisitos aludidos y tomando en considera-
ción que como se vio la quejosa ya no tiene la posesión
de las fracciones de su predio expropiadas mediante de-
creto del nueve de noviembre del dos mil, con fundamen-
to en lo dispuesto por el articulo 124 de la Ley de Amparo,
lo procedente es conceder la suspensión definitiva  para
el único efecto de que “las autoridades responsables pa-
ralicen los trabajos de apertura de vialidades sólo en la
parte de las fracciones expropiadas que servían de acce-
so al predio denominado “El Encino” ubicado en la zo-
na la Ponderosa, en la Delegación del Distrito Federal
en Cuajimalpa de Morelos, así como para que se abs-
tengan de bloquear y cancelar los accesos al predio de
la quejosa.” 
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“ La medida cautelar que se concede surte sus efectos des-
de luego y hasta en tanto se pronuncie sentencia ejecutoria
en el expediente principal”.

2.- Escrito de fecha veintiséis de marzo por medio del cual
el Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en ausencia
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, interpone el re-
curso de revisión en contra de la sentencia interlocutoria
de fecha  catorce de marzo de dos mil uno, mediante el cual
se concede la suspensión definitiva a la quejosa.  

3.- La resolución de fecha treinta de mayo de dos mil
uno, emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, en el que se resuelve: 

“ PRIMERO.- En la materia de recurso se confirma la re-
solución recurrida.”

“ SEGUNDO.- Se concede la suspensión definitiva en la
forma y términos precisados por el Juez de Distrito, res-
pecto de los actos reclamados a las autoridades responsa-
bles para ambos precisados en el resultando primero de es-
ta ejecutoria”. 

Para arribar a esta resolución, el Tribunal estimó en su
considerando quinto que: “atendiendo a las consideracio-
nes que anteceden resulta que, si como consecuencia de
una determinación emitida por una autoridad en ejercicio
de sus facultades se infiere un agravio a cualquiera de los
derechos sustantivos del particular, como el de propiedad
o posesión, con independencia de que dicha afectación se
materialice por conducto de un tercero es incuestionable
que el acto es imputable a la autoridad que lo ordenó , por
ende, se justifica la certeza y existencia de los actos recla-
mados a ésta y, para el caso de que proceda decretar la
suspensión de dichos actos, evidentemente quedará involu-
crada en la resolución que otorgue la suspensión hasta en
tanto se resuelva sobre la constitucionalidad o inconstitu-
cionalidad de dicho acto, tomando las medidas pertinentes
para que en todo caso la medida adoptada por el juez, ten-
ga plenos efectos”.

“Consecuentemente, aún cuando la recurrente no se haya
constituido personalmente en la propiedad de la quejosa
para realizar los actos que ordenó fuesen ejecutados por
una empresa de participación estatal, la determinación
en este sentido establece la certeza y existencia de dichos
actos cuyos efectos y consecuencias por su naturaleza,
fueron susceptibles de suspender, consecuentemente, fue

correcta la determinación del juez en el sentido de consi-
derar que no obstante la negativa formulada por aquel,
quedó acreditada su participación y, por lo mismo la
existencia de los actos reclamados a ella”.

4.- La denuncia de violación a la suspensión definitiva
del acto reclamado, por parte de las autoridades responsa-
bles del Gobierno del Distrito Federal, presentada el dieci-
siete de agosto de dos mil uno, por el Licenciado Fernando
Espejel Cisneros, representante  legal de Promotora Inter-
nacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital Variable,
quien señaló que las autoridades responsables del Gobier-
no del Distrito Federal “Reiteradamente han insistido en
seguir ordenando, y a su vez permitiendo y ejecutando los
trabajos y obras de apertura de vialidades dentro de las
fracciones expropiadas y realizar taludes que impiden el
acceso al predio en cuestión y fijar cercas, por lo que pa-
ra efectos de demostrar lo antes narrado, desde este mo-
mento ofrezco la prueba de inspección ocular, lo anterior
de conformidad a los establecido por los artículos 150 y
152 de la Ley de Amparo, para que este juzgado esté en ap-
titudes de constatar la autenticidad y realidad de las trans-
gresiones por parte de las autoridades responsables al
continuar ordenando y ejecutando los trabajos y obras so-
bre las fracciones expropiadas y al interior del predio “El
Encino”,  bloqueando el acceso, no obstante de haberse
otorgado la medida cautelar de referencia para los efectos
precisados en la misma, los trabajos siguen desarrollán-
dose dentro del predio defendido y que a pesar de habér-
seles notificado a las autoridades responsables, estos tra-
bajos no han sido suspendidos ni en lo más mínimo, sino
por lo contrario, pues a pesar de ello los trabajo no se in-
terrumpen y si por consiguiente depredan el predio, conse-
cuentemente, al paso que van las obras, en lo futuro que-
dará sin materia la suspensión definitiva  decretada,
haciendo notar a su Señoría que los informes rendidos
por las autoridades responsables reflejan una negativa
carente de soporte lógico jurídico,  pues no basta emitir
un simple no, cuando existen pruebas que demuestran lo
contrario”.   

5.- Auto del veinte de agosto de dos mil uno, dictado por
el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, en el que se tiene por recibido el escrito
del apoderado de la parte quejosa, promoviendo incidente
de violación a la suspensión definitiva y se requiere a las
autoridades responsables para que en un plazo de tres días
informen lo que a su derecho convenga respecto a la viola-
ción que se les demanda.
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6.- Informe rendido por Andrés Manuel López Obra-
dor, Jefe de Gobierno del Distrito Federal y José Agus-
tín Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del Distrito
Federal, y firmado por este último en ausencia del prime-
ro, en el que manifiesta: “no son ciertos los actos que se
imputan al Jefe de Gobierno del Distrito Federal en la de-
nuncia de mérito, consistente en la violación a la suspen-
sión definitiva de los actos reclamados, pues esta autori-
dad, contrario a lo aseverado por el representante legal de
la quejosa no ha llevado a cabo las conductas que indebi-
damente se me imputan, por lo que no he desacatado la
suspensión en comento”.

“ Por otra parte, el representante legal de la quejosa tam-
poco demuestra de forma incuestionable que esta autori-
dad con posterioridad al dictado de la resolución ejecuto-
ria del incidente de suspensión,  ha bloqueado y cancelado
los accesos al predio de mérito”.

“Al respecto, debe decirse, que si bien es cierto que se ha
continuado con los trabajos de apertura de las vialidades
denominadas Carlos Graef Fernández y Vasco de Quiro-
ga en los predios expropiados, ello no implica violación a
la suspensión definitiva”.

7.- La inspección ocular practicada con fecha veintio-
cho de agosto de dos mil uno,  practicada por el actuario
adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal,  en la que se dio fe: 

“1.- En relación a la nivelación, remoción de tierra carga
y descarga de camiones de volteo de material que del pre-
dio se extrae, este fedatario judicial dio fe de que en rela-
ción a la nivelación y remoción de tierra se aprecia en la
parte de la avenida Fernández Graef, así como en la ave-
nida Vasco de Quiroga por cuanto a la carga  y descarga
de camiones de volteo del material que del predio se extrae
se aprecia únicamente del lado que constituye la avenida
Vasco de Quiroga”.

“2.- La existencia de la maquinaria pesada de construc-
ción sobre la avenida Fernández Graef se apreció una re-
troexcavadora color amarillo, misma que está paralizada
al momento de la diligencia por el lado de la avenida Vas-
co de Quiroga se aprecia un tractor de color amarillo el
cual realizaba obras de levantamiento de tierra y carga de
la misma a camiones de volteo”.

“3.- Introducción de tubos de drenaje se apreció en ambos
lados, esto es, tanto del lado de la avenida Fernández

Graef, así  como de la avenida Vasco de Quiroga,  de los
tubos unos se encuentran introducidos y otros a la intem-
perie”.

“4.- Falta de accesos al predio no expropiado con motivo
de construcción de las vialidades citadas, en este punto y
a fin de dejar plenamente satisfecho el planteamiento de la
quejosa, me cercioré de la existencia de una vereda de
aproximadamente cincuenta centímetros de ancho, que
presenta condiciones geográficas irregulares ya que en
ellas se encuentran piedras, lodo, ramas que pertenecen a
la misma geografía. Haciendo constar que en forma per-
sonal pude constatar que a través de esa vereda pude ac-
ceder al interior del predio que constituye “El Encino”,
atravesando por una puerta de malla ciclónica de la mis-
ma medida que el ancho de la vereda. Asimismo, hago
constar que una vez iniciada la caminata a través de di-
cha vereda me encontré con una persona del sexo mascu-
lino, quien manifestó ser el velador del inmueble y refi-
riéndome  además que él vive en el centro del terreno,
pudiendo cerciorarme de lo anterior, ya que a través de
la caminata llegué hasta su casa en la que habían varios
perros de diversos tamaños. Lo anterior, se llevó a efecto
en la parte del predio que colinda con la avenida Fer-
nández Graef”.

“ Por cuanto hace a la parte norte del predio que colinda
con la avenida Vasco de Quiroga, hago constar que el pre-
dio ““El Encino” fue dividido en dos partes como conse-
cuencia de la ejecución del decreto expropiatorio, asimis-
mo este fedatario judicial tuvo acceso del lado norte del
predio colindante con la avenida  Vasco de Quiroga, a tra-
vés de un camino con características geográficas similares
a la vereda anteriormente descrita, esto es piedra, lodo,
ramas que pertenecen a  la misma geografía de aproxima-
damente, al inicio, de dos metros  y medio de ancho, los
cuales se reducen conforme avanza el mismo, llegando a
un aproximado de un metro y medio. Se destaca el hecho,
de que al final de este camino no existe acceso vehicular a
la parte proporcional del terreno que ocupa “El Encino”,
siendo posible acceder por una pequeña vereda, que a su
vez conduce a la malla ciclónica que delimita el terreno, la
cual fue necesario mover para introducirse al predio a tra-
vés de una pequeña abertura. Por cuanto hace al acceso
de la parte del predio que conducía el camino anterior-
mente referido, el cual se encuentra truncado por el paso
de la avenida Vasco de Quiroga, lado sur de la misma, im-
pide la introducción tanto de vehículos como de personas
por esta parte”.
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“5.- Existencia de malla ciclónica, delimitante de las zonas
expropiadas al interior del predio. Se hace constar, que
tanto por el lado de la avenida Fernández Graef y Vasco
de Quiroga el predio “El Encino”, esta rodeado por la
misma, la cual no permite el libre acceso al inmueble a no
ser  que sea removida en la parte proporcional de tierra
que se encuentra del lado norte de la avenida Vasco de
Quiroga, por lo que hace al lado sur de la misma, tocante
al punto 6 hecho valer por la quejosa, en relación a la obs-
trucción e imposibilidad física para acceder al predio, sea
a pie o a bordo de un vehículo a la parte no expropiada del
mismo, se hace constar que aún cuando la malla ciclónica
existente pudiese ser removida, la imposibilidad física pa-
ra introducirse al terreno que constituye “El Encino”, per-
sistiría toda vez que con la construcción de la propia ave-
nida fue dividido el predio en taludes de aproximadamente
veinticinco y treinta metros de altura. Del lado de la ave-
nida Fernández Graef se hace constar la existencia de la
vereda señalada en el punto numero cuatro, la cual como
se dijo, me dio acceso a pie al interior del predio, sin que
para ello haya sido obstrucción la malla ciclónica existen-
te. Dando fe también, que al llegar a la parte superior del
terreno, en donde se ubica la casa del vigilante, se aprecia
un camino de terracería el cual está truncado debido a la
construcción de la vialidad, originando un talud de apro -
ximadamente  quince metros de altura”.

“ 7 (sic).- En relación con la imposibilidad física para sa-
car maquinaria o vehículos del interior del predio denomi-
nado “El Encino”, se hace constar que debido a los talu-
des que se encuentran tanto del lado de la avenida
Fernández Graef como de la avenida Vasco de Quiroga, no
es dable sacar dicha maquinaria del interior del terreno,
ello debido a que dicha maquinaria se encuentra en la par-
te proporcional de “El Encino” que se encuentra entre am-
bas avenidas”.

Estuvieron presentes en dicha diligencia, el apoderado de
la parte quejosa, Licenciado Fernando Espejel Cisneros y
el Delegado de la responsable Jefe de Gobierno del Distri-
to Federal, el Licenciado Vicente Lopantzi García”. 

8.- La sentencia interlocutoria pronunciada el treinta
de agosto de dos mil uno, en la que el Juzgado Noveno de
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal,
declaró fundado el incidente de violación a la suspensión
definitiva, en el cuerpo de su resolución el Juez de Distri -
to, declaró infundada la denuncia de violación a la suspen-
sión por lo que hace a las responsables denominadas como

Presidente de la República, Secretario de Gobernación,  y
del Gobierno del Distrito Federal: Secretario de Gobierno,
Secretario de Desarrollo Urbano y Vivienda,  Secretario de
Seguridad Pública, Presidente del Comité del Patrimonio
Inmobiliario y Jefe Delegacional en Cuajimalpa de More-
los, en virtud de que negaron los actos que motivaron la de-
nuncia de violación, sin que obrara en el sumario medio de
convicción del que se desprenda lo contrario. 

Por lo que respecta, a la autoridad responsable, Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, resolvió lo siguiente: 

“SEGUNDO. En cambio, el Jefe de Gobierno al rendir su
informe en síntesis señaló: Al respecto debe decirse que si
bien es cierto que se ha continuado con los trabajos de
apertura de la vialidades denominadas Carlos Graef Fer-
nández y Vasco de Quiroga en los predios expropiados...”.

“Como lo reconoce Carlos Espejel Cisneros, representan-
te legal de la parte quejosa en el  predio denominado “El
Encino”, particularmente en las fracciones que fueron ex-
propiadas, se continúa construyendo las vialidades en co-
mento, por lo que se efectúan trabajos de remoción y mo-
vimiento de tierra”.

“Ahora, del acta en que se asentó el resultado de la ins-
pección ocular realizado en el predio que defiende la que-
josa el veintiocho de agosto de dos mil uno, se advierte que
en el predio materia de inspección el actuario judicial dio
fe de que si se realizan trabajos de Nivelación y remoción
de tierra; que sobre la avenida Fernández Graef se en-
cuentra una retroexcavadora color amarillo y del lado de
la avenida Vasco de Quiroga hay un tractor el cual reali-
zaba obras de levantamiento de tierra y que en ambas ave-
nidas se está introduciendo tubos de drenaje (folios 917 a
918 ); constancias que adminiculadas entre si y valoradas
en términos de lo dispuesto en los artículos 129, 161 y 202
del Código Federal de Procedimientos Civiles, acredita
que en las fracciones del predio que defiende la quejosa en
el periodo de vigencia de la suspensión definitiva, se rea-
lizaron trabajos de excavación y remoción de tierra para
la apertura de vialidades, lo cual se corrobora con lo ma-
nifestado por el Jefe de Gobierno al rendir su informe en
el sentido de que en las fracciones expropiadas del predio
denominado “El Encino” se continúan construyendo las
referidas vialidades, lo que bloquea el acceso libre a las
fracciones del inmueble propiedad de la quejosa, situación
que queda demostrada con el acta de inspección ocular ci-
tada, en la que, además, se asentó por el actuario que en
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relación con la falta de acceso a la porción del predio pro -
piedad de la quejosa, existe una vereda de aproximada-
mente cincuenta centímetros de ancho con condiciones ge-
ográficas irregulares, a través de la cual se puede acceder
al predio que constituye “El Encino”, atravesando por una
puerta de malla ciclónica de la misma medida que el an-
cho de la vereda; que por la parte norte del predio que co-
linda con la avenida Vasco de Quiroga hay un camino al
inicio de aproximadamente dos metros y medio de ancho,
el cual se reduce a un aproximado de metro y medio, des-
tacando el hecho de que al final de dicho camino no exis-
te acceso vehicular a la parte proporcional que ocupa “El
Encino” y que respecto al acceso a la parte del predio que
colinda con el camino anteriormente referido, se encuen-
tra truncado por el paso de la avenida Vasco de Quiroga
lado sur, impidiendo el acceso tanto de personas como de
vehículos”.

“Por otro lado, la continuación de los trabajos de apertu-
ra de vialidades en las fracciones expropiadas del predio
“El Encino” y al bloqueo del acceso a la parte del predio
que fue expropiada, queda demostrada al adminicular la
inspección ocular con los testimonios que contiene la fe de
hechos realizadas por el notario público número ciento
ochenta y uno del Distrito federal, Miguel Soberón  Mai-
nero, con posterioridad al otorgamiento de la medida cau-
telar, esto es, el diecinueve  de marzo del año en curso, al
constituirse en calle Salvador Agraz y la Autopista Méxi-
co- Toluca, en el camino de terracería alrededor de la me-
seta del terreno denominada Ponderosa hasta llegar a la
prolongación de la avenida Vasco de Quiroga, constató la
presencia de una retroexcavadora y una máquina llamada
cargador frontal que se encontraban trabajando, así como
quince trabajadores que se encontraban igualmente labo-
rando”

“Igualmente, el treinta de abril del año en curso se consti-
tuyó en la esquina que conforma las calles de Salvador
Agraz y la avenida Vasco de Quiroga, recorriendo la calle
alrededor de la meseta, encontrándose varios camiones de
volteo y máquinas que cargaban tierra extraída de esa
misma zona”.

“ Asimismo, el tres de julio se constituyó en la esquina de
Salvador Agraz y autopista México- Toluca, y dio fe de que
en diversos tramos de una calle de terracería se encontra-
ban máquinas excavadoras, camiones de volteo y obreros
en proceso de realización de las vialidades en el predio
identificado como ‘El Encino’”,

“Luego, si la suspensión definitiva se otorgó para el efec-
to  de que la responsable paralice los trabajos de apertura
de vialidades solo en la parte de las fracciones expropia-
das a la quejosa que servían de acceso al predio “El Enci-
no” y para que se abstengan de bloquear y cancelar los
accesos a dicho predio, las observaciones vertidas en los
párrafos que anteceden, consistente en que se ha conti-
nuado con los trabajos de apertura de las vialidades deno-
minadas Carlos Graef Fernández y Vasco de Quiroga en el
predio denominado “El Encino”, particularmente en las
fracciones que fueron expropiadas, se continúa constru-
yendo las vialidades en comento, por lo que se efectúan
trabajos de remoción y movimiento de tierra,  ponen de
manifiesto que el Jefe de Gobierno del Distrito Federal ha
controvertido la suspensión definitiva decretada en la re-
solución del catorce de marzo de dos mil uno”.

“ Por consiguiente, al encontrarse acreditado que la au-
toridad responsable Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, continúa realizando trabajos de apertura de vialida-
des en las fracciones expropiadas que sirven de acceso al
predio denominado “El Encino”, ubicado en la zona  La
Ponderosa en la Delegación del Gobierno del Distrito
Federal, en Cuajimalpa de Morelos, no obstante la vi-
gencia de la suspensión definitiva otorgada en resolución
interlocutoria del catorce de marzo de dos mil uno, que la
obligaba a abstenerse de hacerlo, lo procedente es decla-
rar fundado el presente incidente y por tanto, se otorga
un plazo de veinticuatro horas al Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, contados a partir de que quede legal-
mente notificado de esta resolución, para que acredite de
manera fehaciente el cumplimiento a la suspensión defi-
nitiva otorgada en resolución del catorce de marzo de dos
mil uno”.

“En ese orden de ideas, no obsta a lo anterior, que de con-
formidad con el artículo 139 de la Ley de Amparo, la me-
dida cautelar concedida a la parte quejosa surtió sus efec-
tos desde el momento mismo en que se dictó el auto de su
concesión”.

9.- La resolución dictada el veintitrés de enero de dos
mil dos, por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito al  recurso de queja Q. A
787/2001 formulado por el Secretario de Gobierno del Dis-
trito Federal en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, en el que por mayoría de votos de los Magistrados
resolvieron declarar infundado dicho recurso, al consi-
derar lo siguiente:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I75



“La recta interpretación de los efectos señalados (del au-
to de suspensión definitiva) implica la libertad de acceder
libremente al predio propiedad del quejoso, es decir, que
debe permitirse que tanto vehículos como personas ten-
gan posibilidad de entrar sin obstáculos, lo que en forma
alguna se han respetado por las autoridades recurrentes,
tal y como se demuestra con el acta levantada con motivo
de la inspección ocular en el predio aludido practicada el
12 de marzo de 2001, por el actuario judicial, adscrito al
Juzgado de origen.

“De la inspección detallada, se desprende la falta de pro -
bidad con la que se ha conducido la autoridad, pues el he-
cho de que exista una vereda que permite el acceso, no sig-
nifica que exista una libertad para ello, máxime que en
cincuenta centímetros de anchura, solo permitiría la intro -
ducción de una persona  con esas características, no así a
los vehículos o demás bienes que en un momento dado qui-
siera introducir el quejoso. Más aún, tal vereda se encuen-
tra en condiciones geográficas irregulares, donde se topa
con piedras, lodo y ramas; por el lado norte del predio, se
tuvo acceso por una vereda, de las mismas condiciones
donde incluso el actuario judicial resalta el hecho donde
es imposible el acceso a vehículos; de igual forma señala
que para entrar al predio multireferido, fue necesario le-
vantar una malla ciclónica”.

“Estos datos llevan a la conclusión, de que existen un sin
número de obstáculos, interferencias y bloqueos para en-
trar al terreno no expropiado, así como su cancelación por
el lado que fue cercado con malla ciclónica, lo que no per-
mite un acceso, más aún destaca el actuario autorizado,
que al final de este camino no existe acceso vehicular a la
parte proporcional del terreno que ocupa “El Encino”, y
por cuanto hace a la parte del predio que conducía al ca-
mino anteriormente referido, se encuentra truncado por el
paso de la avenida Vasco de Quiroga lado sur, lo que im-
pide la introducción tanto de vehículos como de personas
por esta parte, así como la imposibilidad física para sacar
la maquinaria o vehículos que se encuentran en el interior
del predio, de lo que resulta evidente contravención a la
suspensión otorgada”.

“Lo anterior es así, pues bloquear implica interferir, obs-
truir, o cortar el paso, acciones que como se desprende de
lo antes referido han sido constantes por parte de la auto-
ridad y que lleva a la conclusión de su incumplimiento”.

“Es por lo anterior, que también deviene infundado el ale-
gato relacionado con la inexacta apreciación de las prue-

bas ofrecidas, ya que del examen detallado de las fotogra-
fías exhibidas respecto de las condiciones del predio no ex-
propiado, de los testimonios notariales, contiene la fe de
hechos del diecinueve de marzo, treinta de abril y tres de
julio de dos mil uno y las inspecciones oculares realizadas
por el actuario judicial adscrito al Juzgado de origen, se
llega a la certeza de la falta de cumplimiento de la autori-
dad en los puntos señalados”.

Estas documentales públicas tienen valor probatorio ple-
no, pues cumplen con lo dispuesto en los ordinales 280 y
281 del Código Federal de Procedimientos Penales, to-
mando en consideración que son copias certificadas ex-
pedidas por un funcionario público, en el ejercicio de sus
funciones, como es el Secretario de Acuerdos del Juzga-
do Noveno de Distrito  en Materia Administrativa en el
Distrito Federal.

Es de destacarse que, conforme a las constancias que con-
forman el incidente de suspensión relativo al juicio de am-
paro 862/2000, particularmente a la interlocutoria que de-
clara fundada la denuncia de violación a la suspensión
definitiva, así como resolución al recurso de queja Q.A.
787/2001 interpuesto por el Secretario de Gobierno del
Distrito Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, mediante el cual el Séptimo Tribunal Cole-
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito decla-
ró infundado el recurso de queja, lo anterior pone de
manifiesto de manera indubitable que no se respetó por la
autoridad responsable, Jefe del Gobierno del Distrito Fede-
ral el efecto para el cual fue concedida la medida cautelar
a la quejosa Promotora Internacional Santa Fe, Sociedad
Anónima de Capital Variable, esto es, que pudiera acceder
libremente, sin obstáculos  a las fracciones del predio de su
propiedad que no fueron motivo del decreto de expropia-
ción del diez de noviembre del dos mil y paralizara los tra-
bajos de apertura de las vialidades Carlos Graef Fernández
y Vasco de Quiroga, en las zonas que servían de acceso al
predio “El Encino”.

Por consiguiente, a la autoridad señalada como responsa-
ble, Jefe del Gobierno del Distrito Federal, solo le corres-
pondía cumplimentar desde el luego sin dilaciones ni pre-
textos, la suspensión definitiva, en los términos señalados
en la resolución del  catorce de marzo de dos mil uno, sin
alegar que a su juicio, no le asistía la razón a la quejosa o
que carecía del derecho para reclamar, toda vez, que la
medida cautelar surtió sus efectos desde luego y hasta en
tanto se pronunciara la sentencia ejecutoria en el expedien-
te principal.
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El desacato a la suspensión definitiva, quedó de manifies-
to además, con los requerimientos hechos por el  Juez No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal a la autoridad responsable, para que informara so-
bre el cumplimiento dado  al proveído del catorce de mar-
zo de dos mil uno, sin que el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal demostrara de manera fehaciente que  había dado
cabal cumplimiento a la orden de suspender el acto recla-
mado.

En efecto, a continuación se trascriben los autos mediante
los cuales la autoridad judicial requirió al Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, para que diera cumplimiento a la me-
dida cautelar otorgada el catorce de marzo de dos mil uno.

a) Resolución dictada el treinta de agosto de dos mil uno,
el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa, se-
ñaló lo siguiente:

“Por consiguiente, al encontrarse acreditado que la auto-
ridad responsable Jefe de Gobierno del Distrito Federal
continúa realizando trabajos de apertura de vialidades en
las fracciones expropiadas que sirven de acceso al predio
denominado “El Encino”, ubicado en la Zona la Pondero -
sa, en la Delegación del Gobierno del Distrito Federal en
Cuajimalpa de Morelos, no obstante la vigencia de la sus-
pensión definitiva otorgada en resolución interlocutoria
del catorce de marzo de dos mil uno, que la obligaba a
abstenerse de hacerlo, lo procedente es declarar fundado
el presente incidente y, por tanto, se otorga un plazo de
veinticuatro horas al Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, contados a partir de que quede legalmente notificado
de esta resolución, para que acredite de manera feha-
ciente el cumplimiento a la suspensión definitiva otorga-
da en resolución del catorce de marzo de dos mil uno” 

b) Auto de fecha veintiséis de septiembre de dos mil uno,
a la letra dice:

“Con fundamento en los artículos 62 y 221 del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, aplicados supletoriamen-
te a la Ley de Amparo, agréguense a los (sic) el escrito del
apoderado de la parte quejosa; en atención a su conteni-
do, toda vez que manifiesta que las autoridades del Go-
bierno del Distrito Federal, no han dado cumplimiento a la
resolución pronunciada con motivo de la denuncia a la
violación de la suspensión definitiva; por consiguiente,
con apoyo en los artículos 104, 105 y 143 de la ley invo-
cada, requiérase al Jefe de Gobierno, Secretario de Go-
bierno, Secretario de Desarrollo Urbano y Vivienda, Se-

cretario de Transporte y Vialidad, Presidente del Comité
del Patrimonio Inmobiliario, Jefe Delegacional en Cuaji-
malpa de Morelos y Secretario de Seguridad Pública, to-
dos del Gobierno del Distrito Federal, para que dentro del
plazo de veinticuatro horas, contado a partir de la legal
notificación, comuniquen el cumplimiento que estén dan-
do a la sentencia pronunciada con motivo de la denuncia
a la violación a la suspensión definitiva, remitiendo para
tal efecto las documentales con las que acrediten tal cum-
plimiento”. 

c) Auto de fecha quince de octubre de dos mil uno, que di-
ce:

“Con fundamento en los artículos 62 y 221 del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria
a la Ley de Amparo, agréguense a los autos los escritos del
apoderado de la parte quejosa, en los que en el primero de
ellos, manifiesta que las autoridades responsables no han
dado cumplimiento a la suspensión  concedida en virtud de
que continúan realizando los trabajos de apertura de di-
versas vialidades; ahora bien, toda vez que las autoridades
responsables al informar sobre el cumplimiento que están
dando a la suspensión definitiva concedida, únicamente
manifiestan que han dado órdenes de no impedir el acceso
al predio en conflicto, más no así, que se han detenido los
trabajos de apertura de vialidades en el predio expropiada
a la parte quejosa, en consecuencia con fundamento en los
artículos 107, 111 y 143 de la Ley de Amparo, requiérase
a las autoridades responsables para que dentro del plazo
de veinticuatro horas informen sobre el cumplimiento da-
do a la medida cautelar, apercibidos que en caso de no ha-
cerlo,  se dará vista a la Procuraduría General de la Repú-
blica, para los efectos legales conducentes” 

d) Mediante auto de fecha veintinueve de enero de dos mil
dos, se ordenó lo siguiente:

“Visto el estado que guardan los autos, de éstos se advier-
te que en proveído del veintinueve de octubre de dos mil
uno, se omitió requerir al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, y a las demás autoridades responsables, para que
dieran cumplimiento a la suspensión definitiva concedida
mediante interlocutoria dictada el catorce de marzo de dos
mil uno”

[...]

“En consecuencia, con fundamento en el artículo 58 del
Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación
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supletoria a la Ley de Amparo, se regulariza el procedi-
miento y se ordena requerir al  Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, Secretario de Gobierno, Secretario de Des-
arrollo Urbano y Vivienda, Secretario de Transporte y
Vialidad, Presidente del Comité del Patrimonio Inmobilia-
rio, Jefe Delegacional en Cuajimalpa de Morelos y Secre-
tario de Seguridad Pública, pertenecientes al Gobierno del
Distrito Federal, para que dentro del plazo de veinticua-
tro horas, contado a partir de la legal notificación, co-
muniquen el cumplimiento que estén dando a la interlo-
cutoria  del catorce de marzo de dos mil uno, en que se
concedió la suspensión definitiva a la parte quejosa, re-
mitiendo para tal efecto las documentales con las que
acrediten tal cumplimiento”. 

Todos estos requerimientos formulados al Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal y a otras autoridades responsables,
fueron hechos con motivo de escritos presentados por el
apoderado legal de la parte quejosa Promotora Internacio-
nal Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital Variable, en los
que hacía del conocimiento de la autoridad judicial, que las
responsables  en franca rebeldía a lo ordenado, continua-
ban con los trabajos de apertura de las vialidades en las zo-
nas expropiadas, impidiendo el libre acceso al predio “El
Encino”, concretándose  únicamente a informar a sus sub-
alternos sobre el efecto para la cual fue concedida la medi-
da cautelar. Acompañando testimonios notariales, con fe
de hechos, en donde se hace constar la realización de los
trabajos y fotografías que acreditan la existencia de maqui-
naria en la zona. 

Ante el evidente incumplimiento del Jefe de Gobierno, fue
que el trece de febrero de dos mil dos, el Juez de Amparo
emitió un acuerdo en el que por la reiterada desobediencia
de la autoridad responsable para acatar la medida cautelar,
al advertir que el oficio número DG.020/02 de veintiocho
de enero de dos mil dos, que se  acompañó al escrito pre-
sentado por el Secretario de Gobierno del Distrito Federal
por sí y en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, con el que se pretendía acreditar el cumplimiento da-
do a la suspensión definitiva, que las autoridades responsa-
bles, no habían acatado el efecto de la medida cautelar y
que no existía ninguna prueba que acreditara que hubiesen
paralizado los trabajos de apertura de vialidades en la par-
te de las fracciones expropiadas y que tampoco se han abs-
tenido de bloquear los accesos al predio de la quejosa, se
hacía indispensable, dictar las órdenes necesarias para lo-
grar su debido cumplimiento, por lo que  concedió un tér-
mino perentorio de tres días al Jefe del Gobierno del Dis-

trito Federal, para que retirara toda la maquinaria y equipo
de construcción que se encontraba en las fracciones expro-
piadas a la quejosa Promotora internacional Santa Fe,  So-
ciedad Anónima de Capital Variable.

Lo anterior, queda demostrado, con el auto dictado por el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal en el incidente de suspensión derivado del
juicio de garantías número 862/2000, que en la parte sus-
tancial determinó: “...tomando en consideración que no
existe prueba alguna en autos que acredite que las autori-
dades responsables hayan paralizado los trabajos de aper-
tura de vialidades en la parte de las fracciones expropiada
y que tampoco se han abstenido de bloquear los accesos al
predio de la  parte quejosa (fracciones expropiadas); lue-
go entonces,  con fundamento en los artículos 111, primer
párrafo, y 143 de la Ley de Amparo, este Juzgado conside-
ra necesario aplicar lo estipulado en el ordenamiento pri-
mero en cita, es decir,  dictar las órdenes necesarias a efec-
to de que se cumpla con la suspensión definitiva otorgada
en este expediente, para ello, se requiere al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal y las demás autoridades res-
ponsables para que en un término de tres días al en que
queden debidamente notificados de este proveído retiren
toda la maquinaria y equipo de construcción que se en-
cuentre en las fracciones expropiadas a la parte quejosa,
pues con dicha medida, el suscrito tendrá la certeza que
las autoridades responsables no están realizando ni reali-
zarán obras de construcción carretera, hasta en tanto, no
se dicte sentencia ejecutoria en el cuaderno principal de
donde deriva este incidente; y obteniendo con ello, el es-
tricto cumplimiento a la medida cautelar otorgada; lo an-
terior, bajo apercibimiento  que de no acatar dicha orden
en el plazo concedido se iniciarán los procedimientos ne-
cesarios y tomarán las medidas necesarias que conforma a
la Ley de Amparo procedan, a efecto de que se cumpla con
lo que aquí se ordena, y, como consecuencia con la sus-
pensión otorgada”.

A este respecto, cobra especial relevancia para tener por
acreditada la desobediencia el proveído por el que se con-
cede la suspensión definitiva,  el oficio  DG’317’01 del tres
de octubre de dos mil uno, mediante el cual el Licenciado
Carlos Heredia Zubieta, Director General de Servicios Me-
tropolitanos,   Sociedad Anónima de Capital Variable, in-
forma al Director General de Servicios Legales, sobre el
cumplimiento y anexa en original un informe técnico sus-
crito por el Ingeniero Fernando Cortés Murillo, en el que se
reconoce que se están realizando trabajos para construir la

Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados78



infraestructura  y vialidades en la zona motivo del Decreto
Expropiatorio en el predio propiedad de Promotora Inter-
nacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital Variable,
así como un  plano donde queda de manifiesto la existen-
cia de accesos al predio en cuestión.

Así mismo, se destaca la documental consistente en el acta
de la sesión de Consejo de Administración celebrada el
veintiséis de abril de dos mil uno, con la que se acredita fe-
hacientemente el motivo por el cual se continuó con la
construcción de las vialidades sobre las fracciones expro-
piadas al predio “El Encino”, particularmente la denomi-
nada “Vasco de Quiroga”, por parte de la empresa Servi-
cios Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital
Variable, de la cual el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral es el Presidente del Consejo de Administración. Ese
motivo correspondía a la intención del Gobierno del Dis-
trito Federal de cumplir compromisos contractuales con
empresas particulares a quienes se les había vendido pre-
dios en esa zona y por lo cual enfrentaban demandas ju-
diciales por daños y perjuicios por varios millones de dó-
lares.

Lo anterior se encuentra corroborado en el PUNTO TER-
CERO del acta de la sesión de Consejo de Administración
celebrada el veintiséis de abril de dos mil uno, en la que
textualmente se señala lo siguiente:

“El lic. Carlos Heredia Zubieta, añadió que justamente el
punto que se va a abordar en detalle es el de los litigios,
porque hay varias empresas que no le han pagado a SER-
VIMET, porque esta no ha estado en condición de proveer
los servicios que van aparejados a la venta de los terrenos,
lo que con la liberación de los predios objeto de litigio,
paulatinamente se ha ido resolviendo, al avanzar en la re-
alización de la infraestructura que se ha comprometido,
específicamente en el caso de la vialidad Vasco de Quiro-
ga que ya ha sido posible abrir y en la que se está traba-
jando para conectar ambos extremos. Eso nos permite in-
troducir la red de agua y cumplir con compromisos que
redundan en que se haga exigible el pago…”

…

“El Lic. Flavio Martínez Zavala, explicó que en esa zona,
la demanda del ABC, era del orden 8 millones de dólares
y la demanda del Banco Santander, por la venta de ese in-
mueble que estaba obstruido, era del orden de 29 millones
de dólares. Con la apertura de las vialidades y con el con-
venio que mas adelante se presenta, vamos a cumplir con

estos compromisos y resolver esas dos demandas, respecto
de la de Banco Santander agregó que incluso acaba de
emitirse una sentencia favorable para el pago de daños y
perjuicios por no haber hecho en tiempo las vialidades, y
se está negociando con el Banco para demostrar que las
vialidades se terminarán a mas tardar el próximo 30 de
diciembre, con lo cual ellos se desisitirán de este pago de
daños y perjucios, que se considera serían del orden de los
29 millones de dólares”.

Con lo anterior se colige que no se dio cumplimiento a la
orden de paralizar las obras, porque existía el compromiso
de la empresa encargada de ejecutarlas de concluirlas a
mas tardar el treinta de diciembre de dos mil uno.

Lo anterior se fortalece, con las fotografías aéreas de fe-
chas treinta y uno de enero de dos mil uno y veintiséis de
mayo del mismo año, que obran agregadas al expediente de
procedimiento de Declaración de Procedencia, de las que
se advierte claramente que no se suspendieron las obras de
apertura de las vialidades, principalmente de la avenida
Vasco de Quiroga, en las zonas expropiadas.

Además, de la revisión y análisis de las diversas fotografí -
as que obran en el expediente, se puede apreciar con clari-
dad que durante el tiempo en que tuvo vigencia el auto de
suspensión definitiva, se continuó con los trabajos de cons-
trucción de vialidades en las zonas expropiadas, existiendo
certeza de que las obras se realizaron sobre zonas que cons-
tituían caminos de acceso al predio.

Así, existe constancia gráfica en diversos testimonios nota-
riales de fechas 4 de abril de 2001 (testimonio número
22396); 30 de abril de 2001 (testimonio número 22530); 3
de julio de 2001 (testimonio número 22915); 12 de sep-
tiembre de 2001 (testimonio número 23399); 22 de no-
viembre de 2001 (testimonio número 23792); 29 de enero
de 2002 (testimonio número 24165); y, 6 de febrero de
2002 (testimonio 24199), de que se estaba trabajando sobre
el predio, dejando asiento de la forma en que fueron cre-
ciendo los taludes y los cortes realizados sobre las fraccio-
nes de “El Encino” que fueron expropiadas.

Como ejemplo de lo anterior, se insertan a continuación las
fotografías correspondientes a las fechas 4 de abril de
2001, 30 de abril de 2001 y 12 de septiembre de 2001, con-
tenidas en los testimonios notariales a que se ha hecho re-
ferencia y que resultan especialmente ilustrativas en virtud
de que cuentan con la imagen de un árbol como elemento
común para apreciar el avance de las obras.
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FOTOGRAFÍA DEL 4 DE ABRIL DE 2001

FOTOGRAFÍA DEL 30 DE ABRIL DE 2001
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FOTOGRAFÍA DEL 12 DE SEPTIEMBRE DE 2001



Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados82

FOTOGRAFÍA AÉREA DEL PREDIO
“EL ENCINO” EN FEBRERO 1999

Además, en el expediente obran fotografías aéreas que muestran el estado que guardaba el predio “El Encino” en febre-
ro de 1999 y como se encontraba en febrero de 2002, que ilustran los caminos de acceso y las zonas en que se constru-
yeron las vialidades.



Asimismo, se pone de manifiesto el bloqueo a las áreas no
expropiadas del predio “El Encino”, con las declaraciones
de los policías auxiliares Federico Ávila Peña, quien estu-
vo comisionado en la zona donde se realizaban las obras
para construir la prolongación de la avenida Vasco de Qui-
roga, del mes de marzo a fines de abril  del dos mil uno, y
de  Alfredo Antonio Jerónimo, quien estaba presente en la
inspección ocular practicada por el Actuario Judicial, el
doce de marzo del dos mil uno, mismos que coinciden al
manifestar que tenían órdenes de no dejar entrar a ninguna
persona ajena a la empresa Servicios Metropolitanos, So-
ciedad Anónima de Capital Variable. 

Hecho que se encuentra corroborado con la inspección
ocular practicada el catorce de diciembre de dos mil, en la
que el actuario del Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa del Distrito Federal, hizo constar que en la
parte sur con entrada en Salvador Agraz, se encontraba un
grupo de policías auxiliares del agrupamiento de Granade-
ros, dependientes de la Secretaria de Seguridad Pública del
Distrito Federal, en la que fungía como encargado JAVIER
MORENO CHINOI, que a pregunta expresa manifestó que
se encontraba prohibido el paso a persona ajena a la cons-
trucción y que sólo tenían acceso las personas que portaban
un gafete de Servicios Metropolitanos del Gobierno del
Distrito Federal.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I83

FOTOGRAFÍA AÉREA DEL PREDIO
“EL ENCINO” EN FEBRERO 2002



El material probatorio reseñado en su conjunto, por su
vinculación armónica, lógica, jurídica y natural valorados
en los términos de  los artículos 280,  281, 285, 286 y 290
del Código Federal de Procedimientos Penales, de aplica-
ción supletoria en el presente procedimiento,  resultan ap-
tos y suficientes para acreditar la conducta tipificada en el
artículo 206 de la Ley de Amparo, toda vez que ha queda-
do demostrado que no se acató debidamente la suspensión
definitiva otorgada mediante la interlocutoria emitida por
el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa en el
Distrito Federal, el catorce de marzo de dos mil uno,  para
el efecto de que “las autoridades responsables paralicen
los trabajos de apertura de vialidades sólo en la parte de
las fracciones expropiadas que servían de acceso al pre-
dio denominado “El Encino” ubicado en la zona la Pon-
derosa, en la Delegación del Distrito Federal en Cuaji-
malpa de Morelos, así como para que se abstengan de
bloquear y cancelar los accesos al predio de la quejosa.”

LESIÓN AL BIEN JURÍDICO TUTELADO.- Con lo
anterior, se pone de manifiesto que se lesionó el bien jurí-
dico protegido por la ley, que en el caso, lo es el estricto
cumplimiento de las resoluciones mediante las cuales se
concede la suspensión del acto reclamado en los juicios de
amparo,   que es una cuestión de orden público y de gran
trascendencia para la vida jurídica  institucional del país,
no solo por el interés social que existe, de que se preserve
la materia del juicio constitucional, en aras de la concordia,
tranquilidad y que los intereses del gobernado queden de-
bidamente protegidos, y se evite causar daños y perjuicios
que pueden ser de difícil o imposible reparación para el
quejoso, sino porque primordialmente, constituye la forma
de hacer imperar por sobre todas las cosas los mandatos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que son el sustento y la finalidad de nuestra organización fe-
deral.

ELEMENTO NORMATIVO.- Este se hace consistir, en
el concepto de autoridad responsable, misma que de acuer-
do con el artículo 11 de la Ley de Amparo es aquella que
dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar
la ley o el acto reclamado, en el que en el caso concreto se
encuentra satisfecho por cuanto está demostrado que, el su-
jeto activo del delito, intervino en el juicio de garantías con
la calidad de autoridad responsable, como Jefe del Gobier-
no  del Distrito Federal.

Aunado a lo anterior, en el expediente existen constancia
en la demanda inicial de garantías se señaló entre otros como

autoridad responsable al Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral.

La demanda fue admitida a trámite y se le asignó el núme-
ro de expediente 862/2000 y se ordenó emplazar, con el ca-
rácter de autoridad responsable al Jefe de Gobierno del
Distrito Federal.

A su vez, con el carácter de autoridad responsable, el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal, rindió su informe previo
en el cuaderno incidental del amparo 862/2000, mediante
oficio fechado el 13 de diciembre de 2000, presentado en
el juzgado de distrito el día 15 del mismo mes y año.

Toma especial importancia el contenido de la resolución
dictada por el Juez Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en la audiencia incidental del 14 de marzo de
2001, en virtud de que en el considerando TERCERO de la
resolución en comento se reconoce y menciona que el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal tiene el carácter material
de “autoridad responsable” en el juicio, toda vez que le
atribuye la ejecución material de los actos reclamados.

Por último, debe tomarse en consideración que el inculpa-
do en ningún momento trató de desvirtuar que se le atribu-
yera ese carácter, sino que por el contrario, reconoce su
participación en el juicio y en la emisión de diversas ins-
trucciones a sus subordinados en relación con el cumpli-
miento de la resolución del 14 de marzo de 2001.

Así, esta Sección Instructora aprecia que el servidor públi-
co ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, como Jefe
de Gobierno del Distrito Federal, actuó en el juicio de am-
paro 862/2000 no solamente como parte procesal en el jui-
cio por así haber sido emplazada, sino que además se le
atribuyó expresamente su participación material en la eje-
cución de los actos reclamados y se le exigió el cumpli-
miento de la suspensión definitiva en específico a el, con lo
que se acredita que también se le debe considerar como
parte sustantiva en el juicio de amparo.

En virtud de lo anterior, no existe duda alguna de que AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR tenía el carácter de
autoridad responsable en el juicio de amparo número
862/2000, promovido por “Promotora Internacional Santa
Fe, S.A. de C.V.”.

Otro elemento normativo que contiene el ilícito en examen,
es el relativo a que el auto de suspensión  esté debidamente
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notificado a la autoridad responsable,  que en el caso con-
creto se encuentra satisfecho, por cuanto está demostrado
que el sujeto activo del delito que intervino en el Juicio de
Garantías con la calidad de autoridad responsable fue le-
galmente notificado, de acuerdo a las reglas de notificación
previstas en el artículo 28 de la Ley de Amparo. 

Sirve de apoyo,  el criterio emitido por el Tribunal Cole-
giado del Vigésimo Séptimo Circuito, publicado en el Se-
manario Judicial de dela Federación en su Gaceta, Novena
época, Tomo XV, abril del 2002, pagina 1376, con el rubro
y texto siguiente:

“VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN, DELITO DE. PA-
RA QUE SE CONFIGURE EL ILÍCITO PREVISTO
EN EL ARTÍCULO 206 DE LA LEY DE AMPARO,
NO SOLO SE REQUIERE QUE EL AUTO  DONDE
SE CONCEDIÓ LA SUSPENSIÓN AL QUEJOSO
HAYA SIDO NOTIFICADO A LA AUTORIDAD RES-
PONSABLE, SINO QUE ES MENESTER QUE TAL
NOTIFICACIÓN ESTE REALIZADA DEBIDAMEN-
TE.  La conducta ilícita prevista en el artículo 206 de la
Ley de Amparo, no solo exige que el auto donde se con-
cedió la suspensión al quejoso haya sido notificado a la
autoridad responsable, sino que el legislador le añadió el
vocablo “debidamente”. Lo anterior significa que al ha-
cerse el estudio de la configuración de la hipótesis delic-
tiva, y en especial del elemento integrador de referencia,
se deberá analizar si la notificación a la autoridad res-
ponsable  fue debidamente realizada, por lo que necesa-
riamente habrá de recurrirse a las reglas de notificación
de los  juicios de garantías, en el caso del conocimiento
de los Juzgados de Distrito, previstas en el artículo 28 de
la Ley de Amparo, y del conocimiento de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegia-
dos de Circuito, en el artículo 29 del propio ordenamien-
to legal”.

Este elemento del delito en examen se encuentra acredita-
do con los siguientes medios de convicción:

1.- Con la Cédula de notificación número IX-379-I de fe-
cha veintidós de marzo  de dos mil uno, llevada a cabo por
el Actuario Judicial del Juzgado Noveno de Distrito en Ma-
teria Administrativa en el Distrito Federal, mediante el cual
notificó al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en su ca-
lidad de autoridad responsable, la interlocutoria dictada el
catorce de marzo del dos mil uno. Diligencia realizada en
el domicilio que señaló para oír y recibir notificaciones,

que en el caso lo es la Dirección General  de Servicios Le-
gales del Gobierno del Distrito Federal. 

2.- Con la inspección ministerial realizada el veintidós de
octubre de dos mil tres, en el Juzgado Noveno de Distrito
en Materia Administrativa  en el Distrito Federal, en don-
de se hizo constar que en la foja 621 del expediente, que
mediante oficio IX.-379-1 se notificó el  veintidós de mar-
zo del dos mil uno, al Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral,  la resolución por la cual se concedió la suspensión de-
finitiva a la quejosa.  

3.- Con las fotografías tomadas por el perito fotógrafo a las
constancias de notificación de la suspensión definitiva al
Jefe del Gobierno del Distrito Federal, en el que se aprecia
el sello de acuse de recibo  de la Dirección General de Ser-
vicios Legales del Gobierno del Distrito Federal.

4.- Con la declaración ministerial  de fecha  cuatro de sep-
tiembre de  dos mil dos, rendida por el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR, en la que ratifica en todas y cada una de sus partes el
escrito de fecha siete de agosto de ese año, en el entre otras
cosas reconoce que el veintidós de marzo de dos mil
uno, le fue notificada la resolución  dictada el catorce
de marzo de dos mil uno por la que se le concedió a la
quejosa la suspensión definitiva de los actos reclamados.

5.- En la ampliación de declaración ministerial de fecha
dieciocho de septiembre de dos mil tres, ratificada el vein-
tisiete de octubre del mismo año, en que reitera que la re-
solución del catorce de marzo de dos mil uno, le fue noti-
ficada el día veintidós de ese mismo mes y año.

Por cuanto hace a la CALIDAD ESPECÍFICA DEL SU-
JETO ACTIVO, es calificada y ha de serlo quien tenga la
calidad específica de autoridad responsable en un juicio de
garantías. En el presente caso, está demostrado que el ser-
vidor público ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR,
intervino en el juicio de Garantías 862/2000, con el carác-
ter de Jefe de Gobierno del Distrito Federal.

La calidad de Jefe de Gobierno del Distrito Federal de AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR se encuentra de-
mostrada con la copia Certificada del Bando para dar a co-
nocer la Declaración de Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, expedido por la Comisión de Gobierno de la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal, el once de septiembre
del dos mil y en el que se hace constar en su artículo único
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que el Tribunal Electoral del Distrito Federal ha declarado
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, electo para el perio-
do del cinco de diciembre de dos mil al cuatro de diciem-
bre de dos mil seis al ciudadano ANDRÉS MANUEL LÓ-
PEZ OBRADOR.

FORMA DE INTERVENCIÓN DEL SUJETO ACTI-
VO.- La forma de intervención del sujeto activo en la co-
misión del ilícito que se estudia, es la que prevé la fracción
segunda del artículo 13 del Código Penal Federal, en vir-
tud, de que el sujeto activo realizó por sí mismo la conduc-
ta delictiva, consistente en desobedecer el auto por el que se
concedió la suspensión definitiva a la quejosa Promotora In-
ternacional Santa Fe, Sociedad Anónima de  Capital Varia-
ble, pronunciada en el cuaderno incidental del juicio de am-
paro 862/2000, del índice del Juzgado Noveno de Distrito en
materia Administrativa en el Distrito Federal.

EL RESULTADO MATERIAL Y SU ATRIBUIBILI-
DAD A LA CONDUCTA.- El delito previsto en el artícu-
lo 206 de la Ley de Amparo, admite ser formal como de re-
sultado y en el caso a examen la conducta del sujeto activo
produjo un cambio material en el mundo exterior, toda vez
que al no haber obedecido la medida cautelar, se ocasionó
que se continuara con los trabajos de apertura de las viali-
dades Carlos Graef Fernández y Vasco de Quiroga en las
zonas expropiadas que servían de acceso al predio “El En-
cino”, y de esta forma se bloqueara y cancelara los accesos
al mismo. Lo anterior, se demuestra con los mismos ele-
mentos de prueba a que se ha hecho referencia en el cuer-
po de este dictamen, pues de ello se desprende, que efecti -
vamente el servidor público imputado desplegó la
conducta antijurídica, pues al ser autoridad señalada como
responsable en el  juicio de amparo 862/2000, desobedeció
el cumplimiento de la suspensión definitiva, a la cual lo
obligaba la Ley de Amparo y la Constitución General de la
República.

De tal forma que por lo que hace a la atribuibilidad del su-
jeto activo ha creado un riesgo desaprobado jurídicamente
y el que ha coincidido con el resultado.

Resulta improcedente entrar al estudio de los demás ele-
mentos típicos a que se refiere el artículo 168 invocado,
puesto que el  tipo penal en estudio no requiere de medios
específicos de comisión y no contiene elementos subjeti-
vos específicos distinto al dolo, el cual será motivo de es-
tudio al referirnos a la probable responsabilidad, como lo
dispone el mencionado precepto del Código Federal de
Procedimientos Penales.

Así pues, los elementos de prueba  que obran en el expe-
diente y que fueron descritos en el considerando Quinto,
valorados en términos de los artículos 280, 281 285, 286 y
290 del Código Federal de Procedimientos Penales por su
enlace lógico, jurídico y natural, resultan aptos y suficien-
tes  para acreditar que el servidor público ANDRÉS MA-
NUEL LÓPEZ OBRADOR,  en su carácter de autoridad
responsable (elemento normativo) como Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal (calidad del sujeto activo), des-
obedeció de manera reiterada el cumplimiento de un auto
de suspensión definitiva (conducta típica),  debidamente
notificada (elemento normativo), en razón de que éste,
por si (forma de intervención del sujeto activo) no acató
la suspensión definitiva otorgada a la quejosa, para el efec-
to de que “ las autoridades responsables paralicen los
trabajos de apertura de vialidades sólo en la parte de
las fracciones expropiadas que servían de acceso al pre-
dio denominado “El Encino” ubicado en la zona la Pon-
derosa, en la Delegación del Distrito Federal en Cuaji-
malpa de Morelos, así como para que se abstengan de
bloquear y cancelar los accesos al predio de la quejosa”.

En tales condiciones queda demostrada la plena existencia
del delito de desobediencia a un auto de suspensión debi-
damente notificado, previsto en el artículo 206 de la Ley de
Amparo y sancionado en el numeral 215 del Código penal
Federal.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, y para efec-
to de lo ordenado por el artículo 25 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos, esta Sección Ins-
tructora tiene por acreditada la existencia del DELITO DE
VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN de conformidad con las
constancias que obran en el expediente SI/03/04.

SÉPTIMO.- PROBABLE RESPONSABILIDAD DEL
SERVIDOR PÚBLICO IMPUTADO.

La probable responsabilidad del Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal ANDRÉS  MANUEL LÓPEZ OBRADOR,
en la comisión del delito previsto y sancionado en el artí -
culo 206 de la Ley de Amparo, en  relación con el numeral
215 del Código Penal Federal, cuyos elementos típicos han
quedado acreditados, también se encuentra demostrada en
autos, conforme a los dispuesto en los artículos 168 y 180
del Código Federal de Procedimientos Penales, de aplica-
ción supletoria, de acuerdo a lo ordenado en el artículo 45
de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos, pues con los medios de prueba que se allegaron
al expediente SI/03/04, relacionados en el considerando
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QUINTO, y examinados y valorados en el considerando
precedente, de un enlace lógico, jurídico y natural, valora-
dos en términos de los artículos 280, 281, 285, 286 y 290
del Código Federal de Procedimientos Penales, se constata
la probable participación directa del servidor público im-
putado en la comisión del delito antes mencionado.

Con los mismos medios de convicción, se acredita en tér-
minos de los numerales  8º y 9º  párrafo primero del Códi-
go Punitivo Federal, la realización dolosa de la conducta,
pues el sujeto activo conocía los elementos objetivos del ti-
po penal y quiso su realización, pues al asumir una con-
ducta contumaz en el incumplimiento del auto de suspen-
sión, se produjo el resultado relativo   a su desobediencia,
por lo que evidentemente quiso y realizó los elementos ob-
jetivos del tipo y asimismo aceptó la producción del resul-
tado; satisfaciéndose así los dos aspectos de la realización
dolosa, esto es, sus elementos cognoscitivo y volitivo.

Lo anterior se corrobora con la opinión de Enrique Díaz
Aranda en su obra titulada Dolo, Editorial Porrúa, México,
2004, pág. 220, “la concepción del dolo debe recaer más
en el conocimiento del autor sobre la prohibición de reali-
zar la conducta, pues su descripción en el tipo penal ya su-
pone en si misma una llamada de atención al sujeto para
que evite dicha conducta debido al peligro que esta encie-
rra para los bienes jurídicos tutelado por la norma pe-
nal”.... “no se busca por tanto llegar a tener plena certeza
sobre si el sujeto quiso y alcanzó el resultado típico”.

Lo anterior, máxime que en autos no existe indicio alguno
que permita establecer que el activo actuó bajo un error
esencial e invencible de  prohibición, por lo cual hubiera
desconocido que su conducta era el tratar de desobedecer
el cumplimiento de la suspensión definitiva, lo que consti-
tuye un abuso de poder inherente al ejercicio de una fun-
ción pública.

También debe destacarse que al momento de realizar la
conducta típica el servidor público ANDRÉS MANUEL
LÓPEZ OBRADOR, tenía la capacidad de comprender lo
injusto del hecho cometido y de querer su realización, al no
advertirse en autos que al momento de desobedecer la sus-
pensión definitiva, hubiera actuado bajo un trastorno men-
tal o de desarrollo intelectual retardado que le hubiese  qui-
tado esa capacidad de querer y entender. Asimismo, debe
estimarse que dicha persona actuó con conciencia de la an-
tijuridicidad del hecho típico, pues de las circunstancias
que obran en el expediente no se advierte que hubiera ac-

tuado bajo un error esencial e invencible de prohibición,
sea por desconocimiento de la ley o de su alcance o porque
hubiere creído que su conducta se encontraba amparada
por alguna causa de licitud.

Por otra parte, debe también sostenerse a efecto de acredi-
tar la probable responsabilidad del servidor público AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, que en atención a
las circunstancia que concurrieron en la realización de su
conducta ilícita, racionalmente le era exigible un proceder
distinto al que ejecutó, pues bien pudo haber determinado
su actuar conforme a derecho, bastando únicamente en or-
denar de manera expresa y contundente, como autoridad
máxima  del Gobierno del Distrito Federal y autoridad res-
ponsable en el juicio de garantías, que se paralizaran las
obras para la apertura de las vialidades denominadas Car-
los Graef Fernández y Vasco de Quiroga, en las zonas ex-
propiadas que servían de acceso y de esta forma evitar que
se bloqueara  o cancelara el libre paso al predio “El Enci-
no”, sin que  exista elemento de prueba alguno  que de-
muestre lo contrario.

Cabe destacar, que no pasa inadvertido la existencia de los
oficios número DGSL/248/2001 del veintiséis de marzo de
dos mil uno, DGSL/272/2001 del tres de abril de dos mil
uno, y DGSL/637/2001 del  veintitrés de agosto de dos mil
uno, todos ellos suscritos por el Licenciado Carlos Pania-
gua Bocanegra, Director General de Servicios Legales del
Gobierno del Distrito Federal, en  los que se concretaba a
informar al Director General de Servicios Metropolitanos,
Sociedad Anónima de Capital Variable,  los términos en los
que se concedió la suspensión definitiva, el posible des-
acato en el que podría incurrir el Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, de no obedecer la medida cautelar, por lo que
debía tomar las medidas necesarias para cumplir con lo or-
denado por el juez del conocimiento; sin embargo, estos
comunicados girados por un inferior jerárquico de manera
genérica, de ninguna forma demuestran que el servidor pú-
blico imputado tuviera la voluntad de dar cabal y eficaz
cumplimiento a la medida cautelar.

Lo mismo ocurre, con los oficios sin números de fechas
cinco de septiembre de dos mil uno, dos de octubre de dos
mil uno y dieciocho de octubre de dos mil signados por el
Licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de Go-
bierno del Distrito Federal,  en ausencia del Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, quien se concretó a comunicar
al Director General de Servicios Metropolitanos, Sociedad
Anónima de Capital Variable, la resolución pronunciada en

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I87



la denuncia de violación a la suspensión definitiva, y los
requerimientos relacionados con esa resolución, solicitán-
doles se le informara sobre el cumplimiento dado a la re-
solución de violación a la suspensión, pero tampoco se or-
dena de manera expresa y terminante que se paralizaran los
trabajos en los zonas expropiadas que servían de acceso y
que impedían acceder libremente al predio de la quejosa.

Por otra parte, de los elementos de prueba aportados no se
advierte alguna causa que pudiera traer como consecuencia
la licitud de la conducta desplegada por el sujeto activo del
delito, por lo que se comprueba la antijurididad de su ac-
tuar.

Al respecto, cobra especial relevancia para acreditar la pro-
bable responsabilidad del servidor público imputado la re-
solución pronunciada el treinta de mayo de dos mil uno,
por el Séptimo   Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito, en el recurso de revisión
1627/2001, en el que se confirmó la interlocutoria por la
que se concedió la suspensión definitiva a la quejosa pro-
motora Internacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Ca-
pital Variable, en el que se determinó que:  “...aún cuando
la recurrente no se haya constituido personalmente en la
propiedad de la quejosa para realizar los actos que ordenó
fuesen ejecutados por una empresa de participación estatal,
la determinación en éste sentido, establece la certeza y exis-
tencia de dichos actos cuyos efectos y consecuencias por su
naturaleza, fueron susceptibles de suspender, consecuente-
mente, fue correcta la determinación del juez en el sentido
de considerar que no obstante la negativa formulada por
aquel, quedó acreditada su participación y por los mismos
la existencia  de los actos reclamados a ella.”

No es óbice a lo anterior, la negativa vertida por el servidor
público imputado ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR, en sus declaraciones ministeriales en el sentido de
que en su carácter de  Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, señalado como autoridad responsable no desobedeció,
el cumplimiento de la suspensión definitiva otorgada por la
autoridad federal a la quejosa Promotora Internacional
Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital Variable, en el jui-
cio de amparo 862/00, toda vez que: “...en ningún momen-
to he dictado orden alguna para llevar a cabo la violación a
la suspensión definitiva...”, pretendiendo justificar lo ante-
rior con los oficios DGSL/248/2001 del veintiséis de mar-
zo de dos mil uno  y DGSL/636/2001, de fecha veinte de
agosto de dos mil uno, el Director General de Servicios Le-
gales, adscrito a la Consejería Jurídica y Servicios Legales

del Distrito Federal transcribió al Licenciado Carlos Here-
dia Zubieta, Director General de la empresa de participa-
ción estatal mayoritaria denominada Servicios Metropoli-
tanos, Sociedad Anónima de Capital Variable, la
resolución del catorce de marzo del dos mil uno, para que
se tomaran las medidas conducentes para acatar lo ordena-
do por la autoridad judicial federal; sin embargo, cuando se
emitieron estos oficios en los términos empleados, lo úni-
co que se pretendía era dar la apariencia de que se cumplía
con  la medida cautelar, ya que no se trató de una orden ca-
tegórica girada directamente por el servidor público impu-
tado, señalado como autoridad responsable,  para que ya no
se continuaran las obras de vialidad en las zonas expropia-
das que servían de acceso al predio, y se abstuviera de blo-
quear y cancelar los accesos a dicho predio. Lo anterior, en
virtud, que la conducta típica que se le imputa al C. AN-
DRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, no consiste en ha-
ber dado ordenes para que se violara la medida suspensio-
nal, sino en omitir dar las instrucciones expresas, en su
carácter de Jefe de Gobierno del Distrito Federal y Presi-
dente del Consejo de Administración de la empresa de par-
ticipación estatal mayoritaria Servicios Metropolitanos,
Sociedad Anónima de Capital Variable, para que se parali-
zaran los trabajos  en las zonas expropiadas que servían de
acceso al predio “El Encino”, y se abstuviera de bloquear o
cancelar los accesos. 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia número
480, visible en la página 286, del Apéndice al Semana-
rio Judicial de la Federación, correspondiente a los años
1917-1995, Tomo II, Materia Penal, del tenor  literal si-
guiente:

“CONFESIÓN, FALTA DE.- Cuando del conjunto de
circunstancias se desprende una presunción en contra
del inculpado debe él probar en contra y no simple-
mente los hechos dando una explicación no corrobo-
rada con prueba alguna, pues admitir como válida la
manifestación unilateral, sería destruir todo el meca-
nismo de la prueba presuncional y facilitar la impuni-
dad  de cualquier acusado, volviendo ineficaz  toda una
cadena de presunciones  por la sola manifestación del
producente, situación jurídica inadmisible”. 

Por otra parte, cabe destacar de la declaración ministerial
rendida por el C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR, de fecha siete de agosto de dos mil dos y ratificada
el  cuatro de septiembre de dos mil dos, donde acepta que
el veintidós de marzo de dos mil uno, le fue notificada  la
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suspensión definitiva, así como, aún cuando niega,  que se
hayan obstaculizado los accesos al predio de la quejosa,
con la realización de los trabajos para la apertura de las via-
lidades Vasco de Quiroga y  Carlos Graef Fernández,  se
desprende  el reconocimiento de la existencia de accesos al
predio “El Encino”, hecho que niega en su escrito de ale-
gatos; de igual forma reconoce que con los cortes de tierra
y malla ciclónica, no podía acceder libremente, sin obstá-
culos, tanto en forma peatonal como vehicular a dicho in-
mueble, cuando señala que: “Es falso que con los cortes de
tierra y malla ciclónica se impidiera totalmente el acceso
tanto en   forma   peatonal    como  vehicular  al  predio
propiedad  de  la   sociedad   mercantil   Promotora   In-
ternacional   Santa   Fe, S. A de C. V”. De igual forma, en
los oficios antes citados con los que pretende acreditar el
supuesto cumplimiento a la medida cautelar, se reconoce
que es el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, la autori-
dad obligada a acatar lo dispuesto por la autoridad judicial
y que ocupa   además el cargo de Presidente del Consejo de
Administración de la empresa encargada de ejecutar los
trabajos para la construcción de las mencionadas vialida-
des. Finalmente los demás argumentos que esgrime en sus
declaraciones, son los mismos que hizo valer en el inci-
dente de suspensión del juicio de amparo 862/00.

De lo anterior, se colige un reconocimiento del Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, el cual debe ser considerado
como una confesión calificada divisible, y producir sus
efectos en lo que le perjudica, de acuerdo a la jurispruden-
cia emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible  a página
1209, Tomo: XVIII, Novena Época del Semanario Judicial
dela Federación  y su Gaceta, con el rubro:

“CONFESIÓN CALIFICADA DIVISIBLE. CASO
EN QUE SE CONFIGURA (LEGISLACIÓN DEL
ESTADO DE PUEBLA). Si bien es cierto que la confe-
sión es el reconocimiento de la propia responsabilidad
y de la participación personal en la comisión de un de-
lito, como lo establece el artículo 124 del Código de
Procedimientos en Materia de Defensa Social para el
Estado, también lo es que si el procesado, reconociendo
su responsabilidad, introdujo argumentos tendientes a
acreditar que su actuación fue legal, éste debe demos-
trar tal circunstancia, pues el que afirma está obligado
a probar y, en caso de negar, es necesario probar la ne-
gativa cuando contraría una presunción legal, o en-
vuelva la afirmación expresa de un hecho, según lo pre-
vén los artículos 192 y 193 del ya mencionado código,

por lo que dicho reconocimiento debe ser considerado
como una confesión calificada divisible, y producir sus
efectos en lo que le perjudica, de conformidad con lo que
dispone el diverso 194 del mismo ordenamiento legal,
siempre y cuando la conducta a él atribuida, a su vez se
acredite en autos con otros medios de convicción”.

Por tanto, a pesar de que no existe la aceptación del servi-
dor público imputado en el hecho que se le atribuye, exis-
ten pruebas que adminiculadas entre si conforman la prue-
ba circunstancial, en términos de lo establecido en el
artículo 286 del Código Federal de Procedimientos Penales,
pues tienen como punto de partida hechos que están proba-
dos como lo es la suspensión definitiva por cumplir, así co-
mo con los  requerimientos formulados y de los que se des-
prende el hecho inquirido, consistente en la conducta reacia
a dar cumplimiento a la suspensión definitiva, por lo que re-
sulta aplicable al respecto la jurisprudencia número 268,
consultable en la página 150 del Apéndice al Semanario Ju-
dicial de la Federación, correspondiente a los años 1917-
1995, Tomo II, Materia Penal, del tenor literal siguiente:

“PRUEBA CIRCUNSTANCIAL, VALORACIÓN DE
LA.- La prueba circunstancial se basa en el valor incri-
minatorio de los indicios  y tiene, como punto de parti-
da,  hechos y circunstancias que están probados y de los
cuales se trata de desprender su relación con el hecho
inquirido, esto es, ya un dato por complementar, ya una
incógnita por determinar, ya una hipótesis por verificar,
lo mismo sobre la materialidad del delito que sobre la
identificación del culpable y acerca de las circunstan-
cias del acto incriminado”. 

Se reitera, la probable responsabilidad de ANDRÉS MA-
NUEL LÓPEZ OBRADOR está acreditada en virtud de lo
siguiente:

1.- La orden de suspensión señala al Jefe de Gobierno del
Distrito Federal como responsable de la ejecución de las
obras que deben suspenderse.

2.- La resolución fue debidamente notificada al Jefe de Go-
bierno desde el 22 de marzo de 2001.

3.- Existe una resolución fechada el 30 de agosto de 2001
en la que se señaló expresamente al Jefe de Gobierno como
responsable del incumplimiento de la suspensión y se le re-
quirió para que en 24 horas la cumpliera. No obstante lo
anterior, se continuó con las obras.
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4.- Una vez que el 23 de enero de 2001, el Séptimo Tribu-
nal Colegiado en Materia Administrativa confirmó que
existía violación a la suspensión, el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal siguió sin tomar las medidas conducentes
para suspender las obras.

5.- Durante cuatro ocasiones más, mediante requerimientos
fechados los días 26 de septiembre de 2001, 15 de octubre
de 2001, 29 de enero de 2002 y 13 de febrero de 2002, ex-
presamente dirigidos al Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, se requirió el cumplimiento a la orden de suspensión.
No obstante, las obras continuaron.

6.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal nunca ordenó
de manera expresa y contundente a Sevicios Metropolita-
nos, Sociedad Anónima de Capital Variable, empresa en-
cargada de ejecutar las obras de construcción de las viali-
dades, el cabal y debido cumplimiento de la suspensión.

7.- En el presente caso no se acreditó ningún excluyente de
culpabilidad.

Por último, es importante resaltar que de las declaraciones
ministeriales del inculpado, así como de sus alegatos y ma-
nifestaciones ante la Sección Instructora, se aprecia la ex-
presión de que ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR
siempre tuvo conocimiento de la existencia de la orden de
suspensión y a su decir, que reiteradamente emitió las or-
denes y tomo las medidas necesarias para su cumplimien-
to. En este sentido, no puede alegarse que el inculpado si
era responsable de las supuestas ordenes de cumplimiento,
pero no de aquellos actos u omisiones que derivaron en el
incumplimiento de la orden del Juez.

Todo lo anterior, permite concluir, de manera probable que
ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, fue la persona
que en su carácter de autoridad responsable como Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, desobedeció de manera rei-
terada el cumplimiento de la suspensión definitiva pronun-
ciada decretada en el juicio de amparo 862/2000, en razón
que éste por sí, de manera consciente y voluntaria  desobe-
deció el mandato judicial, al no ordenar de manera expresa
y terminante a la empresa de partición  mayoritaria, Servi-
cios Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital Varia-
ble que se “...paralicen los trabajos de apertura de viali-
dades sólo en la parte de las fracciones expropiadas que
servían de acceso al predio denominado “El Encino” ubi-
cado en la zona la Ponderosa, en la Delegación del Dis-
trito Federal en Cuajimalpa de Morelos, así como para

que se abstengan de bloquear y cancelar los accesos al
predio de la quejosa”.

Para efectos de lo dispuesto por el artículo 25 de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos, esta
Sección Instructora concluye que existen elementos para
determinar la probable responsabilidad del Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR en la comisión del delito que se le imputa.

OCTAVO.- ESTUDIO DE LOS ARGUMENTOS DE
DEFENSA HECHOS VALER POR EL SERVIDOR PÚ-
BLICO.

No es obstáculo para arribar a las conclusiones señaladas
en los considerandos que anteceden la negativa vertida por
el ciudadano ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR,
así como las  manifestaciones que a título de objeciones rea-
lizó al rendir su informe el diez de junio de dos mil cuatro,
al presentar sus pruebas el cinco de agosto de dos mil cua-
tro y al exponer sus argumentos y alegatos el dieciocho de
febrero de dos mil cinco, en los cuales sustenta su defensa,
esta Sección Instructora procede analizarlos en los siguien-
tes términos:

1.- El servidor público imputado argumenta que mediante
el procedimiento de desafuero se pretende descalificar a un
adversario político, por medio de argucias jurídicas.

Al respecto, debe tomarse en consideración que para esta
Sección Instructora no pasa desapercibido cual es su papel
y su función al conocer de los procedimientos de declara-
ción de procedencia.

Así, al momento que el artículo 25 de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos obliga a la
Sección Instructora a practicar todas las diligencias condu-
centes a establecer la existencia del delito y la probable res-
ponsabilidad del imputado, se está revisando si la acusa-
ción que hace el Ministerio Público tiene fundamentos o si
se trata solamente de un mecanismo político para descali-
ficar al adversario.

En este sentido, el imputado puede tener la seguridad de
que esta Sección Instructora respetó en todo caso sus ga-
rantías constitucionales y procesales, por lo que la presen-
te determinación de ninguna manera deberá considerarse
como parte de una maniobra para descalificar a un adver-
sario, cualquiera que fuera el sentido.

Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados90



2.- También señala el inculpado que la acusación es infun-
dada y motivada sólo por intereses políticos.

Al respecto, esta Sección Instructora, al considerar que su
trabajo es eminentemente técnico y que consiste en revisar
si las acusaciones tienen algún sustento, ha revisado los
fundamentos jurídicos de la acusación, estudiando la exis-
tencia del delito y la probable responsabilidad del imputa-
do.

En este sentido, deberá tomarse en consideración que el he-
cho de contar con adversarios políticos de ninguna manera
faculta a un servidor público para actuar contra derecho, ni
alegar que esos ilícitos no pueden ser perseguidos.

En todo caso, lo que se debe analizar es que no se abuse in-
debidamente de las funciones de procuración de justicia
mediante acusaciones infundadas o inventadas.

El que comete un delito debe responder ante la justicia. Se-
ría muy fácil evadir la acción de los tribunales con el falso
argumento de que toda averiguación ministerial o juicio se
hace solamente para atacar al enemigo político. El fuero
constitucional es un requisito procedimental, para no ser
procesado sin que la Cámara de Diputados analice el caso
concreto y la conveniencia de separar al servidor público
de su encargo. El fuero no es un permiso para delinquir.

3.- También señala el servidor público que si la mayoría de
los miembros de la Sección Instructora resolvió apartarse o
desentenderse de su función esencial y ha pretendido limi-
tarse a fungir como un simple y mero revisor de las actua-
ciones del ministerio público, el juicio de procedencia ca-
recería de todo sustento. Más aún, no podrá decirse,
siquiera, que tal juicio tuvo lugar, puesto que no se ha cum-
plido ni con la letra ni con el espíritu de la Constitución de
la República.

Al respecto, esta Sección Instructora aprecia que el impu-
tado pretende que la valoración se emita apartándose de las
cuestiones técnico-jurídicas, para limitarse a realizar un es-
tudio eminentemente político sobre el tema.

No se pasa por alto que el procedimiento de declaración de
procedencia es un trámite administrativo de naturaleza ju-
risdiccional y de contenido eminentemente político.

Sin embargo, la valoración política se realiza en dos mo-
mentos. En primer lugar, la Sección Instructora tendrá que

analizar, bajo criterios estrictamente jurídicos, si la acusa-
ción del Ministerio Público tiene algún sustento. De care-
cer de elementos, se entenderá que se trata de una acusa-
ción sin fundamentos, lo que implicaría la posibilidad de
que se trata de un medio de presión político.

En una segunda parte, la valoración política le corresponde
al Pleno de la Cámara de Diputados, que tendrá que revisar
el dictamen de la Sección Instructora, y en su oportunidad
decidir sobre la conveniencia o no de separar inmediata-
mente al servidor público de su encargo, o en su caso, de-
jarlo en funciones para que responda ante la justicia una
vez que concluyan sus funciones.

De conformidad con lo anterior, la valoración política que
se realiza en el procedimiento de declaración de proceden-
cia, de ninguna manera se circunscribe a determinar si el
servidor público tiene o no enemigos políticos, sino a revi-
sar si la acusación tiene elementos jurídicos que la susten-
te y sobre la conveniencia de separar al servidor público de
su cargo en ese momento.

4.- En cuanto a los puntos I y II denominados “CONSI-
DERACIONES CON LOS HECHOS DENUNCIADOS
Y CONCLUSIONES DE LOS HECHOS DENUNCIA-
DOS”, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, sustancial-
mente expresa como argumentos de defensa, lo siguiente: 

“Que en razón de que los trabajos de apertura de viali-
dades se paralizaron en la parte de las fracciones ex-
propiadas consideradas sin precisión topográfica por
parte de las autoridades judiciales federales, de acceso
al predio denominado “El Encino”, no se bloquearon ni
cancelaron accesos al predio de la quejosa y al no ha-
ber constancia alguna que pruebe que el suscrito per-
sonalmente bloqueo o canceló los accesos al predio, o
que de manera indebida me haya abstenido de ordenar
que se paralizaran las obras o haya permitido el blo-
queo conciente de accesos al predio de la quejosa, o que
consentí alguna violación a los términos de la suspen-
sión, es preciso concluir que no existía violación a la
suspensión, ni consecuentemente, hubo de mi parte des-
obediencia directa, o indirecta, a la suspensión definiti-
va decretada por la autoridad federal”.

“Que los trabajos se hayan continuado realizando en lo
general, de ninguna manera implica que con los mismos
se haya bloqueado o cancelado las posibilidades exis-
tentes de ingreso al inmueble antes y después de las
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suspensiones, tanto la provisional como la definitiva,
dado que se paralizaron en la parte de las fracciones
expropiadas que alegadamente servían de acceso de ip-
so al predio denominado “El Encino”, en literal cum-
plimiento a lo ordenado en las citada suspensión”.

[...]

“Así las cosas, la única conclusión racional es que al
momento de formularse la denuncia de violación a la
suspensión no se estaba trabajando en la parte de las
fracciones expropiadas que servían de acceso al Encino
y si en cambio existía acceso al predio de la quejosa en
las mismas condiciones que cuando se concedieron las
suspensiones provisional y definitiva, por lo que no se
está en presencia de la conducta que me  imputa el Mi-
nisterio Público”.

[...]

“En resumen, las constancias que obran en la averi-
guación previa que da origen a la solicitud de proce-
dencia hacen evidente que las autoridades señaladas
como responsables atendimos la medida cautelar otor-
gada a la empresa quejosa, como también es incuestio-
nable que para ingresar a “El Encino” siempre hubo
que atravesar por propiedades públicas y privadas aje-
nas al predio defendido por la quejosa y que nunca for-
maron parte de las zonas expropiadas”.

[...]

“...La única conclusión lógica es que no existen ele-
mentos que acrediten palmariamente la existencia ma-
terial de una desobediencia a lo ordenado a la autori-
dad federal”.

Cabe señalar que el cumplimiento a un auto de  suspensión
de amparo, conlleva como antecedente y premisa a la con-
cesión, en una demanda de amparo y protección de la jus-
ticia federal solicitada por un particular, es decir, de aqué-
lla persona contra la cual se evidenció la violación de un
derecho o garantía individual, y que satisfecho los requisi-
tos exigidos por el artículo 124 de la Ley de Amparo, que
se convierte efectivamente en una garantía , por la potestad
del órgano de control constitucional de hacer respetar la
misma, del estado derecho, de garantizar su cumplimiento;
así pues, los autos de suspensión del acto reclamado, tienen
un carácter evidentemente obligatorio para las autoridades

responsables que consiste en preservar la materia del juicio
de amparo, evitando que los actos reclamados sean ejecu-
tados, porque de esta manera previene la realización de da-
ños y perjuicios que puedan ser de difícil o imposible re-
paración para el particular: Luego entonces, las
argumentaciones del servidor público imputado, devienen
además de infundadas, improcedentes, al hacer valer con-
sideraciones que en el devenir del incidente de suspensión
del juicio de amparo incoado en su contra, de los requeri-
mientos de cumplimiento a la suspensión, de la denuncia
de violación a la suspensión, del incidente de violación a la
suspensión y de la queja presentada en contra de la misma,
nunca se vieron desvirtuadas.

En efecto, los argumentos que hace valer el servidor públi -
co en estos puntos son los mismos, que se esgrimieron du-
rante toda la secuela del incidente de suspensión al juicio
de amparo 862/2000, y que no obstante de ser examinados,
tanto por los Jueces de Amparo, como los Magistrados del
Séptimo Colegiado de Circuito que conocieron  de los re-
cursos de revisión  y de queja, confirmaron las determina-
ciones de los  primeros.

Por otra parte, debe tomarse en consideración que el efec-
to de la suspensión definitiva decretada por el Juzgado No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito
Federal, abarca dos aspectos: a) Para que se paralicen los
trabajos de apertura de vialidades solo en la parte de las
fracciones expropiadas que servían de acceso al predio de-
nominado “El Encino”; y b) Para que se abstengan de blo-
quear y cancelar los accesos al predio de la quejosa; y con
uno solo que no se cumpla, es suficiente para considerar
que existe desacato a ese mandamiento judicial, y en el
presente caso con el cúmulo de elementos probatorios re-
cabados durante la averiguación previa y en este procedi-
miento, se acreditó fehacientemente que después del día
veintidós de marzo de dos mil uno, cuando fue debida-
mente notificado el Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
se continuaron efectuando trabajos de apertura de vialida-
des en las zonas expropiadas que servían de acceso al pre-
dio de la quejosa.

En efecto, en el escrito de fecha 26 de marzo de dos mil
uno, mediante el cual el Licenciado ANDRÉS MANUEL
LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal
interpone recurso de revisión en contra de la sentencia in-
terlocutoria por la que se concede la suspensión definiti-
va, documento firmado en su ausencia por el Licenciado
José Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del
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Distrito Federal, se reconoce que en dicha resolución el
Juzgador precisó los actos reclamados, esto es, que no hu-
bo incongruencias, falta de claridad o imprecisiones, que
hiciera que estuviera imposibilitado de dar  debido cumpli-
miento a la misma, de lo que se infiere que tenía pleno co-
nocimiento de cuales eran las zonas expropiadas que serví-
an de acceso al predio “El Encino” y en las que tenían que
paralizar las obras de apertura de vialidades y abstenerse de
bloquear o cancelar los accesos y el agravio se hizo con-
sistir en la indebida valoración de las pruebas que tomó en
consideración el Juez, para decretar la medida suspensio-
nal, pero nunca se puso en duda la existencia de accesos al
predio de la quejosa, asimismo reconoció que la ejecución
de las acciones de mejoramiento urbano y la apertura y
construcción de las vialidades Vasco de Quiroga y Carlos
Graef Fernández, por las cuales se expidió el decreto Ex-
propiatorio, tuvo como causa la utilidad pública. 

De igual forma, la continuación de las obras de apertura de
vialidades en las zonas expropiadas, que servían de acceso
al predio de la quejosa, se acreditó con los testimonios de
los instrumentos notariales números 22,289 y 22,396, que
contienen la fe de hechos practicadas el diecinueve de mar-
zo de dos mil uno y el cuatro de abril del mismo año, por
el Notario Público número 181 del Distrito Federal, Licen-
ciado Miguel Soberón Mainero, en las que se hace constar
la existencia de maquinaria que realiza diversos trabajos de
excavación y remoción de tierra, en la confluencia de las
calles de Salvador Agraz y Vasco de Quiroga, así como con
la autopista México-Toluca, se agregan varias fotografías
que demuestran lo anterior, así como planos de localiza-
ción donde se practicó la diligencia.   

También obra, la resolución dictada el treinta de mayo del
mil uno, por el Séptimo Tribunal Colegiado en materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito, al recurso de inconformi-
dad interpuesto por el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, en el que se confirmó la interlocutoria mediante la cual
se concedió la suspensión definitiva, señalando que:
“...aún cuando el recurrente no se haya constituido perso-
nalmente en la propiedad de la quejosa para realizar los
actos que ordenó fuese ejecutados por una empresa de par-
ticipación estatal, la determinación en este sentido esta-
blece la certeza y existencia de dichos actos cuyos efectos
y consecuencias por su naturaleza, fueron susceptibles de
suspender, consecuentemente, fue correcta la determina-
ción del Juez en el sentido de considerar que no obstante
la negativa formulada por aquél, quedó acreditada su par-
ticipación y, por lo mismo la existencia de los actos recla-
mados a ella”.

Asimismo, se encuentra el informe de fecha veintidós de
agosto de dos mil uno, rendido por ANDRÉS MANUEL
LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal
y José Agustín Ortiz Pinchetti, Secretario de Gobierno del
Distrito Federal, documento firmado por éste último, en
ausencia del primero, en el que bien se niega los actos que
se le imputan consistente en la violación a la suspensión
definitiva, acepta que es cierto que se han continuado con
los trabajos de apertura de las vialidades denominadas Car-
los Graef Fernández y Vasco de Quiroga y al negar que los
accesos se  hubieran bloqueado o cancelado, reconoce la
existencia de éstos.

Así como la Inspección ocular practicada el veintiocho de
agosto de dos mil uno, en la que se hace constar la exis-
tencia de maquinaria que realiza trabajos de nivelación y
remoción de tierra en las vialidades Carlos Graef Fernán-
dez y Vasco de Quiroga, la carga y descarga en camiones
de material que extrae del terreno, así como la existencia
de malla ciclónica de delimita las zonas expropiadas al in-
terior del predio, que no permite el libre acceso al predio. 

De igual forma con el escrito de fecha cinco de septiembre
del dos mil uno, mediante el cual el C. ANDRÉS MA-
NUEL LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno de Distrito
Federal, desahoga el requerimiento  formulado en la reso-
lución pronunciada respecto a la denuncia de  violación a
la suspensión definitiva, señalando que ha dado puntual
cumplimiento a dicha medida cautelar y que de la inspec-
ción ocular se demuestra que la quejosa tiene acceso al pre-
dio “El Encino”, tanto por la parte  norte, avenida Vasco de
Quiroga, como del lado sur, Carlos Graef Fernández  y que
por lo tanto no ha bloqueado ni cancelado los accesos al in-
mueble; como se advierte de este informe, también se re-
conoce la existencia de accesos. 

Lo mismo acontece con el recurso de queja que interpuso en
contra de la interlocutoria que decreto fundada la denuncia
de violación a la suspensión definitiva, así como con los es-
critos de fecha dos y dieciocho de octubre de dos mil uno,
treinta y uno de enero de dos mil dos,  donde también se re-
conoció la existencia de accesos al predio “El Encino”. 

5.- En el punto III del escrito de alegatos, denominado
“CONSIDERACIONES DE DERECHO”, el servidor
público imputado, estima que es necesario entrar al análi-
sis de la solicitud planteada a efecto de determinar si en el
expediente de la averiguación previa, existen elementos
que hagan presumir la existencia del cuerpo del delito y la
probable responsabilidad y resolver sobre la procedencia
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de la subsistencia del fuero, toda vez, que cuando el Juez
de Distrito dio vista al Agente del Ministerio Público ads-
crito al Juzgado, no prejuzgó de manera alguna sobre la
responsabilidad penal. 

A continuación, menciona  actuaciones que se desprenden
de la averiguación previa, señalando que respecto de los
accesos al Encino nunca fueron fijados topográficamente
en autos, y que sólo existen referencias legales de una ser-
vidumbre de paso, en la escritura pública 1,913 del diez de
julio de mil novecientos cincuenta y dos y en la escritura
pública número 29,533 otorgada el veintidós de julio de
mil novecientos sesenta y nueve. Lo anterior, significa que
el único acceso desde y hacia “El Encino” estaba resguar-
dado como “servidumbre de  paso”, que comprendía una
faja de veinte metros de ancho, en la parte sur del predio.
Concluyendo que ni los jueces federales que decidieron
que se habían bloqueado los accesos al Encino, ni el  Mi-
nisterio Publico que investigó el caso, determinaron ni pro-
baron lo  antes asentado.

Es fundado sustancialmente este argumento, toda vez que
efectivamente las documentales públicas a las que hace re-
ferencia, acredita la existencia de una servidumbre de paso
en el lado sur del predio “El Encino”, y que por las carac-
terísticas que se describen en los propios documentos, ésta
era utilizada para el acceso de vehículos; lo anterior se co-
rrobora con las fotografías aéreas que obran agregadas al
expediente. 

Por otra parte, si bien, en la inspección ocular practicada el
doce de marzo de  dos mil uno, no se hizo constar la exis-
tencia de esta servidumbre, ello se debió a que para esa fe-
cha  ya había desaparecido debido a los trabajos que se reali-
zaron para la apertura de la vialidad denominada Carlos
Graef Fernández y que por las veredas que se describen en
dicha diligencia, era materialmente imposible que ingresa-
ra la maquinaria pesada que se encuentra  en el interior de
la parte no expropiada del predio “El Encino”. 

Con lo anterior, queda demostrado la existencia de una vía
QUE SERVÍA de acceso al predio “El Encino”, y que por
tal motivo, era obligación de las autoridades responsables,
entre ellas el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el de
paralizar las obras precisamente en esa zona que servía  de
acceso, con la finalidad de preservar de esta forma,  la ma-
teria para el juicio constitucional, situación que no ocurrió
por el desacato a paralizar los trabajos ordenado en el auto
de suspensión.

De la misma forma, hace referencia de los oficios números:
DGSL/248/2001 del veintiséis de dos mil uno;
DGSL/272/2001 del tres de abril del dos mil uno;
DGSL/636/2001 del veinte de agosto de dos mil uno;
DGSL/637/2001 de veintitrés  de agosto de dos mil uno,
todos ellos suscritos por el Director General de Servicios
Legales y dirigidos al entonces Director General de SER-
VICIOS METROPOLITANOS, SOCIEDAD ANÓNIMA
DE CAPITAL VARIABLE, mediante los cuales le hacía
del conocimiento de las resoluciones en el juicio de ampa-
ro 862/2000, como es la concesión de la suspensión defini-
tiva, la resolución del Tribunal Colegiado que confirmó la
suspensión definitiva, sobre la denuncia presentada por la
violación a la suspensión definitiva. Así como los oficios
de fechas cinco de septiembre de dos mil uno, dos de octu-
bre de dos mil uno y dieciocho de octubre de dos mil uno,
en los que, el entonces Secretario de Gobierno del Distrito
Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, solicitó a Servicios Metropolitanos, Sociedad Anó-
nima de Capital Variable, que informara sobre el cumpli-
miento dado a la suspensión definitiva, y los oficios
DG/1926/01 del siete de septiembre de dos mil uno,
DG/317/01 del tres de octubre de dos mil uno y
DG/329/01de fecha veintidós de octubre de dos mil dos,
mediante los cuales el Director General de Servicios Me-
tropolitanos, Sociedad Anónima de Capital Variable comu-
nicaba  que en ningún momento se habían bloqueado los
accesos al predio, que a partir del inicio de las obras de las
vialidades Carlos Graef Fernández y Vasco de Quiroga, los
accesos al predio “El Encino” habían  permanecido sin blo-
queo alguno con motivo de la nivelación y remoción de tie-
rra, por lo que el propietario podía  acceder a su terreno sin
ningún problema, y finalmente el oficio de quince de fe-
brero de dos mil dos, en el que se requirió al Director Ge-
neral de  SERVICIOS METROPOLITANOS, SOCIEDAD
ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE para que:

“...atendiendo puntualmente el requerimiento formula-
do por el Juez de Distrito requiero a  usted, a fin de que
de inmediato se paralicen los trabajos de apertura de
las vialidades en la parte de las fracciones expropia-
das, así como se abstengan de bloquear los accesos al
predio de la parte quejosa (fracciones expropiadas). Lo
anterior, implica también, según la disposición del juz-
gador en el acuerdo que se cita que se “retire toda la
maquinaria y equipo de construcción que se encuentre
en las fracciones expropiadas a la parte quejosa”, ya
que únicamente de esa forma el Juez de Distrito “ten-
drá la certeza que las autoridades responsables no están
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realizando ni realizarán obras de construcción carrete-
ra, hasta en tanto, no se dicte sentencia ejecutoria en el
cuaderno principal de donde deriva este incidente; y
obteniendo con ello, el estricto cumplimiento a la medi-
da cautelar otorgada”. En consecuencia, requiero a us-
ted, para que se sirva informarme de inmediato, por
conducto de la Dirección General de Servicios Legales,
el acatamiento que esa paraestatal haya dado a la sus-
pensión definitiva  multicitada...”

Finalmente, concluye manifestando que:  “de las constan-
cias arriba transcritas, que obran en el  expediente de la
averiguación previa 1339/FESPLE/2001, no se advierte la
conducta imputada al suscrito Jefe de Gobierno, consis-
tente en desobedecer la suspensión definitiva, concedida
por el Juez Noveno como se corrobora en las diversas de-
claraciones que corren agregadas a la documentación en-
tregada por el Ministerio Público a esa Sección Instructo-
ra, de donde se concluye que, desde el primer momento, el
suscrito ejecutó los actos tendientes a dar cumplimiento a
la resolución pronunciada en el incidente de suspensión
definitiva, sin que se pueda apreciar resistencia alguna y si
por el contrario, existe claridad y contundencia en las ins-
trucciones giradas a las autoridades a las que correspon-
día ejecutarlas materialmente, en las que se transcribió
materialmente para su acatamiento lo ordenado en la me-
dida  cautelar...”.

También señaló que como consta en los oficios a que se
hizo referencia anteriormente, las diversas áreas guberna-
mentales involucradas dieron seguimiento al cumplimien-
to de la suspensión definitiva a la quejosa.

Resulta de igual forma ineficaz el señalamiento que hace el
servidor público, respecto de los oficios  que se describen
en su escrito de alegatos, ya  que los mismos no prueban
que se hubiese dado cumplimiento al auto de suspensión
definitiva, pues lo único que demuestra era que se le co-
municó a Servicios Metropolitanos, Sociedad Anónima de
Capital Variable, la resolución y  se le solicitaba  informa-
ra sobre su cumplimiento. La emisión de estos oficios no
relevaba al Jefe de Gobierno del Distrito Federal de la obli-
gación que tenía de dar cumplimiento a la orden  de sus-
pensión, al ser él y no el Director General de Servicios Lega-
les o el Director General de SERVICIOS
METROPOLITANOS, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPI-
TAL VARIABLE, quien estaba señalado como autoridad res-
ponsable en el juicio de amparo de que se trata, más aún si
se tiene en cuenta  que por saber la trascendencia que en lo

personal le acarrearía su incumplimiento, pues fue requeri-
do en términos de lo dispuesto por la ley de la materia, re-
sulta ilógico que pretenda justificar su omisión,  con el he-
cho de que personal de áreas administrativas que no
estaban señaladas como responsables, se concretara única-
mente a comunicar el sentido de la medida cautelar y a so-
licitar informes sobre su cumplimiento.

Por los términos en lo que fueron redactados los oficios de
referencia, dan la apariencia  que con ellos se daba cum-
plimiento al auto de suspensión; sin embargo, no eran ór-
denes claras  y contundentes de que se paralizaran los tra-
bajos en las zonas expropiadas que servían de acceso al
inmueble y que se abstuvieran de bloquear y cancelar los
accesos al mismo, sino se concretaban únicamente a co-
municar el sentido de la resolución; caso contrario al del
oficio del quince de febrero del dos mil dos, en el cual, el
Secretario de Gobierno en ausencia del Jefe de Gobierno
del  Distrito Federal, le ordena al Director General de Ser-
vicios Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital Va -
riable, para que de inmediato,  paralice los trabajos de aper-
tura de las vialidades en la parte de las fracciones
expropiadas, así como se abstengan de bloquear los acce-
sos al predio de la parte quejosa, y para que además, reti -
rara toda la maquinaria y equipo de construcción que se en-
contraba en las fracciones expropiadas a la parte quejosa.

Respecto de las descripciones actuariales y notariales,  que
fueron tomadas en consideración por los Jueces Federales
y por el Ministerio Público, a criterio del Jefe de Gobierno,
“...resultan absolutamente irrelevantes, en cuanto a que
nunca pudieron saber bien a bien sus redactores si estaban
observando efectivamente terrenos del Encino o áreas de
otro u otros predios ajenos a dicho predio. La orden judi-
cial, era no bloquear el acceso, o sea, que implicaba dete-
ner la apertura de vialidades solo en cuanto ello tuviera
como efectos secundario el bloqueo al acceso, y ya vimos
que el acceso sur poniente citado por la quejosa y por el
juez Tovilla, no solo no formaba parte de las zonas expro -
piadas –por lo que no le alcanzaba el efecto de la orden de
suspensión-, sino que permanecía en las mismas condicio-
nes que guardaba antes de la entrada en vigor de la sus-
pensión -22 de marzo de 2001 para el Jefe de Gobierno- y
que conserva hasta el presente. En cuanto al inventar ac-
cesos por la parte norte del Encino para el doce de marzo
de dos mil uno -dos días antes de que se emitiera la orden
de suspensión- ya había “cortes de aproximadamente
treinta metros, por lo que es físicamente imposible entrar a
él caminando  en automotor”.
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Sobre este punto es infundado la aseveración que hace el
servidor público imputado, ya que tanto en la diligencia de
inspección ocular practicada por los actuarios  del Juzgado
de Distrito, así como los instrumentos notariales, donde se
hace constar fe de hechos, quedaron debidamente precisa-
dos que el lugar en donde se realizaban  esas actuaciones
era en el predio denominado “El Encino”, incluso a las ins-
pecciones realizadas por los actuarios del Juzgado Noveno
de Distrito, estuvieron presentes, tanto el representante le-
gal de la quejosa, como el Delegado designado por las au-
toridades responsables, en términos del artículo 19 de la
Ley de Amparo, mismo que no hizo ninguna observación
respecto de que la inspección no se estuviera llevando a ca-
bo  en el predio “El Encino”.

6.- En el punto IV, titulado “ALGUNAS REFLEXIONES
SOBRE LAS PRUEBAS”, se argumenta lo siguiente:

a) Que las inspecciones judiciales nunca acudieron a las
mismas ni los Jueces ni los magistrados, ni siquiera los Se-
cretario del Juzgado o Tribunal. Que éstas siempre estuvie-
ron a cargo de los actuarios judiciales, que no tenían los
conocimientos periciales  y de otra índole necesarios para
formar convicción en el juzgador.

“En resumen, ninguno de los  Jueces ni Magistrados que
intervinieron en el incidente de violación a la suspensión
que dio origen a la averiguación previa que hoy nos ocu-
pa, practicó jamás un examen directo del predio en cues-
tión, para formar su convicción mediante el examen sen-
sorial del inmueble y sus circunstancias, ni mucho menos
requirieron el auxilio de peritos en la materia a examen,
con lo que adicionalmente, se apartaron irreparablemente
de la hipótesis del artículo 212 del Código Federal de Pro -
cedimientos Civiles- supletorio de la Ley de Amparo-, se-
gún el segundo párrafo del artículo 2 de la misma que es-
tatuye que el reconocimiento o inspección judicial hará
prueba plena cuando se refiere a puntos que no requieran
conocimientos  técnicos especiales”.

Este argumento, es infundado, en virtud, de que la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación en su artículo
158 faculta a los actuarios para practicar las diligencias que
hayan de efectuarse fuera de las oficinas de los Juzgados de
Distrito, al disponer lo siguiente:

“ Artículo 158. Las diligencias que hayan de practicarse
fuera de las oficinas de los tribunales de circuito y de los
juzgados de distrito. Podrán practicarse por los propios

magistrados o jueces o por los secretarios o actuarios que
comisione al efecto”.

Lo anterior, se corrobora con la tesis jurisprudencial de la
primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
visible a página 28, volumen 63, segunda parte, Séptima
Época, del Semanario Judicial de la Federación, con el ru-
bro:

“INSPECCIÓN JUDICIAL PRACTICADA POR AC-
TUARIO  DE JUZGADO DE DISTRITO. VALIDEZ.
Las diligencias de inspección judicial practicadas  por los
actuarios de los Juzgados de Distrito tienen plena validez,
ya que los actuarios tienen la capacidad legal para practi-
carlas y el resultado de éstas tiene el valor de prueba ple-
na, pues el actuario está investido por disposición de la ley
de fe pública”.

De lo expuesto, se colige que las inspecciones oculares
practicadas por los peritos en el juicio de amparo, hacen
prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 280 y 281 del Código Federal de Procedimientos
Penales.

Además, esta Sección Instructora en aprecia que las ins-
pecciones judiciales no fueron el único elemento que se
tomó en consideración por el Ministerio Público, en su
averiguación previa, para concluir que en el caso concreto
habían quedado acreditados el cuerpo del delito y la proba-
ble responsabilidad.

Aunado a lo anterior, debe tenerse en cuenta que las dili-
gencias fueron practicadas por actuarios por orden del Juez
de Distrito y que nunca fueron impugnadas por las partes
en el juicio de amparo por este motivo.

b) El Jefe de Gobierno considera que el Ministerio Públi-
co “estaba y está obligado a probar la existencia  del cuer-
po del delito, lo que incluye como premisa ineludible a es-
tablecer la ubicación exacta de predio, sus zonas
expropiadas, la parte de éstas que servían de acceso y las
superficies y linderos del todo y de las partes citadas que
lo integran, así como la ubicación exacta de los accesos
al citado predio, su número y las condiciones materiales
que guardaban el 14 de marzo del 2001, día en se conce-
dió la suspensión de cuenta o el día 22 de los mismos mes
y año, día en que fue notificada dicha orden suspensional
al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, según aparece
en autos”.
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Agregando, que ante esta Sección Instructora, los peritos
topógrafos de la Procuraduría General de la República es-
tablecieron la imposibilidad técnica de definir los límites
del predio “El Encino”.

Y concluye señalando que se está frente a una conducta atí-
pica, pues al no ubicar el Ministerio Público topográfica-
mente el predio “El Encino” falta un elemento esencial: el
elemento material, que para el servidor público consiste en
el predio “El Encino”.

Sobre el particular, resulta infundado lo manifestado por el
servidor público,  de que se está frente a una conducta atí-
pica por la falta del elemento material, que para él, consis-
te en el predio “El Encino”; toda vez, que en el delito a es-
tudio, el elemento material, consiste en el auto dictado el
catorce de marzo de dos mil uno, en el que se decretó la
suspensión definitiva del acto reclamado, donde se estable-
ció el efecto y consecuencias de la medida cautelar. 

De tal forma, que el acto reclamado por la quejosa Promo-
tora Internacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Capital
Variable, en el juicio de amparo, de donde derivó el inci-
dente de suspensión, que fue desobedecido,  se hizo con-
sistir en la expedición del decreto expropiatorio de fecha
nueve de noviembre del dos mil, publicado los días diez y
catorce del mismo mes y año, “así como los acuerdos, de-
terminaciones que dicte, haya dictado o pretenda dictar
encausados a la ejecución material y cumplimiento del de-
creto”. En el mencionado decreto, contrario a lo que sos-
tiene el servidor público imputado, se estableció la ubica-
ción del predio “El Encino”, las zonas expropiadas, la
superficie y linderos.

Por otra parte, este argumento nunca fue hecho valer du-
rante la substanciación del Incidente de Suspensión, sino
por el contrario, en todos los informes rendidos,  al respec-
to, así como los recursos interpuestos, siempre se dio por
hecho la ubicación del predio “El Encino”, así como  la
existencia de accesos al mismo, e incluso fue necesario re-
poner el procedimiento, a petición del Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, debido a que  la inspección practicada el
catorce de diciembre de dos mil, se realizó en contraven-
ción a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimien-
tos Civiles, al no citarse a las partes para su realización,
por tal motivo en todas las demás inspecciones llevadas a
cabo en el predio  “El Encino”, estuvo presente un Delega-
do designado por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
quien nunca hizo manifestación alguna respeto de que las

diligencias no se estuvieran realizando en el predio motivo
de  inspección.

c) El servidor público alega que el Ministerio Público ya
había iniciado el catorce de noviembre de dos mil uno, ca-
si dos meses antes de que se le diera vista de la averigua-
ción previa número 1339/FESPLE/2001, en franca viola-
ción a la parte conducente del artículo 113 y demás
aplicables del Código Federal de Procedimientos Penales.
Asimismo considera que:

“Dar vista, es una expresión que equivale en derecho, a
poner en conocimiento y, en el caso que nos ocupa, lo que
el  juez ordenó que se pusiera en conocimiento del Agente
del Ministerio Público adscrito a su juzgado, es una docu-
mentación que quizá indicara que debía iniciar una averi-
guación por la desobediencia a una resolución judicial, ilí-
cito previsto en el artículo 206 de la Ley de Amparo. Tal
averiguación debió entonces ajustarse a los hechos que
fueron materia de la denuncia de violación a la suspensión
y que conformaron el incidente abierto al respecto en el
propio Juzgado Noveno. La averiguación, por tanto, debía
partir de una consideración administrativa que podría te-
ner implicaciones penales, mismas que debía establecer el
Ministerio Público, para llegar a la conclusión de que se
había incurrido en el delito de desobediencia previsto en el
artículo 206 de la Ley de Amparo. Que el Ministerio Pú-
blico no podía iniciar su averiguación sin que: 

a) Existiera legalmente la declaratoria judicial correspon-
diente, b) Hubiera causado estado dicha resolución y c) Se
le hubiera puesto en su conocimiento en autos. Al  abrir la
averiguación 1339/FESPLE/2001, sin haber tenido previa-
mente noticia legal sobre el delito, dada por el juez com-
petente en ejercicio de sus funciones, el Ministerio Público
actuó arbitrariamente,  en violación al principio de legali-
dad, que prevé la satisfacción de los presupuestos proce-
sales cuyo incumplimiento impide la admisibilidad del
ejercicio de la acción penal y la eficacia del proceso mis-
mo. Los requisitos de procedibilidad son exigencias que le-
galmente deben satisfacerse para proceder en contra de
quien se presume que violó una norma del derecho penal
sustantivo. En el presente caso estamos ante una flagrante
violación del principio de legalidad que es suficiente para
que esa Sección Instructora deseche la solicitud de des-
afuero, en cuestión de notoriamente improcedente”.

También es infundado este argumento, y de ninguna mane-
ra existe violación al principio de legalidad, en virtud, de
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que el delito previsto en el artículo 206 de la Ley de Am-
paro, no contempla ninguno de los requisitos de procedibi-
lidad, a que se refieren las fracciones I y II del artículo 113
del Código Federal de Procedimientos Penales. Por el con-
trario, se trata de un ilícito de los que se persigue de oficio,
los cuales únicamente se necesita que la autoridad investi-
gadora tenga noticia del hecho,  para que tenga la obliga-
ción de proceder de oficio a la investigación de los mis-
mos, como lo dispone la primera parte del dispositivo legal
antes señalado, que textualmente señala: 

“Artículo 113. El Ministerio Público y sus auxiliares, de
acuerdo con las órdenes que reciban de aquellos, están
obligados a proceder de oficio a la investigación de los de-
litos  de que tengan noticia. La averiguación previa no po-
drá iniciarse de oficio en los casos siguientes”: 

“ I.- Cuando se trate de delitos en los que solamente se
pueda proceder por querella necesaria, si ésta no se ha
presentado”;

“ II.- Cuando la ley exija algún requisito previo,  si éste no
se ha llenado”.

Sirve de apoyo a o anterior la tesis jurisprudencial de la
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
visible a página 482, volumen Tomo II, Penal, segunda
parte, Séptima Época, del Semanario Judicial de la Federa-
ción, con el rubro:

“DELITOS QUE SE PERSIGUEN DE OFICIO, QUE-
RELLA INNECESARIA EN CASO DE. Tratándose de
delitos que se persiguen de oficio, basta  que el titular del
ejercicio de la acción penal  tenga conocimiento de la co-
misión de hechos delictuosos para que inicie la averigua-
ción previa y ejercite la acción penal correspondiente, sin
que sea requisito de procedibilidad la querella, bastando
la denuncia o acusación de cualquier persona”.

En el caso a estudio, en la resolución dictada el treinta de
agosto de dos mil uno, en la que se declaró fundada la de-
nuncia de violación a la suspensión definitiva, en el reso-
lutivo segundo, se resolvió se girara en su oportunidad
atento oficio al Agente del Ministerio Público de la Fede-
ración, adscrito al Juzgado Noveno, para que procediera en
términos del artículo 206 de la Ley de Amparo.

En atención a lo ordenado por la autoridad judicial federal
el seis de noviembre de dos mil uno, el Licenciado Agus-
tín. N. Rodríguez Mendoza, Agente del Ministerio Público,

adscrito al Juzgado remitió copias certificadas del juicio de
amparo 862/2000 al Director General del Ministerio Públi-
co Especializado “A” de la Procuraduría General de la Re-
pública, toda vez que se presumía violación a la suspensión
definitiva. 

Este último funcionario, con fecha ocho de noviembre de
dos mil uno, para su atención procedente al Fiscal Especial
para la Atención de Delitos cometidos por Servidores Pú-
blicos y previstos en Leyes Especiales, quien a su vez, el
catorce de noviembre de dos mil uno, mediante oficio
FESPLE/8245/2001, remitió las copias certificadas, con la
indicación de iniciar la averiguación previa 1339/FES-
PLE/2001. Averiguación previa que fue iniciada en esa
misma fecha, ordenando se practicaran todas y cada una de
las diligencias necesarias, para la debida prosecución de la
misma.

Existe el criterio, de que para configurar el delito previsto
en el artículo 206 de la Ley de Amparo, no es necesario que
se haya dictado resolución alguna que declare la violación
a la suspensión; con menor razón, se exige el cumplimien-
to de determinados requisitos para que se proceda a iniciar
la indagatoria, como lo sostiene el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal en su alegato.

Lo anterior, se encuentra sustentado con la tesis jurispru-
dencial de los Tribunales Colegiados de Circuito de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, visible a página 755,
Tomo IV. Novena Época, del Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta, con el rubro:

“VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN. PARA QUE SE
CONFIGURE EL DELITO PREVISTO EN EL ARTÍ-
CULO 206 DE LA LEY DE AMPARO,  NO SE RE-
QUIERE LA RESOLUCIÓN PREVIA DE LA EXIS-
TENCIA DE LA. La resolución previa de la existencia de
la violación al auto que concede la suspensión, por parte
del Juez Federal que conoce de un juicio de garantías, no
es indispensable para que se configure el delito que con-
templa el artículo 206 de la Ley de Amparo, porque tal re-
quisito no se establece  en el capítulo relativo a dicha me-
dida,  que comprende los numerales del 122 al 144,  ni en
los diversos 104, 105, primer párrafo, 107 y 111, a los que
remite el artículo 143, todos de la Ley de Amparo”.

d) También argumenta el Servidor Público imputado que:
“ Para afirmar que las ocho autoridades responsables des-
obedecimos un auto de suspensión debidamente notificado,
tendríamos que haber ordenado, juntas o separadamente,
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la continuación de la obra en la parte de los predios ex-
propiados que sirvieron de acceso al predio “El Encino”,
o que se bloquearon los accesos. Es decir, ordenar que se
efectuaran actos contraviniendo el auto de suspensión o
consentir tales contravenciones, situación que no se ad-
vierte de constancias. Por el contrario, como se acredita
con los oficios antes citados, se advierte que el suscrito y
los órganos competentes del Gobierno del Distrito Fede-
ral, giramos instrucciones para que se paralizaran los tra-
bajos de apertura de vialidades solo en la parte de las
fracciones expropiadas que servían de acceso al predio de-
nominado “El Encino”, situación que ya estaba dada  des-
de que se decretó la suspensión provisional”.

Tampoco le asiste razón al servidor público, cuando afirma
que las ocho autoridades responsables desobedecieron el
auto de suspensión debidamente notificado, pues de la lec-
tura de la interlocutoria del treinta de agosto de dos mil
uno, en el que se declaró fundado el incidente de violación
a la suspensión definitiva, la autoridad judicial federal de-
terminó que de las autoridades señaladas como responsa-
bles en la demanda de amparo, únicamente se encontraba
acreditada que fue el Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
quien desobedeció el mandato judicial, cuando señala lo si-
guiente:

“Por consiguiente, al encontrarse acreditada que la auto-
ridad responsable Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
continúa realizando trabajos de apertura de vialidades en
las fracciones expropiadas que sirve de acceso al predio
denominado “El Encino”, ubicado en la Zona la Pondero -
sa, en la Delegación del Gobierno del Distrito Federal, en
Cuajimalpa de Morelos...”

En efecto, el Juez Noveno de Distrito en Materia Adminis-
trativa, jamás afirmó que todas las autoridades señaladas
como responsables hayan desobedecido la suspensión defi-
nitiva, como lo sostiene el Servidor Público, por el contra-
rio, en dicha interlocutoria el juzgador declaró infundada la
denuncia de violación por lo que hace al Presidente de la
República, Secretario de Gobernación, y del Gobierno del
Distrito Federal, al Secretario de Gobierno, al  Secretario
de Desarrollo Urbano y Vivienda, al Secretario de Seguri-
dad Pública, al Presidente del Comité del Patrimonio In-
mobiliario y al Jefe Delegacional en Cuajimalpa de More-
los  del Distrito Federal, porque al rendir su informe
correspondiente, negaron los actos que motivaron la de-
nuncia de violación a la medida cautelar, y la parte quejo-
sa no demostró que las citadas autoridades hayan interve-
nido en los actos que dieron origen a la denuncia. Por el

contrario, en el caso del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, la autoridad judicial,  tomó en consideración lo ma-
nifestado en su informe en el que  reconoció que se habían
continuado los trabajos de apertura de las vialidades deno-
minadas Carlos Graef Fernández y Vasco de Quiroga, en
los predios expropiados, lo que ponía de manifiesto que el
Jefe de Gobierno del Distrito Federal contravino la suspen-
sión definitiva decretada el catorce de marzo del dos mil
uno, por lo que, al encontrarse acreditado que la autoridad
responsable Jefe de Gobierno del Distrito Federal, era la
que continuaba construyendo las referidas vialidades, de-
claró fundado el incidente, otorgándole un plazo de veinti-
cuatro horas para que acreditara de manera fehaciente el
cumplimiento a dicha medida suspensional.

Resolución que fue confirmada en todos sus términos por
mayoría de votos de los magistrados del Séptimo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito,
declarando infundado el recurso de queja interpuesto por el
Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en ausencia
del Jefe de Gobierno del Distrito Federal.

e) Que el Ministerio Público no pudo probar ninguna for-
ma de intervención que se le pudiera imputar al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, con carácter de sujeto activo en
el delito previsto en el artículo 206 de la Ley de Amparo.
Tampoco pudo probar una conducta de comisión por omi-
sión imputable al suscrito, dado que, no se acreditó la cali-
dad de garante, sin importar que tal calidad no le corres-
ponde ni por ley ni por contrato, ni por su actuar
precedente, como exige el segundo párrafo del artículo 7
del Código Penal Federal. “La notificación me hizo poten-
cial sujeto activo especial, no garante, y los informes que
yo recibía sobre el particular fueron todos en el sentido de
que los constructores estaban respetando la suspensión de
cuenta”.

Es fundado en parte, este motivo de inconformidad que ha-
ce valer el servidor público imputado, pero resulta inope-
rante, toda vez que para este órgano colegiado, la conduc-
ta típica realizada por el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal,  ANDRÉS  MANUEL LÓPEZ OBRADOR,  es
por omisión y no de comisión por omisión, como lo seña-
ló en su solicitud de Declaración de Procedencia el Agen-
te del Ministerio Público de la Federación.

Consideramos que la conducta realizada por el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, consistió en omitir ordenar de
manera clara y contundente  al Director General de Servicios
Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital Variable,
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empresa encargada de ejecutar los trabajos de apertura de
vialidades en los zonas expropiadas a la quejosa, que para-
lizara dichas obras y se abstuviera de bloquear y cancelar
los accesos al predio “El Encino” y no concretarse única-
mente a informar por conducto del Director General  de
Servicios Legales, de la Consejería Jurídica del Distrito Fe-
deral, sobre el sentido del auto por el que se concedió la
suspensión definitiva y se informara sobre el cumplimien-
to dado a dicho mandamiento judicial, acción que al no ser
hecha de manera  determinante como requería el caso, ya
que no se trataba de un asunto menor, sólo demostró que se
pretendía  dar la apariencia de que se  daba cumplimiento
a la medida cautelar.

Lo anterior, se sustenta con la tesis jurisprudencial de la
primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
visible a página 1524., Tomo CV. Quinta Época, del Sema-
nario Judicial de la Federación, con el rubro:

“SUSPENSIÓN, DESOBEDIENCIA DELICTUO-
SA DE LA. Es incuestionable que el delito de des-
obediencia a un auto de suspensión, según lo prevé el
artículo 206 de la Ley orgánica del juicio constitucio-
nal, puede cometerse por acción o por omisión del
funcionario que tiene el deber de acatar, como autori-
dad responsable, las resoluciones dictadas por la Jus-
ticia Federal”.

Tampoco puede alegar el servidor público, que los infor-
mes que recibía sobre el particular, eran en el sentido de
que se estaba respetando la suspensión, pues no fue única-
mente un requerimiento el  que le hizo el juzgador para que
le acreditara sobre el cumplimiento dado a la interlocuto-
ria, sino que fueron cuatro autos dictados el treinta de agos-
to, veintiséis de septiembre y quince de octubre de dos mil
uno  y el veintinueve de enero de dos mil dos, en el mismo
sentido, lo que demuestra que no había voluntad de real-
mente dar cabal cumplimiento a la orden de suspender el
acto reclamado. 

7.- Por lo que se refiere al punto IV denominado “CONSI-
DERACIONES ADICIONALES EN RELACIÓN CON
LA PARCIALIDAD DE LAS ACTUACIONES Y LA IN-
EFICACIA E ILEGALIDAD DE PRUEBAS APORTA-
DAS POR EL MINISTERIO PÚBLICO”, sobre el particu-
lar, el ciudadano ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR,
argumenta que la figura llamada “comisión por omisión”
u “omisión impropia” solo es imputable en cuanto  a los
delitos de resultado material.

a) El delito previsto en el artículo 206 de la Ley de Ampa-
ro no es un delito de resultado material, sino de mera con-
ducta, por lo que no cae ni puede caer, en cuanto hace a la
desobediencia en la hipótesis de comisión por omisión u
omisión impropia.

Resulta infundada la afirmación de que el ilícito a estudio
es de mera conducta,  pues el delito previsto en el artículo
206 de la Ley de Amparo, admite ser formal como de re-
sultado, y en el presente caso, como ya se señaló al realizar
el análisis de la existencia de este delito, es de resultado, ya
que con su conducta omisiva, al no ordenar la paralización
de los trabajos en las zonas expropiadas que servían de ac-
ceso al predio de la quejosa y ordenar se abstuvieran de
bloquear y cancelar los mismos, éstos continuaron ejecu-
tándose, ocasionando con esa conducta omisiva, daños y
perjuicios de difícil reparación para la parte quejosa.

b) El Ministerio público abrió el catorce de noviembre de
dos mil uno, la averiguación previa 1339/FESPLE/2001,
esto es, antes de que quedara firme la resolución relativa a
la denuncia de  violación a la suspensión definitiva y se le
diera vista con la misma, con lo cual violó el artículo 113
del Código Federal de Procedimientos Penales, e introdujo
un vicio de origen por no haberse llenado el requisito de
procedibilidad , lo cual invalida totalmente la totalidad de
las actuaciones que conforman la averiguación previa
1339/FESPLE/2001.

Este argumento, ya fue motivo de estudio en el inciso c) del
punto que antecede.

c) El Ministerio público solicitó en varias ocasiones copias
certificadas del incidente de inejecución de sentencias nú-
mero 37/2002, que se refería a la sentencia de fondo con-
firmada en el toca RA517/2002 del diecisiete de abril de
dos mil dos, en el juicio de amparo 862/2000,  “misma que
dejó sin materia el asunto en cuanto a cualesquiera sus-
pensiones de acto reclamado, cuyo valimiento jurídico ya
se habría perdido, precisamente, al haberse dictado la sen-
tencia de fondo”. Esto es, que como ya fue dictada la sen-
tencia de fondo, no se tiene por que sancionar como in-
cumplimiento vigente el de una suspensión que ya perdió
su validez jurídica.

Tampoco le asiste la razón al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal,  el hecho de que se haya resuelto en definitiva el
juicio de amparo, para considerar que la violación a la sus-
pensión perdió su validez jurídica.
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Lo anterior, encuentra sustento en  la tesis jurisprudencial
de los Tribunales Colegiados de Circuito de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, visible a página 1423, Tomo.
XVI, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, con el rubro:

“VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA. NO
QUEDA SIN MATERIA LA DENUNCIA CORRES-
PONDIENTE O, EN SU CASO, EL RECURSO DE
QUEJA INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN
QUE DETERMINÓ AL RESPECTO, PORQUE SE
HAYA RESUELTO EL JUICIO DE AMPARO RELATI-
VO. La materia de la denuncia de violación a la suspen-
sión definitiva de los actos reclamados en un juicio de am-
paro, es determinar sobre dos efectos o consecuencias
jurídicas: el primero, que se deje o no insubsistente el ac-
to violatorio de la medida cautelar, siempre que la natura-
leza del acto lo permita, volviendo las cosas al estado que
tenían al otorgarse esa providencia y, el segundo, respecto
de si la conducta de la autoridad responsable actualiza o
no una responsabilidad administrativa o penal. Sin embar-
go,  bien puede declararse  solo la procedencia de uno de
esos efectos,  ya que según las circunstancias del asunto,
es posible que no obstante que se arribe a la convicción de
que la conducta de la autoridad viola la medida cautelar y
tenga que determinarse que es acreedora a la sanción le-
gal correspondiente, no pueda dejarse insubsistente el ac-
to violatorio porque la naturaleza de éste no lo permita,
como podría ser, ejemplificativamente: cuando siendo el
acto de imposible reparación se haya ejecutado o en el ca-
so de que se haya resuelto el juicio de amparo en definiti-
va, negándose la protección constitucional. Hipótesis que
no eximen a la autoridad de la responsabilidad en que hu-
biere incurrido. En ese orden de ideas, a pesar de que se
haya fallado el juicio de garantías, existe materia para re-
solver sobre la denuncia de violación a la suspensión o
respecto del recurso queja que se haya interpuesto contra
la resolución dictada en relación con esa denuncia, siendo
el análisis del fondo de la violación para el único efecto de
discernir en cuanto a la responsabilidad de la autoridad,
para lo cual, obviamente habrá de determinarse, en princi-
pio, si se actualizó o no la violación a la medida cautelar”

d) También se queja que el Ministerio Público le reprocha
el no haber utilizado la fuerza pública para hacer cumplir
la suspensión; que no haya ordenado a SERVICIOS ME-
TROPOLITANOS, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPI-
TAL VARIABLE construir los acceso o caminos que se
vieron interrumpidos por la construcción de las vialidades;
que la queja que interpuso ante el Contralor Interno de la

Procuraduría  General de la República haya sido enviada al
archivo; el no haber atendido debidamente un escrito que
le dirigió el doce de marzo de dos mil cuatro el coacusado
José Agustín Ortiz Pinchetti, que en reiteradas ocasiones
se le negó darles acceso al expediente de la averiguación
previa; que dio un trato distinto al apoderado legal de Pro-
motora Internacional Santa Fe, Sociedad Anónima de Ca-
pital Variable,  a quien le proporcionó copia debidamente
certificada de la averiguación previa, en cambio le negó la
entrega de copias al Licenciado José Agustín Ortiz Pin-
chetti, e incluso impugnó mediante el recurso de revisión el
amparo que se le concedió al Licenciado Ortiz Pinchetti
para que se le proporcionara  las copias certificadas, que al
momento de valorar las pruebas lo hizo de manera impre-
cisa como si todos los documentos fueran uniformes; no se
aseguró de acreditar oportuna y fehacientemente el interés
jurídico de Promotora Internacional Santa Fe, Sociedad
Anónima de Capital Variable, que incorrectamente la do-
cumentación que proporcionó la Consejera Jurídica y de
Servicios Legales de la Administración  Pública del Distri-
to  Federal., para ser integrada a la averiguación previa
1339/FESPLE/2001, con dichas probanzas abrió otra ave-
riguación previa la número 175/UEIDAPLE/LE “A”/2/04;
esto es, que en la Procuraduría General de la República no
solo se conforman averiguaciones con determinados pro-
pósitos nada jurídicos, sino que también se abren, se cie-
rran y se transfieren averiguaciones de acuerdo a la conve-
niencia, no necesariamente jurídica de alguno de sus
integrantes.

Todas esta consideraciones hechas por el Jefe de Gobierno,
no son materia del presente asunto. Si hubo irregularidades
por parte del Ministerio Público de la Federación o de otros
funcionarios de la Procuraduría General de la República,
ya sea en el trato dado a los involucrados en la averigua-
ción previa o en determinaciones que se estimen incorrec-
tas, ello podría ser motivo de responsabilidad por parte de
estos funcionarios, pero sin embargo éstos no inciden en el
resultado del presente procedimiento.

e) Que los casos de violación  a la suspensión se equipara
al incumplimiento de una sentencia  de amparo y debe ser
cuidadosamente ponderada la determinación de afectar un
bien jurídico superior, como la libertad personal del titular
que ocupa el cargo de autoridad responsable, por lo que
existe la necesidad de buscar la prevalencia de la verdad re-
al sobre la formal, e invoca el texto de la tesis cuyo rubro
es el siguiente: “DENUNCIA DE VIOLACIÓN A LA
SUSPENSIÓN DEL ACTO  RECLAMADO, SUPUES-
TO EN EL QUE NO SE ACTUALIZA LA HIPÓTESIS
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QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 206 DE LA LEY DE AM-
PARO”.

Sobre este particular, cabe mencionar que en dicha tesis
efectivamente se refiere  que la finalidad por excelencia en
los procedimientos de ejecución, es obtener el cumpli-
miento a los mandatos de amparo y no de imponer la san-
ciones previstas por el artículo 107 fracción XVI de la
Constitución General de la República, a las autoridades
responsables, pues tales sanciones constituyen solamente
una medida extrema para lograr el cumplimiento de dichas
sentencias;  por tanto es evidente que se deben seguir los
mismos lineamientos en el trámite y resolución de la de-
nuncia por violación a la suspensión de los actos reclama-
dos en el juicio de amparo, pues no debe olvidarse que su
objeto no radica en imponer sanciones a las autoridades
que incurran en ellas, sino en restituir a los gobernados en
el disfrute de las garantías que se estimaron transgredidas. 

Para el presente asunto, cabe destacar la segunda parte de
esta tesis que establece que: “si de autos se advierte que la
autoridad responsable violó la medida cautelar, pero con
posterioridad demostró el cumplimiento de la medida sus-
pensional que se estimó infringida con lo que restituyó a
la agraviada en la situación jurídica que imperaba al mo-
mento de concederse la medida cautelar, no debe darse
vista al Ministerio Público, de conformidad con lo dis-
puesto con el artículo 206 de la Ley de Amparo, pues la
sanción prevista en ese artículo se instituyó para que la
medida cautelar se cumpla y no con el fin de sancionar a
las responsables por su desacato”.

Ahora bien, en el caso a estudio, no se advierte que la au-
toridad responsable, en este caso el Gobierno del Distrito
Federal voluntariamente haya dado cumplimiento a la me-
dida cautelar, sino que,  después de varios requerimientos
para obtener el cumplimiento,  el Juez de Distrito, para te-
ner la certeza de que efectivamente se acataba dicha medi-
da suspensional, ordenó paralizar todos los trabajos que se
efectuaba en la zona expropiada,  así como retirar la ma-
quinaria que había en el lugar, mandamiento que fue cum-
plido por la autoridad responsable  el quince de febrero de
dos mil dos cuando le requirió al Director de SERVICIOS
METROPOLITANOS, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CA-
PITAL VARIABLE diera cumplimiento a  esa orden, y so-
lo hasta ese entonces fue cuando se puede considerar que
se dio cumplimiento a la suspensión concedida; sin embar-
go, no debe  perderse de vista que esta medida se concedió
el catorce de marzo de dos mil uno, por lo que habían trans-
currido once meses, durante los cuales se estuvieron reali-

zando trabajos para la  apertura de las vialidades en las zo-
nas expropiadas, lo que ocasionó que  obviamente las co-
sas  no se habían mantenido en el mismo estado, y que por
lo tanto era materialmente imposible que volvieran  al es-
tado que tenía al momento decretarse la suspensión. Por lo
anterior, la tesis que se invoca no es aplicable.

8.- En el punto VI denominado “CASOS EN QUE EL MI-
NISTERIO PÚBLICO FEDERAL HA APLICADO CRI-
TERIOS CONTRAPUESTOS A LOS ESGRIMIDOS EN
LA INDAGATORIA 1339/FESPLE/2001”.

a) Señala ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR que
desde su punto de vista, resulta falso que por tratarse de
una resolución Judicial, la PGR no tenía otra alternativa y
“no había para donde hacerse”, por lo que no se debió con-
cluir que en su caso habían quedado acreditados el cuerpo
del delito y su probable responsabilidad.

Al respecto, toda vez que esta Sección Instructora no pue-
de prejuzgar sobre la culpabilidad o inocencia del inculpa-
do y por lo tanto, no puede hacer valoraciones tendientes a
resolver si el Ministerio Público no tenía otra opción, se li-
mitó al estudio de la existencia del delito y la probable res-
ponsabilidad.

El Ministerio Público consideró que conforme a las cons-
tancias que existen en el expediente no tenía otra opción
mas que la de concluir que estaba acreditado el delito y la
probable responsabilidad del Jefe de Gobierno, bajo el ries-
go que de no resolverlo así, se exponían a cometer delitos
contra la administración de justicia, por resolver en contra
de las constancias. En este sentido, la Sección Instructora
se encuentra impedida para hacer un pronunciamiento de
fondo al respecto, puesto que implicaría un pronuncia-
miento sobre la culpabilidad o inocencia del inculpado.

Aunado a lo expuesto, debe tomarse en consideración que
el Ministerio Público Federal ha venido actuando a solici-
tud y exigencia de diversas instancias del Poder Judicial de
la Federación. Así, debe apreciarse que fue el Juez Noveno
de Distrito en Materia Administrativa el que, en dos oca-
siones, dio vista con las constancias del expediente a efec-
to de que se procediera de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 206 de la Ley de Amparo.

También es importante reiterar que el Séptimo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa resolvió el 30 de ene-
ro de 2002 confirmar que en el caso concreto existía viola-
ción a la suspensión definitiva.
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Aunado a todo lo anterior, debe tomarse en cuenta que con
fecha 15 de octubre de 2003, el Juez Cuarto de Distrito “A”
de Amparo en Materia Penal concedió el amparo a la em-
presa “Promotora Internacional Santa Fe, S.A. de C.V.” pa-
ra el efecto de que en 30 días se determinara el ejercicio o
no de la acción penal en la averiguación previa 1339/FES-
PLE/2001.

Además, con fecha 16 de febrero de 2004, y en virtud de
que dos ministerios públicos recurrieron en revisión el am-
paro concedido a “Promotora Internacional Santa Fe, S.A.
de C.V.”, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal
confirmó la sentencia, obligando al Ministerio Público a
concluir la averiguación previa. En estas resoluciones, re-
salta por su importancia la determinación del Tribunal Co-
legiado contenida en los expedientes RP 2016/2003 y RP
1896/2003.

En primer lugar, se transcribe a continuación, una parte de
las consideraciones contenidas en el recurso RP
1896/2003.

“Ahora bien, el Juez A quo para sustentar el sentido y
alcance de la determinación recurrida, tomó en conside-
ración las diversas constancias de autos, de las que se
observa que la averiguación previa 1339/FESPLE/2001,
se inició y radicó con fecha catorce de noviembre de dos
mil uno, por hechos posiblemente violatorios del artícu-
lo 206 de la Ley de Amparo, relacionados con la sus-
pensión definitiva concedida en el incidente de suspen-
sión deducido del juicio de amparo 826/2000, del índice
del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Administra-
tiva en el Distrito Federal, promovido por PROMO-
TORA INTERNACIONAL SANTA FE S.A. DE
C.V., contra actos del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral.

Que a la fecha de presentación de la demanda de garan-
tías, se aprecian agregadas al expediente de averigua-
ción previa, entre otras constancias, copia certificada de
la interlocutoria de catorce de marzo de dos mil uno,
pronunciada en el incidente de suspensión del juicio de
amparo antes citado, que resuelve conceder la suspen-
sión definitiva, para el efecto de que las responsables
paralizaran los trabajos de apertura de vialidades sólo en
la parte de las fracciones expropiadas que servían de ac-
ceso al predio denominado “El Encino”, así como para
que se abstuvieran de bloquear y cancelar los accesos al
predio de la quejosa.

Con fecha treinta y uno de mayo de dos mil uno, dicha
interlocutoria fue confirmada por el Séptimo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circui-
to, en el recurso de revisión 1627/2001.

El trece de agosto de dos mil uno, el representante de la
quejosa realizó la denuncia por violación a la suspen-
sión definitiva y, por interlocutoria de treinta de agosto
de ese mismo año, el Juez Noveno de Distrito en Mate-
ria Administrativa en el Distrito Federal declaró funda-
do el incidente de violación a la suspensión definitiva.

Dentro de los autos de la averiguación previa se en-
cuentra, entre otras, la diligencia de once de abril de dos
mil tres, en la que compareció el representante de la
quejosa a exhibir copia certificada de la resolución de
veintiséis de febrero del dos mil tres, emitida por el Sép-
timo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Primer Circuito, en el incidente de inejecución de sen-
tencia 37/2002, derivado del incumplimiento de la eje-
cutoria pronunciada en el juicio de amparo 826/2002,
del índice del Juzgado Noveno de Distrito en Materia
Administrativa en el Distrito Federal.

De la narrativa realizada se desprende, como bien lo
apreció el Juez de Amparo, las últimas constancias in-
dispensables en la integración de la averiguación previa
de que se trata la propia parte recurrente, cuando dice
que el once de abril de dos mil tres se seguían desarro-
llando diversas diligencias para la integración de la in-
dagatoria y, en el informe justificado la autoridad res-
ponsable expresó que aquélla se encontraba en estudio
para estar en aptitud de resolverla conforme a derecho,
de lo que aparece que la multicitada averiguación a ese
momento ya se encontraba agotada y solo procedía pro-
nunciarse sobre el ejercicio o no de la acción penal”.

Por su parte, el recurso RP 2016/2003 textualmente señala:

“En un principio es pertinente establecer que, el Juez A
quo para sustentar el sentido y alcance de la determina-
ción recurrida, tomó en consideración las diversas cons-
tancias de autos, de las que se observa que la averigua-
ción previa 1338/FESPLE/2001, se inició y radicó con
fecha catorce de noviembre de dos mil uno, por hechos
posiblemente violatorios del artículo 206 de la Ley de
Amparo, relacionados con la suspensión definitiva con-
cedida en el incidente de suspensión deducido del juicio
de amparo 826/2000, del índice del Juzgado Noveno de
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Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fede-
ral, promovido por PROMOTORA INTERNACIO-
NAL SANTA FE S.A. DE C.V., contra actos del Jefe
de Gobierno del Distrito Federal. 

Que a la fecha de presentación de la demanda de garan-
tías, se aprecian agregadas al expediente de averigua-
ción previa, entre otras constancias, copia certificada de
la interlocutoria de catorce de marzo de dos mil uno,
pronunciada en el incidente de suspensión del juicio de
amparo antes citado, que resuelve conceder la suspen-
sión definitiva, para el efecto de que las responsables
paralizaran los trabajos de apertura de vialidades sólo en
la parte de las fracciones expropiadas que servían de ac-
ceso al predio denominado “El Encino”, así como para
que se abstuvieran de bloquear y cancelar los accesos al
predio de la quejosa. 

Con fecha treinta y uno de mayo de dos mil uno, dicha
interlocutoria fue confirmada por el Séptimo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circui-
to, en el recurso de revisión 1627/2001.

El trece de agosto de dos mil uno, el representante de la
quejosa realizó la denuncia por violación de la suspen-
sión definitiva y, por interlocutoria de treinta de agosto
de ese mismo año, el Juez Noveno de Distrito en Mate-
ria Administrativa en el Distrito Federal declaró funda-
do el incidente de violación a la suspensión definitiva. 

Dentro de los autos de la averiguación previa se en-
cuentra, entre otras, la diligencia de once de abril de dos
mil tres, en la que compareció el representante de la
quejosa a exhibir copia certificada de la resolución de
veintiséis de febrero de dos mil tres, emitida por el Sép-
timo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Primer Circuito, en el incidente de inejecución de sen-
tencia 37/2002, del índice del Juzgado Noveno de Dis-
trito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. 

De la narrativa realizada se desprende, como bien lo
apreció el Juez de Amparo, las últimas constancias in-
dispensables en la integración de la averiguación previa
de que se trata aparecen agregadas en autos, como im-
plícitamente lo acepta la autoridad responsable en el in-
forme justificado, en que expresó que la indagatoria se
encontraba en estudio para estar en aptitud de resolver-
la conforme a derecho, de los que aparece que la multi-
citada averiguación a ese momento ya se encontraba

agotada y sólo procedía pronunciarse sobre el ejercicio
o no  de la acción penal. 

De lo precisado, es evidente como lo apreció el Juez de
Amparo, que del once de abril de dos mil tres, fecha que
consideró se realizó la última diligencia en la averigua-
ción previa al momento en que se dicta la sentencia ma-
teria de revisión  (quince de octubre de dos mil tres),
transcurrieron seis meses sin que la autoridad adminis-
trativa realizara u ordenara la realización de alguna dili -
gencia dentro de aquélla, de lo que se aprecia, que si el
Agente  del Ministerio Público correspondiente no tenía
alguna diligencia alguna que realizar, en cumplimento a
las garantías que emanan del artículo 17 Constitucional,
consistentes en que la administración y procuración de
justicia, será expedita, pronta, completa e imparcial, de-
be resolver en prudente plazo la correspondiente averi-
guación previa, más aún, como lo advierte este órgano
colegiado, al ser el procedimiento penal de orden públi-
co, la indagatoria de la cual emana el acto que se recla-
ma no tiene por qué suspenderse en su integración, por
lo que además del plazo que se ha señalado de seis me-
ses, a la fecha se ha prolongado,  sin que se verifique de
actuaciones que la autoridad administrativa haya reali-
zado diligencia alguna para la integración de aquélla; en
ese sentido, la autoridad investigadora no puede proce-
der, como lo pretende, discrecionalmente, esto es, cuan-
do lo estime pertinente, pues ello iría en contra del espí-
ritu de la citada norma constitucional, luego, el plazo de
treinta días que fija el Juez de Amparo a la autoridad
responsable para resolver la procedencia o no del ejer-
cicio de la acción penal, es prudente y razonable”.

De conformidad con lo anterior, debe apreciarse que si bien
es cierto que en las resoluciones no se obliga formalmente
al Ministerio Público a concluir la averiguación en un sen-
tido u otro, también resulta evidente que expresamente se
está señalando que a consideración del Poder Judicial ya
existen todos los elementos necesarios para emitir una re-
solución.

En este sentido, se aprecia que el Poder Judicial de la Fe-
deración y sus diversas resoluciones, han dado pie y soli-
dez a este caso.

Aunado a todo lo anterior, debe tomarse en consideración
que el Ministerio Público, al realizar su investigación, es
competente y cuenta con todas las facultades legales para
resolver en un sentido o en otro. Así, el hecho de que el
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Ministerio Público considere que en el caso concreto se
acreditaron los elementos del cuerpo del delito y la proba-
ble responsabilidad del Jefe de Gobierno, en nada contraría
al sistema legal penal.

De cualquier forma, esta Sección Instructora analizó la
existencia del delito y la probable responsabilidad en los
términos del artículo 25 de la Ley Federal de Responsabi-
lidades de los Servidores Públicos, concluyendo que en el
caso concreto, el Ministerio Público logró acreditarlos.

b) Por cuanto hace a  los acuerdos de no ejercicio de la ac-
ción penal propuestos por  Agentes del Ministerio Público
de la Federación, el treinta de mayo de dos mil uno, en la
averiguación previa 993/FESPLE/2000, el treinta de octu-
bre de dos mil dos, en la averiguación previa 1821/2002;
del veintiocho de agosto de dos mil tres, en la indagatoria
101/D/2003-VIIA; y en la averiguación previa
08/DAFMJ/2003, esta Sección Instructora no entra al estu-
dio de las consideraciones que se hace valer respecto de es-
tas determinaciones, toda vez que dichos documentos no
fueron admitidos como prueba en el presente procedimien-
to de declaración de procedencia, como consta en el acuer-
do de fecha veintidós de septiembre de dos mil cuatro.

c) En el mismo punto también argumenta, que existe vio-
lación al artículo  14 Constitucional por no existir, en el
presente caso, una pena exactamente aplicable al delito
previsto en el artículo 206 de la Ley de Amparo.

Se alega que “ en el caso del artículo 206 de la Ley de Am-
paro y su remisión para efectos de la pena al artículo 215
del Código Penal Federal, se presenta la situación de que,
a) al existir dos penas imponibles según la fracción del ar-
tículo 215, que se haya transgredido; b) Al no haber  ex-
presa correspondencia en la ley entre la conducta tipifica-
da en el artículo 206 de la Ley de Amparo y alguna de las
fracciones del artículo 215 del Código Penal Federal; y c)
Al existir una aplicación casuista de las penas previstas en
los últimos párrafos de este artículo, relativas a las distin-
tas hipótesis que lo componen, es jurídicamente irrealiza-
ble determinar cual de los dos grupos de penas imponibles
corresponderá exactamente a la conducta tipificada en el
artículo 206 de la Ley de Amparo, por lo que es igualmen-
te impracticable penalizar en esas condiciones la conduc-
ta prevista en este artículo y, por ende, considerar tal con-
ducta como un delito, puesto que no es una conducta
sancionada con una pena exactamente determinada en la
ley”.

Sobre este argumento, se debe de partir de la base de que
una ley, en la especie en materia penal, desde su iniciación
de vigencia, regula situaciones jurídicas concretas,  a las
que el propio ordenamiento jurídico les da el matiz de de-
litos, al establecer los elementos que deben concurrir para
tipificar el supuesto normativo, así como las penas que de-
ben aplicarse atendiendo al bien jurídicamente protegido.
La ley consigna los tipos y conmina con penas las conduc-
ta formuladas, por ser opuestas  a los valores que el Estado
está obligado a tutelar.

Sobre el tema que se plantea cabe citar la opinión del tra-
tadista Fernando Castellanos Tena, en su obra “Lineamien-
tos Elementales de Derecho Penal”, Editorial Porrúa, No-
vena Edición, página 217, en que indica: “NOCIÓN DE LA
PUNIBILIDAD. La punibilidad consiste en el merecimien-
to de una pena, en función de la realización de cierta con-
ducta. Un comportamiento es punible cuando se hace acre-
edor a la pena; tal merecimiento acarrea la conminación
legal de aplicación de esa sanción...en otros términos: Es
punible una conducta cuando por su naturaleza amerita
ser penada, se engendra entonces una amenaza estatal pa-
ra los infractores de ciertas normas jurídicas (ejercicio del
ius puniendi)...”.

En la especie, ante la dualidad de sanciones que se originó
en la reforma al artículo 215 del Código Penal Federal, es
conforme a los principios generales de derecho que se esté
a lo más favorable al acusado, sin que ello implique la apli -
cación de la ley por analogía o capricho del juzgador, pues
éste se encuentra limitado a lo ya creado por el legislador.

Al respecto, resulta ilustrativa la definición que hace el ex
ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
Francisco Pavón Vasconcelos, en su obra “Diccionario de
Derecho Penal”, Editorial Porrúa, Segunda Edición ,pági-
na 80, que señala: “ANALOGÍA E INTERPRETACIÓN
ANALÓGICA. En la analogía se llega por inferencia, a la
creación de la norma que habrá de colmar la laguna de la
ley, es decir, se trata de un procedimiento de integración de
ésta, en tanto en la interpretación analógica, se trata de
aclarar el sentido de un precepto que al juzgador le pare-
ce oscuro, mediante otros textos o preceptos referidos a si-
tuaciones semejantes. Como bien dice Antón Oneca, la in-
terpretación analógica consiste en la interpretación de un
precepto por otro comprensivo  de un caso análogo, cuan-
do en el último aparece claro el sentido que en el primero
esta oscuro. ANALOGÍA E INTERPRETACIÓN EXTENSI-
VA.- Aclarando el concepto de analogía, se les distingue fá-
cilmente de la interpretación extensiva. Si bien, la analogía
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supone extensión de la ley penal, pues se aplica una nor-
ma reguladora de un caso concreto a un caso semejante no
regulado, lo cual implica la creación de una nueva norma,
en la interpretación extensiva no se da el fenómeno de cre-
ación de una norma nueva, porque simplemente se extien-
de el texto de la ley adecuándolo a su propia voluntad con
relación al caso que se estima comprendido en ella, lo cual
revela que no se está frente a una laguna de la ley, sino an-
te un texto que obliga al intérprete a extenderlo a la situa-
ción comprendida en su espíritu...”.

Además se apoya esta determinación en el criterio sosteni-
do por la actual primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en la jurisprudencia derivada por con-
tradicción de tesis 19/97, visible a página 217. Tomo VI.
segunda parte Novena Época. del Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, con el rubro:

“APLICACIÓN EXACTA DE LA LEY PENAL, GA-
RANTÍA DE LA, EN RELACIÓN AL DELITO DE VIO-
LACIÓN A LA SUSPENSIÓN”.  El artículo 206 de la
Ley de Amparo, al establecer el tipo del delito de desobe-
diencia al auto de suspensión debidamente notificado y ha-
cer la remisión, para efectos de sanción, al de abuso de au-
toridad previsto por el artículo 215 del Código Penal
Federal, no es violatorio de la garantía de exacta aplica-
ción de la ley en materia penal, ya que los principios nu-
llum crimen sine lege y nulla poena sine lege, en que des-
cansa dicha garantía, se refieren a que un hecho que no
esté‚ tipificado en la ley como delito, no puede conducir a
la imposición de una pena, porque a todo hecho relacio-
nado en la ley como delito debe preverse expresamente la
pena que le corresponda, en caso de su comisión. Tales
principios son respetados en los preceptos mencionados, al
describir, el primero de ellos, el tipo penal respectivo, y el
segundo, en los párrafos penúltimo y último, la sanción
que ha de aplicarse a quien realice la conducta tipificada.
Así, la imposición por analogía de una pena, que implica
también por analogía la aplicación de una norma que con-
tiene una determinada sanción, a un caso que no esté ex-
presamente castigado por ésta, que es lo que proscribe el
párrafo tercero del artículo 14 constitucional, no se surte
en las normas impugnadas”.

En el cuerpo de dicha resolución se destacaron, entre otras
cuestiones, las siguientes:

“...del análisis del tercer párrafo del artículo 14 constitu-
cional se desprende la garantía de la exacta aplicación de
la ley en materia penal, la cual deriva de los principios nu-

llum crimen sine lege y nulla poena sine lege, los cuales
tienen como finalidad la de proporcionar seguridad jurídi-
ca a los gobernados y evitar arbitrariedades gubernamen-
tales.”

“En efecto, de la interpretación de dichos principios se de-
riva por una parte, que cualquier hecho que no esté tipifi -
cado por la ley como delito, no lo será, y por ende, no es
susceptible de acarrear la imposición de una pena y, por
otra parte, para todo hecho tipificado como delito, la ley
debe prever expresamente la pena que le corresponde”.

“Así el respeto fundamental de la garantía constitucional
de exacta aplicación de la ley en materia penal, se tradu-
ce en la prohibición de la imposición de penas por analo-
gía o por  mayoría de razón”.

“Por consiguiente el requisito de aplicación exacta de la
ley se actualiza en la tipificación previa de la conducta o
hecho que se repute como ilícitos y que el señalamiento de
las sanciones, también esté consignado con anterioridad al
comportamiento incriminatorio”.

“Por ello, al referirse el precepto constitucional a la ana-
logía, la misma se sustenta en la razón de que cuando la
ley quiere castigar una conducta concreta la describe en su
texto, por tanto, los casos ausentes no lo están, no solo
porque no se hallan previstos como delitos, sino se supone
que la ley no quiere castigar”.

“En efecto, la analogía consiste en la decisión de un caso
penal no contenido por la ley, apoyándose en el espíritu la-
tente de ésta y en la semejanza del caso planteado con otro
que la ley ha definido en su texto. En la analogía se aplica
a un caso concreto una regla que disciplina un caso seme-
jante”.

“Mediante el procedimiento analógico  se trata de deter-
minar una voluntad inexistente en las leyes y que el legis-
lador, si hubiere podido tener en cuenta la situación que el
juez debe juzgar, lo hubiere manifestado en la ley”.

“Por consiguiente, esta Primera Sala no puede sostener,
que en la especie sea inconstitucional la remisión que ha-
ce la Ley de Amparo al Código Penal en Materia Federal,
ni que se haga una aplicación analógica de la ley penal,
por el hecho de que el tipo penal de desobediencia al auto
de suspensión debidamente notificado se encuentre equi-
parado al abuso de autoridad”. 
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“Debe tenerse presente, que las normas punitivas se com-
ponen de la descripción de una conducta que configura la
infracción y el señalamiento de la sanción que ha de apli-
carse a quien realice la conducta tipificada...”.

“... En efecto, el primer numeral remite al Código Penal
aplicable en Materia Federal por el delito de abuso de au-
toridad, para el efecto de establecer la sanción que se apli-
cará a la autoridad responsable que no obedezca un auto
de suspensión debidamente notificado, y el segundo esta-
blece, para el delito de abuso de autoridad, doce hipótesis
para configurar el ilícito, sin que ello implique que la con-
ducta del delito de desobediencia a la suspensión debe de
encuadrar en algunas de las referidas hipótesis, toda vez,
como se dijo el dispositivo 206 de la Ley de Amparo, con-
templa el tipo penal y remite, para imponer la sanción co-
rrespondiente a dicha conducta, al diverso numeral 215
del Código Penal Federal, el cual establece la sanción pa-
ra tal delito, precisamente en sus dos últimos párrafos”.

“Por lo anterior, no es correcto suponer que no existe pe-
nalidad aplicable, ni que no se pueda determinar la san-
ción y mucho menos considerar que la orden de aprehen-
sión haya violado el principio de legalidad que consagra
el tercer párrafo del artículo 14 constitucional, toda vez
que no se determina la pena por analogía, ni por mayoría
de razón, al quedar acreditado que el artículo 206 de la
Ley de Amparo, fija el delito de desobediencia a la sus-
pensión y para la pena que deberá imponerse remite a la
sanción que, para el ilícito de abuso de autoridad, regula
el diverso artículo 215 del Código Penal Federal, lo cual
no implica violación al precepto constitucional invoca-
do...”.

De tal suerte, se reitera, ante la dualidad de sanciones ha-
brán de aplicarse los principios generales de derecho a fa-
vor del servidor público imputado, por lo que no se provo-
ca necesariamente confusión y menos aún indefensión.

9.- En el punto VII con el rubro de “ACTUACIÓN DE
CIERTOS JUZGADORES FEDERALES Y OTRAS
CONSIDERACIONES JURÍDICAS”.

a) En este apartado el servidor público realiza una serie de
observaciones respecto de las resoluciones dictadas por los
Jueces de Distrito que intervinieron en el juicio de amparo
862/2000, así como de los magistrados del Séptimo Tribu-
nal Colegiado del Primer Circuito en el Distrito Federal,
que ya fueron objeto de examen en este considerando, por
lo que resultan inoperantes en virtud, de que las resolucio-

nes al ser confirmadas en revisión por lo tribunales cole-
giados constituyen cosa juzgada, como el propio servidor
público lo reconoce en su escrito de alegatos al señalar lo
siguiente: 

“Finalmente, cabe recordar que las sentencias que pro -
nuncian en revisión los Tribunales Colegiados de Circuito,
no admiten recurso alguno, según el último párrafo de la
fracción X del artículo 107 Constitucional y la fracción
tercera del artículo 85 de la Ley de Amparo, por lo que
constituyen cosa juzgada; a menos que impliquen una in-
terpretación constitucional, lo que no ocurre en el presen-
te caso. Esto es, en casos como éste, lo hecho por un Co-
legiado, hecho está. Y lo mal hecho,  mal hecho queda”.

b) No le correspondía al Ministerio Público solicitar la de-
claración de procedencia, sino a la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, lo anterior, en razón  al principio de que
donde existe la misma razón se aplica la misma disposi-
ción, por lo que queda claro que es al Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, quien debe decidir: si hubo
inejecución a la sentencia o desobediencia en cuanto a la
orden de suspensión; si como resultado de encontrar efec-
tivamente  inejecución o desobediencia inexcusable, la au-
toridad debe ser separado de su cargo y consignada, y en
caso de que la autoridad responsable goce de inmunidad
procesal penal, solicitar a la H. Cámara de Diputados la
apertura de la Declaración de  Procedencia.

Asimismo, es infundado el motivo de la inconformidad he-
cho valer por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en el
sentido de que es a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción a quien le correspondía solicitar la Declaración de
Procedencia.

En efecto, de acuerdo a lo establecido en los artículos 21 y
102 de la Constitución General de la República, la regla
general, en materia de persecución de delitos de orden fe-
deral, incumben al Ministerio Público de la Federación, sin
embargo, en los casos en que una autoridad insistiere en la
repetición del acto reclamado o se pretenda eludir abierta-
mente el cumplimiento de la  sentencia, el Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia además de resolver separarla de su
cargo inmediatamente, tiene la facultad y el deber de con-
signarla  directamente al Juez de Distrito que corresponda,
para que la juzgue por la desobediencia cometida, en tér-
minos que señala el Código Penal Federal para el delito de
abuso de autoridad. Esta  excepción, al denominado mono-
polio del Ministerio Público, tiene su sustento en la frac-
ción XVI del artículo 107 de la Constitución Federal, que
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establece la situación de excepción al señalar claramente,
que además de la separación inmediata del cargo de la au-
toridad responsable, será consignada ante el Juez de Distri-
to que corresponda; pero esta excepción, es única y exclu-
sivamente para los casos de incumplimiento a una
sentencia de amparo o en los casos de repetición del acto
reclamado, pero no abarca los casos de violación a una sus-
pensión, y la razón de ello deriva de que, si es el Pleno de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación la que determi-
na que una autoridad incurrió en desacato de una sentencia
de amparo y decide separarla de su cargo, no puede condi-
cionar su obligación de consignarla penalmente ante el
Juez de Distrito que corresponda, que le impone la Cons-
titución,  a la determinación del Ministerio Público Fede-
ral, el que, por otra parte, deberá intervenir en  el proceso
respectivo, en ejercicio y debido cumplimiento de su fun-
ción.

Caso distinto ocurre en los incidente de violación a una
suspensión de amparo, la cual le compete conocer al pro-
pio Juez de Distrito, que conoce del juicio principal, no así
en las sentencias de amparo, que para resolver sobre su
cumplimiento o incumplimiento, la facultad es exclusiva
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia. Sirve de apoyo
a lo anterior, la jurisprudencia número 115, consultable en
la página 222 primera parte del Apéndice al Semanario Ju-
dicial, con el rubro: “SENTENCIAS DE AMPARO. FA-
CULTAD EXCLUSIVA DEL PLENO DE LA SUPRE-
MA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA
RESOVER SOBRE SU CUMPLIMIENTO O INCUM-
PLIMIENTO”.

También se corrobora esta determinación, con la tesis emi-
tida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, visible a página 5. Tomo XIV. Octava Época.
del Semanario Judicial de la Federación, misma que se
transcribe a continuación:

“INCIDENTE DE INEJECUCION DE SENTENCIA,
ES IMPROCEDENTE EL, POR EL INCUMPLI-
MIENTO AL AUTO QUE CONCEDIO AL PETICIO-
NARIO DEL AMPARO, LA SUSPENSION DEFINI-
TIVA DE LOS ACTOS RECLAMADOS.  El artículo
105 de la Ley de Amparo establece en sus dos primeros
párrafos: “Si dentro de las veinticuatro horas siguientes
a la notificación a las autoridades responsables la ejecu-
toria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del ac-
to lo permita o no se encontrase en vías de ejecución en
la hipótesis contraria, el juez de Distrito, la autoridad

que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de
Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronun-
ciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio
o a instancia de cualquiera de las partes, al superior in-
mediato de la autoridad responsable para que obligue a
ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad
responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará
directamente a ella. Cuando el superior inmediato de la
autoridad responsable no atendiere el requerimiento, y tu-
viere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá
a este último”. “Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a
pesar de los requerimientos a que se refiere el párrafo an-
terior, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido
del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso,
remitirá el expediente original a la Suprema Corte de
Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de
la Constitución Federal, dejando copia certificada de la
misma y de las constancias que fueren necesarias para
procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al
artículo 111 de esta Ley”. Sin embargo, el segundo párra-
fo transcrito no es aplicable en el caso de incumplimiento
del auto de suspensión por la autoridad responsable, por-
que el hecho de que el mencionado auto no sea recurrible,
no significa que deba equipararse a una ejecutoria que
hubiera concedido el amparo al quejoso, ya que ambas
resoluciones tienen una naturaleza diversa, pues mientras
la primera es una medida cautelar, susceptible de modifi-
carse en cualquier momento del juicio por un hecho su-
perveniente, la segunda constituye la verdad legal, in-
atacable, que declara en definitiva que un acto de
autoridad es violatorio de garantías. Por tanto el ins-
trumento que la ley prevé‚ para sancionar el incumpli-
miento al auto de suspensión por la autoridad respon-
sable contumaz, es la norma contenida en el artículo
206 de la Ley de Amparo y no el segundo párrafo del ar-
tículo 105 de la propia Ley”.

c) Por otra parte, señala el Jefe de Gobierno que se debe
apreciar que la responsabilidad como autoridad desde el
punto de vista administrativo y de amparo difiere de la res-
ponsabilidad penal.

En relación con el tema que nos ocupa, esta Sección Ins-
tructora coincide con los señalamientos del imputado, en el
sentido de que la responsabilidad administrativa y de am-
paro no se puede traducir en automático en la responsabili -
dad penal del servidor público. Al respecto, resulta aplica-
ble la tesis sustentada por el Tribunal Colegiado del
Vigésimo Séptimo Circuito que se inserta a continuación:
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Novena Época
Instancia: Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo
Circuito.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta
Tomo: XV, Abril de 2002
Tesis: XXVII.4 P
Página: 1375

VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN, DELITO DE.
PARA QUE SE ACREDITE EL CUERPO DEL ILÍ-
CITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 206 DE LA
LEY DE AMPARO, NO ES SUFICIENTE QUE EL
JUEZ DE DISTRITO QUE CONOCIÓ DEL INCI-
DENTE RESPECTIVO HAYA DECLARADO
PROCEDENTE Y FUNDADA LA DENUNCIA DE
VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN, PUESTO QUE
ES NECESARIO QUE LA AUTORIDAD DEL
PROCESO TENGA A LA VISTA LOS ELEMEN-
TOS DE CONVICCIÓN QUE SE TOMARON EN
CONSIDERACIÓN PARA ARRIBAR A TAL CON-
CLUSIÓN, A FIN DE VALORARLOS CONFOR-
ME A LAS REGLAS DEL CÓDIGO ADJETIVO
DE LA MATERIA. Para la demostración de los ele-
mentos que integran el cuerpo del delito previsto en el
artículo 206 de la Ley de Amparo, no es suficiente que
el Juez de Distrito que ordenó la suspensión haya decla-
rado procedente y fundada la denuncia de violación a la
suspensión, y para arribar a la anterior conclusión con-
siderara que los elementos de prueba que obraban en el
incidente eran suficientes para acreditarla, puesto que
para efectos del proceso penal, tal prueba sólo acredita
la denuncia de un hecho posiblemente delictuoso, mas
no por ello deben tenerse por plenamente comprobados
todos los elementos de convicción que el Juez de ampa-
ro tomó en cuenta para emitir tal decisión, por tratarse
de un procedimiento distinto al penal. Lo anterior con-
duce a determinar que en el proceso penal es necesario
que el juzgador tenga a la vista los elementos de prueba
que aporten las partes, para valorarlos de conformidad
con el Código Federal de Procedimientos Penales, res-
petando, desde luego, los derechos que nuestra Carta
Magna y el propio código adjetivo prevén para los im-
putados, y de ahí la necesidad de tenerlos a la vista, para
que pueda pronunciarse al respecto. Considerar lo con-
trario, y otorgar pleno valor probatorio a la conclusión
que emita el Juez de amparo al estimar violada la sus-
pensión, equivaldría a prejuzgar en el juicio penal sobre
la existencia de la conducta delictiva y, por tanto, care-
cería de objeto la práctica del procedimiento, al estar

imposibilitado el procesado para demostrar la inexisten-
cia del delito imputado y, por tanto, para desvirtuar las
pruebas que haya tomado en consideración el Juez que
conoció del incidente respectivo, lo cual sería jurídica-
mente inadmisible, al pasar por alto las garantías que le
confiere el artículo 20 constitucional.

Amparo directo 242/2001. 30 de enero de 2002. Unani-
midad de votos. Ponente: José Manuel Rodríguez Puer-
to. Secretario: Juan Carlos Moreno López.

En el caso concreto que ahora nos ocupa, debe tomarse en
consideración que la acusación que hace el Ministerio Pú-
blico no deriva en automático de la resolución que dictó el
Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa el 30
de agosto de 2001 y que fue confirmada por el Séptimo Tri-
bunal Colegiado el 23 de enero de 2002, puesto que para
investigar el DELITO DE VIOLACIÓN A LA SUSPEN-
SIÓN y la probable responsabilidad, se integró la averi-
guación previa número 1339/FESPLE/2001.

d) De acuerdo al artículo 25 de la Ley Federal de los Ser-
vidores Públicos, la Sección Instructora debe responder “al
requerimiento del Ministerio Público con una investiga-
ción que incluya la práctica de diligencias encaminadas a
comprobar lo que la averiguación previa del caso debió
haber establecido, a saber: La existencia del cuerpo del
delito y la probable responsabilidad del imputado. Pero,
además y sobre todo en tanto que constituye la razón mis-
ma de la existencia de la Sección Instructora y del proce-
dimiento para la declaración de procedencia debe diluci-
dar sin lugar a dudas si está frente a un caso de ataques
infundados provenientes de enemigos políticos del imputa-
do, encausados a través del Ministerio Público”.

“Esto es, la Sección Instructora tiene a su cargo, no tan-
to comprobar la legalidad del requerimiento del Ministe-
rio Público, como constatar que éste no ha sido utilizado
para dañar ilegítimamente al servidor público de que se
trate. En otras palabras, la Sección Instructora, no es un
segundo Ministerio Público, sino un escrutador de las se-
gundas intenciones de la averiguación previa que aquel
le presente”.

Este alegato, carece de fundamento, toda vez que como
quedó establecido en el Considerando Segundo de este dic-
tamen,  los servidores públicos a que se refiere el artículo
111 constitucional, como es el caso de la persona que ocu-
pa el cargo  de Jefe de Gobierno del Distrito Federal, se les
otorga una protección de carácter procedimental en materia

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 7 de abril de 2005 / Anexo I109



penal, la que de ninguna manera significa un privilegio o
violación del principio de igualdad,  y que es a la Cámara
de Diputados a la que le corresponde determinar la proce-
dencia o improcedencia de la remoción de ese obstáculo
procedimental, que constituye un requisito de procedibili-
dad, sin el cual no se puede ejercitar la acción penal co-
rrespondiente ante las autoridades judiciales. Es por lo tan-
to, que debido a  esta facultad reservada a la Cámara de
Diputados, por lo que se debe cuidar que esta prerrogativa
constitucional no se convierta en un instrumento de impu-
nidad o en un medio para eludir el principio de igualdad
ante  la ley,  garantizando que ningún servidor público que
goza de ese privilegio constitucional,  quede impune por
las conductas ilícitas cometidas y  que por el contrario res-
pondan por las mismas, en iguales condiciones, como ocu-
rre con cualquier ciudadano.

La Ley Reglamentaria del Título Cuarto Constitucional,
prevé un procedimiento que elimina cualquier posibilidad
de considerar la resolución de la Sección Instructora  como
un acto de índole política para convertirlo en un procedi-
miento de naturaleza jurisdiccional que debe ceñirse a
cuestiones jurídicas muy concretas, establecidas en el artí-
culo 25 de la invocada Ley  Federal de Responsabilidades
de los Servidores Públicos, para determinar la existencia
del delito que se le imputa al servidor público, así como su
probable responsabilidad, aplicando incluso las reglas pro-
pias del derecho procesal penal, de aplicación supletoria al
procedimiento de Declaración de Procedencia, para deter-
minar si existen elementos probatorios que justifiquen la
remoción del obstáculo procedimental.

Ahora bien, en el presente asunto, la legalidad del requeri-
miento de declaración de procedencia formulada por el Mi-
nisterio Público de la Federación, está fuera de toda duda,
pues cumple con los requisitos exigidos por el citado ar-
tículo 25, por lo que este procedimiento se encaminó a ve-
rificar si los datos, constancias y elementos de pruebas
aportados por el Representante Social Federal, soportan la
acreditación de la existencia del delito y la probable res-
ponsabilidad del imputado, para pronunciarse sobre la con-
veniencia de remover el fuero del que goza el C. ANDRÉS
MANUEL LÓPEZ OBRADOR,  ya que independiente-
mente de que hubiera móviles políticos, como argumenta
el servidor público, la finalidad del  procedimiento,  es la
de no permitir que se dé la impunidad.    

Sobre el particular, como se  demostró en el cuerpo de es-
ta resolución, ha quedado plenamente acreditada la exis-
tencia del delito por el cual se solicitó la Declaración de

Procedencia, con lo que se evidencia que no hay ataques
infundados, ni móviles de ninguna naturaleza, fuera de la
de índole penal, hacia el servidor público imputado, y por
el contrario al considerar procedente el requerimiento del
Ministerio Público de la Federación, se llega a la convic-
ción que no existen fines extraños o ajenos a aquellos que
estrictamente le corresponden a la función investigadora y
persecutora de delitos, prevista en el artículo 21 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

10.- Para finalizar, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRA-
DOR hace las siguientes manifestaciones: “Ustedes saben,
como legisladores, de la importancia de proteger eficaz-
mente el cumplimiento de las funciones públicas. El ar-
tículo 61 Constitucional da a los integrantes del H. Con-
greso de la Unión la exclusiva inmunidad, esencialmente
jurídica, frente a cualesquiera reconvenciones por las opi-
niones que manifiesten en el desempeño de sus cargos. En
adición, el artículo 111 Constitucional les otorga adicional-
mente una inmunidad procesal penal, prerrogativa que el
Constituyente extendió a otros servidores públicos de los
poderes Judicial y Ejecutivo. Como Diputados Federales, y
por disposición constitucional, tienen ustedes, en especial,
la doble calidad de ser destinatarios de esta segunda inmu-
nidad constitucional y custodios de que se respete la co-
rrespondiente a sus pares en los términos de la Constitu-
ción Federal. Prerrogativa y encomienda que la
Constitución les entrega. Sé que harán honor a ambas y,
así, no sólo a la letra de la Constitución de la República,
sino a lo más importante y trascendente: el espíritu de la
carta magna”.

Al respecto, esta Sección Instructora no ignora la alta res-
ponsabilidad que se le ha encomendado. Además ha actua-
do conforme a derecho, sin aceptar presiones de ninguna
clase y resolviendo en conciencia de conformidad con las
constancias que obran en el expediente.

Por todas las razones anteriores, esta Sección Instructora,
considera que los argumentos expresados por el servidor
público imputado, son insuficientes para desvirtuar la exis-
tencia del delito previsto en el artículo 206 de la Ley de
Amparo, así como su probable responsabilidad en la comi-
sión del delito que se le imputa.

NOVENO.- VALORACIÓN DE LAS PROBANZAS AD-
MITIDAS AL SERVIDOR PÚBLICO IMPUTADO.

Tampoco resulta obstáculo para la presente determinación,
las PRUEBAS ofrecidas por el servidor público imputado.
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Previo al análisis de las probanzas, resulta oportuno revisar
las reglas sobre la valoración en el sistema procesal mexi-
cano.

En el proceso penal suele hablarse de que la valoración de
las pruebas no es materia ni función que corresponda en
exclusiva al órgano jurisdiccional, reconociéndose, claro
está, que la valoración que realizan las partes se hace antes
de que se dicte sentencia, es decir, se hace referencia a “esa
actividad de las partes previa al pronunciamiento jurisdic-
cional, conocida por discusión, contiene entre otros aspec-
tos el examen y apreciación de los elementos de prueba in-
troducidos por la recepción de los medios probatorios; se
caracteriza por el propósito de convencer al juzgador acer-
ca de la posición tomada por cada una de las partes frente
al elemento material de la imputación o del reclamo de
reintegración patrimonial. Con esa finalidad se pondrían de
manifiesto los elementos de cargo o de descargo, para que
en el conjunto resalten unos u otros”.

En la materia penal, ciertamente, desde la averiguación
previa podríamos considerar que el Ministerio Público reali-
za una serie de apreciaciones acerca de los elementos de
prueba que se ventilan para tener por comprobado el cuer-
po del delito y la presunta responsabilidad del inculpado,
mas esta situación no se puede llevar hasta el extremo de
que se estime que el Ministerio Público efectúa una autén-
tica valoración de la prueba, al menos no en el estricto sen-
tido procesal que aquí hemos señalado, pues, en rigor, la
valoración de las pruebas, según nos explica Chiovenda,
“significa formar el convencimiento del Juez acerca de la
existencia o no existencia de hechos de importancia en el
proceso”; por lo tanto, lo que el Ministerio Público- hace
en la averiguación previa es una apreciación parcial y no
concluyente de las pruebas; parcial, porque sólo toma en
cuenta las pruebas de cargo, esto es, no aprecia las que fa-
vorecen al inculpado; no concluyente, porque el análisis
que hace de las pruebas no es definitivo, es decir, es hasta
el proceso donde al juzgar el juez valora las pruebas para
establecer finalmente lo que se deba tener como verdad re-
al en la sentencia. Esto último no riñe con lo que sucede en
nuestro sistema procesal, donde, en principio, el juez penal
valora pruebas no sólo hasta el momento del juicio, sino,
que también lo hace en la primera etapa de la instrucción
para decidir la situación jurídica del inculpado en el auto de
formal prisión, o bien en el auto de libertad por falta de mé-
ritos; lo mismo puede decirse que hacen cuando deciden
sobre la solicitud de una orden de aprehensión o al salvar
un incidente.

Ahora bien, debemos hacer una revisión de los dos siste-
mas de valoración de la prueba que hemos señalado, e in-
dicar que no todos los ataques que se hacen al de la prueba
legal son procedentes; así como tampoco es prudente ad-
mitir la dogmatización del de la libre convicción como el
más conveniente para el proceso penal; “no conviene hacer
del libre convencimiento, como método de apreciación de
las pruebas, un principio intangible, un inmodificable pre-
juicio de sistema o de escuela, ni conviene envanecerse con
él. Por el contrario, debe coordinarse con los fines del pro-
ceso, y como en éste se trata de obtener que la apreciación
de las pruebas se haga con arreglo a la verdad, que la fuer-
za de la prueba opere en forma completa, sin disminucio-
nes y sin estar alterada por factores extraños a ella, es a to-
das luces evidente que el método del libre convencimiento
debe admitirse sólo en cuanto contribuya efectivamente a
obtener los fines del proceso y en cuanto pueda en realidad
emplearse con utilidad y dar buenos frutos. No sólo se pue-
de, y hasta se debe indicar en la ley medios de prueba (aun-
que sin hacer una enumeración taxativa) y trazar las formas
de esos medios, sin que esto contraste con el método del li-
bre convencimiento, sino que igualmente puede afirmarse
que no repugna a este método el que en la ley se señalen al-
gunos criterios orientadores, el que se suministre al juez al-
gunas instrucciones para el cumplimiento de su tarea de
examinar y analizar las pruebas, y el que se indique la im-
portancia que algunas pruebas para el cumplimiento y el
mínimo de prueba que se requiere para ciertos actos”.

Nuestro Código Federal de Procedimientos Penales esta-
blece un sistema de valoración de la prueba de carácter
mixto, aunque con una ligera tendencia al de la libre con-
vicción cuando menos por lo que hace a los indicios (arti -
culo 286) y a los dictámenes periciales (artículo 288).

Lo mismo puede decirse del Código de Procedimientos Pe-
nales para el Distrito Federal, si bien, en éste existe dispo-
sición expresa sobre el in dubío pro reo al determinar en su
artículo 247 que “en caso de duda debe absolverse”.

En el periodo procesal de ofrecimiento y desahogo de prue-
bas, la Sección Instructora de la Cámara de Diputados tie-
ne la facultad de calificar la pertinencia de estas, des-
echando las que a su juicio sean improcedentes. Al
respecto, el artículo 45 de la Ley Federal de Responsabili-
dades de los Servidores Públicos establece la aplicación del
Código Federal de Procedimientos Penales por lo que hace
a la valoración de las pruebas en la declaración de proce-
dencia. Sobre este punto el artículo 206 del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales establece que: 
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Artículo 206.- Se admitirá como prueba en los términos
del artículo 20 fracción V de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, todo aquello que se
ofrezca como tal, siempre que pueda ser conducente, y
no vaya contra el derecho, a juicio del juez o tribunal.
Cuando la autoridad judicial lo estime necesario, podrá
por algún otro medio de prueba, establecer su autentici-
dad.

Una vez señalado lo anterior, se procederá a valorar las
pruebas que le fueron admitidas al servidor público impu-
tado.

1.- Respecto a las pruebas documentales, consistentes en
las resoluciones judiciales dictadas en el cuaderno inciden-
tal del juicio de amparo 862/2000, entre las que se encuen-
tran la sentencia interlocutoria de fecha catorce de marzo
de dos mil uno, por la que se concedió a la quejosa la sus-
pensión definitiva; la resolución del treinta de agosto de
dos mil uno, en la que se declaró fundada la denuncia de
violación a la suspensión definitiva; la resolución de fecha
veintitrés  de enero de dos mil dos, emitida por mayoría de
votos de los magistrados del Séptimo Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa del Primer Circuito en el Distri-
to Federal,  y el proveído del trece de abril de dos mil dos,
por el que el Juez Noveno de Distrito en Materia Adminis-
trativa, ante el reiterado incumplimiento del Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, ordenó se retirara toda la ma-
quinaria y equipo de construcción que se encontraba en las
fracciones expropiadas,  documentales que en nada benefi-
cian al imputado, pues no acreditaron  el objeto y pertinen-
cia para lo cual fueron ofrecidas, y por el contrario, son
elementos de convicción  fundamentales que fueron  debi-
damente analizados y  tomados en cuenta por  este Órgano
Colegiado, para sustentar el cuerpo del delito previsto en el
artículo 206 de la Ley de Amparo, así como la probable
responsabilidad del C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ
OBRADOR.

Por lo que hace a las pruebas, consistentes en las inspec-
ciones oculares practicadas en diferentes fechas, en el pre-
dio “El Encino”, por los actuarios adscritos al Juzgado No-
veno de Distrito en Materia Administrativa en Distrito
Federal, cabe mencionar que la invocada por el oferente
con el número 1.2.3, no obra como dice en el expediente de
la Averiguación Previa 1339/FESPLE/2001 y no existe
constancia alguna que en  fecha tres de agosto de dos mil
uno, se hubiese practicado diligencia de inspección en el
predio de la quejosa, y por lo que respecta a las otras ins-
pecciones, no se acredita lo que pretende el servidor públi-

co, esto es, que las condiciones en las que se encontraban
las zonas usadas como acceso al predio “El Encino”, eran
las mismas que existían al concederse la suspensión defini-
tiva; esta Interpretación y alcance que se le pretende dar a
estas pruebas, resulta incorrecta, pues se acredita principal-
mente,  con la inspección ocular practicada por el actuario
adscrito al Juzgado Noveno de Distrito en Materia Admi-
nistrativa en el Distrito Federal, del veintiocho de agosto
de dos mil uno, que se continuaron realizando trabajos pa-
ra la apertura de las vialidades en las zonas que servían de
acceso al predio propiedad de la quejosa, por lo tanto, di-
chas pruebas no favorecen a la defensa del Jefe de Gobier-
no del Distrito Federal.

En cuanto a las pruebas relacionadas con la actuación del
Ministerio Público, no procede entrar al estudio de las mis-
mas, en virtud, de que no fueron admitidas en términos del
artículo 206 del Código Federal de Procedimientos Penales
de aplicación supletoria al presente procedimiento, por no
ser conducentes con los hechos motivos de la solicitud de
la Declaración de Procedencia.

Tampoco en nada ayudan las pruebas, consistentes en los
escritos de la parte quejosa, como es la copia certificada de
la demanda de amparo y el escrito de denuncia  a la viola-
ción a la suspensión definitiva del trece de agosto de dos
mil uno, ya que no sirven  para acreditar el objeto que pre-
tende el servidor público, en el sentido de que ya existían
obstáculos físicos para tener libre acceso al predio “El En-
cino”, desde el momento en que se formuló la demanda de
amparo,  ya que lo cierto, es que se continuaron obstruyen-
do las partes que servían de accesos, con los trabajos de
apertura de las vialidades, que no fueron paralizadas, sino
hasta el mes de febrero de dos mil dos.

En relación a las pruebas que se hicieron consistir en los
oficios emitidos por autoridades del Gobierno del Distrito
Federal, con las que pretendieron acreditar el cumplimien-
to a las suspensión definitiva, como son el oficio
DGSL/248/2001 del veintiséis de marzo de dos mil uno; el
oficio DGSL/272/2001 del tres de abril de dos mil uno; el
oficio DGSL/637/2001 del veintitrés de agosto de dos mil
uno; todos suscritos por el Director General de Servicios
Legales del Gobierno del Distrito Federal, así como los ofi-
cios de fecha cinco de septiembre de dos mil uno, del dos
de octubre de dos mil uno, y del dieciocho de octubre de
dos mil uno, signados por el Secretario de Gobierno en
ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, con-
trario a lo que pretende el servidor público, estos docu-
mentos no acreditan de manera alguna que con ellos haya
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dado instrucciones para el cumplimiento a la suspensión
definitiva concedida el catorce de marzo de dos mil uno,
pues no fueron considerados así por las autoridades judi-
ciales que conocieron del juicio de amparo, tan es así, que
dictaron diversos proveídos, con los cuales requerían al
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, que acreditara feha-
cientemente el cumplimiento de dicha medida cautelar.
Por otra parte, de la redacción de dichos documentos se ad-
vierte, que únicamente se concretaba hacer del conoci-
miento del Director General de Servicios Metropolitanos,
Sociedad Anónima de Capital Variable, sobre el sentido de
la resolución y a solicitarle informara sobre las medidas to-
madas para tal efecto, pero nunca hubo una orden directa y
determinante, para que se obedeciera de manera cabal y
puntual el auto de suspensión definitiva, por parte de la
empresa encargada de ejecutar los trabajos de apertura de
vialidades.

Por lo que se refiere a la Escritura Pública número 1913,
del nueve de julio de mil novecientos cincuenta y dos,
otorgada ante el Notario Público número ciento dieciséis
del Distrito Federal; la escritura Pública número 29533 de
fecha veintidós de julio de mil novecientos sesenta y nue-
ve, otorgada ante el notario Público número noventa y uno,
con las que se pretende acreditar que el único acceso al pre-
dio “El Encino”, era por la parte sur, donde se reportaba
una servidumbre de paso,   resultan irrelevantes, en virtud,
de que la orden de suspensión no se limitó a la servidum-
bre de paso, sino comprendió los acceso al predio “El En-
cino”, cuya existencia fueron reconocidos por las propias
autoridades del Gobierno del Distrito Federal.

Por lo que hace a la copia autenticada de la escritura públi-
ca número 641 de fecha once de diciembre de mil nove-
cientos noventa, otorgada ante el Notario Público número
ciento sesenta y cinco, del Distrito Federal, con el que se
pretende acreditar que en marzo de dos mil uno, el predio
“El Encino”, colindaba al norte con un predio propiedad de
Servicios Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital
Variable, en el que no existía acceso legal alguno, ni legal
ni material, al citado inmueble; la copia de la Escritura Pú-
blica número 23, 395, de fecha diez de diciembre de mil
novecientos noventa y ocho, otorgada ante el Notario Pú-
blico número ciento cincuenta de esta ciudad, cuyo objeto
es acreditar, que se redujo la superficie y variaron la colin-
dancias del predio “El Encino”, y la falsedad en que incu-
rrió el represéntate legal de Promotora Internacional Santa
Fe, Sociedad Anónima de Capital Variable, al señalar en su
escrito de demanda que el predio “El Encino” tenía una su-
perficie mayor a la que la propia escritura se le reconoce;

copia certificada de la Escritura pública número 58, 625, de
fecha veinticuatro de abril de mil novecientos noventa y
uno, otorgada ante el Notario público número veintiséis del
Distrito Federal, con la que se pretende acreditar la super-
ficie y colindancias originales del predio “El Encino”, la
existencia de un talud de tierra, que obstaculizaba el libre
acceso a la hoy avenida Carlos Graef Fernández. Estas do-
cumentales, resultan intrascendentes para el objeto  de la
presente Declaración de Procedencia, amén de que en el in-
cidente de suspensión del juicio de amparo 862/00, de don-
de derivan los hechos motivo de examen, no se hicieron
valer estos documentos, ni las argumentaciones que realiza
el servidor público, por  ninguna de las autoridades  del
Gobierno del Distrito Federal, señaladas como responsa-
bles, no obstante, que la Ley de Amparo en su artículo 131,
facultaba para ofrecer la prueba documental,  y por el con-
trario, durante la tramitación del mencionado incidente, las
autoridades responsables, entre ellas el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, reconocieron la existencia de accesos
al predio “El Encino”, y manifestaron en todo momento se
había respetado la medida cautelar, esto es, que se habían
abstenido de bloquear y cancelar los accesos al predio pro-
piedad de la quejosa.

Tampoco, le beneficia las documentales consistentes en las
copias autenticadas de las Actas de Sesión del Consejo de
Administración de Servicios Metropolitanos, Sociedad
Anónima de Capital Variable, celebradas el veintiséis de
abril, primero de junio y trece de diciembre, todas del año
dos mil uno, y seis de febrero de dos mil dos, con las que
justifica el servidor público imputado, que no asistió a di-
chas reuniones, sin embargo, no se acredita que no haya te-
nido conocimiento de lo que en ellas se trataba, pues un
asunto de tanta importancia y trascendencia, como lo es, el
desobedecer un mandamiento judicial, en el que estaba se-
ñalado como autoridad responsable y por lo tanto, obliga-
do a respetar la orden de suspensión, era el momento opor-
tuno en las Sesiones de Consejo de Administración, para
ordenar directamente a los encargados de ejecutar los tra-
bajos de vialidades, que paralizaran las obras, para dar el
debido cumplimiento; además de que su responsabilidad
como Presidente del Consejo de Administración de esa em-
presa, le obliga, si no asiste a las sesiones, a estar informa-
do de los asuntos que se trataron en las mismas.

Cabe hacer notar que en la sesión de Consejo de Adminis-
tración celebrada el veintiséis de abril de dos mil uno, se
acredita fehacientemente la verdadera intención en rela-
ción con la construcción de vialidades sobre las fraccio-
nes expropiadas al predio “El Encino”, particularmente la
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denominada “Vasco de Quiroga” de la empresa Servicios
Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital Variable, de
la cual el Jefe de Gobierno del Distrito Federal es el Presi-
dente del Consejo de Administración, corresponden a cum-
plir compromisos contractuales con empresas particulares
a quienes se les había vendido predios en esa zona, que se
encontraban obstruidos y por los cuales enfrentaban de-
mandas judiciales por daños y perjuicios por varios millo-
nes de dólares.

Lo anterior se encuentra corroborado en el PUNTO TER-
CERO del acta de la sesión de Consejo de Administración
celebrada el veintiséis de abril de dos mil uno, en la que
textualmente se señala lo siguiente:

“El lic. Carlos Heredia Zubieta, añadió que justamente el
punto que se va a abordar en detalle es el de los litigios,
porque hay varias empresas que no le han pagado a SER-
VIMET, porque esta no ha estado en condición de proveer
los servicios que van aparejados a la venta de los terrenos,
lo que con la liberación de los predios objeto de litigio,
paulatinamente se ha ido resolviendo, al avanzar en la re-
alización de la infraestructura que se ha comprometido,
específicamente en el caso de la vialidad Vasco de Quiro -
ga que ya ha sido posible abrir y en la que se está traba-
jando para conectar ambos extremos. Eso nos permite in-
troducir la red de agua y cumplir con compromisos que
redundan en que se haga exigible el pago…”

…

“El Lic. Flavio Martínez Zavala, explicó que en esa zona,
la demanda del ABC, era del orden 8 millones de dólares
y la demanda del Banco Santander, por la venta de ese in-
mueble que estaba obstruido, era del orden de 29 millones
de dólares. Con la apertura de las vialidades y con el con-
venio que mas adelante se presenta, vamos a cumplir con
estos compromisos y resolver esas dos demandas, respecto
de la de Banco Santander agregó que incluso acaba de
emitirse una sentencia favorable para el pago de daños y
perjuicios por no haber hecho en tiempo las vialidades, y
se está negociando con el Banco para demostrar que las
vialidades se terminarán a mas tardar el próximo 30 de
diciembre, con lo cual ellos se desisitirán de este pago de
daños y perjucios, que se considera serían del orden de los
29 millones de dólares”.

Con lo anterior se colige que no se dio cumplimiento a la
orden de paralizar las obras, porque existía el compromiso

de la empresa encargada de ejecutarlas de concluirlas a
más tardar el treinta de diciembre de dos mil uno.

Por lo que hace a las demás pruebas documentales marca-
das con los números del 1.7.2 al 1.7.12, resultan irrelevan-
tes y en nada cambia el sentido de la presente resolución,
toda vez, que con ninguna de ellas acredita fehacientemen-
te el servidor público imputado, que haya ordenado dar
cumplimiento a la suspensión definitiva para que se parali-
zaran los trabajos de apertura de vialidades en las zonas ex-
propiadas que servían de acceso al predio “El Encino”, y se
abstuvieran de bloquear y cancelar los accesos al mismo. 

2.- Respecto a las pruebas periciales, ofrecidas y admitidas,
consistentes en:

a) Materia de Ingeniería Civil, en la especialidad de estu-
dio Topográfico Comparativo, que versó sobre el estudio
topográfico comparativo respecto de las condiciones físi-
cas que presentaba la superficie de terreno que comprende
el predio “El Encino”, que prevalecían el catorce de marzo
del dos mil uno, con las condiciones físicas existentes en la
actualidad. Dictamen rendido y ratificado por el Ingeniero
Arquitecto Civil José Luis Revilla López y por el Ingenie-
ro Civil Erick Efrén Ramírez Díaz.

Este dictamen carece de eficacia probatoria, toda vez, que
técnicamente resulta imposible demostrar fehacientemente
las condiciones geográficas y topográficas existentes en los
accesos norte y sur del predio “El Encino”, al momento de
decretarse la suspensión definitiva, el día catorce de marzo
de dos mil uno, y que esas condiciones no variaron a partir
de esa fecha, basándose para la elaboración del dictamen,
únicamente en escrituras públicas otorgadas en los años de
1952, de 1969, 1991 y 1998 y en los siguientes documen-
tos,  el Plano del  predio Escobedo, emitido por Servicios
Metropolitanos, Sociedad Anónima de Capital Variable, en
1984, Plano LV-TDF-87-2S-6W10 de ubicación del Ramal
Sur del Rió Tacubaya, correspondiente al vuelo  fotogra-
métrico de 1984, Cartografías Catastrales del año de 1997,
Laminas de Alineamiento, Números Oficiales y Derechos
de Vía de 1988 y 1997, así como fotografías aéreas de
agosto de dos mil uno, treinta uno de enero de dos mil uno
y diez de abril de dos mil uno. Como puede apreciarse no
existe un solo documento del mes de marzo de dos mil uno,
que hubiere servido de apoyo para sustentar su opinión téc-
nica, lo que evidencia parcialidad de los peritos hacia con
el servidor público imputado. Por otra parte, algunas de las
respuestas al cuestionario, no son contundentes, sino por el
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contrario,  son vagas, imprecisas y se basan en conjeturas,
señalando meras posibilidades, al expresar en sus respues-
tas lo siguiente:

“El predio B, (que se considera la parte remanente de “El
Encino”) colindaba al sur en la mayor parte con el predio
afectado, denominado así en la escritura pública No. 23,
395 del 10 de diciembre de 1998, otorgada ante el Notario
número 150 del Distrito Federal, Lic. José Luis Franco Va -
rela, y que para esa fecha citada éste último, debió haber
estado ocupado en su mayor parte por las excavaciones
que se realizaban para la apertura de la vialidad a denomi-
narse Prol. Reforma o Av. Carlos Graef Fernández”.

Cuando se refiere a la apertura de vialidad que daría conti -
nuidad a la Avenida Vasco de Quiroga, manifestó: “...Pu-
diéndose notar, que dichos trabajos ya habían rebasado en
sentido lanimétrico los límites de “El Encino”, por lo que
para el 14 de marzo de 2001, debieron haber estado prác-
ticamente concluido los trabajos de movimiento de terra-
cería en los límites del predio”.

La conclusión a la que arriban los peritos en el sentido, de
que para el catorce de marzo de dos mil uno, no existían ac-
cesos legales al predio “El Encino”, además, de que va más
allá  de su técnica, toda vez que no les corresponde a ellos,
determinar la legalidad o no de los accesos o de las  servi-
dumbres de paso, también se contradicen con los diversos
informes rendidos por las autoridades del Gobierno del
Distrito Federal, en el cuaderno incidental del juicio de am-
paro 862/00, así como con las declaraciones ministeriales
del C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, en los
que se  reconoce la existencia de accesos al predio, mani-
festando incluso, que los han respetado al no bloquearlos ni
cancelarlos, y finalmente la vaguedad y la imprecisión con
dan respuesta a algunos cuestionamientos.

Por lo antes expuesto, este dictamen carece de eficacia ju-
rídica, atento a lo dispuesto por el artículo 288 del Código
Federal de Procedimientos Penales.

Lo anterior, se encuentra sustentado en  las siguientes te-
sis jurisprudenciales:

La emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, visible a página 97, Volumen 97-102 Se-
gunda Parte, Séptima Época, del Semanario Judicial de la
Federación, con el rubro:

“PERITOS, DICTÁMENES DE LOS. DEBEN CON-
CRETARSE A CUESTIONES DE ORDEN TÉCNICO.
Según los artículos 212 y 225  del Código de Procedi-
mientos Penales  para el Estado de Sonora, solo se requie-
re la intervención de peritos cuando se haga necesario po-
seer  conocimientos  especiales para el examen de
personas, hechos y objetos, a fin de que practiquen todas
las operaciones y experimentos que su ciencia o arte les
sugiera y expresen los hechos y circunstancias que sirvan
de base a su opinión, y así, ilustren el criterio del juzgador.
Por lo anterior, si los peritos no emitieron una opinión mé-
dica razonada, basada en la técnica propia de esta ciencia
y acorde con la realidad de los hechos del caso; es decir,
no opinaron sobre la causa eficiente de los hechos, sino
respecto de una mera posibilidad, al expresar: “...si pudo
haber sido posible que la muerte de ... pudo (sic) haberse
debido a la caída del mismo...” resulta inconcuso que este
dictamen no llena los requisitos legales necesarios para
constituir una opinión ilustrativa o un dictamen pericial y,
en cambio, entraña una intromisión indebida en el campo
decisorio, que la ley reserva exclusivamente al juzgador”.

Así como,  la  visible a página 206, Segunda Parte, XVI,
Sexta Época, del Semanario Judicial de la Federación, Pri-
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
con el rubro:

“PRUEBA PERICIAL,  APRECIACIÓN DE LA. El juez
natural puede aceptar o rechazar el contenido de una
prueba técnica como es la pericial, que es emitida por un
órgano especializado de prueba de acuerdo con las facul-
tades que le concede la ley, siempre y cuando el dictamen
que acepte no viole las reglas que rigen su apreciación o
alguno de los supremos principios de la lógica, sino que
por el contrario la opinión del perito,  que ya se sabe que
es un testigo de calidad llamado a opinar en el proceso,
corresponda a la realidad de los acontecimientos. De ahí
que el juzgador está  en posibilidad de rechazar un dicta-
men cuando éste es conjetural,  en cuanto no se basa en las
constancias de autos, o porque en su opinión es singular,
carece de lógica o resulta en muchos puntos  contradicto-
rio”.

Por otra parte, los peritos manifestaron la existencia de una
servidumbre de paso en la parte sur del predio en cuestión,
que según ellos, era la que originalmente servía de acceso
al inmueble, pero que fue rebasada por el corte de terreno
que se hizo para la construcción de la calle Graef Fernán-
dez, y que este punto se encuentra sobre la fracción vendida
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al Gobierno Federal; el reconocimiento de esta servidum-
bre de paso que servía de acceso, implicaba para la autori-
dad responsable paralizar los trabajos que se efectuaban
para la apertura de dicha vialidad, en términos de lo orde-
nado por la media cautelar, orden que no fue debidamente
acatada.  

b) La pericial en materia de ingeniería civil, sobre la espe-
cialidad en estudio  Topográfico Comparativo que versó en
el estudio topográfico comparativo que permita delimitar
los límites de la parte sur del predio “El Encino” y la ubi-
cación de la servidumbre de paso establecida en el mismo
predio, sobre una faja de veinte metros de ancho, com-
prendida en su lindero sur, en la parte correspondiente a su
límite con la barranca. Dictamen rendido y ratificado por el
Ingeniero Fotogrametrista, Esteban Navarro Pérez y el In-
geniero Arquitecto, Francisco Omar Lagarda García.

Esta prueba pericial, tampoco ayuda al servidor público
imputado, ya que el hecho de determinar las medidas y co-
lindancias del predio “El Encino”, resultan irrelevantes pa-
ra determinar si se acató o no la suspensión definitiva, pues
finalmente, los peritos determinaron que fracciones de lo
que ellos reconocen como parte del predio “El Encino”,  se
ubican en las áreas en las que se realizaron los trabajos de
apertura de vialidades, y finalmente, de resultar cierta di-
cha afirmación, aún así, la autoridad responsable debió res-
petar el efecto de la orden judicial. 

En su respuesta al inciso d), respecto de que el único acce-
so legal al predio “El Encino”, lo constituyó la servidum-
bre de paso, ubicado en la parte sur, denota también par-
cialidad, en virtud, de que es una respuesta que no es
acorde a su pericia en materia de topografía.

No obstante lo anterior,  el acto reclamado en el juicio de
amparo, de donde derivó la violación a la suspensión, se
hizo consistir en el Decreto Expropiatorio de fecha nueve
de diciembre de dos mil, y los acuerdos encausados a la
ejecución material de dicho decreto, documento en el que se
establece con claridad las medidas, superficie y colindancias
del predio expropiado, y que no fue controvertido en su
oportunidad  por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 

c) La pericial en materia de estudio Geológico que versó
respecto de la superficie del terreno que comprenden los
accesos norte y sur del predio “El Encino” ubicado en la
zona la ponderosa. Dictamen rendido y ratificado  por el
Geógrafo con especialidad en Geomorfología Alberto Gó-
mez Arizmendi y el Doctor José Inocente Lugo Hubp.

A este dictamen se le resta valor probatorio, por las con-
tradicciones y afirmaciones que hacen en sus conclusiones,
al determinar lo siguiente:

i) “Para la fracción sur desde 30 de enero de 2001, ya se
habían hecho las modificaciones que afectaron los anti-
guos caminos de terracería, donde en algún tiempo circu-
laron vehículos pesados, y se conservaban como tales los
días en que se realizó la visita, 24, 25 y 26 de noviembre de
2004, lo cual se corrobora con el contraste del anexo I y II,
así como con la fotografía del 30 de enero de 2001, por lo
que se determina que no se violó la suspensión dictada
por el juez”. 

En esta conclusión, se advierte la parcialidad de los peritos,
al hacer afirmaciones sobre aspecto jurídicos, que no les
corresponden, debiéndose haber concretado exclusivamen-
te a cuestiones orden técnico.

ii) “Para la fracción norte se realizó un  corte de terreno,
el cual era notable el 31 de enero de 2001, y abarcaba
prácticamente toda la zona expropiada, sin que se conclu-
yera la vialidad Vasco de Quiroga al momento de la sus-
pensión de las obras. Por lo anterior, se deduce,  con base
en las fotografías del 30 de enero de 2001 y 10 de abril del
mismo año, que las obras continuaron para concluir el
despalme del terreno y conformar la base de la vialidad
Vasco de Quiroga, que al día de hoy se encuentra incon-
clusa”.

La conclusión que antecede, carece de sustento técnico
adecuado para hacer esta afirmación,  tomando en cuenta,
que no da respuesta a las preguntas relacionadas con las
medidas y colindancias con la parte norte y parte sur del
predio “El Encino” al catorce de marzo de dos mil uno,
porque la prueba es en materia de estudio geológico, es de-
cir, la constitución física del terreno, su estructura y edad
en las zonas expropiadas, sin embargo, en la conclusión a
estudio refiere que la continuación de las obras, para la via-
lidad denominada Vasco de Quiroga, en la parte sur del te-
rreno, se continuó para concluir el despalme del terreno,
pero en la fracción que no fue afectada por la expropiación,
basándose para ello en las fotografías aéreas del  treinta y
uno de enero y diez de abril del dos mil uno. De la obser-
vación de la fotografía aérea del treinta y uno de enero de
dos mil uno, se aprecia un tapón central en el proyecto de
vialidad Vasco de Quiroga, el cual  ya no se advierte en la
fotografía aérea del veintiséis de mayo de dos mil uno, lo
que demuestra que se continuaron los trabajos para la cons-
trucción de dicha vialidad después del veintidós de marzo
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de dos mil uno, cuando fue debidamente notificado el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal.

iii) “En la fracción norte no se afectó ningún camino que
fuese ocupado para la circulación de vehículos, como se
muestra en el mapa geomorfológico que reproduce las
condiciones  del relieve en agosto de 2000 (ANEXO I)”.

La presente conclusión es incompleta y demuestra parcia-
lidad, pues no hace alusión  a la existencia de otro tipo de
acceso que no fuese únicamente para la circulación de ve-
hículos, ya que de la observación de la fotografía del trein-
ta y uno de enero de dos mi uno, en el interior del predio
“El Encino”, se advierte la existencia de veredas que se in-
terrumpen al corte de la construcción de la vialidad Vasco
de Quiroga.

Por lo anterior, este dictamen pericial en materia de Geolo-
gía carece de valor jurídico, en términos de lo dispuesto
por el artículo 288 del Código Federal de Procedimientos
Penales de aplicación supletoria en el presente procedi-
miento.

iv) La pericial  en materia de Biología Botánica, que versó
sobre el estudio de la flora que presentan los accesos norte
y sur del predio “El Encino”, determinándose la clase y ca-
racterísticas de dicha flora y acorde a tales características
prevalecientes, su tiempo de desarrollo o crecimiento que
representan. Dictamen rendido y ratificado por los biólo-
gos  Saúl Germán Segura Burciaga y Jaime Ernesto Rive-
ra Hernández.  

Los peritos en materia de Biología Botánica concluyeron
en lo siguiente:

“Tomando en cuenta el crecimiento, desarrollo y distribu-
ción espacial de las plantas de las especies Buddleja Cor-
data, Wigandia Urens y Baccharis Salicifolia, que para es-
te dictamen sirvieron como indicadoras de tiempo de no
afectación de sitios, se determina que su presencia y edad
en los polígonos norte y sur estudiados, demuestran que en
estos sitios no ha habido perturbación hace al menos 4
temporadas de lluvias, lo que equivale a la fecha a alrede-
dor de tres años y siete meses, es decir, desde la segunda
quincena del mes de abril del año 2001 aproximadamente,
hasta la segunda quincena de noviembre de este año
2004”.

Esta conclusión es imprecisa y no es determinante en cuan-
to al tiempo, refiriéndose a aproximaciones, al señalar que

las zonas motivo del examen no ha habido perturbación al
menos en cuatro temporadas de lluvias, lo que equivale a la
fecha, alrededor de tres años y siete meses, por lo que es in-
suficiente para determinar que las zonas expropiadas que
servían de acceso al predio en cuestión permanecen en las
mismas condiciones existentes el catorce de marzo de dos
mil uno. Por otro lado, aún cuando se tomara como real la
fecha de la segunda quince de abril de dos mil uno, hay un
lapso de un mes, un día, en la que los peritos no refieren las
condiciones en las que se encontraban las zonas expropia-
das en las que se realizaron las construcciones de vialida-
des. Además, esta opinión se contradice con la inspección
practicada por el actuario del Juzgado Noveno de Distrito,
el veintiocho de agosto de dos mil uno, y con la fe de he-
chos que se contiene en los instrumentos notariales  que
obran en el expediente del presente procedimiento, en los
que se da fe  de la realización de trabajos para la apertura
de las vialidades Carlos Graef Fernández y Vasco de Qui-
roga.

En consecuencia esta prueba pericial carece de eficacia ju-
rídica, de conformidad con el artículo 288 del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, de aplicación supletoria
en el presente juicio.

v) La pericial en materia de infraestructura hidráulica, que
tuvo por objeto y pertinencia demostrar que en la parte sur
que ocupa el predio, lugar donde fue trazada la calle Car-
los Graef Fernández, cruza la trayectoria del cause natural
del río Tacubaya ramal sur y su actual entubamiento. Dic-
tamen rendido y ratificado por los Ingenieros Juan Carlos
Guasch y Saunders y Octavio López Maya.

En este dictamen, los peritos en infraestructura hidráulica
concluyeron lo siguiente:

“I.- El Ramal Norte del cauce natural del río Tacubaya, se
encuentra aproximadamente a 120 m al norte, fuera de los
límites del predio ‘El Encino’”.

“II.- El entubamiento del río Tacubaya que actualmente se
encuentra en operación, en la parte sur del predio “El En-
cino”, se encuentra alojado en el trazo de proyecto de la
vialidad Carlos Graef Fernández, en dirección SW-NE”.

“III.- El eje del cauce natural del Ramal sur del río Tacu-
baya se constituye, según escrituras, como el límite extre-
mo sur del predio “El Encino”, y no cruza el trazo del pro -
yecto de la vialidad Carlos Graef Fernández; no obstante,
la zona federal de la margen izquierda del cauce natural
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del Ramal Sur del río Tacubaya es tangencial, en la zona
que ocupa el predio “El Encino”, al trazo del proyecto de
la vialidad Carlos Graef Fernández”.

El contenido de esta probanza  también es  irrelevante pa-
ra la finalidad que se persigue en el presente procedimien-
to, y nada aporta a la procedencia o no del desafuero, el de-
mostrar que en la parte sur del predio, donde fue trazada la
avenida Carlos Graef Fernández, cruza la trayectoria del
cauce natural del río Tacubaya ramal sur y su actual entu-
bamiento y no se desvirtúa de ninguna manera la conducta
desplegada por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, de
permitir que se continuara la apertura de las vialidades en
las zonas expropiadas que servían de acceso al predio “El
Encino”.

A continuación se transcriben los siguientes criterios juris-
prudenciales emitidos sobre la valoración de la prueba pe-
ricial:

PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. Re-
sulta legal la valoración que el juzgador haga de la prue-
ba pericial, en atención a que los tribunales tienen fa-
cultades amplias para apreciar los dictámenes periciales,
y si se razonaron las causas por las cuales merecen efi-
cacia probatoria y no se violaron los principios de la ló-
gica, es indudable que la autoridad de ninguna manera
infringió las normas de apreciación de dicha prueba.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO
CIRCUITO. Amparo directo 3/88. Mario Muñoz Li-
món. 17 de marzo de 1988. Unanimidad de votos. Po-
nente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez
Sánchez. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Parte:
XIV-Julio. Tesis: Página: 739

PRUEBA PERICIAL. VALORACIÓN. De acuerdo
con el artículo 211 del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo,
en términos de su artículo 2º, la valoración de la prueba
pericial queda al prudente arbitrio del juzgador, quien
tomando en cuenta las demás constancias y las razones
técnicas expresadas por los peritos, debe inclinarse por
aquel o aquellos peritajes que le merezcan mayor con-
vicción. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL
SEXTO CIRCUITO. Amparo en revisión 77/92. Fili-
berto Rodríguez Mújica y otra. 19 de febrero de 1992.
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Ran-
gel. Secretario: José Mario Machorro Castillo Instancia:
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario

Judicial de la Federación. Parte: XIV-Julio. Tesis:  Pá-
gina: 739

PRUEBA PERICIAL, ESTUDIO Y VALORACIÓN
DE LA. Si al examinarse la prueba pericial médica,
ofrecida por una de las partes en el procedimiento labo-
ral, se advierte por la Junta remitente del laudo impug-
nado, que el perito designado por la parte demandada,
como apoyo para emitir su dictamen se auxilió de di-
verso profesionista, pero que a su vez también éste en
forma directa practicó el examen encomendado, es in-
cuestionable que el actuar de la Junta en restarle valor
probatorio sin entrar al estudio debido de dicho medio
probatorio, es incorrecto, pues por el solo hecho de que
el perito mencione al momento de emitir su opinión téc-
nica que fue auxiliado por otro médico que apoya su de-
cisión, no es razón suficiente para omitir su examen,
pues es obligación de las Juntas examinar y resolver so-
bre todos los medios de prueba aportados, máxime si
como en la especie el dictamen reclamado sí se realizó
por el perito directamente designado. PRIMER TRIBU-
NAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. Am-
paro directo 45/94. Mexicana de Cananea, S. A. de C.
V. 17 de febrero de 1994. Unanimidad de votos. Ponen-
te: Manuela Rodríguez Caravantes. Secretaria: Edna
María Navarro García. Instancia: Tribunales Colegiados
de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federa-
ción. Parte: XIII-Junio. Tesis: Página: 635

PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. Al
valorar el juzgador la prueba pericial debe tomar en con-
sideración las razones que los peritos emiten para sus-
tentar sus opiniones, apreciando todos los matices del
caso y atendiendo a todas sus circunstancias, sin más lí-
mite que el impuesto por las normas de la sana crítica,
de la lógica y de la experiencia, para formarse una con-
vicción respecto del dictamen que tenga más fuerza pro-
batoria. Amparo directo 1189/80. Petróleos Mexicanos.
9 de enero de 1984. Unanimidad de 4 votos. Ponente:
Jorge Olivera Toro. Sexta Época, Cuarta Parte: Volumen
LIII, pág. 88. Amparo directo 5723/60. Julia Rodríguez.
30 de noviembre de 1961. Unanimidad de 4 votos. Po-
nente: Mariano Ramírez Vázquez. Instancia: Tercera
Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Par-
te: 181-186 Cuarta Parte. Tesis: Página: 238

PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA.
Dentro de la amplitud que la Ley Procesal Civil da al
Juez para estimar la prueba de peritos, esta la facultad
de que razonadamente excluya el dictamen de otros y
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se pronuncie por el que a su juicio le merezca mayor
confianza y convicción. Esto es, puede el juzgador va-
lerse del dictamen de un perito singular. Amparo direc-
to 2354/62. José Ventura López Quiroz. 18 de febrero de
1963. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Mario G. Rebo-
lledo F. Instancia: Tercera Sala. Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación. Parte: LXVIII, Cuarta Parte Te-
sis: Página: 36

3.- Finalmente, la prueba de inspección material celebrada
el diecisiete de enero de dos mil cinco, resultó inoperante
para el objeto que perseguía el oferente de la prueba, ya
que con ella se pretendía que los miembros de esta sección
Instructora, apreciaran de manera material y directa:

a) “Las condiciones físicas que presentaba las superficies
del terreno que comprende el predio denominado “El En-
cino”, ubicado en la zona la Ponderosa el 14 de marzo de
2001”;

b) “Las condiciones geográficas y topográficas existentes
respecto de los accesos norte y sur del predio “El Encino”,
el 14 de marzo de 2001”.

c) “Las condiciones físicas que presenta actualmente la
superficie de terreno que comprende el predio denominado
“El Encino”, ubicado en la zona  La Ponderosa”;

d) “Las condiciones geográficas y topográficas existentes
en la actualidad respecto de los acceso norte y sur del pre-
dio “El Encino”, para con ello determinar, en base al com-
parativo de las condiciones que presentaba el predio “El
Encino”, si el citado predio contaba o no con acceso vehi-
culares o peatonales el 14 de marzo de 2001, y si después
de esa fecha hubo o no bloqueo a los citados accesos”.

Tal como se advierte del escrito de ofrecimiento de prueba
de fecha cinco de agosto de dos mil cuatro, signado por el
C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR.

Conforme a lo dispuesto por el artículo 208 del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales de aplicación supletoria al
presente procedimiento, “es materia de inspección todo
aquello que puede ser directamente apreciado por la au-
toridad que conozca del asunto”. Es obvio, que los miem-
bros de la sección instructora no podrían apreciar de mane-
ra  material y directa las condiciones físicas que presentaba
la superficie del terreno el catorce de marzo del dos mil
uno, así como tampoco las condiciones geográficas y topo-
gráficas que existían en los accesos norte y sur el catorce

de marzo de dos mil uno, y de igual forma se tampoco se
podía hacer constar que el citado predio contaba o no con
accesos vehiculares o peatonales el catorce de marzo de
dos mil uno, y si después de esa fecha hubo o no bloqueo
a los accesos.

Por lo anterior, la apreciación del alcance jurídico de esta
prueba, se concretara únicamente por lo que se refiere al
punto marcado con el inciso c); y en la práctica de dicha di-
ligencia se apreció que en el lugar en donde se llevó a ca-
bo la inspección era el predio denominado “El Encino”, así
como los proyectos de apertura de vialidades en el parte
sur, la vialidad denominada Carlos Graef Fernández y en el
lado norte , la avenida Vasco de Quiroga. 

Por todas las razones anteriores, esta Sección Instructora,
considera que las probanzas aportadas por el servidor pú-
blico imputado, son insuficientes para desvirtuar la exis-
tencia del delito previsto en el artículo 206 de la Ley de
Amparo, así como su probable responsabilidad en la comi-
sión del delito que se le imputa.

DÉCIMO.- CONCLUSIÓN DEL DICTAMEN.

En conclusión, tal y como se analizó en los CONSIDE-
RANDOS anteriores, el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, no apor-
tó elementos que desvirtuaran la solicitud de Declaración
de Procedencia hecha por el licenciado CARLOS COR-
TÉS BARRETO, Agente del Ministerio Público de la Fe-
deración, Titular de la Mesa 4 de la Dirección de Delitos
Previstos en Leyes Especiales Área “B” de la Unidad Es-
pecializada en Investigación de Delitos contra el Ambien-
te y Previstos en Leyes Especiales, de la Procuraduría Ge-
neral de la República, y que, por su parte, dicha autoridad
proporcionó datos suficientes y adecuadamente soportados
para justificar la remoción del obstáculo procedimental del
que actualmente goza el servidor público imputado, por lo
que hace al DELITO DE VIOLACIÓN A LA SUSPEN-
SIÓN, del que ha acreditado su existencia y la probable
responsabilidad del imputado; en consecuencia, al encon-
trarse reunidos los requisitos contemplados en el artículo
25 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido-
res Públicos, esta Sección Instructora propone a la H. Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso de
la Unión declare que ha lugar a proceder penalmente en
contra del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, ANDRÉS
MANUEL LÓPEZ OBRADOR, a fin de que responda por
la conducta delictiva precisada. Dicha declaración, en su
caso, tendrá el efecto de que el imputado quede separado
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inmediatamente de su cargo como Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, quedando a disposición de las autoridades com-
petentes para que actúen conforme a sus facultades legales,
tomando en consideración que no se ha prejuzgado respecto
a la existencia del delito y la probable responsabilidad.

En estas condiciones, envíese el presente dictamen a la
Cámara de Diputados de la LIX Legislatura del Congreso
de la Unión, por conducto de su Presidente, a fin de que se
de cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 26, 27, 28
y demás relativos y aplicables de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo en lo
dispuesto en los artículos 14, 16, 17, 20, 21, 74 fracción V,
108 y 111 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, numerales 25, 26 y 28 de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, así como en
el ACUERDO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS LIX
LEGISLATURA, PARA LA INTEGRACIÓN DE LA
SECCIÓN INSTRUCTORA, aprobado por el Pleno de la
Cámara de Diputados, en su sesión del día veinticinco de
marzo de dos mil cuatro, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el treinta y uno del mismo mes y año, la Sec-
ción Instructora emite el presente DICTAMEN, en virtud
del cual, propone al Pleno de la Cámara de Diputados, eri-
gido en Jurado de Procedencia, previa realización de la au-
diencia a la que se refieren los artículos 20 y 27 de la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos,
emita la siguiente:

D E C L A R A T O R I A :

“La Cámara de Diputados del Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos, en ejercicio de las facultades que le
conceden los artículos 74 fracción V y 111 de la Constitu-
ción Federal, DECLARA

PRIMERO.- Ha lugar a proceder penalmente en contra del
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, ANDRÉS MANUEL
LÓPEZ OBRADOR, como consecuencia del procedimiento
de declaración de procedencia en el que ha quedado acre-
ditada la existencia del delito previsto en el artículo 206 de
la Ley de Amparo, relacionado con el 215 del Código Pe-
nal Federal y su probable responsabilidad, por las razones
expuestas en los considerandos SEXTO y SÉPTIMO del
dictamen emitido por la Sección Instructora.

SEGUNDO.- En términos del párrafo séptimo del artículo
111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos, el C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR
queda separado del encargo de Jefe del Gobierno del Dis-
trito Federal en tanto esté sujeto a proceso penal y en con-
secuencia a disposición de las autoridades competentes
para que actúen con arreglo a la ley.

TERCERO.- Las determinaciones contenidas en la pre-
sente Declaratoria, de ninguna manera prejuzgan respeto
a la existencia del delito y la probable responsabilidad pe-
nal del C. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, por lo
que quedan intocadas las facultades legales del Ministerio
Público de la Federación y las autoridades jurisdicciona-
les, para que en ejercicio de sus funciones, realicen las ac-
tuaciones que consideran pertinentes. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Notifíquese personalmente al servidor públi-
co imputado, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, y
por oficio al Agente del Ministerio Público de la Federa-
ción, adscrito a la Dirección de Delitos Previstos en Leyes
Especiales de la Procuraduría General de la República.

SEGUNDO.- Comuníquese esta decisión a la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, para su conocimiento.

TERCERO.- Comuníquese al Ejecutivo Federal para su
conocimiento, publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración y efectos legales a que haya lugar.

Dado en el Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, el día ___ de ________ del año
dos mil cinco, Presidente, Rúbrica, Secretario, Rúbrica.

Así lo determinaron, por mayoría de votos, los miembros
integrantes de la Sección Instructora de la LIX Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Di-
putados Federales Rebeca Godínez y Bravo, Secretaria;
Álvaro Elías Loredo, Integrante; y Francisco Cuauhtémoc
Frías Castro, Integrante, quienes firman al margen y al cal-
ce para constancia legal; con el voto en contra del Diputa-
do Horacio Duarte Olivares, Presidente, quien manifestó
su negativa a firmar este dictamen.

Dip. Horacio Duarte Olivares, Presidente; Dip. Rebeca
Godínez y Bravo (rúbrica), Secretaria; Dip. Álvaro Elías
Loredo (rúbrica), integrante; Dip. Francisco Cuauhtémoc
Frías Castro (rúbrica), integrante.»
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